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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 5 de agosto de 2014 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en 
sesión ordinaria mañana miércoles 6 de agosto, a la 
hora 9:30, a fin de informarse de los asuntos entrados 
y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


1.5 Moción presentada por los señores Senadores 
Francisco Gallinal, Enrique Rubio y Alfredo Solari a 
los efectos de que el Senado resuelva acordar una 
declaración de repudio a las pintadas que ponen de 
manifiesto condenables expresiones de intolerancia y 
desprecio hacia la colectividad judía. 

Carp. n.” 1562/2014 


2.2) Discusión única del proyecto de ley aprobado 
en nueva forma por la Cámara de Representantes, 
por el que se tipifican delitos y se modifica el artículo 
365 del Código Penal, sobre tráfico ilícito de armas. 

Carp. n.* 845/2012 — Rep. n.* 1115/2014 y Anexo I 


3.2) Discusión general y particular de un proyecto 
de ley por el que se facilita a cónyuges, concubinos, 
padres, hermanos y nietos de uruguayos y a los na- 
cionales de los Estados Parte del Mercosur y Estados 
Asociados, la residencia permanente en la República. 

Carp. n.* 1485/2014 — Rep. n.? 1116/2014 y Anexo I 


4.2) Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solici- 
ta la venia correspondiente a los efectos de destituir 
de su cargo a un funcionario del Ministerio de Vivien- 
da, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. (Se 
incluye en el Orden del Día por vencimiento del plazo 
reglamentario). (Plazo constitucional vence el 2 de 
setiembre de 2014). 

Carp. n.* 1517/2014 — Rep. n.* 1113/2014 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario». 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Agazzi, 
Amorín, Antognazza, Baráibar, Cardoso, 
Chiruchi, Clavijo, Conde, Couriel, Da Rosa, 
Gallicchio, Gallinal, Gallo Imperiale, Heber, 
Lacalle Herrera, Larrañaga, Martínez Huelmo, 
Martínez, Moreira (Carlos), Muguruza, Nin 
Novoa, Pasquet, Penadés, Pintos, Rubio, 
Saravia, Solari, Tajam y Viera. 


FALTAN: con licencia, el señor Presidente del 
Cuerpo, contador Danilo Astori, la señora Senadora 
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Moreira (Constanza) y los señores Senadores 
Bordaberry, Lorier, Michelini y Rosadilla. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 38 minutos). 
— Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«La Cámara de Representantes remite aprobado un 
proyecto de ley por el que se aprueba la Rendición de 
Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal corres- 
pondiente al Ejercicio 2013. 

-A LA COMISIÓN DE PRESUPUESTO INTEGRADA 
CON HACIENDA. 


Asimismo, remite una exposición escrita presen- 
tada por el señor Representante Ricardo Planchón, 
referente al estado de la Ruta n.* 50, la cual forma 
parte del polo de desarrollo logístico del departamen- 
to de Colonia. 

OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA COMI- 
SIÓN DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS. 


La Comisión de Hacienda eleva informado un pro- 
yecto de ley por el que se establecen normas relacio- 
nadas con las sociedades anónimas y en comandita 
por acciones, para la depuración de sociedades inac- 
tivas, y se disponen ajustes vinculados a la identifica- 
ción de titulares de participaciones patrimoniales al 
portador. 


—REPÁRTASE E INCLÚYASE EN EL ORDEN DEL 
DÍA DE LA PRÓXIMA SESIÓN. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva 
informados los siguientes proyectos de ley: 


* por el que se facilita la residencia permanente 
en la República a cónyuges, concubinos, padres, her- 
manos y nietos de uruguayos, y a los nacionales de 
los Estados Parte del Mercosur y Estados Asociados; 


* por el que se tipifican delitos y se modifica el 
artículo 365 del Código Penal, sobre tráfico ilícito 
de armas. 

HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTAN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


El Tribunal de Cuentas remite copia de oficios 
transcribiendo dos resoluciones relacionadas con 
los siguientes organismos: Administración Nacional 


554-C.S. 


de Telecomunicaciones y Ministerio de Turismo y 
Deporte. 

—-TÉNGANSE PRESENTES. LOS OFICIOS SE 
ENCUENTRAN PUBLICADOS EN LA PÁGINA WEB 
DEL PARLAMENTO. LA INFORMACIÓN COMPLETA 
SE ENCUENTRA A DISPOSICIÓN DE LOS SEÑORES 
SENADORES EN LA SECRETARÍA DEL SENADO». 


4) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de un 
proyecto presentado. 


(Se da del siguiente: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«Los señores Senadores Ernesto Agazzi, Milton 
Antognazza, Carlos Baráibar, Hebert Clavijo, Roberto 
Conde, Alberto Couriel, Luis Gallo Imperiale, Daniel 
Martínez, Rafael Michelini, Eduardo Muguruza, 
Rodolfo Nin Novoa, Enrique Rubio, Héctor Tajam 
y Lucía Topolansky presentan, con exposición de 
motivos, un proyecto de ley por el que se crea 
como órgano desconcentrado del Poder Ejecutivo el 
Instituto Nacional de Acreditación y Evaluación de la 
Educación Terciaria. 

-A LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA». 


(Texto del proyecto presentado) 
«Proyecto de ley 


Creación del Instituto Nacional de Acreditación y 
Evaluación de la Educación Terciaria (INAEET) 


Exposición de motivos 


Desde el año 2006, en el ámbito del Ministerio de 
Educación y Cultura (MEC), se ha trabajado con el 
propósito de adaptar la normativa vigente en materia 
de educación terciaria, especialmente en lo atinente 
al ordenamiento del Sistema de Enseñanza Tercia- 
ra Privada y a la creación de un sistema nacional de 
acreditación. 


En tal sentido y con la participación de especialistas 
nacionales y extranjeros y de técnicos de las instituciones 
universitarias privadas y de la Universidad de la 
República, el Poder Ejecutivo elaboró un proyecto de 
ley para la creación de la Agencia para la Promoción y el 
Aseguramiento de la Calidad de la Educación Terciaria 
(APACET), el que remitió al Poder Legislativo el 19 
de setiembre de 2009; pero, como no fue considerado 
en la Legislatura anterior, el Poder Ejecutivo reiteró el 
mensaje con dicho Proyecto el 11 de agosto de 2010, 
estando desde entonces en agenda de la Comisión de 
Educación y Cultura de la Cámara de Senadores. 
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Asimismo, es pertinente recordar que los aspectos 
relativos al reconocimiento y autorización de institu- 
ciones y carreras del sector privado de la enseñanza 
terciaria, contenidos en dicho Proyecto de Ley, se en- 
contraban regulados por el Decreto 308/95 de 11 de 
agosto de 1995. 


El punto es que al no haberse logrado los consen- 
sos institucionales y políticos necesarios, el precita- 
do Proyecto de Ley ha visto también postergado su 
tratamiento y aprobación en la Legislatura que está 
corriendo. 


Más allá de ello, el MEC acompañó el trabajo del 
Consejo Consultivo de Enseñanza Terciaria Privada 
(CCETP), en cuyo ámbito se consideraba que era 
necesario realizar modificaciones al sistema privado, 
como así también que, luego de 19 años de aplica- 
ción del Decreto 308/95, resultaba necesario revisar 
y actualizar dicha normativa, teniendo en cuenta la 
experiencia acumulada en la materia. 


Es así que en junio de 2013 el CCETP aprobó una 
propuesta con modificaciones al precitado Decreto, 
muchas de las cuales recogieron consenso. 


A partir de esa propuesta, el MEC trabajó con los 
actores involucrados, especialmente con las univer- 
sidades privadas, recogió los pronunciamientos de la 
Universidad de la República y del Consejo de Recto- 
res de la Universidades Privadas, y, luego de varios 
meses de trabajo, el Poder Ejecutivo aprobó, el 28 de 
abril de 2014, el Decreto 104/2014 sobre el Ordena- 
miento del Sistema de Enseñanza Terciaria Privada, 
el que entró en vigor el 28 de julio del presente año. 


De esta forma, una parte sustancial que se en- 
contraba reflejada en el proyecto de ley de creación 
de la APACET quedó integrada en el nuevo Decreto, 
el que además ha recibido un muy amplio consenso 
favorable. 


En estas condiciones y teniendo en cuenta que el 
país necesita avanzar en la institucionalización de la 
acreditación de la educación terciaria, se hace nece- 
sario legislar en la materia. 


Por esta razón, se ha reelaborado el proyecto de 
ley de creación de la APACET, transformándolo en un 
proyecto que se focaliza en la evaluación y acredita- 
ción de la educación terciaria. Y, si bien el sistema 
universitario es el que ha desarrollado mayor expe- 
riencia en la evaluación y muy particularmente en la 
acreditación, se entiende conveniente considerar la 
promoción de la calidad incluyendo la totalidad de la 
educación terciaria. 


El propósito es crear una institución pública que 
se dedique a promover la calidad en la educación ter- 
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ciaria, fundamentalmente a través de la acreditación. 
La acreditación universitaria ha tenido un importan- 
te desarrollo en el país a través del sector Educativo 
del Mercosur. Este mecanismo, transformado en el 
Sistema Arcusur desde 2009, ha permitido la acredi- 
tación de carreras de grado de Agronomía, Ingenie- 
ría, Medicina, Arquitectura, Veterinaria, Odontología 
y Enfermería de los diversos países, de instituciones 
públicas y privadas. 


En todos los países de la región existen institucio- 
nes de este carácter, las que se congregan en la Reu- 
nión de Agencias Nacionales de Acreditación (RANA) 
del sector educativo del Mercosur. Uruguay es uno 
de los dos países del Mercosur (el otro es Venezuela) 
que aún no cuentan con una institución de este tipo. 
Este proceso, es administrado por una Comisión ad 
hoc de carácter honorario que funciona en la órbita 
del MEC. 


La creación de una institución abocada a promover 
la acreditación permitiría a Uruguay ponerse a 
la altura de otros países. Sin embargo, el objetivo 
excede largamente este propósito. Se trata de crear 
una institución que pueda desarrollar estos mismos 
procesos en el ámbito nacional. Es decir, desarrollar 
procesos de acreditación para carreras nacionales, 
con independencia de los acuerdos regionales. 


Existe en el ámbito universitario un amplio con- 
senso en la utilidad de la acreditación y en los meca- 
nismos que la componen, para la mejora de la calidad 
de la educación. 


La acreditación es un proceso cíclico que promue- 
ve la calidad a través de la elaboración de criterios 
y estándares propuestos por especialistas en las di- 
versas áreas, provenientes del campo académico y 
profesional que permiten procesos de autoevaluación 
al interior de cada carrera. Luego, tomando como re- 
ferencia los criterios y estándares acordados y la au- 
toevaluación, académicos, pares evaluadores, visitan 
la carrera en cuestión y emiten un informe final. Los 
informes de estos evaluadores son los que toman en 
cuenta las agencias o instituciones de acreditación al 
momento de acreditar o no una carrera. 


La acreditación no es un fenómeno punitivo, sino, 
por el contrario, estimula y promueve el cambio con 
calidad. 


El presente proyecto de ley de creación del 
Instituto Nacional de Acreditación y Evaluación de 
la Educación Terciaria (INAEET), (sustitutivo, de 
algún modo, al de APACE'T), toma las definiciones 
acordadas por los distintos actores en diversos 
momentos. Por un lado, recoge las definiciones de 
educación terciaria universitaria y no universitaria y 
las titulaciones que se acordaron y están incluidas en 
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el Decreto 104/2014. De esta manera los artículos 13 
a 17 son fiel reflejo, y, en algunos casos, idénticos a los 
que se incluyeron en el Decreto. Y, por otro lado, se 
incluyen las definiciones que se aplican en el ámbito 
regional sobre la acreditación y que fueron acordadas 
oportunamente. Así es que los artículos 12 y 18 al 22 
tienen esta característica. De esta manera, se define 
la acreditación incluyendo los procesos señalados y el 
concepto de par evaluador. 


El nuevo Proyecto innova en lo relativo a la de- 
nominación de “Instituto” de la entidad que se crea, 
con la intención de complementar/equiparar la insti- 
tucionalidad de promoción de la calidad de la educa- 
ción que se iniciara en la Ley n.* 18437, con la crea- 
ción del Instituto Nacional de Evaluación Educativa 
(INEED) para la educación inicial, primaria y media. 


También innova en que esta institución es de ca- 
rácter estatal, pero manteniendo la independencia 
técnica del Poder Ejecutivo y de las instituciones in- 
volucradas. 


Asimismo, se ajusta la dirección de la institución 
con el fin de lograr mayores equilibrios y se actualiza 
en virtud del desarrollo del sistema terciario públi- 
co. De esta forma, se crea un organismo de dirección 
con seis miembros, presidido por un representante 
del MEC (que tendrá doble voto en caso de empate), 
dos de las instituciones privadas y tres del Sistema 
Nacional de Educación Terciaria Pública (SNETP), 
dos de los cuales deberán ser de la Universidad de la 
República. El tercer miembro a propuesta del SNETP 
podrá ser de la UTEC o, de crearse en el futuro, de la 
Universidad de Educación. 


Se entiende que los contenidos del Proyecto de 
Ley que se pone a consideración del Poder Legisla- 
tivo, recoge las demandas de todos los sectores y ge- 
nera un equilibrio entre la participación de las insti- 
tuciones públicas y privadas, además de otorgar las 
garantías suficientes a todos los actores involucrados. 


La creación de una institución de evaluación y 
acreditación de la educación terciaria constituye una 
necesidad en momentos en que aquella se diversifi- 
ca y se extiende a todo el país. Es particularmente 
importante para el Sistema Nacional de Educación 
Terciaria Pública que se encuentra en pleno funcio- 
namiento con participación de la UdelaR, la UTEC, 
el Consejo de Formación en Educación y el nivel ter- 
ciario de la UTU. 


Es preciso señalar que, en momentos en que se 
discute la creación de la Universidad de Educación, 
la existencia de una institución que vele por la cali- 
dad y desarrolle procesos de acreditación con inde- 
pendencia y solvencia técnica constituye una garan- 
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tía pública de la calidad de sus ofertas, más allá de la 
forma de conducción. 


Por último, cabe señalar que se ha establecido un 
período de transición que permitiría preparar la nue- 
va institucionalidad, sin necesidad de crear nuevos 
cargos y dando tiempo a la reglamentación de la Ley. 


En cuanto al contenido detallado del Proyecto de 
Ley, corresponde decir que se compone de 6 capítu- 
los y 28 artículos. 


El Capítulo 1 (artículos 1 a 11) refiere a la 
“Organización y funcionamiento” del Instituto 
Nacional de Acreditación y Evaluación de la Educación 
Terciaria (INAEET)”, y su contenido básico responde 
al siguiente detalle: en el art. 1 se procede a la creación 
del Instituto como órgano desconcentrado del Poder 
Ejecutivo y con funcionamiento en el ámbito del MEC; 
en el art. 2 se establecen los objetivos o principios 
que deben regir sus acciones; el art. 3 refiere a la 
integración y funcionamiento de su Consejo Directivo; 
el art. 4 establece que las remuneraciones y dietas 
de los miembros de dicho Consejo serán fijados en el 
presupuesto nacional; el art. 5 consigna las funciones 
principales del Presidente; en el art. 6 se crea la 
Secretaría Ejecutiva de la nueva entidad, se establecen 
sus funciones, su forma de designación, así como 
la incompatibilidad de ocupar, simultáneamente, 
otros cargos de máxima dirección en instituciones 
universitarias; en el art. 7 se fijan los cometidos del 
Instituto; en el art. 8 los poderes jurídicos; en el art. 9 
otras atribuciones; en el art. 10 la facultad de delegación 
del Consejo Directivo; y en el art. 11 lo relativo a los 
recursos económicos con que contará el Instituto para 
su funcionamiento. 


El Capítulo 2 (artículos 12 a 18) de “Disposicio- 
nes Generales” tiene el siguiente contenido: art. 12: 
concepto de promoción de la calidad; art. 13: concep- 
to y clasificación de la educación terciaria; art. 14: 
concepto de educación terciaria no universitaria; art. 
15: concepto de educación terciaria universitaria o 
superior; art. 16: concepto de título profesional; art. 
17: tipos de títulos universitarios (Licenciatura uni- 
versitaria, Especialización, Maestría o Máster, Doc- 
torado); art. 18: concepto y requisitos de los pares 
evaluadores. 


El Capítulo 3 (artículos 19 a 24) refiere a la “Acre- 
ditación nacional” y su contenido es el que sigue: art. 
19: concepto de acreditación; art. 20: definición de 
criterios y estándares de calidad; art. 21: acreditación 
de carreras; art. 22: procedencia de la acreditación; 
art. 23: información pública y transparencia que de- 
berá promover el Instituto; art. 24: períodos y formas 
para las presentaciones de acreditación. 
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Por su parte, el Capítulo 4 se intitula “Convergen- 
cia con la acreditación internacional” y tiene una sola 
disposición (art. 25) y es de carácter programático: 
relativa a los elementos que debe tener en cuenta el 
Instituto en dicha clase de acreditación. 


A su turno, el Capítulo 5 denominado “Evaluación 
del INAEET” también contiene una sola disposición 
(art. 26), la que refiere a la realización periódica de 
ciclos de autoevaluación y verificación externa de sus 
propios procesos. 


Finalmente, el Capítulo 6 de “Disposiciones 
transitorias” contiene el plazo “puente” de un año para 
la transición entre la Comisión adhoc de acreditación 
para el proceso regional Arcusur y el primer Consejo 
Directivo del INAEET (art. 27), y la clásica norma de 
derogación expresa de las disposiciones legales que se 
opongan a las nuevas normas (art. 28). 


Proyecto de ley de creación del Instituto Nacional 
de Acreditación y Evaluación de la Educación 
Terciaria (INAEET) 


CAPÍTULO 1 
ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO 


Artículo 1.*.- Creación.- Créase como órgano des- 
concentrado del Poder Ejecutivo el Instituto Nacional 
de Acreditación y Evaluación de la Educación Tercia- 
ria (INAEETD). 


El INAEET funcionará en el ámbito del Ministerio 
de Educación y Cultura, actuará con autonomía téc- 
nica y podrá comunicarse directamente con los Entes 
Autónomos, Servicios Descentralizados y demás órga- 
nos del Estado. 


Artículo 2.”.- Objetivos.- La competencia del 
INAEET debe cumplirse de conformidad con los si- 
guientes objetivos: 


a) la consideración de la educación como un bien 
público y social, no susceptible de ser orientada por 
la finalidad de lucro; 


b) la promoción de niveles crecientes de calidad y 
pertinencia en la educación terciaria; 


c) la democratización del acceso a la información 
sobre la calidad de la educación terciaria nacional, 
favoreciendo la rendición de cuentas a la sociedad; 


d) la transparencia en los procesos de promoción 
de calidad, con instancias de autoevaluación y eva- 
luación externa; 
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e) la adecuación de los procesos de promoción de 
calidad a las características culturales y sociales del 
país, promoviendo la pertinencia, sin perjuicio del 
cumplimiento de los acuerdos de carácter regional e 
internacional; 


f) el respeto a la libertad académica expresada en 
las distintas actividades que forman parte de la esen- 
cia de las instituciones de educación terciaria; 


g) la protección de los derechos de los estudiantes 
así como la de todos los actores sociales involucrados 
en la educación terciaria; 


h) el respeto por la libertad de enseñanza esta- 
blecida en el artículo 68 de la Constitución de la 
República. 


Artículo 3.”.- Consejo Directivo.- El INAEET es- 
tará dirigido y administrado por un Consejo Directivo 
integrado por seis (6) miembros que serán designa- 
dos por el Presidente de la República actuando en 
acuerdo con el Ministro de Educación y Cultura: tres 
(3) propuestos por el Sistema Nacional de Educación 
Terciaria Pública, dos de los cuales deberán ser de 
la Universidad de la República; dos (2) propuestos 
por las instituciones universitarias privadas y uno (1) 
propuesto por el Ministerio de Educación y Cultura 
que lo presidirá. El Presidente tendrá doble voto en 
caso de empate. 


Las designaciones incluirán a un suplente respec- 
tivo que actuará en caso de ausencia del titular. 


Si las propuestas no fueran realizadas dentro del 
plazo de treinta días siguientes al requerimiento que 
el Ministerio de Educación y Cultura formule a quien 
corresponda, el Poder Ejecutivo podrá proceder a la 
designación prescindiendo de la respectiva propuesta. 


En todos los casos deberá tratarse de personas 
que, por sus antecedentes personales, profesionales y 
conocimiento en la materia, aseguren independencia 
de criterio, eficiencia, objetividad e imparcialidad en 
su desempeño. 


Durarán cuatro (4) años en el ejercicio de sus cat- 
gos y podrán ser designados nuevamente por un solo 
período consecutivo. Simultáneamente con su man- 
dato, no podrán ocupar cargos en órganos de máxima 
dirección o gobierno de las instituciones universita- 
rias públicas o privadas. 


El Consejo Directivo funcionará con un quórum 
de la mitad más uno de sus miembros. Las resolucio- 
nes se adoptarán por el voto de la mayoría absoluta 
de sus miembros. 
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Los integrantes del Consejo Directivo solo podrán 
ser cesados por el Poder Ejecutivo por ineptitud, omi- 
sión o delito, o actos que afecten su buen nombre o el 
prestigio de la institución. 


Artículo 4.”.- Remuneraciones.- Las remuneracio- 
nes y dietas de los miembros del Consejo Directivo 
serán fijadas por norma presupuestal. 


Artículo 5.*.- Presidencia.- Compete al Presiden- 
te, en cumplimiento de las resoluciones emanadas 
del Consejo Directivo, representar, coordinar y super- 
visar la marcha general de la institución. 


Artículo 6.”.- Secretaría Ejecutiva.- La ejecución 
de las resoluciones del Consejo Directivo y la coordi- 
nación técnica y administrativa del INAEET estarán 
a cargo de un Secretario Ejecutivo que participará en 
las sesiones del Consejo Directivo con voz y sin voto. 


Será designado por mayoría absoluta del Consejo 
Directivo, previo concurso con bases aprobadas por 
el mismo. Deberá tener antecedentes y conocimiento 
en la materia y asegurar independencia de criterio, 
eficiencia, objetividad e imparcialidad en su desem- 
peño. Simultáneamente con el desempeño de sus 
funciones y hasta un año después de su cese, no po- 
drá ocupar cargos en órganos de máxima dirección o 
gobierno de las instituciones universitarias públicas 
o privadas. La designación se hará por períodos de 
cuatro (4) años, pudiendo el Consejo Directivo, por la 
misma mayoría, renovar su contrato. 


Artículo 7.*.- Cometidos.- Se asignan al INAEET 
los siguientes cometidos: 


a) acreditar las carreras de grado y postgrado 
de instituciones universitarias públicas y privadas in- 
cluyendo los títulos expedidos, en los procesos nacio- 
nales, regionales o internacionales en los que partici- 
pe el país; 


b) realizar procesos de evaluación de institucio- 
nes terciarias públicas y privadas; 


c) representar al país ante redes y organizacio- 
nes internacionales de acreditación; 


d) asesorar al Ministerio de Educación y Cultu- 
ra en los temas vinculados a su competencia. 


Artículo 8.*.- Poderes jurídicos.- — El INAEET dis- 
pondrá de todos los poderes jurídicos necesarios para 
el cumplimiento de sus cometidos, en el marco de las 
normas vigentes. 


Artículo 9.”.- Otras atribuciones.- A los efectos del 
cumplimiento de los cometidos que se le asignan, se 
confieren al INAEET las siguientes atribuciones: 
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a) administrar los recursos que se le afecten; 


b) celebrar convenios con instituciones públicas 
o privadas; 


c) seleccionar el personal, formulando propuesta 
motivada para designación por parte del Poder Eje- 
cutivo; 


d) establecer el régimen del personal dependiente 
de acuerdo con la normativa vigente. 


Artículo 10.*.- Potestad delegatoria.- El Consejo 
Directivo del INAEET podrá delegar en sus subor- 
dinados o en alguno de sus miembros, por mayoría 
absoluta de sus integrantes, las atribuciones de repre- 
sentación del Instituto y la suscripción de contratos 
o convenios, pudiendo avocar por mayoría simple los 
asuntos que fueran objeto de delegación. 


Artículo 11.- Recursos.- Constituirán recursos del 
INAEET: 


a) los recursos y partidas que le asignen el Poder 
Ejecutivo o las Leyes de Presupuesto Nacional y las 
Rendiciones de Cuentas y Balance de Ejecución Pre- 
supuestal; 


b) los recursos extraordinarios que se puedan ob- 
tener por diferentes vías, incluyendo el financiamien- 
to internacional; 


c) las herencias, legados y donaciones que acepte; 


d) los valores o bienes que se le asignen a cual- 
quier título; 


e) el aporte de las instituciones por concepto de 
las actuaciones en ejercicio de su competencia. 


A los efectos de lo dispuesto en el literal e) prece- 
dente, todos los gastos que insuman las tramitaciones 
respectivas, incluyendo los asesoramientos o peritajes 
que se requieran, serán de cargo de la respectiva ins- 
titución de enseñanza. 


El INAEET podrá requerir el depósito anticipado 
del importe estimado de esos gastos, antes de dar trá- 
mite a los procedimientos pertinentes. 


CAPÍTULO 2 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 12.- Concepto de promoción de la cali- 
dad.- Se entiende por promoción de la calidad al con- 
junto de iniciativas y actividades, orientadas a favore- 
cer la mejora continua de la educación terciaria. 
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Artículo 13.- Concepto de educación terciaria.- Se 
considera enseñanza terciaria la que, suponiendo por 
su contenido que sus estudiantes hayan aprobado la 
educación media superior en instituciones públicas o 
privadas habilitadas, en el país o en el extranjero, o 
tengan formaciones equivalentes, profundiza y am- 
plía la formación en alguna rama del conocimiento. 


La educación terciaria se clasifica en: 
a) educación terciaria no universitaria, y 
b) educación terciaria universitaria o superior. 


Artículo 14.- Concepto de educación terciaria no 
universitaria.- A los efectos de esta ley, se conside- 
ra como educación terciaria no universitaria aque- 
lla cuya misión principal es desarrollar procesos de 
enseñanza para la formación en distintas áreas del 
conocimiento con carácter práctico, aplicado y crea- 
tivo, con un sólido fundamento científico, tecnológico 
y social por sobre la formación técnico procedimental 
y con dimensión humanística y ética. 


Otorgará títulos de nivel terciario, diferentes de 
los títulos de grado y postgrado según las definiciones 
contenidas en esta ley. 


Artículo 15.- Concepto de educación terciaria 
universitaria o superior.- Se considera universitaria 
la enseñanza terciaria que por su rigor científico y 
profundidad epistemológica, así como por su apertura 
a las distintas corrientes de pensamiento y fuentes 
culturales, procure una amplia formación de sus es- 
tudiantes que los capacite para la comprensión críti- 
ca y creativa del conocimiento adquirido, integrando 
esa enseñanza con procesos de generación y aplica- 
ción del conocimiento mediante la investigación y la 
extensión de sus actividades al medio social. 


Permite la obtención de títulos de grado y 
postgrado. 


Artículo 16.- Concepto de título profesional.- Se 
entiende por título profesional el que acredita haber 
cursado con aprobación en instituciones universita- 
rias los estudios correspondientes a una carrera uni- 
versitaria completa. 


Artículo 17.- Tipos de título universitario.- Las 
instituciones universitarias expedirán los títulos pro- 
fesionales correspondientes a los estudios universita- 
rios de los siguientes niveles, cada uno con su propia 
especificidad: 


1) Licenciatura universitaria: carrera de pri- 
mer grado terciario universitario. La carga horaria 
de los estudios no será inferior a las 2.200 horas de 
clase o actividades educativas supervisadas, o en una 


6 de agosto de 2014 


modalidad educativa a distancia, semipresencial o 
equivalente, distribuidas en un lapso no inferior a 
cuatro años lectivos. El título a expedir será el de 
“Licenciado/a”. 


2) Especialización: carrera de postgrado que 
comprende estudios específicos de profundización en 
una disciplina o conjunto de disciplinas afines, com- 
prendidas en la educación de grado. La duración mí- 
nima será de un año lectivo. La carga horaria incluirá 
al menos 300 horas de clase o actividades educativas 
supervisadas, o en una modalidad educativa a distan- 
cia, semipresencial o equivalente, así como la dedica- 
ción personal adicional que el estudiante debe reali- 
zar para alcanzar los objetivos formativos del plan de 
estudios. El título a expedir contendrá el término de 
“Especialización” o “Especialista”. 


3) Maestría o Máster: carrera de postgrado que 
comprende estudios de ampliación y profundización 
de los estudios universitarios de grado en una disci- 
plina o área disciplinaria; y de tareas de investiga- 
ción que impliquen un manejo activo y creativo de 
conocimiento, incluyendo una tesis o memoria final, 
bajo la supervisión de un tutor y la evaluación de un 
tribunal, con al menos un miembro externo al progra- 
ma académico de la institución. La duración mínima 
será de dos años lectivos. La carga horaria incluirá 
500 horas de clase o actividades educativas supervi- 
sadas (incluyendo el trabajo final), o en una modali- 
dad educativa a distancia, semipresencial o equiva- 
lente, así como la dedicación personal adicional que 
el estudiante debe realizar para alcanzar los objetivos 
formativos del plan de estudios. El título a expedir 
será el de “Máster” o “Magíster”. 


Las Maestrías tendrán perfiles que, con nivel de 
exigencia equivalente, podrán orientarse predomi- 
nantemente a la formación académica o a la forma- 
ción profesional, de acuerdo a: 


3.1) Maestrías Académicas: carrera de postgrado 
que tiene como objetivo central la formación en el 
proceso de creación del conocimiento científico, su 
valor epistemológico, su avance y su transformación. 
En la Maestría Académica el trabajo final es una te- 
sis que significará la formulación y desarrollo de un 
proyecto de investigación cuyo núcleo deberá cons- 
tituir un trabajo académico que implique un aporte 
personal en la disciplina o área disciplinaria corres- 
pondiente. El énfasis en la capacitación científica in- 
cluye la incorporación de disciplinas acordes con tal 
finalidad. 


3.2) Maestrías Profesionales: carrera de postgrado 
orientada al diseño, elaboración y comprobación de 
nuevas técnicas y procesos de aplicación profesional, 
lo cual responde a demandas de sectores sociales y 
productivos, públicos o privados. El trabajo final in- 
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cluirá un proyecto, un plan de negocios, un estudio de 
caso, una obra, una tesis o una producción artística, 
tomando como foco la investigación aplicada y la in- 
novación científico-técnica, orientadas a la búsqueda 
de soluciones para problemas específicos en la disci- 
plina, área disciplinaria o conjunto de disciplinas. El 
programa de estudios incluye, junto a disciplinas de 
formación científica, otras asignaturas que amplíen 
el marco conceptual de los problemas planteados. 


4) Doctorado: constituye el nivel superior de 
postgrado en un área de conocimiento. Su objetivo 
central es la formación científica en un área especia- 
lizada del conocimiento mediante la cual el aspirante 
adquiere capacidades para desarrollar una investiga- 
ción original, así como para orientar trabajos de in- 
vestigación de otras personas. Esto se obtendrá en el 
proceso de realización de una tesis que signifique una 
contribución original al conocimiento del tema, diri- 
gida y evaluada por tutores. Ese trabajo de diseñar, 
proponer, elaborar y finalmente defender la tesis será 
la actividad central y predominante del doctorando, 
la cual deberá ser evaluada por un tribunal, con al 
menos un miembro externo al programa académico 
de la institución. La duración mínima será de tres 
años. El título a expedir será de Doctor/a. 


Las instituciones universitarias podrán apartarse 
de las anteriores denominaciones para equipararse 
a las que otorguen las universidades públicas o para 
ajustarse a prácticas internacionales. 


Artículo 18.- Concepto de par evaluador.- A los 
efectos de esta ley, se entiende por par evaluador al 
experto destacado que es reconocido en la comuni- 
dad profesional, académica y científica, con expe- 
riencia equivalente a la desarrollada en la carrera en 
acreditación, cuya trayectoria le otorga un grado de 
autoridad en la materia, suficiente como para emitir 
juicios de valor. 


Los pares evaluadores que deberán presentar in- 
formes conjuntos, serán seleccionados por el INAEET, 
teniéndose preferentemente en cuenta a tales efectos 
los siguientes requisitos: 


a) amplia experiencia en el ejercicio de la do- 
cencia universitaria; 


b) título de postgrado, de doctor o magíster o 
experiencia equivalente, debidamente acreditada; 


c) experiencia en gestión de la educación superior; 


d) experiencia en procesos de evaluación exter- 
na de carreras o de instituciones o haber participado 
en instancias de capacitación para evaluación de la 
educación superior universitaria; 
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e) experiencia internacional en estos temas; 
f) experiencia en investigación y extensión; 


g) experiencia o vinculación con el ejercicio 
profesional de la disciplina. 


El par evaluador no podrá haber integrado los 
cuadros de la carrera o institución a acreditar en 
los últimos cinco años anteriores al proceso de 
acreditación y tampoco podrá integrar esos cuadros 
durante los dos años posteriores. 


CAPÍTULO 3 
ACREDITACIÓN NACIONAL 


Artículo 19.- Concepto de acreditación.- A los 
efectos de esta ley, la acreditación reconoce y da ga- 
rantía pública de la calidad de una carrera, así como 
de la capacidad de asegurar, mantener y mejorar di- 
cha calidad. 


La acreditación es un proceso continuo y cíclico 
que implica la mayor exigencia en la evaluación de la 
calidad, que comprende: 


a) la definición de criterios de evaluación de ca- 
lidad y de estándares básicos con niveles de exigencia 
superiores a los de la autorización para funcionar; 


b) un proceso de autoevaluación con amplia 
participación de toda la comunidad educativa de la 
carrera a acreditar, que concluye en un informe que 
contendrá la formulación de juicios, análisis y argu- 
mentos sobre el ajuste a los criterios de calidad esta- 
blecidos; 


c) la documentación que acredite la forma de 
obtención de los datos respectivos; 


d) un plan de mejora o un proyecto de desarro- 
llo, en el caso que corresponda, que establezca accio- 
nes, plazos y viabilidad; 


e) una evaluación externa realizada por un co- 
mité de pares evaluadores; 


f la resolución final del INAEET con la deter- 
minación de las medidas aplicables en su caso. 


El INAEET adoptará las disposiciones necesarias 
a los efectos de hacer efectivo el proceso de acredi- 
tación. 


Artículo 20.- Definición de criterios y estándares 
de calidad.- A los efectos de esta ley, se entiende por 
criterios de calidad aquellos atributos o aspectos de 
una institución terciaria, de sus disciplinas o carreras 
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que tienen especial valor para relevar la pertinencia 
de su propuesta. 


Se entiende por estándares al conjunto de valo- 
res básicos que se espera estén presentes o con las 
garantías para su cumplimiento, en cada uno de los 
criterios identificados. 


El examen conjunto de los criterios y estándares 
contrastados con los informes de autoevaluación y de 
los pares evaluadores permitirá evaluar la calidad de 
una carrera y sus actividades académicas. 


El INAEET tendrá la responsabilidad de definir 
estos instrumentos en coordinación con especialistas 
que convocará de las instituciones universitarias na- 
cionales y del ámbito profesional y académico. 


Artículo 21.- Acreditación de carreras.- La acre- 
ditación de carreras de grado y postgrado dictadas en 
la sede en la cual funcionan implica el examen con- 
junto de los criterios y estándares establecidos para la 
carrera en cuestión contrastados con los informes de 
autoevaluación y de los pares evaluadores. 


Podrán participar del proceso de acreditación las 
carreras de grado y postgrado de las instituciones 
universitarias públicas y las carreras de instituciones 
universitarias privadas, reconocidas por el Ministerio 
de Educación y Cultura. 


El INAEET podrá organizar llamados de carreras 
de postgrado agrupadas por áreas de conocimiento. 


Artículo 22.- Procedencia.- Los requisitos de pre- 
sentación de la solicitud y el procedimiento para la 
acreditación serán definidos por el INAEET. 


La acreditación se otorgará por plazos de hasta 
seis (6) años. 


Durante el lapso en que una carrera se encuentra 
acreditada, la institución universitaria autorizada a 
funcionar como tal no deberá presentar la actualiza- 
ción de información de la misma ante el Ministerio de 
Educación y Cultura. 


Cumplido el plazo de otorgamiento de la acredi- 
tación, si la institución no solicitara que la carrera 
ingrese nuevamente en un proceso de acreditación, 
perderá su condición de acreditada. En este caso la 
carrera deberá cumplir con las obligaciones estableci- 
das por la normativa aprobada en la materia. 


Artículo 23. Información pública.- El INAEET 
promoverá el máximo nivel de transparencia de la 
información sobre los procesos que administra y por 
lo tanto procederá a crear y mantener actualizado un 
registro de carreras acreditadas. 
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Los Dictámenes y las Resoluciones de el INAEET 
serán públicos, al igual que los criterios y los procesos 
en que se basan. 


El INAEET establecerá los mecanismos que ga- 
ranticen el cumplimiento de lo previsto en los incisos 
precedentes. 


Artículo 24.- Convocatorias.- El INAEET estable- 
cerá los períodos para las presentaciones de las solici- 
tudes de acreditación previéndose la comparecencia 
en procesos secuenciales y consecutivos. 


Las convocatorias serán públicas y con la debida 
antelación. 


CAPÍTULO 4 


CONVERGENCIA CON LA ACREDITACIÓN 
INTERNACIONAL 


Artículo 25.- Convergencia.- El INAEET procura- 
rá la convergencia entre las condiciones, el procedi- 
miento y los resultados de la acreditación nacional, y 
los procesos regionales o internacionales de acredita- 
ción, cuando corresponda y de acuerdo con criterios 
que establecerá la reglamentación. 


En tal sentido, el Instituto tomará en conside- 
ración para los procedimientos de acreditación na- 
cional, los resultados obtenidos por las instituciones 
nacionales en procesos de acreditación regional o in- 
ternacional. 


CAPÍTULO 5 
EVALUACIÓN DEL INAEET 


Artículo 26.- Evaluación del Instituto.- El INAEET 
realizará periódicamente ciclos de autoevaluación y 
verificación externa de sus propios procesos, con la 
participación de pares evaluadores internacionales o 
de agencias de acreditación en la educación superior, 
comunicando públicamente los resultados de dicha 
evaluación. 


CAPÍTULO 6 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 27.- Transición.- Para el período de 
transición y hasta un año después desde la promul- 
gación de la presente ley continuará funcionado la 
Comisión ad de acreditación para el proceso regional 
ARCUSUR, creada por Decreto n.”* 251/008 de 19 de 
mayo de 2008. Luego de ese lapso se constituirá el 
primer Consejo Directivo y las tareas asignadas a la 
Comisión ad hoc de acreditación se transferirán por 
completo al INAEET. 
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Artículo 28.- Derogaciones.- Quedan derogadas 
todas las disposiciones legales que se contrapongan 
a la presente ley. 


Ernesto Agazzi, Milton Antognazza, Carlos 
Baráibar, Hebert Clavijo, Roberto Conde, Alberto 
Couriel, Luis Gallo Imperiale, Daniel Martínez, 
Rafael Michelini, Eduardo Muguruza, Rodolfo 
Nin Novoa, Enrique Rubio, Héctor Tajam, Lucía 
Topolansky. Senadores». 


5) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de un pe- 
dido de informes. 


(Se da del siguiente: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
«El señor Senador Carlos Moreira, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 118 de la Constitución de 
la República, solicita se curse un pedido de informes 
con destino al Ministerio de Economía y Finanzas y, 
por su intermedio, al Banco de la República Oriental 
del Uruguay, relacionado con las condiciones de 
pago por el aval asumido por el señor Juan Carlos 
López Mena como garantía del mantenimiento de la 
oferta de la empresa Cosmo para la subasta de siete 
aeronaves propiedad de la ex-Pluna S.A. 

OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 


(Texto del pedido de informes: ) 
«Montevideo, 4 de agosto de 2014 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 118 de 
la Constitución de la República, solicito se curse al 
Ministerio de Economía y Finanzas, para su remisión 
al Banco de la República Oriental del Uruguay, el si- 
guiente pedido de informes: 


Habiendo trascendido información sobre las 
modalidades de pago y condiciones relacionadas 
con la obligación asumida por el señor Juan Carlos 
López Mena, de abonar al BROU la suma de 
USD 13.885.156,00 (trece millones ochocientos 
ochenta y cinco mil ciento cincuenta y seis dólares) por 
el aval del BROU como garantía del mantenimiento 
de oferta de la empresa española Cosmo exigida para 
la subasta de siete aeronaves propiedad de la ex-Pluna 
S.A. del 1.* de octubre de 2012, sírvanse informar: 
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1) Cuáles son las diversas condiciones suspensivas 
o resolutorias pactadas, renuncias de derechos o ac- 
ciones, indemnidades, sus alcances, cualquiera sean 
las fechas de las mismas. 


2) Si se han exigido y constituido garantías a favor 
del BROU para ser ejecutadas en caso de incumpli- 
miento del pago a cargo de López Mena. 


3) En caso afirmativo de lo indicado en el numeral 
anterior, que se indiquen las garantías constituidas a 
favor del BROUÚ. 


4) Cuál es la moneda en la que el señor López 
Mena debe realizar los pagos y a qué cotización. 


5) Si se ha pactado que el pago se realice en Casa 
Central o en alguna sucursal del BROUÚ. 


6) Cuáles fueron las dependencias del BROU en 
las que el señor López Mena efectuó y efectuará los 
pagos del referido aval. 


Sin otro particular, lo saludo atentamente. 


Carlos Moreira. Senador». 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se comunica que, en vir- 
tud de la licencia concedida al señor Senador Eduardo 
Lorier y habiendo presentado nota de desistimiento el 
señor Oscar López Goldaracena por el día de la fecha, 
informando que por esta vez no acepta la convocatoria 
a integrar el Cuerpo, queda convocada la señora Alicia 
Pintos, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


7) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dando cumplimiento a 
lo que establece el artículo 53 del Reglamento de la 
Cámara de Senadores, dese cuenta de las inasisten- 
cias a las anteriores convocatorias. 


(Se da de las siguientes: ) 
SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 


ni).- En la sesión ordinaria del día 5 de agosto no se 
registraron inasistencias. 


8) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una solicitud de 
licencia. 
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(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
«Montevideo, 5 de agosto de 2014 


Cámara de Senadores 
Sr. Presidente 
Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


Por la presente y amparado en la Ley n.* 17827, 
de 14 de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia del 7 al 15 del corriente inclusive, 
por razones de enfermedad. 


Solicito, además, se convoque al suplente 
respectivo. 


Sin más, saludo atentamente. 
Eduardo Lorier. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se 
concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-14 en 14. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que la señora Alicia Pintos ha 
presentado nota de desistimiento, informando que 
por esta vez no acepta la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Oscar 
López Goldaracena, a quien ya se ha tomado la 
promesa de estilo. 


9) EXPOSICIÓN «A UN SIGLO DE LA PRIMERA 
GUERRA MUNDIAL: EL INICIO DE LA 
TRAGEDIA» 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Senado ingresa a la 
Media Hora Previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Señora Presidenta: en el 
día de hoy queremos hacer referencia a una serie de 
actividades que se están llevando a cabo en el Palacio 
Legislativo, más precisamente en su Biblioteca, y que 
se ha denominado «Biblioteca Abierta». Es decisión de 
la Dirección de tan emblemática Biblioteca promover 
una serie de eventos que tienen como objetivo que se 
conozca la importantísima labor y las actividades que 
lleva a cabo la segunda biblioteca más importante de 
este país, como se identifica a la del Poder Legislativo. 
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En este caso, señora Presidenta, pudimos disfru- 
tar de una exposición que acaba de culminar, deno- 
minada «A un siglo de la Primera Guerra Mundial: el 
inicio de la tragedia», en el marco de las conmemo- 
raciones que en el mundo entero se llevan adelante 
al cumplirse cien años —más precisamente, el 28 de 
julio de 1914- de que el Imperio austrohúngaro de- 
clarara la guerra a Serbia. Este fue el evento con el 
que se reconoce que se inició lo que a la postre cobró 
10:000.000 de muertos y millones de heridos y que 
fue conocida como la «Gran Guerra». 


Con este motivo, en todo el mundo se llevó adelante 
una serie de eventos; y en el Uruguay, uno de los más 
emblemáticos fue el que se desarrollara en esta Casa. 
Estoy hablando de una muestra que tuvo como objeto 
la exposición de diarios de la época, especialmente 
de los diarios uruguayos El Siglo, El Día, El Tiempo 
y La Campaña, ordenados cronológicamente y en el 
ambiente de una escenografía realmente muy bien 
montada, en la que desde la musicalización hasta la 
iluminación contribuyeron a delinear un contexto 
que vale la pena resaltar aquí, en el Senado de la 
República, en la mañana de hoy. 


En esta exposición realmente resultó un éxito la 
emisión de documentales en tecnología 3D y, a la vez, 
la posibilidad de realizar trípticos promoviéndola; y la 
visita de escuelas y liceos hicieron que, una vez más, 
todos tomemos conciencia -y a esto es a lo que me 
quiero referir aquí en la mañana de hoy- del impor- 
tantísimo acervo que se encuentra en la Biblioteca 
del Poder Legislativo. Más de 250.000 volúmenes de 
obras monográficas y 700.000 ejemplares de diarios y 
semanarios, que van desde 1835 a la fecha, marcan lo 
que debemos preservar, cuidar y promover. 


Es por esta razón, señora Presidenta, que en la 
Media Hora Previa quería manifestar mi satisfacción 
por esa muestra y felicitar, tanto a la Dirección de la 
Biblioteca del Poder Legislativo como a todos sus fun- 
cionarios, pues gracias al profesionalismo y al amor 
por la tarea que llevan adelante pudieron montar esta 
exposición de altísima calidad, promoviendo, una vez 
más, el compromiso que tiene la Biblioteca con epi- 
sodios de la Historia Nacional, de la Historia reciente 
y de la Historia mundial que vale la pena que recor- 
demos. 


Cabe destacar, también, que este evento contó con 
la presencia de los Embajadores de los países beli- 
gerantes, los que en aquel entonces participaron de 
la Primera Guerra Mundial, y también —y fundamen- 
talmente- con la visita de ciudadanos, estudiantes y 
escolares de escuelas y liceos de todo el país. Quiero 
subrayar, asimismo, la posibilidad que existe de reali- 
zar una serie de emisiones digitales de este importan- 
tísimo trabajo que se llevó adelante. 
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Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al Ministerio de Educación y Cultu- 
ra, a la Biblioteca Nacional y a la Biblioteca del Poder 
Legislativo. 


Muchas Gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-18 en 19. Afirmativa. 


10) PROFESOR URUGUAY NIETO. SU 
FALLECIMIENTO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la 
Media Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señora Presidenta: pocos días 
atrás, en ocasión de que el Senado de la República, 
a instancias del señor Senador Lacalle Herrera, 
rindiera homenaje a la Sociedad Criolla Dr. Elías 
Regules en el 120.” aniversario de su fundación, el 
señor Senador Lescano hizo una referencia tangencial 
a un acontecimiento que no puede pasar inadvertido 
a quien habla, como tampoco al Partido Nacional: 
me refiero al fallecimiento, el 17 de junio de 2014, 
del profesor Uruguay Nieto. Y digo que no puede 
pasar inadvertido para nuestro partido, que tuvo 
oportunidad de conocerlo por contarlo entre sus filas, 
pero, además, de honrarse con su cultura, hombría de 
bien y dedicación a las grandes causas nacionales. 


En la columna «Ecos. La voz del lector», de una 
edición del diario El País de esos días, hay una carta 
firmada por Cecilia Assuncáo que dice: «Hace unos 
días dejó de existir el Prof. Uruguay Nieto. Primer y 
dilecto alumno del Ac. Prof. Fernando Assuncáo. 


Se desempeñó durante muchos años como pro- 
fesor de Vestuario en la Escuela Nacional de Danzas 
donde con responsabilidad y dedicación formó a mu- 
chas generaciones. 


Su caballerosidad, sensibilidad y honestidad lo 
destacaron siempre en todas las áreas en que actuó, 
especialmente en el ámbito familiar donde fue esposo 
y padre ejemplar así como orgulloso y dedicado abue- 
lo». En ese sentido, corresponde señalar que tene- 
mos el gusto y el honor de conocer a Beatriz Pereira, 
su esposa, que reside al norte del departamento de 
Lavalleja, a escasos kilómetros de la ciudad de José 
Pedro Varela. Siempre la hemos visto acompañando 
a su esposo, así como también apoyando las causas 
culturales que este abrazó con tanta pasión. 
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La carta continúa diciendo: «Este año recibió el 
merecido reconocimiento por 25 años como Jurado de 
la Fiesta de la Patria Gaucha de Tacuarembó, difícil 
tarea que desempeñó con idoneidad y objetividad pero 
sin perder jamás de vista los sentimientos de los parti- 
cipantes, valorando su total entrega. Por ello como ver- 
dadero docente enseñó, aconsejó y orientó, entregan- 
do su tiempo y conocimientos a todas las Aparcerías. 


Con la humildad de los grandes recibió esta dis- 
tinción en la Administración declinando hacerlo en el 
escenario “Dr. Elías Regules”. 


Podríamos agregar muchas otras facetas de la per- 
sonalidad del profesor Uruguay Nieto. Integró durante 
muchos años una Comisión de homenaje permanente 
a Wenceslao Varela y fue quien en muchas oportunida- 
des recorrió el país dictando conferencias acerca de la 
personalidad de este insigne poeta uruguayo. 


Cuando, desde este mismo Cuerpo, tuvimos opor- 
tunidad de realizarle un homenaje al también recien- 
temente fallecido Santos Inzaurralde, evocamos la 
relación que los unía y señalamos, también, que fue a 
instancias de Uruguay Nieto que se conocieron Wen- 
ceslao Varela y Santos Inzaurralde. 


Arraigado a las más profundas tradiciones folclóri- 
cas, de la poesía y del canto popular de nuestro país, 
corresponde homenajear a este querido amigo que, 
con mucha dificultad, peleó con su salud durante los 
últimos años de su vida. Se ha ido, pero sin duda ha 
dejado una huella imborrable». 


Solicito que la versión taquigráfica de estas pala- 
bras sea enviada a los familiares del profesor Uruguay 
Nieto, al Poder Ejecutivo, al Ministerio de Educación 
y Cultura, a la Sociedad Elías Regules, a la Inten- 
dencia y a la Junta Departamental de Lavalleja y, en 
particular, a la Alcaldía de José Pedro Varela. 


Gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-19 en 20. Afirmativa. 


11) DECLARACIÓN DE REPUDIO FRENTE 
A EXPRESIONES DE INTOLERANCIA Y 
DESPRECIO HACIA LA COLECTIVIDAD 
JUDÍA 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Senado ingresa al 
Orden del Día con la consideración del asunto que 
figura en primer término: «Moción presentada por los 
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señores Senadores Francisco Gallinal, Enrique Rubio 
y Alfredo Solari a los efectos de que el Senado resuel- 
va acordar una declaración de repudio a las pintadas 
que ponen de manifiesto condenables expresiones de 
intolerancia y desprecio hacia la colectividad judía. 
(Carp. n.* 1562/2014)». 


Tiene la palabra el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señora Presidenta: el pasa- 
do lunes, en ocasión de las reuniones de coordinación 
que celebramos a comienzos de semana, concurrimos 
al despacho del Presidente del Senado en nuestra ca- 
lidad de Coordinadores de la bancada de Senadores 
del Partido Nacional, junto —-en esa oportunidad- al 
señor Senador Rubio, representando a la bancada 
del Frente Amplio, y al señor Senador Solari, repre- 
sentando a la bancada del Partido Colorado. En esa 
reunión, en la que también estaba presente el señor 
Secretario del Cuerpo, arquitecto Rodríguez Filippi- 
ni, manifestamos, en nombre del Partido Nacional, 
que a nuestro juicio no podían pasar inadvertidos los 
agravios e insultos que a través de pintadas se habían 
realizado en el correr de los últimos días contra el Es- 
tado de Israel, la colectividad judía en general y, muy 
especialmente, la colectividad judía uruguaya. Por 
nuestra parte, consideramos que un hecho de estas 
características no puede pasar inadvertido y que, por 
tanto, el Senado debe realizar una declaración —ob- 
viamente, de carácter institucional- condenándolo, y 
así lo propusimos en su momento. Entendemos que 
debe hacerlo porque, antes que nada, esas acciones 
se contradicen manifiestamente con la idiosincrasia 
del pueblo uruguayo; de un pueblo que pertenece 
a una tierra que a lo largo de su historia ha sabido 
acoger a tanta inmigración; que tiene una profunda 
ascendencia española, italiana y, por supuesto, tam- 
bién de otras nacionalidades; de un pueblo pacífico, 
tolerante y solidario que ha sido y debe seguir siendo 
ejemplo de convivencia pacífica y de respeto del de- 
recho internacional como forma de resolver los con- 
flictos entre los Estados. Por lo tanto, nuestro pueblo 
no puede aceptar que en circunstancias tan difíciles 
como las que está viviendo la colectividad judía en 
este momento, se realicen agravios de tal naturaleza. 


Probablemente se nos diga que son minorías abso- 
lutas, de poca, escasa o ninguna gravitación; no nos 
animamos a afirmarlo, porque la cantidad y, por sobre 
todas las cosas, el contenido de los agravios nos hacen 
temer que expresiones de esa naturaleza no terminen 
simplemente en lo que la prensa se encargó de reco- 
ger en el transcurso de los últimos días. 


En consecuencia, consideramos que debe haber 
un pronunciamiento. También consideramos -y en 
esa reunión de coordinación lo manifestamos- que 
para que efectivamente sea una declaración institu- 
cional que recoja el sentimiento de toda nuestra idio- 
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sincrasia nacional, lo ideal sería que fuera aprobada 
con el apoyo de todos los partidos políticos, puesto que 
de esa forma la señal sería mucho más fuerte aún. 


Tengo sobre mi mesa el contenido de muchas de 
esas pintadas y puedo asegurar que el agravio surge 
por razones muy distintas, pero alcanza con señalar 
que cuando se dice a los judíos que se vayan del país, 
quien está intentando agraviar no está haciendo otra 
cosa que extender su insulto a todos quienes estamos 
aquí presentes y a todos los compatriotas, porque esos 
judíos a quienes se les señala que deben abandonar la 
patria, también son compatriotas nuestros. 


Podríamos hacer algunas referencias de orden ju- 
rídico, que nunca están de más porque el Uruguay 
tiene una legislación de avanzada en muchas áreas. 
La Ley n.* 17677, de julio de 2003, mediante una 
modificación al Código Penal, condena la incitación 
al odio, desprecio, violencia o comisión de estos actos 
contra determinadas personas; sustituyó el artículo 
149 bis del Código Penal por uno que dice: «El que 
públicamente o mediante cualquier medio apto para 
su difusión pública incitare al odio, al desprecio, o 
a cualquier forma de violencia moral o física contra 
una o más personas en razón del color de su piel, su 
raza, religión, origen nacional o étnico, orientación 
sexual o identidad sexual, será castigado con tres a 
dieciocho meses de prisión»; y, a su vez, modificó el 
artículo 149 ter, que ahora señala: «(Comisión de ac- 
tos de odio, desprecio o violencia contra determina- 
das personas).- El que cometiere actos de violencia 
moral o física de odio o de desprecio contra una o 
más personas en razón del color de su piel, su raza, 
religión, origen nacional o étnico, orientación sexual 
o identidad sexual, será castigado con seis a veinti- 
cuatro meses de prisión». Por lo tanto, sin duda exis- 
ten instrumentos para que se puedan tomar acciones 
desde los Poderes correspondientes del Estado, que 
cuentan con un respaldo jurídico por demás impor- 
tante. 


También quiero mencionar un hecho al que no 
estuvimos ajenos. El Partido Nacional nos otorgó la 
representación para rendir el primer homenaje, en 
una sesión de la Comisión Permanente, a las víctimas 
del Holocausto, en función de una resolución de las 
Naciones Unidas que proponía declarar el 27 de ene- 
ro de cada año como el día para recordarlo. Después 
tuvimos el honor de ser miembros informantes del 
proyecto de ley que se convirtió en la Ley n.” 18768, 
por la cual se declaró esa fecha como el Día de Re- 
cordación de las Víctimas del Holocausto, honrando 
la memoria y dignidad de las víctimas del pueblo judío 
y de otras colectividades. Recordamos aquella sesión 
celebrada a instancias e iniciativa del Partido Na- 
cional- en la que las barras, colmadas, asistieron en 
pleno mes de enero a una expresión de solidaridad y 
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de reconocimiento en la que legisladores de todos los 
partidos políticos se expresaron en esos términos. 


En aquella ocasión recordábamos —y creemos que 
vale la pena reiterarlo hoy- las palabras pronunciadas 
por Juan Pablo II: «Que al menos hoy y en el futuro 
esto sirva de advertencia: no se debe ceder ante las 
ideologías que justifican la posibilidad de atropellar 
la dignidad humana en base a la diferencia de raza, 
color de la piel, lengua o religión. Deseamos recor- 
dar, pero deseamos recordar con un objetivo, especí- 
ficamente, con el de garantizar que la maldad jamás 
prevalecerá de nuevo, como lo hizo en el caso de los 
millones de víctimas inocentes del nazismo. Solo una 
ideología sin Dios puede planificar y ejecutar el exter- 
minio de todo un pueblo. Los judíos y los cristianos 
comparten un inmenso patrimonio espiritual, deri- 
vado de la misma autorrevelación de Dios. Nuestras 
enseñanzas religiosas y nuestra experiencia espiritual 
demandan que superemos la maldad con el bien». 


A su vez, en el Museo de la Historia del Holocaus- 
to en Jerusalén, el Papa Juan Pablo II señaló: «No 
existen palabras para describir tanta maldad», acla- 
rando que lo que sucedió en los campos es algo «que 
nadie puede ignorar, ni olvidar, que nadie puede mi- 
nimizar». 


Leíamos en estos días expresiones de distintos 
integrantes, de distintas autoridades de la colectivi- 
dad judía en el Uruguay, como el Comité Israelita del 
Uruguay. El Director de la B'nai B'rith para América 
Latina, doctor Eduardo Kohn, expresaba lo siguiente: 
«Yo las pintadas que he visto en Uruguay no he vis- 
to que digan algo contra Israel o Palestina, pero las 
pintadas dicen “¡Fuera judíos!” y “Muerte a judíos”; 
nos pusieron una acá en la entrada de la Institución. 
Entonces me parece que estamos en un terreno peli- 
groso y en ese caso todos los Estados deberían tener 
mucho cuidado con el lenguaje que usan porque, si 
no, podría entenderse como una justificación a algu- 
na barbaridad o una incitación para alguna cosa. No 
me gusta —a nadie le gustaría estar en esa situación— 
caminar por Montevideo y encontrarme con carteles 
que dicen “Muerte a los judíos”. La Ruta Interbal- 
nearia tenía 5 kilómetros la semana pasada con esos 
carteles, y eso -señala Kohn- es responsabilidad del 
Estado. El Estado debería, cuando hace una declara- 
ción, pensar que en derecho internacional es mucho 
más práctico los sustantivos que los adjetivos». 


Por todo ello, señora Presidenta, no podíamos 
dejar pasar esta circunstancia, que nos rebela como 
orientales, nos rebela como nacionalistas pero, por so- 
bre todas las cosas, nos rebela como seres humanos; 
porque nosotros, desde las investiduras que ostenta- 
mos, tenemos responsabilidad en todos los casos en 
los que aparezcan manifestaciones de desprecio con 
este contenido, que se ven agravadas como conse- 
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cuencia de las circunstancias reinantes. Estos no son 
hechos aislados —aunque sería suficiente para conde- 
narlos—, no son simplemente la repetición de expre- 
siones que puedan venir de viejas rencillas de otros 
odios o de otros tiempos; estos hechos no surgen por 
casualidad sino como consecuencia de las enormes 
dificultades que vive hoy no solamente el Estado de 
Israel sino también la comunidad internacional. Toda 
la comunidad internacional se ve afectada por hechos 
de estas características y, de alguna manera —por lo 
menos en el caso de nuestro partido así sucedió, nos 
vemos enfrentados a esta situación. Por ello, el lunes 
pasado el Directorio del Partido Nacional aprobó ex- 
presamente una declaración acerca de los conflictos 
bélicos que hoy se están viviendo en aquella región. 
En este momento no la tengo en mi poder, pero muy 
probablemente alguno de los compañeros de nuestra 
colectividad le vaya a dar lectura, de manera de que 
conste en la versión taquigráfica de esta sesión ese 
pronunciamiento de nuestro partido, que nos parece 
que agrega una pizca de arena a la contribución que 
siempre vamos a estar intentando realizar para bre- 
gar por la paz mundial. 


Alguien podrá decir que el conflicto no se va 
a detener por un pronunciamiento que pueda 
realizar el Senado de la República Oriental del 
Uruguay, pero nosotros decimos que el Uruguay se 
ha ganado un respeto a lo largo de su existencia 
a través de sus pronunciamientos, siempre justos, 
estudiados y profundos. Además, Uruguay ha 
contribuido enormemente a la jerarquía del Derecho 
Internacional, de manera tal de poder recurrir a 
él no solamente como forma de dirimir conflictos 
de toda naturaleza, sino también para promover 
permanentemente la paz mundial. 


Por eso —y con esto termino, señora Presidenta-, 
más allá de la difusión que en mayor o menor medida 
pueda tener en el ámbito internacional una declara- 
ción institucional del Senado de la República Orien- 
tal del Uruguay, creemos que para nuestros compa- 
triotas, para nuestros compatriotas uruguayos, para 
nuestros compatriotas que sienten esta tierra tanto 
como la sentimos nosotros, cualquiera sea su origen, 
pero muy especialmente en este caso para nuestros 
compatriotas judíos, es muy importante que este 
Cuerpo levante su voz cuando suceden estos hechos, 
demostrando que la institucionalidad está alerta para 
la defensa de lo que son, por supuesto que lo son, los 
derechos humanos de todos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 
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SEÑOR PASQUET.- Señora Presidenta: nosotros 
=y cuando digo nosotros hablo por todos los legisla- 
dores del Partido Colorado, porque en este tema no 
puede haber matices ni diferencias de especie algu- 
na— estamos más que dispuestos, estamos ansiosos 
por apoyar con nuestro voto una declaración del Se- 
nado que censure, como corresponde, estos brotes 
de antisemitismo que hoy día se están manifestan- 
do con tanta virulencia en nuestra sociedad. No es 
que este fenómeno aparezca donde nunca se había 
manifestado. No; no es así. Desgraciadamente, bro- 
tes de antisemitismo ha habido siempre, en distintas 
circunstancias y por distintos motivos, con mayor o 
menor virulencia, pero sin duda lo que está pasando 
estos días, lo que muestran esas pintadas que todos 
hemos visto en las calles de la ciudad o en las ca- 
rreteras del país, es algo realmente significativo que 
debe ser enfrentado con el rechazo claro, categórico 
y contundente de todos los partidos políticos que ac- 
tuamos en el país; porque más allá de coincidencias 
o discrepancias en temas de política internacional o 
con relación a Israel, no tengo la más mínima duda 
de que todos repudiamos, absoluta y radicalmente, 
esas expresiones de odio contra personas que no tie- 
nen otra culpa ni han cometido otro delito que nacer, 
y por el hecho de pertenecer a determinado colectivo 
desde su nacimiento, incurren -según estos extravia- 
dos que están actuando de esta manera-— en una espe- 
cie de crimen que debe ser castigado con la expulsión 
del país. Realmente, ese tipo de manifestaciones cho- 
can, repugnan e indignan, y no tienen absolutamente 
nada que ver con la idiosincrasia uruguaya ni con los 
valores en los que los uruguayos de todos los partidos 
creemos; valores que queremos defender y exaltar. 


Por lo expuesto, vamos a votar esta declaración 
con absoluta convicción, pero también con la preo- 
cupación de que nos estamos refiriendo a algo que 
es realmente dañino, algo que puede emponzoñar y 
envenenar la convivencia en el seno de la sociedad 
uruguaya. Porque hoy esto es contra los judíos, pero 
mañana podrá ser contra los afrodescendientes y pa- 
sado vaya uno a saber contra quién será, pero estas 
expresiones de odio irracional que reverberan en las 
redes sociales, que se expresan también en las calles 
de nuestras ciudades, son para preocuparnos. Esto 
hace daño; esto no puede pasar inadvertido, y contra 
ello tenemos que manifestarnos todos. 


Estoy seguro, por lo que acabo de expresar, de que 
hasta aquí estamos absolutamente todos de acuerdo 
en este aspecto de la cuestión, pero no sería leal con- 
migo mismo si no avanzara en otras consideraciones 
que, según creo, también deben ser formuladas a este 
respecto. 


Se podrá decir que hay distintos factores que fa- 
cilitan que algunos caigan en esa actitud irracional 
y dañina del antisemitismo. ¡Sin duda, hay muchos 
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factores y seguramente el más importante es lo que 
ha estado ocurriendo en la franja de Gaza en todos 
estos días y semanas! Me refiero a todas las víctimas 
que se han producido allí como consecuencia del 
ataque israelí a los terroristas de Hamás refugiados 
en la franja de Gaza. Todos esos factores pesan, pero 
creo —debo decirlo porque lo creo sinceramente- que 
contribuye también a ese brote de antisemitismo que 
a todos nos aflige, el hecho de que el Presidente de la 
República haya calificado de «genocidio» lo que está 
siendo la conducta de Israel en Gaza. 


Más allá de coincidencias o de discrepancias polí- 
ticas, el Presidente de la República es, fuera de toda 
duda, un líder de opinión en la sociedad uruguaya. 
Mañana, el señor José Mujica dejará de ser Presiden- 
te de la República, pero seguirá siendo un líder de 
opinión porque su opinión pesa, cuenta. Hay un im- 
portante sector de la población que lo considera su 
orientador, su líder, su punto de referencia; lo que 
dice el Presidente y lo que diga José Mujica —Presi- 
dente o no-, para muchos integrantes de esta socie- 
dad marca el rumbo de lo que debe ser su conducta 
política y marca el cuadro conceptual en función del 
cual interpretan la realidad que viven. ¡Eso es así! 
Si un líder de opinión, que además ocupa la primera 
magistratura de la República, llama «genocidio» a la 
política de Israel y, por lo tanto, «genocidas» a quienes 
la practican, la ejecutan, la dirigen, evidentemente va 
a generar una reacción adversa que no tiene por qué 
ser la de estas expresiones de antisemitismo, pero 
que en muchos casos lo será y creo que eso es lo que 
estamos viendo. Si la imputación se hubiese dirigi- 
do a una persona en particular, no hay duda posible 
de que esa persona hubiese podido entablar un juicio 
por difamación contra quien la agravió de esa ma- 
nera, porque son calificativos, motes que exponen al 
odio y al desprecio público. Si esto es así en el plano 
penal —no me cabe ninguna duda-, tampoco puede 
caber ninguna duda acerca de que cuando esto se 
lanza a la sociedad genera corrientes de opinión vi- 
rulentas, irracionales muchas veces, que después se 
expresan en la forma que estamos comentando. Que 
no haya sido esa la intención, lo descuento, pero eso 
no exonera de responsabilidad a quien ha proferido 
tamaño disparate, más aún que agravio. 


Señora Presidenta: estamos fuera de lo que es el 
ámbito de la discrepancia política posible, racional, 
comprensible. Acá seguramente tenemos distintas vi- 
siones acerca de lo que está pasando en Oriente Me- 
dio, de cómo se distribuyen culpas y responsabilida- 
des. Evidentemente, el Canciller Almagro tiene una 
visión muy distinta de la que tenemos nosotros —eso 
ha quedado de manifiesto muchas veces—, pero ni el 
propio Canciller Almagro suscribió esa calificación 
que hizo el Presidente de la República al llamar «ge- 
nocidio» a lo que está ocurriendo en la franja de Gaza; 
ahí puso una distancia aun respecto de su Presidente. 
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Es que, como lo demostró con absoluta claridad el se- 
ñor Senador Abreu en la sesión de ayer, este término 
es absolutamente inapropiado para referirse a lo que 
está ocurriendo en Gaza. Cuando hablamos de «ge- 
nocidio» nos referimos a un exterminio sistemático 
y deliberado de un colectivo, de un grupo humano; 
no es eso lo que está pasando. Si Israel se hubiese 
propuesto exterminar al pueblo palestino, las cifras 
de las víctimas no serían las que son. Esto es más 
que obvio; ¡es evidente! Repito que hasta el Canciller 
Almagro no se mete a decir que eso es un genocidio, 
porque es algo absolutamente insostenible. 


Esto no quiere decir que haya que juzgar con be- 
nevolencia lo que está pasando; se pueden formular 
los juicios críticos más severos, más duros, más cate- 
góricos, más lapidarios sin llegar a ese extremo que 
estamos señalando. Cuando se califica de «genocida» 
la política de un Estado o al Estado mismo, entramos 
a otro nivel, damos un salto cualitativo y colocamos la 
discusión en otro plano. Eso es lo que ha pasado acá 
con el empleo de ese término por parte del Presiden- 
te de la República; salimos de la discusión que puede 
darse en los foros internacionales, en las Naciones 
Unidas, aquí dentro o donde sea, acerca de cómo se 
aprecia la política de este Gobierno de Israel y lo que 
está haciendo en la franja de Gaza. Toda esa discu- 
sión es una cosa y la etiqueta de «genocidio» es, abso- 
lutamente, otra. Creo que la diferencia es tan clara, 
que la comprendemos todos. 


Por lo tanto, no puedo dejar de señalar que este es 
un factor que contribuye a que algunos extraviados 
oigan eso y después salgan a pintar las calles con la 
leyenda «iJudíos: fuera de Uruguay!» o infesten las 
redes sociales con manifestaciones del mismo tipo. Si 
el mal ejemplo viene de arriba, no nos sorprendamos 
después por lo que pasa entre la gente común. 


Cuando, confrontado con la situación, el Presi- 
dente reincide, insiste, mantiene su criterio y dice 
además que por las cosas que hace Israel después 
ocurren episodios como los de la AMIA —o sea que lo 
de la Amia es culpa de Israel, no del Gobierno de Irán 
que estuvo detrás de ese atentado, vamos de mal 
en peor y estamos abonando, evidentemente y a to- 
das luces, esos brotes de antisemitismo que después 
nos preocupan a todos, inclusive a los integrantes de 
la bancada del partido de Gobierno. Sin embargo, no 
podemos dejar de señalar estas cosas y censurarlas. 
No esperamos otra orientación ni otra política porque 
eso corresponde al ámbito de la discrepancia —unos 
pensarán de una manera, otros lo haremos de otra; 
esa es la discrepancia natural y normal frente a un 
tema tan polémico y difícil como es el de la situación 
en Oriente Medio; una cosa es eso: la polémica, los 
puntos de vista encontrados, y otra, el empleo de cali- 
ficativos absolutamente fuera de razón, insostenibles 
racionalmente. Acá seguramente no va a haber nadie 
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que diga y fundamente que lo que está ocurriendo en 
la franja de Gaza es un genocidio. Eso no se puede 
hacer porque, evidentemente, no es así y si se plan- 
teara el debate en esos términos, creo que quedaría 
claramente de manifiesto que no lo es, pero se está 
llevando la cuestión a ese plano cuando se dice lo que 
se ha dicho. Entiendo que con esto hacemos muchí- 
simo daño porque, por un lado, alentamos estas ex- 
presiones irracionales y dañinas en el seno de nuestra 
sociedad. ¡Y que nadie se engañe, porque hoy es con- 
tra los judíos, pero mañana puede ser contra cual- 
quiera! Acá, los uruguayos tenemos un modus viven- 
di, un modo de actuar, una idiosincrasia que algunos 
censuran por su medianía o su carácter gris y otros la 
vemos positivamente, como expresión de tolerancia, 
de respeto mutuo, de saber convivir con el diferente, 
de ir llevando nuestras diferencias de criterio. Hoy 
gana un partido, mañana gana el otro y convivimos 
todos en el respeto de las normas y en el respeto de 
los otros, que es todavía anterior y más importante 
que el respeto de las normas. Cuando vamos por este 
otro camino y empezamos a etiquetar de «genocidas» 
nos salimos de eso porque, evidentemente, el geno- 
cida queda fuera de la comunidad, es otra cosa. Los 
crímenes atroces, el crimen de lesa humanidad, el de 
guerra, etcétera, tienen un estatuto penal absoluta- 
mente distinto al resto; quien actúa de esa manera se 
sitúa fuera de la comunidad humana porque la está 
agrediendo en sus valores esenciales. Cuando califi- 
camos a alguien o a una entidad de «genocida», la es- 
tamos dejando fuera de la comunidad que integramos 
todos y eso es gravísimo. 


Eso va a tener consecuencias internacionales para 
el país. El Presidente que venga, quienquiera que sea, 
de alguna manera va a tener que tratar de arreglar 
esto con el Estado de Israel. Esas son consecuencias 
de política internacional que mañana se verán, pero 
hay consecuencias internas, que son las que estoy se- 
ñalando, de emponzoñar un clima que debe ser de 
convivencia y respeto, y todavía hay otra que consiste 
en causar daño, en causar dolor a mucha gente que 
es judía y además uruguaya, y que ha vivido toda su 
vida sin sentir el conflicto entre las dos calidades, que 
vive las dos y que hoy se siente muy dolida y agra- 
viada porque hablar de genocidio cometido por Israel 
es mentar la soga en la casa del ahorcado. Al pueblo 
del Holocausto se le está imputando ahora ese geno- 
cidio y, repito, la imputación carece de fundamento 
racional. A esos judíos se les está diciendo esto y esos 
judíos no son, para nosotros, una abstracción, una es- 
tadística ni un número que represente un porcentaje 
de población; es gente que conocemos todos y que 
algunos conocemos desde los bancos de la escuela. 


Yo iba a la Escuela n.* 121 —de Práctica-, Dr. Eva- 
risto Ciganda, en la calle Echeverría, y tenía muchí- 
simos compañeros judíos. Con ellos compartí los años 
de la escuela y las vivencias de aquellos años —que 
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recuerdo hasta hoy con emoción-; después los tuve, 
junto con otros, como compañeros en el Liceo n.* 4, 
Juan Zorrilla de San Martín. Durante estos días estu- 
ve recibiendo los comentarios llenos de dolor de toda 
esa gente que se siente profundamente agraviada. 
¡No hay derecho a hacer eso, señora Presidenta! ¡No 
hay derecho porque, repito, esto sale de lo que es la 
controversia política, de la apreciación distinta de los 
fenómenos internacionales e incursiona en un plano 
de agravio irracional e insostenible que nosotros no 
podemos dejar pasar en silencio! 


De manera que vamos a votar la declaración y de- 
jamos constancia de nuestras ideas para ser comple- 
tamente leales a nuestro pensamiento. 


Muchas gracias. 
SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Señora Presidenta: sin duda, 
para mí tienen una connotación muy especial tanto 
la declaración como los acontecimientos que se están 
dando en el Cercano Oriente. 


En primer lugar, quiero hacer una condena total a 
las pintadas de «iMueran judíos!», «iFuera judíos!», que 
de ninguna manera corresponden a la cultura ni a los 
valores, sin duda alguna, de la sociedad uruguaya. 


Voy a decir claramente que, en el plano personal, 
voy a cumplir veinticinco años en el ámbito parla- 
mentario, y nunca jamás sentí ningún tipo de dis- 
criminación por mi origen. ¡Jamás! ¡Absolutamente! 
Este es un valor de la sociedad uruguaya. Este es un 
valor del sistema político uruguayo. Pero tampoco lo 
he sentido en lo personal, en mis ámbitos profesional, 
académico, futbolístico y deportivo. Por eso, condeno 
todo tipo de discriminación. 


En nuestro discurso político siempre hablamos 
de la igualdad. La igualdad es la no discriminación. 
La no discriminación es no discriminación étnica, no 
discriminación racial, no discriminación religiosa. Si 
algo tenemos los uruguayos es el respeto y la toleran- 
cia al otro. ¡En Oriente Medio no existe! El otro es 
el de otros valores, el de otras culturas, el de otras 
religiones y el de otras etnias. Y eso los uruguayos 
lo tenemos muy, pero muy metido dentro de nuestro 
cuerpo. 


Por supuesto que apoyo la condena a esos actos 
antisemitas y la declaración, aunque me gustaría que 
en ella hubiera algo que hiciera referencia a la nece- 
sidad de un alto al fuego por lo que está ocurriendo 
en estos momentos en Oriente Medio. 
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Sin duda, este es un largo conflicto. Es un conflic- 
to civilizatorio. Es un conflicto extremadamente com- 
plejo que tiene siglos. Cuando uno va a la Capadocia, 
en Turquía, se encuentra con los enfrentamientos 
entre romanos y cristianos, con las ciudades deba- 
jo de la tierra, y los hospitales dentro de la montaña 
para poder cubrirse. ¡Son siglos! Cuando uno ve a los 
chiitas y a los sunitas peleando permanentemente, 
cuando uno ve la guerra de Siria, sabe que son com- 
plejos siglos de enfrentamiento y de conflictos básica- 
mente religiosos y étnicos. 


Por eso, frente a lo que está ocurriendo en Gaza, 
lo primero es lo primero: ¡el alto al fuego! ¡Lo prime- 
ro es parar las muertes! ¡Antes que nada, parar las 
muertes, porque son muertes injustas las que están 
ocurriendo en ambos lados! ¡Absolutamente! ¡Hay 
que parar todo tipo de ataques militares y ver si hay 
alguna chance de iniciar un diálogo, una negociación, 
un acuerdo indispensable! ¡Todos queremos la paz 
definitiva en esa región y las dificultades para conse- 
guirla son, sin ninguna duda, muy grandes! 


En los hechos, sentimos que ambos contendientes, 
en estos momentos Israel-Hamás —antes Israel- 
Palestina-, no han podido conseguir los acuerdos 
indispensables para lograr la paz. Por lo tanto, la 
acción internacional se vuelve central, indispensable. 
Pero lo que uno siente es que no hay gobernanza 
internacional, que las grandes potencias no han 
podido resolver este tema, que el cuarteto diplomático 
de Oriente Medio -que conforman Estados Unidos, 
Unión Europea, Rusia y las Naciones Unidas- no 
han tenido el poder, la capacidad de liderazgo ni la 
fortaleza para poder parar esta matanza que se está 
dando en esa región. 


Hablé antes del respeto y la tolerancia. En última 
instancia, lo que se desea es tratar a dos Estados —el 
palestino y el israelí-judío- como autónomos, sobera- 
nos, independientes, con fronteras seguras, para que 
ambos pueblos puedan desarrollarse. 


Dije muchas veces -seguramente lo hice en el 
Senado- que los acuerdos de cúpulas sin una base de 
sustentación social son acuerdos efímeros, acuerdos 
transitorios. ¡Si en los colegios de Israel, de Palestina 
y de los países árabes, se sigue enseñando que el otro 
es el enemigo, que al otro hay que destruirlo y que el 
otro no es un amigo, es muy difícil conseguir la paz 
definitiva en sociedades de esta naturaleza que están 
confrontando! Por lo tanto, lograr la paz requiere 
de cambios sustantivos también en los medios 
educativos. 


La paz requiere de medios de comunicación, ¡¿de 
medios de comunicación a los que les interesa el 
conflicto, la crisis y la rentabilidad de las noticias?! 
Lo que sentimos es que los medios de comunicación 
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multiplican permanentemente los hechos que ocu- 
rren en este momento entre Israel y Hamás. 


¡Ocurren muchas más muertes en Siria! ¡Ocu- 
rren muchas más muertes en Irak! ¡Ocurren —y ocu- 
rrieron—- muchas más muertes en Egipto hace muy 
poco tiempo! Pero los medios de comunicación multi- 
plican permanentemente esta noticia y echan leña al 
fuego. ¡Echar leña al fuego es lo peor que puede ocu- 
rrir en situaciones de esta naturaleza! Seguramente, 
sin liderazgos políticos de ambos lados, en el plano 
internacional va a ser muy difícil poder llegar a los 
acuerdos correspondientes, que son tan necesarios. 


En lo personal, también quiero decir que para mí 
la existencia del Estado de Israel es extraordinaria- 
mente importante. ¡Es un Estado de Israel autónomo, 
independiente, que ha tenido la capacidad de lograr 
un extraordinario nivel de desarrollo, un extraordina- 
rio nivel tecnológico y cultural! Eso no quiere decir 
que uno esté de acuerdo con las políticas de sus últi- 
mos Gobiernos. 


Creo que ha habido esfuerzos de grupos intelec- 
tuales, de escritores famosos como Amos Oz, que 
no aceptan ni los misiles de un lado ni la ofensiva 
israelí del otro, pero hoy son minoritarios. ¡Hoy no 
han tenido la fuerza en ninguna instancia para poder 
influir, para que no haya esa matanza y esa guerra 
permanente que tenemos en estos días! Lo que gene- 
ran estas situaciones es odio, y el odio, cuando vemos 
muertes injustas, se multiplica. 


¡Creo que el Presidente Mujica no lo dijo! ¡Le 
preguntaron: ¿usted lo considera un genocidio?! Y 
él contestó: ¡tantas muertes de inocentes, de niños 
y de jóvenes! Y yo creo que en eso se equivocó. ¡Pero 
después Mujica habló de su aprecio al pueblo judío, 
de su aprecio a su capacidad intelectual, y que lo que 
se está generando en Gaza es odio! ¡Eso es real! ¡Eso 
es cierto! ¡Es justo lo que está diciendo, también hoy, 
el Presidente Mujica! Porque lo que está generando 
esta situación es la profundidad de los odios, y no es 
bueno para el futuro. 


No voy a hacer referencia a los antecedentes por 
los cuales se buscaron acuerdos —como el de Oslo o la 
Cumbre de Paz en Oriente Medio de Camp David, en 
2000, en la que Clinton hizo un esfuerzo para acercar 
las posiciones entre Ehud Barak y Yasser Arafat- en 
los que parecía que se encontraba una salida de paz 
en su momento. Después ha habido otras etapas. Yo 
no soy neutral, por lo que tengo que hacer un gran 
esfuerzo de objetividad en esta situación. Creo que 
hay fenómenos que le hicieron mal a la etapa que se 
está viviendo en estos momentos. Uno de ellos es la 
actitud de los gobiernos de Israel de continuar con 
los asentamientos y las ocupaciones en territorio pa- 
lestino, lo que genera conflictos, dificultades, odios y 
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venganzas, como ocurrió con los tres niños israelíes 
que murieron o con el niño palestino que fue quema- 
do vivo. Cuando uno escucha esto no puede describir 
bien qué es lo que siente; el alma, el cuerpo cambia 
totalmente, porque quemar a un niño vivo, sea de 
donde sea, es de un odio y de una intransigencia que 
a mi entender son absolutamente incomprensibles. 


Hoy estamos viviendo una situación en la que, 
por un lado está Hamás, y por el otro el Gobierno 
de Israel. En el caso de Hamás, el objetivo central 
parecería ser la destrucción del Estado de Israel. Si 
ese es su objetivo central, resulta muy difícil convivir, 
muy difícil dialogar y muy difícil vivir en paz. Hace 
muchos años que desde Gaza se tiran cohetes a la 
población civil de Israel; cohetes que hoy afectan o 
pueden llegar a afectar a 5:000.000 de habitantes, 
que tienen que defenderse permanentemente, yendo 
varias veces al día a los refugios correspondientes a 
efectos de salvar sus vidas. En los hechos, no hay más 
muertes en Israel porque hay avances científicos y 
tecnológicos que han permitido desarrollar mecanis- 
mos de protección y de defensa frente a esos misiles, 
lo que hace que no lleguen a explotar en las ciuda- 
des hacia donde iban dirigidos. Los civiles muertos 
en Israel son apenas tres, pero eso tiene que ver con 
la posibilidad de llegar a los refugios en los segundos 
correspondientes, sabiendo que va a caer un misil, 
y también con la capacidad de enfrentarlos técnica- 
mente para que no puedan explotar. 


Diría que las armas y las lanzaderas están en ca- 
sas particulares. Se ha denunciado que están en las 
escuelas para refugiados de la Organización de Na- 
ciones Unidas, que están en las mezquitas, e inclu- 
so encontraron una mezquita desde donde salen los 
túneles. 


Entonces, por un lado están los misiles lanzados 
contra la población civil y por el otro, los túneles, que 
son para llegar a territorio israelí. Esos túneles no son 
de paz; esos túneles no son de civilización, sino que 
son de guerra; son túneles militares para acceder al 
territorio israelí y matar civiles, o para poder llevarse 
a algún militar y tenerlo detenido a fin de negociar 
después la salida de otros presos, como ocurrió con 
Shitreet. Uno tiene la sensación de que ese pueblo 
de Gaza, ese pueblo palestino, no se desarrolla, tie- 
ne dificultades económicas y bloqueos; eso es cier- 
to, absolutamente cierto, pero lo que están haciendo 
permanentemente son construcciones militares que 
tienen mucho costo. Están recibiendo dinero desde 
el exterior, pero no para comer, para industrializarse, 
para producir o para tener empleo, sino para generar 
túneles que van a ser parte del enfrentamiento con el 
Estado de Israel. 


Hamás ganó democráticamente la elección en 
Gaza y eso no está en discusión; el problema es que 
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sus acciones están centradas fundamentalmente en 
la guerra con Israel y no en el desarrollo de su pueblo. 


Creo que en buena medida los palestinos tienen 
todo el derecho y tienen razón en buscar en el plano 
internacional la legitimidad y ser reconocidos, pero 
también buscan deslegitimar al Estado de Israel. 


Hay mucha propaganda y, para hablar claro, hay 
brotes de antisemitismo, sobre todo en Europa, en los 
últimos años. 


En estos momentos los palestinos son víctimas de 
esta guerra contra Israel, y tiene razón el Presidente 
Mujica cuando dice que Hamás va a perder militar- 
mente pero a ganar políticamente, porque en el plano 
internacional Israel de ninguna manera queda bien 
parado con este tipo de acciones y las muertes de ci- 
viles. Es posible que en algún caso haya habido escu- 
dos humanos, pero no se puede generalizar; a mí me 
cuesta mucho aceptar que todas las muertes civiles 
hayan sido por esa causa. Hay errores que pueden ser 
horrores cuando hay tantas muertes de civiles pales- 
tinos en Gaza, tantas muertes que son absolutamente 
injustas. Lo siento así y lo digo claramente. 


Israel, a pesar de sus grandes avances económi- 
cos, tecnológicos y militares, tiene afectada su segu- 
ridad. Su problema central no es de desarrollo, sino 
la seguridad, y en este tema de pronto entra en juego 
Irán porque, ¿de dónde salen las armas, de dónde 
sale el financiamiento si no sale de Irán o de Siria? 


Hace dos o tres años estuve en una reunión en 
Jerusalén, y en esa oportunidad dije que no encontraba 
en el Gobierno de Israel iniciativas tendientes a 
buscar un acuerdo de paz entre dos Estados: el 
Estado palestino y el Estado israelí. No vi iniciativas 
y no vi entusiasmo, porque no había interlocutor, por 
una cosa o por otra, pero no sentí esa necesidad que 
uno tiene de decir: «iParemos esto! ¡Que haya paz!». 
También sentí que la opinión pública internacional 
estaba contra Israel; y sentí —aunque esta es una 
opinión absolutamente personal- que el Gobierno se 
sustenta en el apoyo que tiene del Gobierno de los 
Estados Unidos: si cuenta con ese apoyo, la opinión 
pública internacional vale menos. Creo que en las 
actuales relaciones de poder Estados Unidos sigue 
siendo muy fuerte, pero seguramente mañana haya 
otras relaciones de poder. El poder está cambiando 
desde el Atlántico hacia el Pacífico y mañana va a 
venir China, que hoy tiene el poder comercial y que 
mañana va a tener otro tipo de poderes, y quién sabe 
cómo va a ser esta situación. 


Escuché una discusión sobre el tiempo. Unos de- 
cían que el tiempo favorece a Israel y otros que hoy 
el 50 % de los niños en las escuelas de Israel son de 
origen árabe, y que en el futuro van a ser el 70 %. 
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Desde ese punto de vista decían que hay que hacer 
un acuerdo de paz ya, cuanto antes, con fronteras 
seguras, y no permitir que esto siga bajo las caracte- 
rísticas actuales. 


Tengo la sensación de que es muy difícil resolver 
este tema. En el plano internacional Israel no queda 
bien parado de ninguna manera con estas acciones 
que lleva adelante en Gaza. En última instancia, uno 
dice: ¿Qué podemos hacer? ¿Qué hace la comuni- 
dad internacional? La ofensiva registrada en este 
momento, con muertes injustas, genera protestas de 
toda la comunidad internacional, de los países más 
cercanos e inclusive aliados, como Estados Unidos y 
los de Europa. 


¿Cómo se para esto si Hamás sigue tirando cohe- 
tes? ¿Cómo se negocia el desbloqueo, que también es 
necesario con esta nueva situación militar? 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—Señora Presidenta: lo que realmente queremos 
es que haya paz, que haya dos Estados independien- 
tes y que paremos los odios, porque los odios están. 


Permítaseme extenderme unos minutos más para 
contarles que una sobrina mía israelí vino al Uruguay 
y fue al Chuy, donde oyó que había palestinos. Estaba 
con mi hermano y, para él, ver a los palestinos en 
el Chuy era como ver a mi padre en Juan Lacaze. 
Pero para mi sobrina, no; ella le dijo a su esposo: «ha- 
blemos en inglés». Tenía miedo de los palestinos del 
Chuy. En Israel, había tenido un compañero de clase 
palestino, quien iba a su casa a estudiar y a comer. 
Un día hubo una intifada y mi sobrina le preguntó: 
«¿Vos serías capaz de matarme a mí?», y el palestino 
le dijo que sí. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por favor, redondee, se- 
ñor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Quiero terminar expresando 
que el odio es malo y se ha estado profundizando en 
esta situación. ¡Paremos cuanto antes esta guerra! 
¡Parémosla militarmente y encontremos todos los 
mecanismos necesarios y suficientes para alcanzar 
una paz muy difícil y compleja pero absolutamente 
imprescindible y necesaria para ambos pueblos! 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa da la bienveni- 
da a los alumnos de 6. año de la Escuela n.? 342 de 
Villa Prosperidad. 


Se recuerda a los señores Senadores que dado 
que estamos discutiendo una moción, el tiempo re- 
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glamentario de que dispone cada orador es de veinte 
minutos sin opción a prórroga. 


SEÑOR COURIEL.- Tiene razón, señora Presi- 
denta; discúlpeme. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No es por el caso pun- 
tual del señor Senador, sino para que todos los inte- 
grantes del Cuerpo tengan la misma información. 


SEÑOR CONDE.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR CONDE.- Señora Presidenta: en conver- 
saciones e intercambios informales que hemos tenido 
con Senadores de las distintas bancadas, nos hemos 
aproximado a un criterio que nos lleva a coincidir 
en la necesidad de esta declaración; criterio que ha 
sido refrendado por el hecho de que la convocatoria 
al Cuerpo en el día de hoy para discutir, entre otras 
cosas, este punto, fue firmada por los coordinadores 
de los tres partidos políticos con representación en el 
Senado. No obstante ello, no considero ocioso hacer 
algunas reafirmaciones y precisiones para encauzar 
lo que, a nuestro juicio, debe ser el criterio de una 
declaración de esta naturaleza. 


Con absoluta nitidez y de un modo pleno, quiero 
respaldar el accionar de nuestra Cancillería, de nues- 
tro Ministerio de Relaciones Exteriores, frente a los 
acontecimientos registrados en la franja de Gaza du- 
rante estas últimas semanas. Específicamente quie- 
ro sostener la declaración del 31 de julio, en la que 
la Cancillería ha dicho que el bombardeo y ataque 
a escuelas de la ONU, en Gaza, y a los centros de 
protección de refugiados bajo control de las Naciones 
Unidas, en Gaza, pueden constituir o configurar ac- 
tos incursos en la tipificación de crímenes de guerra y 
pueden ser sometidos a la jurisdicción internacional. 


Fue a partir de este comunicado de nuestra Canci- 
llería que, de alguna manera, se tensionaron un poco 
más los ánimos. Nuestra Cancillería fue muy categó- 
rica y precisa en el análisis de estos hechos. Por eso, 
quiero manifestar el absoluto respaldo de la bancada 
de Gobierno a este y a los anteriores comunicados de 
la Cancillería uruguaya. 


Luego, a este tema se agregaron manifestaciones 
del señor Presidente Mujica en las que utiliza el tér- 
mino «genocidio», y del Canciller Almagro —aquí lo ha 
reconocido el señor Senador Pasquet-, en las que ha 
sido muy preciso al establecer que, en términos jurí- 
dicos, no estamos en presencia de un genocidio. 


Permítaseme decir lo que no sería necesario decir: 
la grandeza y profundidad del espíritu y pensamien- 
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to del Presidente Mujica se encargarán de poner las 
cosas en su lugar. Es un hombre de paz y de diálogo, 
y estoy absolutamente seguro de que, en defensa de 
sus convicciones, sabrá manejar su mensaje de modo 
que no se malinterprete su pensamiento y, sobre todo, 
que no se intente manipular su pensamiento tratando 
de generar un clima antijudío que no ha existido, no 
existe ni deberá existir en el Uruguay. 


Sin embargo, me permito insistir en la idea central 
de que aquí se han cometido excesos. En la campaña 
de los años 2008-2009 de Israel contra los territo- 
rios palestinos, Unicef registró —oficialmente, porque 
debe haber muchas víctimas no registradas— la muer- 
te de 351 niños, y hasta el día de ayer estaba comuni- 
cando oficialmente la muerte de 409 niños. Esto no 
es un genocidio, pero es un crimen repudiable que la 
Cancillería hace muy bien en denunciar, porque creo, 
sí, que está incurso en la tipificación de crímenes de 
guerra y la humanidad no debería dar vuelta la cara 
ante esta masacre de niños. 


Quiero aludir al tema que nos aflige —digo bien, 
«que nos aflige»-, de las manifestaciones antijudías, 
a veces erróneamente calificadas de antisemitas. La 
citación del Senado es correcta cuando se refiere a 
las manifestaciones antijudías porque, en realidad, 
los pueblos semitas son el conjunto de pueblos del 
Cercano Oriente... 


SEÑOR CARDOSO.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR CONDE.- Permítame redondear, señor 
Senador, y con mucho gusto le concederé una inte- 
rrupción; creo que no voy a utilizar todo mi tiempo. 


Varios pueblos del Cercano Oriente que, en su 
momento, se extendieron hasta Babilonia, conforma- 
ban un conjunto de poblaciones y etnias de origen se- 
mita o que encuadran en la definición histórica, an- 
tropológica y cultural de pueblos semitas. Hago esta 
referencia no por una simple precisión, sino porque 
es de allí, de ese núcleo de pueblos entre los cuales 
se encuentran naturalmente los judíos o los hebreos, 
de donde empiezan a alumbrar ideas, concepciones 
religiosas y valores de la conciencia social que llegan 
hasta nuestros días. 


Nosotros podemos decir que allí, tierra de ori- 
gen de las grandes religiones monoteístas y de uno 
de los primeros grandes manuscritos religiosos y fi- 
losóficos, se han gestado valores que han viajado a 
través de casi 5.000 años y que están incorporados 
en nuestra propia conciencia colectiva y en nuestras 
propias sociedades. Desde esa raíz, también hemos 
crecido nosotros y nuestras sociedades, y no hay nada 
que pueda violentar esta matriz religiosa, filosófica o 
cultural que, en general, lleva a los uruguayos a ser 
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gente no solo tolerante sino gente que trabaja perma- 
nentemente en la construcción del diálogo con una 
perspectiva universalista o universal. 


Quiero reafirmar, una vez más, que la filosofía de 
origen fundamentalmente liberal o socialista de los 
hombres y mujeres que integran este Gobierno, en 
esta perspectiva universalista de nuestro pensamien- 
to, no solo niega y no comparte, sino que enfrenta en 
el terreno de las ideas cualquier concepción de los 
geopolíticos de los imperios de turno que tratan de 
sostener prácticas de dominación a nivel internacio- 
nal sustentadas en una presunta teoría de «guerra de 
civilizaciones». La gente de mi Gobierno y la gente 
del pensamiento, de la cultura y de la vida política de 
los partidos que conforman este Gobierno, no com- 
parten, en absoluto, y se opone a cualquier concep- 
ción geopolítica de «guerra de civilizaciones» que está 
siendo utilizada para el exterminio de pueblos ente- 
ros cuando nos adentramos ya plenamente en el siglo 
XXI. Tenemos un pensamiento universal, dialogante 
y tolerante, basado en valores. 


En ese sentido, tampoco vamos a admitir ni a per- 
mitir que se borren las grandes lecciones de la His- 
toria, porque si bien reconocemos el Holocausto —no 
solo lo reconocemos sino que también lo vivimos con 
el dolor de una de las grandes desgracias universales 
que deberá transformarse en una lección eterna para 
la vida de la Humanidad—, permítaseme decir que en 
ese Holocausto no solo fueron barridos millones y mi- 
llones de seres humanos —seis o siete millones— por 
persecución antijudía y por razones étnicas, sino que 
fueron barridos también muchos más millones de se- 
res humanos por su condición de trabajadores, por 
su condición de luchadores contra la explotación del 
hombre por el hombre, por su pensamiento socialista, 
por su pensamiento anarquista, por su pensamien- 
to comunista. Esos millones y millones y millones 
de seres humanos son los que frenaron el fascismo 
en el mundo y se les debe reconocer la contribución 
que hicieron a la humanidad. Y en esa contribución 
a la humanidad no hay fronteras entre judíos y no 
judíos, porque judíos murieron liberales, creyentes y 
no creyentes, socialistas, comunistas, judíos de todas 
las ideas; porque los judíos, precisamente por venir 
de esa matriz del Oriente Medio, de donde surgie- 
ron las primeras manifestaciones religiosas y filosó- 
ficas universales, son también, en general, gente de 
un pensamiento universal y abierto que ha prestado 
su colaboración, su militancia y su sacrificio en pos 
de la libertad y de la justicia a través de distintas ex- 
presiones ideológicas, como ocurre aquí en Uruguay. 
Nosotros hemos tenido que enterrar a compañeros 
judíos perseguidos por el terrorismo de Estado por su 
condición de militantes de izquierda, por la justicia y 
por la libertad. 
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De modo que tampoco permitimos que se mezcle 
como a veces hace cierta prensa— una tendencia a 
decir que a la izquierda no le importan los judíos y 
que los judíos, en realidad, aquí son mejor valorados 
por las fuerzas conservadoras. En absoluto; no se tra- 
ta de cuestiones ideológicas. Se trata de cuestiones 
de valores, de cuestiones universales y de una visión 
universalista de la civilización que queremos cons- 
truir a esta altura de la humanidad. 


Finalmente, quiero ser un poco más preciso en 
algunas otras cuestiones. Lamento que las organi- 
zaciones judías del Uruguay pretendan trasladar o 
responsabilizar al Estado uruguayo por las expre- 
siones, escritos y pintadas que se han hecho. Com- 
prendo el dolor y comprendo la queja, pero no ad- 
mito ningún tipo de acusación. El Estado uruguayo 
tiene una conducta intachable en esa materia, tanto 
en el campo diplomático y en el jurídico internacio- 
nal como en el campo social y cultural. El Estado 
uruguayo no tiene, y seguramente no habrá de tener 
en el futuro, la más mínima responsabilidad por esa 
clase de expresiones. Por eso, entre otras cosas, nos 
sumamos a este debate con el propósito de adoptar 
una declaración por parte de todos los partidos a 
efectos de que el Senado de la República, como una 
expresión notoria y notable de la institucionalidad 
del Estado uruguayo, deje definitivamente en claro 
esta cuestión. 


En conclusión, señora Presidenta, reafirmamos 
lo actuado por nuestra Cancillería, repudiamos las 
expresiones antijudías que se han pintado en distin- 
tos lugares públicos de nuestro país y, como Gobier- 
no actual del Estado uruguayo, no aceptamos que se 
acuse al Estado de responsabilidad en estos hechos, 
aunque sí aceptamos el desafío de hacer que actúe de 
una forma clara y contundente para neutralizar cual- 
quier tipo de manifestación antijudía que, a través de 
la conducta extrema de algunos ciudadanos, pueda 
aflorar en nuestra sociedad. 


Concedo al señor Senador Cardoso la interrup- 
ción que me había solicitado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador Cardoso. 


SEÑOR CARDOSO.- Señora Presidenta: con el 
ánimo de contribuir y no polemizar, quiero dejar en 
claro algunas reflexiones en cuanto a lo que ha ma- 
nifestado el señor Senador Pasquet y decir que coin- 
cido, prácticamente en un todo, con lo expresado por 
el señor Senador Couriel, a quien hemos escuchado 
con mucha atención. 


Por supuesto que aquí no se está acusando al Es- 
tado uruguayo o a los responsables del Gobierno de 
tener una acción directa en el conflicto bélico a partir 
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de sus declaraciones. Eso está claro. Como reflexión, 
se intenta dejar de manifiesto que los representan- 
tes o las máximas autoridades de un Estado como el 
nuestro, ya sea a través del Presidente de la Repúbli- 
ca o de su Canciller, deberían medir las consecuen- 
cias de volcar determinadas expresiones acerca de un 
conflicto de tanta sensibilidad, que generan opinión y, 
a la vez, desinformación. 


Nosotros sentimos que en el conflicto entre Israel 
y Palestina -que como muy bien se ha dicho es de 
larga data y todos ansiamos que tenga, a mediano o 
corto plazo, un final definitivo en paz- se da perma- 
nentemente una visión parcializada o, por lo menos, 
el conocimiento que se va adquiriendo a partir de las 
declaraciones de los medios de comunicación o de 
aquellos en los que se generan los debates, es siem- 
pre una visión que a todos nos conmueve, en el sen- 
tido de la solidaridad que provoca por las muertes, 
por las bajas en Palestina. ¿A quién no va a conmover 
que mueran niños inocentes? Nos conmueve a to- 
dos nosotros; a nuestro partido también. ¿Quién va 
a estar a favor de eso? Pero también forma parte del 
conflicto; sin embargo, de lo que no se habla, como 
aquí bien se señalaba, es de los niños que Israel evita 
que mueran por día a partir del desarrollo de sus 
tecnologías. Porque lo que Israel reivindica, una y 
otra vez, es su derecho a defenderse y a existir como 
Estado, y lo que hace Hamás, del otro lado del te- 
rritorio, es atacar indiscriminadamente a quien sea. 
Allí es, entonces, donde se da el conflicto y donde se 
debería analizar el debate en un todo, para poner en- 
cima de la mesa la realidad completa de lo que está 
sucediendo en aquel lugar del mundo. 


Sin el más mínimo ánimo de polemizar, decía que 
Israel reivindica su derecho a defenderse y a existir; 
Hamás y sus aliados reivindican, una y otra vez, ex- 
terminar a Israel de la faz de la Tierra. Desde luego, 
planteado en estos términos, el conflicto es de difici- 
lísima solución en un plano cercano. Pero sí creo que, 
entonces, se debe tener mucho cuidado, se debe ser 
cuidadoso. Nuestro Estado, nuestro país, más allá de 
la orientación política circunstancial que tenga o que 
lleve adelante, que se ratifica o se cambia cada cin- 
co años —por suerte, porque en democracia vivimos-, 
siempre ha tenido la característica de ser partidario 
de la paz y mediar en este tipo de conflictos. Enton- 
ces, mi aclaración o reflexión va en el sentido de que 
bueno sería, cuando se dan este tipo de opiniones, 
que se analice la situación desde un punto de vista 
total acerca de lo que está pasando y no solamente 
se priorice la solidaridad —que tal vez la comparta- 
mos todos— sobre la victimización que se genera en 
un solo bando. 


Muchas gracias, señora Presidenta. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Continúa en el uso de 
la palabra el señor Senador Conde. Le quedan dos 
minutos. 


SEÑOR CONDE.- Tampoco me parece que este 
sea un tema que dé lugar para polémicas de tono 
parcial, de modo que, simplemente, termino mi in- 
tervención haciendo una reafirmación general —diría 
yo— de principio y de base, ratificando nuestro abso- 
luto compromiso de apoyo a la acción internacional 
por la consolidación de dos Estados en los territo- 
rios palestinos, dos Estados que puedan vivir en paz 
y con fronteras seguras. En este sentido aspiramos, 
también —lo digo con mucha franqueza-, a que Israel 
cumpla estrictamente con los mandatos y las resolu- 
ciones de las Naciones Unidas en lo que tiene que ver 
con la ocupación ilegal de territorios, la construcción 
ilegal de asentamientos, y permita la devolución in- 
tegral de los territorios palestinos ocupados. Si bien 
coincidimos —reitero— con la opinión de que aquí no 
se trata de un genocidio contra el pueblo palestino, 
en la acción de Israel, desde 1967 hasta hoy... 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—...pueden constatarse hechos contundentes de 
violación del Derecho Internacional que destruyen, 
obstaculizan y dificultan las bases geopolíticas y so- 
ciales para el asentamiento definitivo de los palesti- 
nos en su propio Estado. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señora Presi- 
denta: lo primero que quiero decir es que esta decla- 
ración es bienvenida. Al igual que cualquier miembro 
del Senado de la República, vamos a apoyarla con to- 
tal entusiasmo y convicción, porque no nos podemos 
afiliar, aunque sean hechos innominados, a lo que es 
un franco delito, ya que esas pintadas en el Uruguay 
son un delito desde todo punto de vista. 


Al respecto, señora Presidenta, quiero dejar algu- 
nas constancias acerca de que el Estado uruguayo 
y sus instituciones tienen pleno derecho a exami- 
nar cualquier situación internacional, no solamente 
en uso de la libertad que reina en el Uruguay, sino 
también al amparo de leyes que rigen específicamen- 
te para estos temas en nuestro país, aprobadas por 
nuestra Asamblea General. 


Tenemos pleno derecho a examinar estos temas 
sin que se nos tipifique como antisemitas, acerca de 
los cuales podemos decir que están vinculados a crí- 
menes internacionales. Tenemos la Ley n.? 18026, 
de Cooperación con la Corte Penal Internacional de 
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acuerdo con el Estatuto de Roma. El país tiene, sin 
lugar a dudas —creo que el discurso del señor Sena- 
dor Conde anduvo sobrevolando sobre esto-, el dere- 
cho a juzgar acerca de los crímenes reconocidos en 
el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, 
conforme a las disposiciones contenidas en la Ley de 
Cooperación, lo que, por otra parte, también es ley en 
el Uruguay, específicamente la n.? 17510, de 27 de 
junio del año 2002. 


Lo primero que hay que decir es que el Estatuto 
de Roma es una construcción de la civilización y que 
se abona, precisamente, en el genocidio armenio, en 
todas las técnicas doctrinarias que usó Rafael Lem- 
kin para llegar a la Convención para la Prevención y 
la Sanción del Delito de Genocidio. Es decir que el 
Estatuto de Roma nace prácticamente luego de la Se- 
gunda Guerra Mundial, a raíz del Holocausto judío. 


Asimismo, la Corte Penal Internacional tiene lí- 
mites en sus competencias para los crímenes más 
graves, de trascendencia para la comunidad inter- 
nacional. Por eso, nosotros estamos afiliados a estos 
dos instrumentos: la Ley de Cooperación con la Corte 
Penal Internacional y el Estatuto de Roma. Con res- 
pecto a este último, tenemos pleno derecho, señora 
Presidenta, de abordar estos temas, sucedan donde 
sucedan y sin que se nos tipifique poco menos que 
de antisemitas por abordarlos. Esto también es lo que 
subyace detrás de estas discusiones. Nosotros somos 
amigos de Israel, sin ningún lugar a dudas, y lo hemos 
manifestado en cuanto foro hemos participado. Aquí 
mismo, en el Palacio Legislativo, participamos en 
sesiones especiales de la Comisión Permanente que 
hubo sobre el Holocausto, y está todo registrado en la 
versión taquigráfica. Hemos participado también en 
las conmemoraciones de la AMIA y hemos censurado 
en el Parlamento del Mercosur el ataque a la AMIA, 
exigiendo además la captura que pide Interpol para 
los activistas iraníes que cometieron esos tremendos 
delitos. 


Queremos dejar estas constancias previas para 
que no aparezca por ahí, en alguna página web, que 
somos antisemitas. Pero tenemos que hablar de estas 
cosas porque la ley nos habilita. Y los delitos alcanza- 
dos por el Estatuto de Roma son el genocidio, los de- 
litos de lesa humanidad, los crímenes de guerra y el 
delito de agresión, que ahora se está implementando 
a raíz de las Enmiendas de Kampala. 


Israel no ha ratificado el Estatuto de Roma, como 
tampoco lo ha hecho Estados Unidos. Por lo tanto, es- 
tos dos países y China, que tampoco lo ha ratificado, 
no están alcanzados por la Corte Penal Internacio- 
nal y su Estatuto. Esta no tiene jurisdicción sobre los 
actos que haya podido realizar Israel. Sin embargo, 
quiero insistir en que tenemos pleno derecho a dis- 
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cutir en el Senado de la República lo que ha sucedido 
en Gaza. 


Quizás coincida con lo que ha dicho la Cancillería 
en cuanto a que, de acuerdo con lo que establece el 
Estatuto de Roma, no sería un genocidio. Tiene algu- 
nos tintes, pero no es un genocidio. Sí me atrevería a 
decir, señora Presidenta, vinculación directa con otro 
delito. Hay que separar la paja del trigo. Una cosa es 
el antisemitismo y otra lo que puedan llevar a cabo 
los Estados con sus políticas internacionales. Reitero: 
aquí tenemos que separar la paja del trigo. 


Creo que Israel sí ha estado inmerso en crímenes 
de guerra. Uno de los literales del artículo 8 del Es- 
tatuto de Roma dice: «Lanzar un ataque intencional- 
mente, a sabiendas de que causará pérdidas inciden- 
tales de vidas, lesiones a civiles o daños a bienes de 
carácter civil o daños extensos, duraderos y graves al 
medio ambiente natural que serían manifiestamente 
excesivos en relación con la ventaja militar concre- 
ta y directa de conjunto que se prevea;». O sea que 
ello está contemplado en el Estatuto de Roma. Asi- 
mismo, otro literal establece: «Atacar o bombardear, 
por cualquier medio, ciudades, aldeas, viviendas o 
edificios que no estén defendidos y que no sean obje- 
tivos militares;». Por lo tanto, esto también está con- 
templado. Y en otro dice: «Dirigir intencionalmente 
ataques contra edificios dedicados a la religión, la 
educación, las artes, las ciencias o la beneficencia, 
los monumentos históricos, los hospitales y los luga- 
res en que se agrupa a enfermos y heridos, siempre 
que no sean objetivos militares;». En consecuencia, 
este punto también está comprendido en el Estatuto 
de Roma. Y podría seguir citando, señora Presidenta. 
Es a esto a lo que nos hemos afiliado nosotros. Por 
lo tanto, tenemos pleno derecho, señora Presidenta, 
a expresar que el señor Presidente de la República 
quizá le erró en el tinte. Podría leer lo que se expre- 
só sobre el genocidio, para ver que no está muy des- 
orientado y que el señor Presidente de la República, 
que es un hombre de paz, no está tratando de usar 
su popularidad política para llevar agua a los molinos 
del antisemitismo ni a los molinos del nazismo, que 
aún sigue imperando en este mundo. Son dos cosas 
diferentes y creo que los señores Senadores deberán 
comprender que estamos ante un tema muy comple- 
jo. Obviamente, nosotros no ratificamos en ningún 
lado —ni lo haremos jamás- la destrucción del Estado 
de Israel; es más, creemos en la partición producida 
en 1948, más allá de los vaivenes que ha tenido el 
tema del Estado palestino. Pero recuerdo que cuando 
reconocimos al Estado palestino hubo grandes pre- 
siones para que no lo hiciéramos, que provinieron de 
instituciones de la comunidad judía. Eso figura en las 
versiones taquigráficas del Senado de ese momento, 
las cuales hemos leído con detenimiento. Además, se 
expresó una gran algarabía porque no se reconocían 
los límites establecidos en 1967. 
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Por lo tanto, señora Presidenta, considero que no- 
sotros, como país, debemos decir hasta dónde per- 
mitimos una intervención de otras potencias en las 
decisiones y deliberaciones que el país se debe sobre 
estos temas, que son políticos y morales. Por supuesto 
que también suscribimos lo que dice el Presidente de 
la República en cuanto al legítimo derecho de Israel 
a defenderse; en ese sentido, es muy cierto lo que 
expresa el Senador Couriel. 


Estamos frente a un tema complejo, de equili- 
brios, pero también sentimos que han ocurrido gran- 
des abusos en estos bombardeos sobre población civil 
indefensa. 


Para finalizar, quiero decir que es muy difícil la so- 
brevivencia de un país sin límites. Nuestro país nació 
en 1828, sin límites, por la Convención Preliminar de 
Paz. Eso es gravísimo; estuvimos casi un siglo y medio 
discutiendo sobre los ríos, las lagunas y los canales, 
y aún hoy tenemos problemas. Imaginemos, enton- 
ces, lo que será para el Estado palestino que -siendo 
sinceros—- es una entelequia. Eso también crea pro- 
blemas de todo tipo en aquel ámbito, que Dios quiera 
que en algún momento establezca su paz definitiva. 


Quería dejar estas constancias, señora Presidenta, 
porque me parece importante dejar claro que acá no 
solamente hay legislación que hemos aprobado y que 
acatamos a pie juntillas, censurando y sancionando 
el delito de racismo, sino que también hay otras que 
nos habilitan plenamente a reflexionar sobre estos 
asuntos. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Señora Presidenta: quiero soli- 
citar un cuarto intermedio de veinte minutos a los 
efectos de que nuestra bancada se pueda reunir para 
unificar posturas en torno a los términos de la decla- 
ración, ya que hay algún punto que nos suscita dife- 
rencias, particularmente el último. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar. 
(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por veinte 
minutos. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 18 minutos). 
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(Vueltos a Sala). 
—Habiendo número, continúa la sesión. 


(Es la hora 11 y 46 minutos). 


12) CONFORMACIÓN DE UNA COMISIÓN 
PREINVESTIGADORA 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde dar cuen- 
ta de una solicitud presentada por el señor Sena- 
dor Pasquet, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 120 de la Constitución de la República, la Ley 
n.* 16698, de 25 de abril de 1995, y los artículos 135 y 
siguientes del Reglamento del Senado, para la confor- 
mación de una Comisión Investigadora que analice la 
situación económica y financiera de Ancap, en mérito 
a una serie de consideraciones que se detallan en el 
texto que será repartido a los señores Senadores. 


Dicha Comisión será integrada por los señores Se- 
nadores Nin Novoa, Martínez y Solari. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra para referir- 
me a este tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero manifestar mi bene- 
plácito por la forma en que ha procedido la Mesa con 
respecto a la moción presentada por el señor Senador 
Pasquet y por la integración de la Comisión Preinves- 
tigadora. 


En principio, quiero expresar —porque me parece 
que no vamos a tener otra oportunidad— que, como 
hay una disposición legal que establece plazos en 
cuanto a los informes de las Comisiones Preinvesti- 
gadoras, en la reunión de coordinación manejamos 
la idea de que el informe que produzca dicha Comi- 
sión se trate como primer punto del Orden del Día 
de la sesión ordinaria del próximo martes. Además, 
hay que tener en cuenta que el próximo miércoles no 
va a haber sesión ordinaria, sino extraordinaria para 
tratar el pedido de censura a la señora Ministra de 
Salud Pública. Por ende, le trasladamos la inquietud 
a la Mesa porque quizás sea necesario votar que el 
pronunciamiento de la Comisión Preinvestigadora, 
de estar pronto antes del martes —-como así lo marca 
el Reglamento-, sea incluido como primer punto del 
Orden del Día de la sesión del próximo martes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión Preinves- 
tigadora tiene cuarenta y ocho horas para producir el 
o los informes, que serán tratados como primer punto 
de la próxima sesión ordinaria; en este caso, el próxi- 
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mo martes. Ese es el mecanismo que marca el Regla- 
mento y es lo que el señor Senador Gallinal describió. 


En consecuencia, el primer punto del Orden del 
Día de la sesión ordinaria del martes será la consi- 
deración del o los informes que arroje la Comisión 
Preinvestigadora. 


13) DECLARACIÓN DE REPUDIO FRENTE 
A EXPRESIONES DE INTOLERANCIA Y 
DESPRECIO HACIA LA COLECTIVIDAD 
JUDÍA 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continúa la considera- 
ción del primer punto del Orden del Día. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señora Presidenta: luego de 
culminado el cuarto intermedio y teniendo en cuen- 
ta que se está por votar una declaración de carácter 
conjunto o, por lo menos, en coincidencia con todos 
los señores Senadores, trataré de ser muy breve. 


En el día de ayer planteamos nuestras ideas, que 
están muy vinculadas a la oportunidad y prudencia 
con que se deben manejar estos temas. Esto no está 
al margen de nuestras convicciones y obligaciones. 
Los uruguayos en particular y los orientales, desde 
que nos conocemos, siempre hemos sido los respe- 
tuosos del Derecho Internacional, que es el gran es- 
cudo de los que, de alguna forma, vamos avanzando 
en la difícil convivencia de las asimetrías por un lado, 
de las potencias por otro lado y de los imperios por 
otro, que viven y reviven en cualquier parte del mun- 
do con una expresión de carácter histórico-cultural y 
hasta antropológico en cuanto a lo que son destinos 
manifiestos que cada Estado expresa en diferentes 
oportunidades y con distinta fuerza. 


Cuando vemos las cosas que suceden en Oriente 
Medio —que no son nuevas, que son difíciles de solu- 
cionar y que no se arreglan entre el blanco y el negro 
o, por decirlo de alguna manera, con una posición 
maniqueísta— y advertimos que hay Estados que tie- 
nen derecho a existir y que son reconocidos y otros 
que quieren ser reconocidos, pero que necesitan con- 
templar lo que el Derecho Internacional les exige en 
cuanto a territorio, pueblo y Gobierno, lo que tene- 
mos que buscar siempre —y de hecho, lo hacemos- es 
la convivencia pacífica y la paz internacional, no sea 
que al final terminemos dándole la razón a las re- 
flexiones de Churchill -que me han hecho meditar 
por mucho tiempo- sobre la idea de que la historia 
es el registro de crímenes, desatinos y miserias de la 
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humanidad. Esa es una visión pesimista que, quizá, 
esté vinculada a algunos de los filósofos ingleses que 
construyeron una teoría sobre la naturaleza del hom- 
bre y la necesidad de disciplinarlo, pero este es un 
tema distinto. Nosotros debemos buscar el compro- 
miso para que estos temas se manejen dentro de la 
tolerancia, la convivencia y el respeto, a pesar de las 
dificultades que presenten. 


Lo que tenemos hoy, aquí, es una declaración muy 
puntual, por lo que no quiero ingresar en todos los 
demás aspectos que a ella están vinculados. Quizá 
algún día podremos debatir sobre la idea de que este 
conflicto no es, necesariamente, un choque entre ci- 
vilizaciones como una expresión ideológica, sino que 
los nuevos enfrentamientos que se dan en el mundo 
son expresiones culturales, y sobre todo religiosas, 
que a veces hacen incompatible la convivencia, en 
función de que el exterminio del enemigo o el aniqui- 
lamiento del que piensa diferente es el camino más 
factible para poder encontrar, incluso desde el punto 
de vista religioso, un sentido distinto de trascenden- 
cia. Y ese no es un tema fácil de manejar. 


Por todo ello es que hacemos hincapié —con todo 
respeto- en que la palabra «genocidio» es muy fuer- 
te; está definida por el Derecho Internacional y en la 
Carta de Naciones Unidas y fue recogida mucho an- 
tes del Código Penal Internacional. La referencia al 
genocidio tiene muchos aspectos y, entre otras cosas, 
se basa nada menos que en el que sufrió el pueblo 
judío, luego del que sufriera el pueblo armenio en 
manos del Imperio otomano. También podemos men- 
cionar los otros casos de genocidio, como los que se 
produjeron en la Unión Soviética —ayer, justamente, 
me refería a las expresiones estalinistas, que tenían 
una fuerza muy importante—, que hoy se vuelven a 
generar y que son parte de una vieja historia, de la 
vieja Guerra de Crimea de 1853, en el sur de Ucra- 
nia. Luego de la Segunda Guerra Mundial, Stalin en- 
vió a Siberia a los tártaros, quienes habían mostrado 
cierta simpatía con el régimen nazi, para luego elimi- 
narlos, matando así a millones de personas. Incluso, 
en el período pasado, el ex-Senador Fernández Hui- 
dobro y el señor Senador Gallinal presentaron el tema 
del genocidio ucraniano por parte del estalinismo, 
que sometió a la población a hambrunas, provocando 
muertes por determinadas medidas adoptadas por ese 
régimen. Menciono estos hechos porque la visión de 
Churchill que cité, sin dudas, nos deja impactados y 
cuando uno empieza a tener esa sensibilidad recuer- 
da otros casos frente a los que todos nosotros, como 
parte de la comunidad internacional, no tuvimos la 
misma reacción. Estoy hablando del genocidio de los 
tutsi y los hutu, en que fueron asesinadas un millón 
de personas a machetazos. En esa ocasión se trataba 
de tribus y la comunidad internacional miró para el 
costado, simplemente, porque allí no había riquezas 
ni grandes intereses comerciales que pudieran poner 
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en peligro los recursos de las grandes potencias. Hoy, 
el tema del petróleo es muy sensible y lo que ocurre 
en Irak también. 


Entonces, resulta muy difícil explicar estos temas, 
sobre todo, si tratamos de hurgar en los aspectos re- 
ligiosos. Quiero mencionar, también, lo que está pa- 
sando en Siria, donde no resulta claro qué sucederá 
con el Partido Baaz y el régimen del señor Bashar 
al-Assad, con todas las dificultades que tiene, que no 
está lejos —en virtud de cierta solidaridad- de Hez- 
bolá, de Hamás y de Irán. Precisamente, esa coinci- 
dencia terriblemente nociva apunta al exterminio o 
desaparición —más o menos manifiesta— del Estado de 
Israel, que es un Estado democrático y tiene, además, 
el mismo aluvión de inmigrantes que tenemos noso- 
tros, ya que las grandes corrientes Aliyá que confor- 
maron el Estado de Israel "Uruguay en esa decisión 
tuvo un voto definitivo o, por lo menos, fue de los 
últimos votos— son parte de ese crisol que tenemos 
en nuestro país. Como alguien dijo, en algunos lu- 
gares se desciende de los incas, en otros de los azte- 
cas, en otros de los guaraníes y en el Río de la Plata 
descendemos de los barcos. Precisamente, ese crisol 
fue el que nos dio esa gran apertura y generosidad 
que generó la gran movilidad social que permite a las 
comunidades judía, armenia y libanesa, entre otras 
convivir incluso, con las discrepancias que tengan— 
sin trasladar acá los problemas que tienen en otras 
partes del mundo. Aquí se ha impuesto, desde el pun- 
to de vista de su estilo de vida, una convivencia cul- 
turalmente tolerante. Justamente, ese es el motivo de 
la declaración. Cuando aparecen carteles que dicen: 
«¡Fuera los judíos!», más allá del tema puntual —que 
puede surgir como una reacción desde el punto de 
vista del Derecho Internacional, particularmente del 
artículo 51 de la Carta de las Naciones Unidas, por la 
desproporción que se da con respecto al derecho de 
legítima defensa—, nos damos cuenta de que se trata 
de esas semillas que se van poniendo en una socie- 
dad y que no quedan en el aire. Lamentablemente, lo 
que muchas veces consideramos imposible, después 
se transforma en improbable y lo que era improba- 
ble, a veces, se empieza a concretar en forma parcial 
sin darnos cuenta. Hago esta reflexión porque, jus- 
tamente, ayer estuve con un gran amigo judío, quien 
me decía que esta es la primera vez que se siente 
mirado distinto, discriminado. Me dijo que era la pri- 
mera vez que sentía que lo estaban mirando como si 
no fuera ciudadano del Uruguay, como si fuera parte 
de un genocidio a la inversa, definido así por la más 
alta jerarquía del país, lo cual me preocupa muchí- 
simo, dicho esto con total seriedad y respeto. Se po- 
drá decir que eso se puede ajustar, recordar, pero lo 
cierto es que las expresiones de un Jefe de Estado 
condicionan enormemente la imagen del país. Se po- 
drá rectificar y afirmar que ese no fue el alcance de 
la expresión vertida, pero la primera reacción en la 
simple recepción por parte de la ciudadanía —que se 
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siente conmovida como todos porque mueren niños 
y se atacan hospitales- se ve potenciada y respaldada 
por la máxima jerarquía, que dice: «Bueno, ¿saben 
una cosa? La culpa la tienen todos estos judíos». 


Precisamente, creo que esto es lo que debemos 
tratar de encauzar con la declaración que estamos 
analizando, porque no se trata de un tema fácil. Hoy 
vemos que un tercio del territorio de Irak está ocupa- 
do por el Estado islámico, por grupos radicales, que 
están castrando a las mujeres menores de 49 años 
para imponer su rigidez religiosa y que se están des- 
truyendo mezquitas de 1200 años de antigúedad, por 
el simple hecho de que ese tercio que ocupa el país, 
conformado por determinadas etnias, quiere imponer 
su criterio. En este momento, en Irak, los sunitas ya 
no se sienten representados en la administración del 
poder, a pesar de que son la mayoría. Muchas veces 
no nos damos cuenta de que sunitas y chiitas no son 
lo mismo, y tampoco entendemos lo que ocurre con 
el Presidente al-Assad en Siria. En Israel, por su par- 
te, hay oposición, hay varios partidos, incluso algu- 
nos árabes que discrepan con el Gobierno. Y como se 
sabe, los enemigos más grandes lo constituyen Esta- 
dos como el de Irán, que es religioso y político, con 
doble cabeza, donde hay una gran rigidez, un gran 
dogmatismo y una violación permanente de los dere- 
chos humanos, fundamentalmente con relación a lo 
que nosotros pensamos sobre el respeto a las mujeres 
y la equidad de género. Todo esto viene de la mano de 
un mundo que debemos entender. Entonces, cuando 
hay un Estado que se consolida, que crece, que in- 
vierte y que, ciertamente, tiene dificultades en sus 
límites, debemos considerar que se van a producir de- 
terminadas reacciones. En ese sentido, cabe recordar 
lo ocurrido en la Guerra de los Seis Días; cuando el 
más fuerte reacciona no lo hace simplemente para 
escarmentar, sino para dejar claro que eso no puede 
volver a suceder. Esto se podrá compartir o no, pero 
en el año 2007, frente a lo que sucedió con Hezbolá, 
el Estado de Israel actuó de la misma forma, es decir, 
yendo más lejos de lo que podía ir, a los efectos de 
que los propios habitantes del Líbano dijeran a sus 
radicales que no insistieran con esas acciones porque 
se estaba poniendo en peligro el destino de su nación. 
Así fue, precisamente, que se retiraron los sirios y ya 
no reclamaron más el Golán. ¿Por qué ahora miran 
distraídamente ese tema? Sin dudas es porque aho- 
ra tienen un problema interno muy importante, pero 
también es cierto que la reacción que se produce por 
parte de un Estado que se defiende y tiene, además, 
una marcada unidad, determina la situación. Esta- 
mos hablando de un Estado que no va a combatir a 
otro, sino a los radicalismos que allí existen. Si bien 
es cierto que Hamás ganó las elecciones, después 
tuvo que hacer una negociación, a los efectos de ad- 
ministrar un equilibrio, pero no en la zona de Gaza. 
Es muy difícil entender esto cuando un Estado o una 
comunidad sabe que el reclamo o planteo que sus 
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vecinos y otras sectas religiosas hacen en términos 
internacionales —no solo del panarabismo, porque los 
iraníes no son árabes sino persas; si nos ponemos ner- 
viosos cuando el señor Tettamanti dice que volvamos 
a la Doctrina Zeballos, imaginen cómo se pondrán 
los israelíes con su situación—, está relacionado con 
arrasar el Estado de Israel. Lo mismo sucedía cuando 
el Presidente Chávez manifestaba que Colombia era 
Israel de Sudamérica. Se podrá coincidir o no, pero 
está claro que este grado de descalificación y de dis- 
criminación no queda en el aire, sino que es como 
el colesterol malo que, aunque uno no se dé cuenta, 
se va incorporando a las arterias, a los principios, a 
la vida y a los valores de un país, que son parte del 
nutriente más importante de la sociedad. 


Este tema tiene una enorme complejidad y la si- 
tuación más difícil no la vive Israel sino Irak, porque 
un tercio está ocupado, Irán va a perder el gobierno, y 
toda esa gente que ha creado el Estado islámico tiene 
una visión de tal radicalidad que van a hacer justicia 
y a terminar con todo esto. Quizás se pueda hablar de 
los imperios de turno, pero el señor Osama bin La- 
den, ¿no era el socio de la CIA? Uno de los hombres 
más ricos que hubo en la zona, que después terminó 
cambiando y todavía no sabemos dónde está. Tam- 
bién hay que recordar a los señores Hosni Mubarak 
y Muamar el Gadafi. ¿Cuántas personas que ustedes 
conocen se han entrenado en Libia? En lo personal, 
conozco a muchos de los que se han entrenado allí. 
¿Por qué se entrenaban en Libia? Porque tenían una 
solidaridad de ese tipo, con un criterio absolutamente 
distinto. El islámico no destituye ni tira abajo a un 
presidente por falta de libertad, sino porque traiciona 
los principios del islamismo al ser corrupto, que es 
otra cosa. Entonces, es muy difícil pedirles que co- 
pien el modelo israelí, más allá de que en la propia 
Palestina se han hecho elecciones. 


Nosotros no podríamos vivir tranquilos -como nin- 
gún otro Estado- si todos los días Brasil o Argentina 
estuvieran haciendo túneles en la frontera, o dos por 
tres esos países emitieran declaraciones diciendo que 
hay que arrasar al Estado de la República Oriental 
del Uruguay. 


Creo que hay que manejar este tema con mucho 
cuidado porque tiene que ver con una realidad que a 
veces no se comprende. Todos tratamos de entender. 
El otro día preguntaba a mis alumnos en un posgrado 
con embajadores, de qué secta es el señor al-Assad. 
¿Es chiita o sunita? No, es alauita. ¿Qué es ser alaui- 
ta? Es otra visión, distinta. Lo cierto es que al-Assad 
tuvo la habilidad de hacer algo multirracial, incorpo- 
rando a los sunitas en el gobierno, pero dejando todo 
el sistema de seguridad en manos de los alauitas. Esa 
es la razón por la cual todavía sobrevive, porque los 
mecanismos de seguridad están en manos de su etnia 
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que, en sociedad con Hamás, Hezbolá e Irán mani- 
fiestan que Israel tiene que desaparecer. 


Este es un problema que podemos discutir, pero lo 
que no podemos es permitir que en el Uruguay, que es 
un crisol de tolerancia, haya un solo cartel o muro pin- 
tado que diga: «¡Fuera los judíos!». Eso es llevar al pue- 
blo a razonar en forma simple, e instalar —en el sen- 
timiento más ingenuo pero también más destructor, a 
veces hasta inconsciente- el odio y una discriminación 
incipiente que puede terminar en que lo imposible se 
vuelva improbable y luego en una concreción. 


Por lo tanto, creo que está muy bien que hagamos 
esta declaración, pero que también razonemos sobre 
todo esto. No se trata de un tema ideológico, de cruza 
importante porque hay alianzas de un lado y del otro, 
y no podemos simplemente estar pensando que este 
Estado tiene el respaldo de Fulano o Perengano, por- 
que cuando traigo a Osama bin Laden al medio me 
pregunto si Churchill no tendría algo de razón. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 
—Agradezco a la señora Presidenta por su tolerancia. 


Simplemente quería hacer esta reflexión con los 
demás señores Senadores, apoyando esta declaración 
para que los uruguayos seamos conscientes de que 
escribir un cartel que diga: «¡Fuera los judíos!», impli- 
ca una falta de tolerancia hacia el hermano, el com- 
pañero y el crisol de inmigrantes que ha hecho del 
Uruguay lo que somos: un país republicano, tolerante 
y democrático. 


Muchas gracias. 


14) CONFORMACIÓN DE UNA COMISIÓN 
PREINVESTIGADORA 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa comunica al 
Cuerpo que la Comisión Preinvestigadora sesionará 
mañana jueves a la hora 10.30, en la Sala Martín C. 
Martínez. 


15) DECLARACIÓN DE REPUDIO FRENTE 
A EXPRESIONES DE INTOLERANCIA Y 
DESPRECIO HACIA LA COLECTIVIDAD 
JUDÍA 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continúa la considera- 
ción del primer punto del Orden del Día. 


SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador Penadés. 
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SEÑOR PENADÉS.- Señora Presidenta: antes 
que nada, creo que vale la pena que resaltemos y re- 
conozcamos la iniciativa que tuvo el señor Senador 
Gallinal cuando en la reunión de coordinación de las 
bancadas que integran el Senado planteó la necesidad 
de que este se expidiera, mediante una declaración, 
condenando las pintadas que, lamentablemente, han 
aparecido en varios puntos del territorio nacional en 
contra de compatriotas, de connacionales, de inte- 
grantes de la misma Nación a la que pertenecemos, 
que profesan la fe judía o se definen como judíos. En 
definitiva, estas personas son tan uruguayas, orienta- 
les e integrantes de esta Nación como todos nosotros. 


Resalto la iniciativa del Directorio del Partido Na- 
cional en relación con los graves hechos que, lamen- 
tablemente, están ocurriendo en Oriente Medio; pero 
más puntualmente, en lo que tiene que ver con la 
situación que, como consecuencia de una serie de 
episodios, declaraciones y manifestaciones, ha gene- 
rado que un grupo de inadaptados —o algún inadapta- 
do- se sienta alentado a comenzar a expresarse en la 
vía pública en contra de una parte de la comunidad, 
de nuestros compatriotas y, en definitiva, de nosotros. 
Estas actitudes van en sentido contrario de lo que 
pensamos quienes entendemos que, en el Uruguay y 
en el mundo, la profesión de una religión, de creen- 
cias de tipo filosófico o de cualquier índole, debe ser 
protegida, promovida y respetada en el más amplio 
goce de la expresión de libertad. En ese sentido, me 
gustaría que hoy, en alguna de las intervenciones que 
se harán, el oficialismo asuma el compromiso de que 
las autoridades del Poder Ejecutivo, a través de los 
servicios que este posee, identifiquen a los autores de 
estas pintadas que, en definitiva, están violentando 
la ley, ya que cualquier tipo de expresión de carác- 
ter xenófobo está condenado por el Derecho vigente 
en nuestro país. Por tanto, quizás no solo debería sa- 
lir una declaración de este Senado, sino también la 
reafirmación de un compromiso por parte del Poder 
Ejecutivo, a través del Ministerio del Interior y de sus 
servicios, dando la certeza de que se llevarán adelan- 
te las investigaciones pertinentes para identificar a 
los responsables de estas pintadas y sancionarlos. 


Evidentemente, estamos fallando en algo; en la 
educación cívica que brindamos a nuestros compa- 
triotas estamos errando en algo, porque hay algún 
connacional que entiende o siente que puede deter- 
minar o exhortar a la expulsión de ciudadanos, en 
este caso compatriotas, fuera del territorio nacional, 
por profesar una religión o por tener relaciones con 
alguna otra nación. Y esto, señora Presidenta, es una 
expresión que pasa de los dichos a los hechos y que 
de por sí tiene mucha gravedad, por lo que no puede 
quedar solamente en una declaración, sino que debe 
asumirse un profundo compromiso de militancia. De 
aquí no se sale con discursos; debe haber una pro- 
funda actitud de compromiso de carácter político en 
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el sentido de erradicar cualquier tipo de expresión 
que pueda llamar al odio interracial y, en definitiva, al 
odio para con nuestros propios connacionales y com- 
patriotas. Antes que nada, los católicos, los judíos, 
los protestantes, los de Nacional, los de Peñarol, los 
liberales o no, todos integramos una misma nación. 
Eso es lo primero que deberíamos asumir y creo que 
justamente el Gobierno tendría que brindar el prin- 
cipal ejemplo. 


Lamentablemente, los sucesos que están ocu- 
rriendo en Oriente Medio no son nuevos; tienen cien- 
tos de años de existencia y una complejidad tal que, 
salvo que se pretenda ser filósofo de boliche, hace 
muy difícil poder sumergirse en ellos con la simplici- 
dad de pensar que los hechos no están concatenados, 
no tienen relación y no responden a cuestiones mu- 
cho más profundas que los actos en sí. La virulencia, 
el horror que manifiestan, lo absolutamente conde- 
nable e indescifrable de esos actos —-como la propia 
muerte de un niño inocente— puede llevarnos, tam- 
bién apresuradamente, a sacar conclusiones termi- 
nantes y equivocadas, que nada tienen que ver con la 
realidad. Muchas de estas actitudes están acompaña- 
das de la mejor buena voluntad y de la más absoluta 
honestidad intelectual, manifestando lo que a todos 
nos conmueve, que es la muerte de ciudadanos ino- 
centes en cualquier parte del mundo. Pero sobre esta 
zona de Medio Oriente —-cuya complejidad hace que 
el mundo viva pendiente de ella desde hace cientos 
de años y que en las últimas décadas pone en vilo 
tensiones que llevan a comprometer la paz mundial-, 
todos debemos tener visión y fundamentalmente co- 
nocimiento. Y ello se le debe exigir mucho más a los 
gobernantes, porque sus manifestaciones, sus actitu- 
des y sus dichos pueden llevar a sacar conclusiones 
equivocadas, apresuradas o erróneas a sus goberna- 
dos. ¡Ese es un riesgo que nosotros como gobernantes 
debemos asumir! Por ende, la primera práctica que 
debemos asumir es la del recato, la del cuidado, por 
más que se crea que las declaraciones vertidas desde 
un país tan lejano como el Uruguay con respecto a 
los conflictos que ahí se están viviendo puedan no ser 
tenidas en cuenta. Pero, fundamentalmente, en vir- 
tud de la tradición histórica que el Uruguay ha tenido 
para con esa zona del mundo y en especial para con 
el Estado de Israel, tenemos que saber cuáles son las 
actitudes que debemos asumir al respecto. 


Aquí se ha dicho —-muy sueltos de cuerpo- que hay 
un conflicto entre el Estado de Israel y Palestina. Esa 
es una equivocación. En este momento no hay un 
conflicto entre el Estado de Israel y Palestina, sino 
entre el Estado de Israel y un grupo de terroristas 
llamado Hamás, que actúa en una zona del territo- 
rio de Gaza, desde donde procede a atacar territorio 
israelí insistentemente. Ese es un dato objetivo de la 
realidad. Por más que las autoridades de ese territorio 
hayan sido elegidas democráticamente, el accionar de 
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ese grupo tiene como claro objetivo el exterminio del 
Estado de Israel. Así lo dice su Constitución. 


Por otra parte, si las propias autoridades de las 
Naciones Unidas, frente al horror de lo que se está 
viviendo —porque nadie justifica un ataque a una es- 
cuela o a un hospital de las Naciones Unidas o de 
nadie— reconocen que en hospitales y en escuelas se 
ha encontrado armamento que tiene como objetivo el 
ataque al Estado de Israel, entonces no se puede ha- 
blar de un conflicto entre la Autoridad Nacional Pa- 
lestina e Israel, que si bien existe, es paralelo y quizás 
tenga su origen en las decisiones que en la década de 
1940 llevaron al mundo occidental —con un profundo 
sentido de culpa por no haber identificado y combati- 
do con más eficiencia el Holocausto que llevaba ade- 
lante la contraparte de la Segunda Guerra Mundial, 
liderada por los nazis, a que se pudiera concretar el 
sueño de los judíos de tener su tierra y su patria. 


Ahora bien; si ese es el contexto que hay que ana- 
lizar y en el cual hay que fijar posiciones —no de un di- 
rigente político, sino del Gobierno uruguayo-, se debe 
hacer con mucho cuidado, entre otras cosas, para 
calibrar debidamente que ahí no están en conflicto 
situaciones pares, sino tremendamente desiguales en 
cantidad, ubicadas en determinado territorio. A mu- 
chos de los que les apasiona el tema les recomenda- 
ría que miraran un mapa y vieran el tamaño de esta 
zona. Al hacerlo, yo me di cuenta de que la distancia 
entre la capital de Israel, Jerusalén, y Amán, la ca- 
pital de Jordania, es de solo sesenta kilómetros. A su 
vez, entre Jerusalén y Bagdad, la distancia no llega a 
ser de mil kilómetros. Esto nos hace ver que la dis- 
tancia que hay entre las fronteras es similar a la que 
podría haber dentro de nuestro territorio. 


Hay una vieja profecía que dice que Jerusalén es el 
lugar más cercano al cielo y donde habita Dios. Para 
quienes somos creyentes, es así; pero para quienes no 
creen también debe serlo, producto del grado de con- 
flicto que desde hace más de mil años existe en esa 
zona. Hay que conocer Jerusalén para darse cuenta 
de que muchos de esos conflictos son absolutamente 
insolubles, porque la gran mezquita musulmana está 
sobre el viejo palacio del rey David, lugar santo para 
los judíos; en cada ocupación Jerusalén fue arrasa- 
da y reconstruida arriba. Por eso se debe entender a 
Jerusalén por capas, es decir, la capa judía, la roma- 
na, la árabe, la turco-otomana, y de esa manera darse 
cuenta de que muchos de esos conflictos, lamenta- 
blemente, no tienen solución. 


Creer que los palestinos son el mundo musulmán, 
significa no conocer al mundo musulmán; pensar que 
los palestinos son respaldados por los musulmanes, 
es desconocer brutalmente la historia del mundo mu- 
sulmán; tampoco puede entenderse que los palesti- 
nos estén respaldados en la actualidad por los mu- 
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sulmanes; debo decir que no es el caso de Hamás 
que, ni que hablar, no es respaldado por casi nadie de 
ese mundo musulmán, salvo por los Estados y grupos 
que hacen del terrorismo y del combate a occidente y 
a Israel su motivo fundamental de existencia. Ahora 
bien, geopolíticamente hay que darse cuenta y enten- 
der que varias de las cosas que están pasando ahí, 
muchas veces han sucedido por las diferencias que 
tiene una población de pocos millones de habitantes 
en un territorio como Tacuarembó, con una civiliza- 
ción o religión que supuestamente reúne a más de 
mil millones de musulmanes en la zona. 


Es así, señora Presidenta, que creo que Uruguay 
debería tener mayor cuidado con sus expresiones. Es- 
tamos hablando de la única democracia que existe 
en Oriente Medio, asociada a una cultura de la que 
provenimos nosotros. 


Coincido en que esto no es una guerra entre ci- 
vilizaciones. Me hubiera gustado mucho que pros- 
perara la propuesta del diálogo de las civilizaciones 
del ex-Presidente Jatamí, de Irán, pero no fue así, 
entre otras cosas porque Jatamí fue sustituido por un 
radical que proclamaba el exterminio del Estado de 
Israel. 


Vamos a decir las cosas como son: ¡por supuesto 
que esto es un horror! Y si lo vemos desde el punto 
de vista del horror, ipor supuesto que es un horror la 
muerte de un niño! Pero también es un horror que 
una persona se suba a un ómnibus con un chaleco 
de bombas y lo vuele en medio de Jerusalén. Pien- 
so lo mismo sobre los jóvenes que murieron en una 
discoteca en Tel Aviv. El señor Senador Baráibar y yo 
estuvimos en Tel Aviv pocos meses después de que 
cientos de jóvenes judíos murieran en esa discoteca. 


SEÑOR BARÁIBAR.- El señor Senador Amorín 
también estuvo en esa oportunidad. 


SEÑOR PENADÉS.- Así es. 


Todo depende de cómo y de dónde se mire: si lo 
miramos con los lentes del horror, ipor supuesto que 
condenamos todas las situaciones! Ahora, que nadie 
piense que Israel está atacando; ¡se está defendiendo! 
¿La proporción es la debida? Bueno, esa es la discusión 
que se puede llevar adelante. Para ello deben hablar 
los expertos en derecho de la guerra. ¿Se conoce y 
difunde que Israel lanza volantes y envía mensajes de 
texto avisando a la población civil en Gaza que lanzará 
un ataque? ¿Se dice que se ponen niños y mujeres 
como escudos humanos para poder luego mostrarlos 
como víctimas de la «barbarie» israelí? Reconozcamos 
que cuando en un día le tiran más de 700 cohetes 
dirigidos, no al medio del desierto, sino a casas, 
hospitales y escuelas de la población judía, tienen 
derecho a defenderse. Por supuesto que la magnitud 
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de la defensa no es la que nos gustaría, como tampoco 
el conflicto. Ahora, desde el Uruguay no se puede decir 
que todos tenemos la misma posición, porque es muy 
respetable que algunos no la tengan. 


Hay fuerzas políticas en el Parlamento que no 
están respaldando las políticas llevadas adelante por 
Israel, porque tienen una cercanía mayor con la Au- 
toridad Nacional Palestina. Y no me parece mal que 
así sea; son visiones del mundo que no se deben 
ocultar, pero que se deben decir con claridad, por- 
que considero absolutamente inapropiado que en el 
momento en que está sucediendo esto se anuncie la 
apertura de una Embajada de Uruguay en territorio 
de la Autoridad Nacional Palestina, que no tiene nada 
que ver, porque irá a Ramala y esto es en Gaza. Esto 
significa, claramente, que los mensajes no son codifi- 
cados como deberían serlo. Aquí nadie levantó su voz 
cuando a Sudamérica llegó el Presidente de Irán, que 
proclamaba el exterminio del Estado de Israel. No es- 
cuché a nadie condenar la presencia de ese dirigente 
político en la zona. 


Lamentablemente, el terrorismo perpetrado por 
grupos radicales no es nuevo; lo hemos sufrido en 
la región. Muy sueltos de cuerpo hablaron del aten- 
tado a la AMIA, que costó cientos de vidas, que fue 
llevado a cabo por un grupo terrorista iraní, uno de 
cuyos actores terminó siendo Ministro de Estado de 
ese país. ¡Y acá hubo silencio absoluto! Entonces: las 
cosas como son. Es horrible que muera un niño. ¡Es 
horrible! Es conmovedor ver a un padre llevando el 
cuerpo de un niño al cementerio. Pero lo es de ambos 
lados: conmueve tanto cuando mueren niños de un 
lado como los que mueren del otro lado. Digamos las 
cosas como son: en el mundo, lamentablemente, es- 
tas cosas han sucedido en cientos de lugares. Recién 
el señor Senador Abreu hizo referencia a algunos ge- 
nocidios mucho más brutales. 


Entonces, hay que tener mucho cuidado con el 
uso de la terminología en el mundo del Gobierno. 
El término genocidio tiene consecuencias graves en 
boca de un Presidente de la República al hacer una 
declaración. ¿Corresponde hablar de crímenes de 
guerra con la terminología que se usa? ¿Realmente se 
cree que eso se puede definir como crímenes de gue- 
rra? Se utiliza como argumento el Tratado de Roma, 
del cual —y me adelanto a decirlo—, lamentablemente, 
uno de los no signantes es el Estado de Israel. 


Por lo tanto, señora Presidenta, vamos a decir las 
cosas como son: no se puede ver como muy malo una 
cosa y como un poquito menos malo la otra. Lamen- 
tablemente, debemos reconocer que en esa zona del 
mundo no hubo solución, a pesar de los esfuerzos 
que ha hecho, nada más ni nada menos, una poten- 
cia como Estados Unidos, o los realizados por Euro- 
pa con los Acuerdos de Oslo, Madrid, Camp David y 
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Washington. Esto ha costado la vida de Primeros Mi- 
nistros de Israel, y lo cierto es que toda esa situación, 
esa gran complejidad, se sigue viviendo; y cuando pa- 
rece que se acerca la paz, se vuelve al punto cero; 
cuando parece que puede haber un acuerdo alguien 
lo boicotea. Y en esto han tenido responsabilidades 
los palestinos y los judíos: Yasser Arafat y Ehud Barak, 
y otros que en su momento pudieron ser generales 
exitosos en la lucha contra Israel. 


Recién se habló de la ocupación israelí en la dé- 
cada de los sesenta, y nadie dijo que fue como conse- 
cuencia de la respuesta a un ataque masivo del mun- 
do musulmán al Estado de Israel, que no fue para 
pedir un favor, sino para exterminarlo. Israel se retiró 
de Gaza en 2005, en una valiente decisión del Primer 
Ministro Ariel Sharon. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—Entonces la compleja situación nos debe llevar, 
no al ciudadano sino a los gobernantes —y con esto 
termino, señora Presidenta-, como ejemplo para 
nuestros compatriotas, a tener un profundo cuidado 
en los términos que usamos, a mantener una acti- 
tud que debe ser entendida como de continuidad de 
una política de Estado que el Uruguay ha construido 
durante décadas, y a comprometernos en el día de 
hoy a que esto no quede en una declaración, sino en 
actitudes propositivas que lleven a nuestro país, no 
solo a condenar cualquier tipo de expresión xenófoba, 
sino al combate militante. Ese es el compromiso que 
deberíamos asumir todos los partidos políticos del 
Uruguay en esta declaración. 


Nada más. 
SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señora Presidenta: es acep- 
tado por todos los partidos políticos que Uruguay es 
un país que goza de un bien ganado, prestigio y res- 
paldo internacional. Se recuerda siempre como una 
actuación ejemplar la de Carlos María Velázquez en 
Naciones Unidas, pero ha habido muchos episodios 
de ese tipo. Creo que no se discute que es así; Uru- 
guay es reconocido como un país democrático, un 
Estado de derecho plenamente vigente, tolerante y 
con buena relación en su sistema político. También 
hablamos muchas veces de lo bueno que es cons- 
truir políticas de Estado. No me voy a referir a cuáles 
pueden ser, si bien puedo tener una idea. Sí quiero 
decir que en esta materia, que tiene que ver con el 
conflicto entre Palestina e Israel, debemos construir 
una política de Estado. En nuestro país conviven las 
colectividades judías y palestinas de manera pacífi- 
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ca, más allá de episodios absolutamente puntuales, 
y es bueno que el sistema político exprese ese estado 
de convivencia. Creo que esa actitud nos debe lle- 
var —y eso se verá en los foros internacionales- a que 
Uruguay pueda impulsar y construir, con la modestia 
y las limitaciones que tenemos, un diálogo entre ls- 
rael y Palestina que hasta ahora —-como lo han dicho 
las grandes potencias; y aquí se ha mencionado los 
Acuerdos de Oslo, de Camp David y de Madrid- no ha 
logrado acuerdos. Estamos en una situación, no digo 
mejor ni peor —porque episodios de violencia en la re- 
gión ha habido en muchos períodos- que hace pensar 
en que los avances parciales que en algún momento 
se podrían haber logrado hoy están a fojas cero. 


En lo que me es personal, modestia aparte, he te- 
nido una actitud que avala la afirmación que voy a 
hacer, no con la intención de hacer una predicación, 
sino de tomar mi propia conducta como un elemento 
de referencia. En 1970, hace cuarenta y cuatro años, 
me encontraba en Moscú adonde concurrí como Se- 
cretario General de la Juventud Demócrata Cristiana 
de América Latina. Allí fui invitado a un encuentro a 
realizarse en Damasco, en solidaridad con el pueblo 
palestino. En aquel entonces, reitero, hace cuarenta 
y cuatro años, quien habla era un dirigente juvenil y 
conocía mucho menos de lo que hoy se puede cono- 
cer, ya sea por lo bueno de esa experiencia, como —la- 
mentablemente- por lo malo. A quienes me invitaron 
les respondí: «Estoy dispuesto a ir, pero con la sola 
condición de que en mi intervención pueda plantear 
que considero que es un derecho la existencia del 
Estado de Israel y del Estado de Palestina». ¡¿Para 
qué habré dicho eso?! ¡Provocó un remezón! En Da- 
masco nos recibió el entonces Presidente Yasser Ara- 
fat —padre del actual Presidente—; fue un encuentro 
organizado con gran pompa, en respaldo a Palestina 
ya que, por supuesto, Israel era a quien había que 
destruir, como todavía muchos siguen pensando. Para 
concurrir a ese encuentro tuvimos que negociar, pues 
insistí en la condición que había planteado: que yo es- 
cribía mi discurso —por cierto, aún lo conservo, podría 
buscarlo en mis archivos; lo tengo—, donde planteaba 
esencialmente el concepto de que ambos Estados te- 
nían que coexistir y que, por lo tanto, había que bus- 
car una solución pacífica. Este proceder ha marcado 
la conducta que he tenido durante todos estos años. 
He mantenido buenas relaciones con el Estado pales- 
tino, hemos recibido a delegaciones y suscribo y su- 
brayo que es bueno que el Uruguay abra una Embaja- 
da en Palestina —concretamente, en Ramala-— porque 
creo que es un buen gesto de civilización, pero debo 
decir que también hemos tenido buenas relaciones 
con el Estado de Israel. Recién el señor Senador Gus- 
tavo Penadés recordaba que hace unos cuantos años 
ocho o nueve años- fuimos invitados por la Embaja- 
da de Israel. Junto con los señores Senadores Gusta- 
vo Penadés, José Amorín, el actual Embajador Carlos 
Pita y quien habla —sé que alguien más nos acompa- 
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ñó, pero no recuerdo quién— viajamos y nos entre- 
vistamos con las más altas autoridades, entre ellas, 
con el Primer Ministro y el Gobernador del Estado 
de Jerusalén. Visitamos las ciudades de Jerusalén y 
Tel Aviv, y recibimos información sobre la política de 
defensa que en ese momento Israel estaba llevando 
adelante; fue una experiencia muy positiva. La dele- 
gación siempre actuó con absoluta coincidencia; no 
hubo ningún episodio de discrepancia. 


A ese respecto, puedo mencionar una anécdota 
que hace poco me recordaba el entonces Embajador 
señor José Luis Pombo y es la siguiente: cuando vi- 
sitamos Jerusalén me perdí en la zona musulmana. 
Esto provocó un revuelo tremendo en la delegación, 
porque era una zona bastante riesgosa ya que hacía 
poco tiempo se había dado el episodio de la violación 
de la mezquita, al que recién hacía referencia el se- 
ñor Senador Penadés. Felizmente, no tuve ningún 
problema, tomé un taxi y llegué al hotel. 


Al regreso a nuestro país, fuimos invitados a una 
reunión por la Directiva del Comité Central Israelita 
del Uruguay para que comentáramos las experiencias 
que habíamos tenido. Recuerdo que toda la delega- 
ción concurrió al Templo Sefaradí sito en 21 de se- 
tiembre y Francisco Vidal. En esa oportunidad hice 
un comentario -que hoy no he vuelto a hacer, pero 
sigo pensando que es verdad- que, por supuesto, no 
entusiasmó a la colectividad israelita que estaba pre- 
sente, ya que expresé: «Sabemos que hay un conflic- 
to que tiene mucha historia; vimos también el poder 
militar de Israel —es obvio que nos mostraron lo que 
podían; no todo, pero igual fue mucho- estuvimos 
con las máximas autoridades militares y políticas y 
llegué a la conclusión de que en este conflicto entre 
Israel y Palestina, la iniciativa la tiene que tomar Is- 
rael». Me preguntaron: «¿Qué quiere decir con eso?». 
Y respondí: «No sé bien, no lo tengo claro, pero quiero 
resaltar la actitud: Israel es el poderoso y el que pue- 
de generar condiciones para ello, es precisamente el 
que tiene más fuerza en ese conflicto». 


Si pensamos en los hechos ocurridos reciente- 
mente, este conflicto se da en una situación diabó- 
lica: ambos tienen parte de razón por su historia y 
parte de condena por su accionar; ambas por igual. 
Quién tiene más razón o quién tiene menos, no lo 
sabemos porque la importancia de cada episodio es 
imposible de medir, pero ambos tienen razones histó- 
ricas por las cuales defender sus puntos de vista y sus 
derechos a existir como Estado de Israel y Estado de 
Palestina, y también ambos tienen culpa por su pro- 
ceder, al no haber hecho todo lo posible por encontrar 
una solución. 


Recién se mencionó la Guerra de los Seis Días 
-en 1967- en los Altos del Golán. Cuando visité Siria 
estuve en esa zona en la que, precisamente, la guerra 
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había durado hasta hacía poco tiempo. Somos cons- 
cientes de que es difícil llegar a un acuerdo, pues los 
palestinos quieren volver a las fronteras que tenían 
antes de la Guerra de los Seis Días. Tal vez uno de los 
ejes de la situación de conflicto esté en torno a este 
tema. Sé que es una situación difícil: Palestina quiere 
volver a las fronteras anteriores a la Guerra de los 
Seis Días; este es un reclamo y en los acuerdos que 
se han intentado hacer, precisamente, este es uno de 
los escollos que se han interpuesto para que no se 
pueda avanzar. 


Quiero señalar, además, que es evidente que hay 
esfuerzos de paz —Yasser Arafat los hizo y el Presiden- 
te actual también- y si alguien aquí lo tiene más cla- 
ro, me gustaría que en algún momento me dijera cuál 
era el sentido profundo y las consecuencias que podía 
tener a futuro el hecho de haber logrado un acuerdo 
entre el Gobierno de la Autoridad Nacional Palestina 
y Hamás. No lo sé, francamente, pero creo que el 
Presidente Barack Obama dijo que lo veía como un 
hecho positivo y no es poca cosa que esto lo señale el 
Presidente de Estados Unidos. No obstante, también 
debo decir que en Israel esto fue considerado como 
un hecho negativo. 


Creo que aquí se han dado episodios que ameritan 
una reflexión serena, para esclarecerlos. Más aún, 
me parece que sería bueno que hubiera un grupo de 
estudio para el seguimiento permanente de los epi- 
sodios que tienen lugar entre Israel y Palestina y que 
contáramos con la mejor información posible a este 
respecto porque estos hechos son complejos y de lec- 
turas diversas. 


He señalado estos aspectos aunque, por supuesto, 
no sé si esto cuenta con el entusiasmo y la opinión 
favorable de la colectividad israelita y del Gobierno de 
Palestina, pero debo decir, también, que desde hace 
muchos años he tenido una buena relación con esa 
colectividad. Mencioné recién mi planteo de hace 
cuarenta y cuatro años y mi visita a Israel y quiero 
agregar que he concurrido a varias entregas del Pre- 
mio Jerusalén, que organiza anualmente el Comité 
Central Israelita del Uruguay. Concretamente, asistí 
cuando se entregó esa distinción al doctor Tabaré Váz- 
quez, al General Líber Seregni y, hace pocos meses, 
a Danilo Astori. Recuerdo con seguridad que estuve 
en esas tres ocasiones y también cuando se distinguió 
a dirigentes de otros sectores, aunque esto último no 
lo recuerdo con exactitud. Lo cierto es que tenemos 
una actitud de tolerancia y comprensión respecto al 
valor que tiene la presencia de Israel en nuestro país. 


Quiero señalar otro episodio: nuestra propia 
fuerza política no tiene ni un atisbo de antiisraeli- 
ta. Hemos participado en la conmemoración del Día 
Internacional de las Víctimas del Holocausto que se 
celebra todos los 27 de enero, y entregamos al mu- 
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seo que existe en la sede del Comité Israelita el libro: 
“Memoria del Holocausto” con la firma de todos los 
parlamentarios. No puedo hablar por lo que piensa la 
unanimidad, sería un disparate, pero, simplemente a 
título de ejemplo, quiero mencionar que hay tres Mi- 
nistros de esa colectividad e, incluso, el propio Sena- 
dor Alberto Couriel, que hizo una brillante exposición 
al comienzo. Me refiero a los Ministros Ricardo Ehr- 
lich, Roberto Kreimerman y Daniel Olesker, a cuyo 
padre he visto en los eventos que se han organizado 
y que es un alto dirigente de la colectividad israelita. 
También está Miguel Brechner, que ha trabajado en 
el Plan Ceibal y es asesor de Tabaré Vázquez. Estoy 
hablando de dirigentes de nuestra fuerza política que 
tienen altos cargos. Por supuesto que hay muchos ju- 
díos dentro del Frente Amplio que conviven y que en 
ningún momento han percibido —ni perciben- ningu- 
na situación de rechazo ni clima antijudío en el Fren- 
te Amplio, en absoluto. 


El Uruguay es un país de inmigraciones, todos te- 
nemos a algún inmigrante entre nuestros antepasa- 
dos, por ejemplo, mi abuelo era vasco. Como decía, 
todos tenemos, en segunda o tercera generación, a 
alguien que vino al Uruguay, por lo que debemos ser 
tolerantes con el extranjero y con el visitante porque 
también nuestros antepasados lo fueron en algún mo- 
mento. 


Creo que esa situación es la que existe, nuestro 
país es tolerante y está en condiciones de poder pro- 
curar un acuerdo —primero interno-— en torno a esta 
posición a tomar. Me parece que no es buena cosa 
que existan aquellos que se alinean con Israel y poco 
menos que tiran petardos o morteros contra Palesti- 
na, como tampoco es bueno lo contrario. Como dije 
hace un momento, considero que la verdad no la tie- 
ne ninguno de los dos sino que, junto con el error, 
está en ambos. 


Entonces, si alguna vez se da lo que hoy parece 
una utopía —construir Estados para que ambos países 
puedan convivir en paz, en libertad, en democracia, 
con respeto y con fronteras seguras-, creo que eso 
tiene que ser fruto del acuerdo; no hay otra manera 
de lograrlo. 


Con respecto a las declaraciones del Presidente de 
la República, debo decir que es un hombre de paz, re- 
conocido a nivel internacional por su prédica en ese 
sentido y no tengo la menor duda de que no tuvo otra 
intención que la que él le dio. Inclusive, pudo pensar 
que la palabra que usó, de repente, no era la más 
apropiada pero fue la que empleó y es cierto que tiene 
una connotación importante. También quiero decir 
que al día siguiente fueron publicadas declaraciones 
suyas hechas en Radio Uruguay. En ese medio se ex- 
presa que el primer mandatario sostuvo, en horas de 
la tarde, que nadie le puede atribuir a él actitudes 
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antisemitas por haber manifestado su opinión con re- 
lación a lo que ocurre en la Franja de Gaza. Según 
Radio Uruguay, el mandatario dijo: «Nadie me puede 
acusar de antisemita, ni cosa por el estilo, porque ad- 
miro la peripecia del pueblo judío», dijo. Repito esta 
frase dicha por el Presidente Mujica ayer: «porque 
admiro la peripecia del pueblo judío». Y agregó: «To- 
dos tienen derecho a defenderse, pero hay defensas 
que no se pueden hacer. Todo tiene límites». Ahí está 
su preocupación por los hechos acontecidos. 


Señora Presidenta: si bien dije que la principal 
responsabilidad la veía en el Estado de Israel y que 
hay reclamos de los palestinos por los cuales es 
difícil lograr un acuerdo con el Estado de Israel, 
también destaco que tengo una relación —y quiero 
tenerla— en ambos sentidos. Hace pocos días, el 18 
de julio —es decir, hace doce días- fuimos invitados 
por la Asociación Mutual Israelita Argentina (AMIA) 
al cumplirse el 20. aniversario del atentado contra 
su sede en Buenos Aires. En esa ocasión se llevó 
a cabo una conmemoración a la que, entre otros, 
concurrieron varios parlamentarios, entre los que 
recuerdo a Jaime Trobo y a Germán Cardoso, y se 
emitió una declaración. Aclaro que fui invitado y asistí 
a esa reunión. La declaración mencionada dice, en 
uno de sus párrafos: «Sostenemos que combatir el 
terror es una de las banderas para construir sociedades 
plurales, que respetan al ser humano en su condición 
de tal, y rechazan toda forma de discriminación, 
racismo, xenofobia, sexismo y antisemitismo; y que 
hacer Justicia no solo repara el daño causado en el 
pasado, sino que además asegura un futuro en libertad, 
garantizando que quien destruye no quede impune». 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—Señora Presidenta: al terminar mi exposición, 
digo lo mismo que al comienzo. En este tema, como 
en otros, todo el sistema político y la sociedad uru- 
guaya deberían buscar un punto de acuerdo, que po- 
damos exhibir ante el mundo. Con ese acuerdo, con 
la tolerancia de cada uno —que debería renunciar a 
parte de su verdad en aras de la verdad de todos-, 
procuraríamos tener una presencia a nivel interna- 
cional mediante la cual Uruguay pudiera aportar, 
por lo menos, una reflexión desde el punto de vista 
de una solución colectiva a la situación del conflicto 
israelí-palestino. Esto podrá tener efecto o no, no sé, 
pero no tengo la menor duda de que esta iniciativa 
siempre va a ser bienvenida. 


Era cuanto quería expresar, señora Presidenta y 
pido disculpas si me excedí en algún minuto. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 
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SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señora Presi- 
denta: por supuesto que vamos a acompañar las dos 
declaraciones; creo que fue sabio separar un tema 
de otro. 


Quisiera decir que estos días hemos escuchado 
todo tipo de opiniones sobre estos conflictos y, en 
concreto, hemos escuchado expresiones y opiniones 
de distinto valor, seriedad y fundamento. Me voy a 
detener en una que puede parecer banal o adjetiva. 
Siempre pensé que los Ministros eran Ministros uru- 
guayos. Nunca se me ocurrió decir: «El italiano Solari 
es Ministro de Salud Pública»; nunca se me ocurrió 
agregar una segunda característica. No comparto que 
haya Ministros judíos; me parece que son Ministros 
uruguayos. El único que no era uruguayo era Vene- 
gas; los demás son todos uruguayos. De manera que 
creo que no corresponde agregarle «vasco», «gallego», 
o «mitad y mitad», porque si empezamos así, vamos 
a tener que calcular los porcentajes. Me parece que 
esas expresiones son totalmente de otra magnitud. 
Además, es como decir: «Mi salvoconducto es que 
tengo personas con un apellido de cierto origen y, en- 
tonces, porque las tengo, puedo hacer lo que quiero 
en esta materia». Esta es una anotación al costado, 
pero realmente nunca había visto que los Ministros 
se clasificaran según sus apellidos. 


Ahora bien, como surge de las palabras de prác- 
ticamente todos los señores Senadores que han in- 
tervenido, el tema ha derivado de las pintadas con 
expresiones racistas hacia el conflicto que está vigen- 
te. De manera que quería agregar hechos —que por 
ser hechos, son incontrovertibles—- que todos debemos 
tener en cuenta. 


En primer lugar, en la región hay un solo Gobierno 
democrático, que es el de Israel. 


En segundo término, cuando se realizó la parti- 
ción decretada por las Naciones Unidas en 1947, se 
crearon dos Estados, el palestino y el israelí, y se di- 
vidió el antiguo mandato de Palestina, que estaba en 
manos británicas, prácticamente en dos mitades. De 
haberse aceptado esto, seguramente esos pueblos es- 
tarían viviendo en armonía y prosperidad, porque hay 
gente inteligente y trabajadora de los dos lados, pero 
el rechazo a la partición y al otorgamiento de estos 
territorios —por los cuales hoy, ahora, están tratan- 
do de ponerse de acuerdo-— lo impidió. La aceptación 
de esa partición hubiera ahorrado cincuenta años de 
muertes y de conflictos al mundo entero. 


En tercer lugar, Hamás no representa al Estado 
palestino; es una organización terrorista, entre cuyas 
finalidades está la destrucción del Estado de Israel. 


En cuarto término, esta organización ha lanzado 
más de 8000 misiles desde el territorio de Gaza sobre 
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el territorio judío sin dirección, es decir, a lo que sal- 
ga. Son misiles de distinto alcance y los últimos que 
tienen llegan hasta Haifa. Y los lanzan a donde cai- 
gan, en plena ciudad, en aeropuertos —estuvieron cer- 
ca del Aeropuerto Ben Gurión-, etcétera. Si no hay 
más daños, es porque el sistema de defensa israelí 
es muy eficaz. De manera que también podría haber 
una gran cantidad de niños, mujeres, iglesias y sina- 
gogas destruidas si no fuera tan eficaz el sistema. En 
esta perversa lógica, quizás Israel tendría que dejar 
que le mataran un par de cientos de chiquilines y de 
mujeres en un mercado para poder, entonces, empa- 
tar en esta cuenta de la muerte tan terrible. 


En quinto lugar, las ubicaciones de lanzamiento 
de los misiles —-sobre todo los más pequeños, que son 
portátiles, prácticamente se tiran desde el hombro 
y su instalación es mínima- son lugares donde hay 
gente —en escuelas, sinagogas, casas de familia—, y 
cuando del otro lado se detecta el lanzamiento de un 
misil, ahí se dirige la respuesta. Por lo tanto, se está 
usando a la población civil, para este terrible fin, de 
escudo o para lograr las escenas que se ven en toda la 
televisión del mundo, donde hay un sesgo reconoci- 
damente antisraelí o antijudío, diría yo. 


Finalmente, quiero decir que todos estos temas 
tienen un inicio indispensable de solución, que es 
el reconocimiento del derecho del Estado de Israel a 
existir. Es la única nación en el mundo a la que se le 
niega el derecho a existir. Y nosotros, que pertenece- 
mos a un país chico que nació a pesar de los vecinos 
—por supuesto que en circunstancias mucho menos 
dramáticas que estas—, tenemos que ser enfáticos 
en cuanto a que, mientras no se acepte por todas las 
partes, estatales u organizaciones de otro tipo, que el 
Estado de Israel tiene derecho a existir y prosperar 
en su territorio, vamos a decir que estamos junto al 
Estado de Israel. 


Muchas gracias, señora Presidenta. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señora Presidenta: sin nom- 
brarme, creo que el señor Senador preopinante se 
refirió a algunas palabras que pronuncié —porque fui 
el único que las dijo- en el sentido de que un ele- 
mento de tolerancia que existe en el Uruguay, y en 
particular en nuestra fuerza política, es la existencia 
de Ministros y altos dirigentes judíos. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Me referí al señor 
Presidente de la República. 
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SEÑOR BARÁIBAR.- La versión taquigráfica dirá 
a quién se refería el señor Senador. 


Quiero decir que en absoluto en mis palabras pudo 
haber el más mínimo ánimo de generar alguna refe- 
rencia de ese tipo. Es algo normal, común. Es más, al 
igual que otros, generalmente concurro a los eventos 
que realiza la colectividad israelita, como personas 
que tienen un vínculo con ella más destacado que 
otros. Entonces, la referencia fue absolutamente po- 
sitiva, de reconocimiento a la tolerancia que existe en 
el país y también dentro de nuestra fuerza política, y 
a título de ejemplo, no más que eso. De esa afirma- 
ción de ninguna manera se puede deducir ninguna 
consecuencia de otra naturaleza, que simplemente 
un ejemplo de tolerancia. 


Gracias, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de votar la mo- 
ción llegada a la Mesa, quisiéramos aclarar que fui- 
mos tolerantes con el Reglamento del Senado, porque 
en realidad estábamos discutiendo una moción sobre 
pintadas en muros de la ciudad, pero nos pareció que 
estaba bien tolerar que se hablara del contexto. Si nos 
hubiéramos regido estrictamente por el Reglamento 
del Senado, no tendríamos que haberlo permitido, 
pero lo hicimos por la importancia del tema. 


Léase la primera propuesta de declaración. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
«Declaración 1 


ID) El Senado de la República Oriental del Uru- 
guay repudia y censura enérgicamente las manifesta- 
ciones de intolerancia, racismo, xenofobia, incitación 
al odio, desprecio y toda otra forma de discriminación 
contra los judíos que aparecieron a través de pintadas 
en las calles, fachadas y rutas de nuestro país. 


ID) Tales prácticas son absolutamente condenables 
y atentan contra la normativa internacional, la 
Constitución de la República y las leyes n.* 17677 
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y 17817, y la trayectoria de nuestra República de 
promoción y protección de los derechos humanos a lo 
largo de la historia». 


Firman señores Senadores de las tres fuerzas 
políticas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase la segunda propuesta de declaración. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
«Declaración 2 


El Senado de la República Oriental del Uruguay 
hace un llamado a un cese definitivo de la violencia 
y al establecimiento de mecanismos pacíficos y per- 
manentes de solución del actual conflicto en Medio 
Oriente». 


Firman señores Senadores de los tres partidos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


16) TRÁFICO ILÍCITO DE ARMAS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del Orden del 
Día: «Proyecto de ley aprobado en nueva forma por 
la Cámara de Representantes, por el que se tipifican 
delitos y se modifica el artículo 365 del Código Penal, 
sobre tráfico ilícito de armas. (Carp. n.* 845/2012 — 
Rep. n.” 1115/2014 y Anexo I)». 
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(Antecedentes:) 


Carp. n.* 845/2012 - Rep. n.* 1115/2014 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


de le THipuibler 


Artículo 1*. (Tenencia y porte nc autorizados).- Prohíbese la 
tenencia y porte de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados que no hayan sido debidamente autorizados por el 
Ministerio del Interior, por el Ministerio de Defensa Nacional o por 
ambos, según corresponda. 


El Poder Ejecutivo establecerá los tipos, características y 
requisitos que se deberán cumplir para autorizar la tenencia y porte de 
armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados en 
poder de civiles, así como las sanciones previstas en esta ley por la 
tenencia no autorizada de las mismas. 


Se entenderá por armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materíales relacionados a los mencionados en los numerales 3 a 6 del 
Artículo I de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el 
Tráfico lIlícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros 
Materiales Relacionados aprobada por la Ley N* 17,300, de 22 de marzo de 
2001. 


Artículo 2”. (Incautación).- Las armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados que no hayan sido debidamente 
autorizados, serán incautados sin perjuicio de la aplicación de las 
normas administrativas y penales correspondientes. 


Asimismo se dispondrá la incautación en forma inmediata en aquellos 
casos cuyo titular haya sido procesado por delitos cometidos con 
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violencia o con intimidación contra las personas mediante el empleo de un 
arma de fuego o vinculados a violencia doméstica. 


Artículo 3*. (Comercialización de armas de fuego).- Los comerciantes 
de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados 
previstos en el artículo 1*, deberán, sin perjuicio de otros requisitos 
que establece la reglamentación vigente: 


A) Contar con la autorización del Poder Ejecutivo. 


B) Informar todas las operaciones comerciales que tengan por 
objeto las mercaderías mencionadas dentro de las setenta y dos 
horas de realizadas, en las condiciones que establezca la 
reglamentación. 


C) Especificar en la factura o remito respectivo, el nombre y 
documento de identidad del comprador, su domicilio, así como el 
de destino de la mercadería, lo que bastará para justificar su 
transporte. 


Artículo 4*. (Compraventa entre particulares).- La compraventa de 
armas de fuego entre particulares, deberá inscribirse en el Registro 
Nacional de Armas del Ministerio de Defensa Nacional y cumplir con los 
requisitos que establezca la reglamentación. 


Artículo 5”. (Datos registrales de las armas de fuego).- El Ministerio 
de Defensa Nacional, a través del Servicio de Material y Armamento del 
Ejército, brindará al Ministerio del Interior, en un plazo no mayor de 
cuarenta y ocho horas, la información relativa a los datos registrales de 
las armas de fuego, así como la identificación de sus titulares. 


Artículo 6”. (Plazo para regularización).- Sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 1”, concédese un plazo de doce meses, a contar 
desde la fecha de la reglamentación de esta ley, a efectos de que: 


A) Quienes ya posean armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados en forma antirreglamentaria, 
regularicen su situación ante las dependencias del Ministerio 
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del Interior y del Ministerio de Defensa Nacional habilitadas 
para tal fin. 


B) Se efectúe la entrega voluntaria de cualquier arma de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados que se 
posean a las dependencias del Ministerio del Interior o del 
Ministerio de Defensa Nacional, sin que deba justificarse su 
procedencia. Las armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados que sean entregadas voluntariamente en 
las dependencias del Ministerio del Interior o del Ministerio 
de Defensa Nacional serán inmediatamente derivadas al Servicio 
de Material y Armamento del Ejército a los efectos de su 
destrucción. 


Las personas que procedan de acuerdo con lo establecido en los 
literales A) y B) quedarán exceptuadas de las sanciones a que refiere el 
artículo 10 de esta ley. 


Artículo 7”. (Destrucción).- Transcurridos seis meses de recibidas 
las armas de fuego, accesorios, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados que fueran incautados, decomisados o entregados 
voluntariamente, serán destruidos. 


Aquellos efectos mencionados en el inciso precedente que fueran 
objeto de procedimientos administrativos o jurisdiccionales, no serán 
destruidos mientras dichos procedimientos se hallaren en trámite. 


Artículo 8*. (Delito de tráfico internacional de armas'de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados).- El que 
importare, exportare, adquiriere, vendiere, entregare, distribuyere, 
trasladare o transfiriere armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados desde o a través del territorio nacional a otro 
Estado sin obtener previamente la autorización de todos los Estados 
concernidos, será castigado con doce meses de prisión a doce años de 
penitenciaría. 


Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una 
organización criminal, la pena será aumentada en un tercio. 
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Artículo 9*. (Delito de tráfico interno, fabricación ilegal de armas 
de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados).- El 
que de cualquier modo adquiriere o recibiere a título oneroso o gratuito, 
arrendare, distribuyere, diere o tuviere en depósito, fabricare, armare, 
ensamblare, adulterare o vendiere armas de fuego, municiones, explosivos 
y Otros materiales relacionados, sin autorización o contraviniendo las 
normas legales, será castigado con una pena de seis meses de prisión a 
seis años de penitenciaría. 


si el delito hubiera sido cometido por quien integra una 
organización criminal, la pena será aumentada en un tercio. 


Artículo 10. (Tenencia no autorizada).- El que fuera de las 
conductas previstas en el artículo precedente, y más allá del plazo 
previsto en el artículo 6* tuviere armas de fuego, municiones, explosivos 
y Otros materiales relacionados sin la debida autorización, será 
castigado con una multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 1.000 UR 
(mil unidades reajustables). 


Artículo 11. (Competencia).- Sustitúyese el numeral 8) del inciso 
segundo del artículo 414 de la Ley 18.362, de 6 de octubre de 2008, por 
el siguiente: 


"8) Los delitos de tráfico ilícito de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados”. 


Artículo 12. (Decomiso).- Serán aplicables a los delitos previstos 
en los artículos 8” y 9” de la presente ley, los artículos 62 y 63 del 
Decreto-Ley N”* 14.294, de 31 de octubre de 1974, incorporados por el 
artículo 5* de la Ley N” 17.016, de 22 de octubre de 1998, en la 
redacción dada por el artículo 2* de la Ley N”* 18.494, de 5 de junio de 
2009. En todos los casos se procederá acorde al artículo 7” de esta ley. 


Artículo 13.- Sustitúyese el artículo 152 bis del Código Penal, en 
la redacción dada por el artículo 15 de la Ley N* 16.707, de 12 de julio 
de 1995, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 152 bis. (Porte y tenencia de armas de fueco).- El que 
portare oO tuviere en su poder armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados, cuyos signos de 
identificación hubieren sido alterados o suprimidos, o cuyas 
características o munición hubieren sido alteradas, en forma 
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circunstancial O permanente, de manera tal de aumentar 
significativamente su capacidad de daño, será castigado con tres a 
dieciocho meses de prisión". 


tículo 14.- Agrégase al Cédigo Penal el siguiente artículo: 


"ARTÍCULO 152 ter. (Porte y tenencia de armas de fuego en lugares 
públicos).- El que portare o tuviere en su poder armas de fuego en 
lugares públicos, sin la debida autorización para su porte oO 
tenencia, será castigado con tres a dieciocho meses de prisión. 


Es acravante especial que el delito se cometa en un espectáculo 
público o en ocasión de él". 


Artículo 15.- El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley en un plazo 
de noventa días. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, 


a 20 de agosto de 2013. 


JOSÉ RO MONTERO 
Sedretario 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1? (Tenencia y porte no autorizados).- Prohíbese la tenencia y porte de 
armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que no hayan 
sido debidamente autorizados por el Ministerio del Interior, por el Ministerio de Defensa 
Nacional o por ambos, según corresponda. 


El Poder Ejecutivo establecerá los tipos, características y requisitos que se deberán 
cumplir para autorizar la tenencia y porte de armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados en poder de civiles, así como las sanciones previstas en 
esta ley por la tenencia no autorizada de las mismas. 


Se entenderá por armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados a los mencionados en los numerales 3 a 6 del Articulo | de la Convención 
Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico llícitos de Armas de Fuego, Municiones, 
Explosivos y Otros Materiales Relacionados aprobada por la Ley N* 17.300, de 22 de 
marzo de 2001. 


Artículo 2? (Incautación).- Las armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados que no hayan sido debidamente autorizados, serán incautados 
sin perjuicio de la aplicación de las normas administrativas y penales correspondientes. 


Artículo 39. (Comercialización de armas de fuego).- Los comerciantes de armas de 
fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados previstos en el artículo 1”, 
deberán, sin perjuicio de otros requisitos que establece la reglamentación vigente: 


A) Contar con la autorización del Poder Ejecutivo. 


B) Informar todas las operaciones comerciales que tengan por objeto las 
mercaderías mencionadas dentro de las setenta y dos horas de realizadas, en 
las condiciones que establezca la reglamentación. 


C) Especificar en la factura o remito respectivo, el nombre y documento de 
identidad del comprador, su domicilio, así como el de destino de la mercadería, 
lo que bastará para justificar su transporte. 


Artículo 4?. (Compraventa entre particulares).- La compraventa de armas de fuego 
entre particulares, deberá inscribirse en el Registro Nacional de Armas del Ministerio de 
Defensa Nacional y cumplir con los requisitos que establezca la reglamentación. 


2. (Datos registrales de las armas de fuego).- El Ministerio de Defensa 

_ Nacional, a través del Servicio de Material y Armamento del Ejército, brindará al Ministerio 

del Interior, en un plazo no mayor de cuarenta y ocho horas, la información relativa a los 
datos registrales de las armas de fuego, así como la identificación de sus titulares. 


Artículo 6*. (Plazo para regularización).- Sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 1%, concédese un plazo de doce meses, a contar desde la fecha de la 
reglamentación de esta ley, a efectos de que: 


A) Quienes ya posean armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados en forma antirreglamentaria, regularicen su situación 
ante las dependencias del Ministerio del Interior y del Ministerio de Defensa 
Nacional habilitadas para tal fin. 


B) Se efectúe la entrega voluntaria de cualquier arma de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados que se posean a las dependencias 


6 de agosto de 2014 CÁMARA DE SENADORES 593-C.S. 


del Ministerio del Interior o del Ministerio de Defensa Nacional, sin que deba 
justificarse su procedencia. Las armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados que sean entregadas voluntariamente en las 
dependencias del Ministerio del Interior o del Ministerio de Defensa Nacional 
serán inmediatamente derivadas al Servicio de Material y Armamento del 
Ejército a los efectos de su destrucción. 


Las personas que procedan de acuerdo a lo establecido en los literales A) y B) 
quedarán exceptuadas de las sanciones a que refiere el artículo 10 de esta ley. 


Artículo 7*. (Destrucción).- Transcurridos seis meses de recibidas las armas de 
fuego, accesorios, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que fueran 
incautados, decomisados o entregados voluntariamente, serán destruidos. 


Aquellos efectos mencionados en el inciso precedente que fueran objeto de 
procedimientos administrativos o jurisdiccionales, no serán destruidos mientras dichos 
procedimientos se hallaren en trámite. 


Artículo 8”. (Delito de Tráfico internacional de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados).- El que importare, exportare, adquiriere, 
vendiere, entregare, distribuyere, trasladare o transfiriere armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados desde o a través del territorio nacional a otro 
Estado sin obtener previamente la autorización de todos los Estados concernidos, será 
castigado con doce meses a doce años de penitenciaria. 


Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una organización criminal, la 
pena será aumentada en un tercio. 


Artículo 9”. (Delito de Tráfico intemo, uso y fabricación ilegal de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados).- El que de cualquier modo 
adquiriere o recibiere a titulo oneroso o gratuito, arrendare, distribuyere, diere o tuviere en 
depósito, fabricare, armare, ensamblare, adulterare, o vendiere armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados, sin autorización o contraviniendo 
las normas legales, será castigado con una pena de seis meses de prisión a seis años de 
penitenciaria. 


Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una organización criminal, la 
pena será aumentada en un tercio. 


Artículo 10. (Tenencia no autorizada).- El que fuera de las conductas previstas en el 
artículo precedente, y más allá del plazo previsto en el artículo 6? tuviere armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados sin la debida autorización, será 
castigado con una pena de 10 UR (diez unidades reajustables) a 1.000 UR (mil unidades 
reajustables). 


Artículo 11. (Otras medidas):- Cuando el delito sea competencia de los Juzgados 
Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado, serán de aplicación 
el artículo 9% de la Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, en la redacción dada por el 

artículo 4? de la Ley N* 18.494, de 5 de junio de 2009, y los artículos 5”, 6* y 7* de la Ley 
N? 18,494, de 5 de junio de 2009, en lo pertinente. 


Artículo 12. (Decomiso).- Serán aplicables a los delitos previstos en los artículos 8? y 
9” de la presente ley, los artículos 62 y 63 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 
1974, incorporados por el articulo 5” de la Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998, en la 
redacción dada por el artículo 2” de la Ley N* 18.494, de 5 de junio de 2009. 
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En ningún caso los materiales incautados podrán volver al mercado. 


Articulo 13. (Competencia).- Sustitúyese el numeral 8) del inciso segundo del 
artículo 414 de la Ley N” 18.362, de 6 de octubre de 2008, por el siguiente: 


"8) Los delitos de tráfico ilícito de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados”. 


Artículo 14.- Sustitúyese el artículo 152 bis del Código Penal, en la redacción dada 
por el artículo 15 de la Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 152 bis. (Porte y tenencia de armas de fuego).- El que portare o tuviere 
en su poder armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, 
cuyos signos de identificación hubieren sido alterados o suprimidos, o cuyas 
características o munición hubieren sido alteradas, en forma circunstancial o 
permanente, de manera tal de aumentar significativamente su capacidad de daño 
será castigado con tres a dieciocho meses de prisión", 


Artículo 15.- Agrégase al Código Penal el siguiente artículo: 


"ARTÍCULO 152 ter. (Porte y tenencia de armas de fuego en lugares públicos).- El 
que portare o tuviere en su poder armas de fuego en lugares públicos, sin la 
debida autorización para su porte o tenencia, será castigado con tres a dieciocho 
meses de prisión. 


Es agravante especial que el delito se cometa en un espectáculo público o en 
ocasión de él". 


Artículo 16.- El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley en un plazo de noventa días. 


Sala de la Comisión, 14 de agosto de 2013. 


DAISY TOURNÉ 
MIEMBRO INFORMANTE 
FELIPE MICHELINI 
JORGE ORRICO 
ANÍBAL PEREYRA 

- ALICIA PORRINI 
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COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, CÓDIGOS, 
LEGISLACIÓN GENERAL Y ADMINISTRACIÓN 


INFORME EN MAYORÍA 


Señoras y señores Representantes: 

Ñ Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración ha considerado las modificaciones introducidas por 
la Cámara de Senadores al proyecto de ley por el que se dictan normas relativas a 
tenencia, porte, comercialización y tráfico de armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados. 


El proyecto de ley a vuestra consideración aborda un 
problema gravísimo en las sociedades contemporáneas: el tráfico ilícito de armas. 
Negocio redituable para algunos y sufrimiento y muerte para muchos. La proliferación 
indiscriminada y no regulada de las armas de fuego aumenta los niveles de inseguridad 
en las poblaciones civiles. Según cálculos de las más prestigiosas organizaciones no 
gubernamentales intemacionales! cada minuto muere una persona a consecuencia de 
arma de fuego. 


El tráfico de armas es el segundo negocio más 
redituable después del narcotráfico a nivel mundial. Entre el 2008 y 2012 las 
transferencias de armas crecieron un 17%. Las ganancias obtenidas mediante el comercio 
de armas de fuego entre los años 2011-2012 se calculan en, aproximadamente, 43 
billones de dólares.? - 


América Latina es la región del mundo con la mayor 
violencia armada; 42% de los homicidios son cometidos con armas de fuego. Si este 
promedio global se abre según región veremos que América Central se encuentra en el 
70%, los paises de Caribe en el 61% y América del Sur en el 60%, En este contexto, el 
combate al tráfico de armas de fuego es un eje de trabajo central (Oficina de las Naciones 
Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), 2011, p. 10). Existe una relación directa 
entre el incremento de los niveles de violencia y el uso de armas de fuego en ¡las 
poblaciones civiles. 


El Uruguay no está ajeno a este fenómeno, por lo que 
se hace menester generar nueva legislación tendiente a promover una tenencia 
responsable de las armas de fuego, restringir la expansión indiscriminada de armas de 
fuego en la población civil, regular adecuadamente el comercio de las mismas y generar 
los delitos correspondientes a las acciones que trasgredan estas normas. 

Nuestro país ha tenido, tanto en lo interno como en lo 
internacional, una trayectoria tendiente a la regulación del comercio de armas de fuego. 
La norma que se presenta a vuestra consideración está inspirada por la misma vocación 
de regulación estricta pero no abolicionista. 


1 ANSA — SMALL ARMAS SURVEY 2012 
? SIPRI Yearbook 2013 STOCHOLM INTERNACIONAL PEACE RESEARCH INSTITUTE 
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Este proyecto de ley se inspira en la idea de que poseer y comercializar armas de 
fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados no es un derecho "natural" 
de los ciudadanos sino, una concesión que realiza el Estado una vez cumplida una serie 
de requisitos imprescindibles por parte de los ciudadanos. Así es que los articulos 1%, 2%, 
3* y 4? plasman esta concepción en cuanto establecen: 


a) La tenencia y porte no autorizados: artículo 1*, 

b) Requisitos para la comercialización de armas, tanto empresarialmente como entre 
particulares: artículos 3* y 4%, 

c) Procedimiento de incautación de las armas que no cumplan con los requisitos 
exigidos. 


En la actualidad las responsabilidades de registro, control, otorgamiento de 
autorización para tenencia y porte de armas y las fespectivas fiscalizaciones se 
encuentran compartidas entre el Ministerio de Defensa Nacional y el Ministerio del Interior, 
Para dar cabal cumplimiento a los objetivos contenidos en este proyecto es menester un 
mayor y mejor flujo de información entre ambos organismos. Es por eso que el artículo 52 
establece un plazo máximo de cuarenta y ocho horas para compartir los datos registrales 
de las armas de fuego. 


En el artículo 6* se habilita un plazo de doce meses a partir de la reglamentación de 
la ley para proceder a regularizar el estado de propiedad de las armas de acuerdo a la 
normativa vigente y, a su vez, se habilita la posibilidad de entrega voluntaria de las 
mismas, sin justificar su procedencia, en las dependencias del Ministerio del Interior y del 
Ministerio de Defensa Nacional, las que serán derivadas al Servicio de Material y 
Armamento del Ejército para su destrucción; que procederá transcurridos seis meses de 
ser recibidas (artículo 79). 


Los artículos 8%, 9% y 10 establecen los delitos que se derivan del incumplimiento de 
las normas establecidas, a saber: 


a) Tráfico internacional de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados. 

b) Tráfico interno, uso y fabricación ¡legal de armas de fuego, municiones, explosivos 
y otros materiales relacionados. 

c) Tenencia no autorizada de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados. 


Los artículos 11, 12 y 13 establecen, por su orden: 


a) Las normas de aplicación en caso de competencia de los Juzgados de Primera 
Instancia Especializados en Crimen Organizado. 

b) Las normas de aplicación en cuanto al decomiso de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados según los delitos previstos en los artículos 
séptimo y octavo de este proyecto. 

c) Se ajusta a los delitos creados la competencia de los Juzgados de Primera 
Instancia Especializados en Crimen Organizado. 


Los artículos 14 y 15 introducen modificaciones al Código Penal. En el primer caso 
adecua la terminología adoptada en este proyecto al articulo ya existente. En el segundo 
caso establece nueva modalidad delictiva que entendemos dará a la justicia una 
herramienta eficaz para proceder en casos hasta ahora no punibles: porte de armas no 
autorizado en lugares públicos, constituyendo agravante especial para dicha conducta su 
ejecución en espectáculos públicos o en ocasión de los mismos. 
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Por lo antedicho y tundamentado y descontando la responsabilidad de :1os y las 
legisladoras en cuanto a la sensibilidad para con un tema que supone mejorar los niveles 
de seguridad en nuestra población, recomendamos calurosamente la aprobación de este 
proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 14 de agosto de 2013. 


DAISY TOURNÉ 
MIEMBRO INFORMANTE 

FELIPE MICHELINI 
JORGE ORRICO 

ANÍBAL PEREYRA 
ALICIA PORRINI 

IVÁN POSADA, EN EJERCICIO DE LA FACULTAD 
CONFERIDA POR EL ARTÍCULO 132 DEL REGLAMENTO, POR LAS SIGUIENTES CONSIDERACIONES: 


En la medida en que la normativa contenida en el proyecto de ley aprobado por esta 
Comisión constituye una mejora sustantiva al aprobado por la Cámara de Senadores, que 
adecua la legislación vigente a las disposiciones internacionales en materia de tráfico de 
armas y ordena la legislación nacional en materia de tenencia y porte de armas, 
expresamos nuestro apoyo a esta propuesta, con las salvedades que expondremos en 
Sala. 
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COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, CÓDIGOS, 
LEGISLACIÓN GENERAL Y ADMINISTRACIÓN 


INFORME EN MINORÍA 


Señoras y señores Representantes: 


A propósito del proyecto de ley sobre tenencia y porte 
de armas, fundamentamos nuestro voto en contra de este proyecto de ley por las razones 
que se expondrán a continuación. 


Uno de los principales argumentos que fundamentan 
la exposición de motivos del presente proyecto de ley es, el de que esta herramienta legal 
es uno de los instrumentos eficaces para mejorar la seguridad pública. 


Entendemos que ello no es así, ya que lo previsto en 
la norma en estudio, es una serie de requisitos y procedimientos a seguir por las personas 
para obtener la autorización correspondiente para la tenencia y porte de armas, que si no 
se cumple, inhabilita a la persona a tener o portar armas, aplicándole en éste último caso, 
sanciones. 


Creemos que es imposible que los delincuentes, que 
son los que ponen en riesgo la seguridad pública, se avengan a gestionar las 
autorizaciones correspondientes y, menos aún, a entregar voluntariamente sus armas en 
el periodo previsto en la ley para no tener sanciones. Sostener lo contrario sería absurdo. 


El común de la población, que tiene un arma por 
deporte, por ser coleccionista o incluso para defender su integridad física, pero que no 
atentan contra la seguridad pública, se verá obligado a realizar una serie de trámites 
engorrosos, gestiones y pagos, como consecuencia del accionar delictivo de otras 
personas. 


Nuevamente una minoría infractora perjudica a la 
mayoría pacífica de la población. Nótese, por otra parte, que tampoco incide en la 
tenencia de armas de los delincuentes el robo de éstas a particulares; por un lado son 
escasas o nulas las denuncias sobre robo de armas y por el otro es públicamente 
conocido que las características de las armas utilizadas en ilícitos son muy superiores a 
las usadas por los particulares e incluso a las utilizadas por la propia policía, lo que denota 
claramente lo que venimos de exponer. 


Lamentablemente la mayoría de esta Asesora, 
integrada por el Frente Amplio, no acompañó la propuesta de nuestra bancada, que, por 
intermedio del Diputado Germán Cardoso, propuso penar a quienes poseen armas de 
fuego y cuentan con antecedentes penales. Esa sí sería una medida de evitar la tenencia 
de armas por parte de los delincuentes, mejorando los graves Índices de inseguridad que 
hoy tenemos. 


Muchos especialistas a nivel mundial sostienen que 
este tipo de leyes no ayudan en la lucha contra la inseguridad y a nivel local una figura del 
prestigio del Dr. Milton Cairoli, ex catedrático de Derecho Penal y ex integrante de la 
Suprema Corte de Justicia, se expidió en el mismo sentido, esto es, afirmando que 
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penalizar más o crear nuevos tipos penales es una tarea que debe ser sustituida por la 
previa consideración y ataque de las causas que inciden en los actos desviados. 


Por tanto consideramos que este proyecto de ley no logrará el fin que persigue, lo 
que amerita nuestro voto en contra. 


Sala de la Comisión, 14 de agosto de 2013. 


FITZGERALD CANTERO PIALI 
MIEMBRO INFORMANTE 
GUSTAVO CERSÓSIMO 


PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo Único.- Recházase el proyecto de ley contenido en la Carpeta 2307/13, 
caratulado "Tenencia, porte, comercialización y tráfico de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados. Normas". 


Sala de la Comisión, 14 de agosto de 2013. 


FITZGERALD CANTERO PIALI 
MIEMBRO INFORMANTE 
GUSTAVO CERSÓSIMO 
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PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo Único.- Recházase el proyecto de ley contenido en la Carpeta 2307/13, 
caratulado "Tenencia, porte, comercialización y tráfico de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados. Normas". 


Sala de la Comisión, 14 de agosto de 2013. 


FITZGERALD CANTERO PIALI 
MIEMBRO INFORMANTE 
GUSTAVO CERSÓSIMO 
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CÁMARA DE SENADORES 


ARTÍCULO 1*. (Tenencia y pórte no autorizados).- Prohibese la tenencia y 
porte de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados que no hayan sido debidamente autorizados por el Ministerio del 
Interior, por- el Ministerio de Defensa Nacional o por ambos, según 
corresponda, 

Se entenderá por armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados a los mencionados en los numerales 3 a 6 del Artículo | 
de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de 
Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados 
aprobada por la Ley N* 17.300, de 22 de marzo de 2001. 

ARTÍCULO 2”. (Destino dol material incautado).- Las armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados que no hayan sido 
debidamente autorizados serán incautados, sin perjuicio de la aplicación de las 
normas administrativas y penales correspondientes, 

ARTÍCULO 3”. (Armas de fuego de caza, deportivas o de colección).- 
Cuando las armas de fuego sean de caza, deportivas o de colección y se 
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encuentren en la situación prevista en el artículo 1? de la presente ley, serán 
incautadas y depositadas en el Servicio de Material y Armamento del Ministerio 
de Defensa Nacional. 

Sus titulares o quienes acrediten tener derecho a que les sean 
reintegradas, tendrán un plazo de 3 (tres) meses para acreditar dicho extremo y 
realizar los trámites necesarios para su regularización. 

Presentada la respectiva documentación en forma, serán devueltas a los 
mismos; de lo contrario se producirá su decomiso de pleno derecho una vez 
transcurrido el plazo. 

La reglamentación determinará las armas de fuego que serán 

consideradas de caza, deportivas o de colección. 
ARTÍCULO 4*. (Comercialización de armas de fuego).- Los establecimientos 
que comercializan armas de fuego, municiones y otros materiales relacionados 
deberán estar autorizados por el Ministerio del Interior y el Ministerio de 
Defensa Nacional. 

También deberán informar a dichas autoridades todas las operaciones 
comerciales que tengan por objeto las mercaderías mencionadas dentro de las 
72 (setenta y dos) horas de realizadas. 

Los establecimientos deberán especificar en la factura o remito 
respectivo, el nombre y documento de identidad del comprador o vendedor, su 
domicilio, así como la dirección de destino de la mercadería cuando 
corresponda, lo que permitirá justificar su transporte desde la casa comercial 
hasta el lugar de destino. j 
ARTÍCULO 5*. (Datos registrales de las armas de fuego).- El Ministerio de 
Defensa Nacional, a través del Servicio de Material y Armamento, brindará al 
Ministerio del Interior, en un plazo no mayor a 48 (cuarenta y ocho) horas, la 
información relativa a los datos registrales de las armas de fuego solicitada, asi 
como la identificación de sus titulares. 
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ARTÍCULO 6", (Plazo para regularización).- Concédese un plazo de 8 (ocho) 
meses, a contar desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, a 


efectos de que: 

a) Quienes ya posean armas de fuego en forma antirreglamentaria 
regularicen su situación ante las dependencias del Ministerio del 
Interior y del Ministerio de Defensa Nacional habilitadas para tal fin. 

b) Se efectúe la entrega voluntaria de cualquier arma de fuego que se 
posea a las dependencias del Ministerio del Interior y del Ministerio de 
Defensa Nacional habilitadas para tal fin, sin que deba justificarse su 
procedencia. Las armas recibidas serán inmediatamente derivadas al 
Servicio de Material y Armamento del Ministerio de Defensa Nacional 
a los efectos previstos en el artículo siguiente. 

A tales efectos, el Ministerio del Interior hará una campaña de información 

y educación a la población, pudiendo hacer uso para la difusión de dicha 
campaña, en los medios correspondientes, de las facultades que otorga el 
artículo 141 de la Ley N* 18.996, de 7 de noviembre de 2012. 
ARTÍCULO 7”. (Destrucción).- Transcurridos 6 (seis) meses las armas de 
fuego, accesorios, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que 
fueran incautados, decomisados o entregados voluntariamente serán 
destruidos, salvo aquellos que pudieran ser utilizados por el Ministerio del 
Interior o por el Ministerio de Defensa Nacional para el cumplimiento de sus 
funciones, según lo establecido en el articulo 2% de la Ley N* 18.087, de 5 de 
enero de 2007. 

Aquellos efectos mencionados en el inciso precedente, que fueran objeto 
de procedimientos administrativos o jurisdiccionales, no serán destruidos 
mientras dichos procedimientos se hallaren en trámite. 

ARTÍCULO 8”. (Registro adicional).- Facúltase al Poder Ejecutivo, a través 
del Ministerio del Interior, a constituir un registro de balas y municiones usadas, 
como elementos testigos de todas las armas existentes en el país. 
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ARTÍCULO 9”. (Delito de Tráfico internacional de armas de fuego, 
municionos, explosivos y otros materialos rolacionados).- El que realizare 
la importación, exportación, adquisición, venta, entrega, distribución, traslado o 
transferencia de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados desde o a través del territorio nacional a otro Estado sin obtener 
previamente la autorización de todos los Estados concernidos, será castigado 
con tres a doce años de penitenciaria. 

Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una organización 
criminal, la pana será aumentada en un tercio. 
ARTÍCULO 10. (Delito de Tráfico interno, uso y fabricación ilegal de armas 
de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados).- El que 
de cualquier modo adquiriere, alquilare, recibiere, transportare, distribuyere, 
ocultare, tuviere en depósito, fabricare, produjere, creare, armare, ensamblare 
o reensamblare, adulterare, vendiere, o de cualquier forma utilizare armas de 
fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados sin autorización 
o contraviniendo las normas legales, será castigado con una pena de veinte 
meses de prisión a seis años de penitenciaria. 

Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una organización 
criminal, la pena será aumentada en un tercio. 
ARTÍCULO 11. (Otras medidas) - Cuando el delito sea competencia de los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen 
Organizado, serán de aplicación el articulo 9? de la Ley N* 17.835, de 23 de 
setiembre de 2004, en la redacción dada por el artículo 4* de la Ley N* 18,494, 
de 5 de junio de 2009 y los artículos 5%, 6* y 7% de la Ley N*” 18.494, de 5 de 
junio de 2009, en lo pertinente. 
ARTÍCULO 12. (Medidas especiales).- Serán de aplicación para los delitos 
establecidos por la presente ley las medidas cautelares y el decomiso previstos 
en los artículos 62 y 63 del Decreto-Ley N* 14,294, de 31 de octubre de 1974, 
en la redacción dada por el artículo 2% de la Ley N* 18.494, de 5 de junio de 
2009. 
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En ningún caso los materiales incautados podrán volver al mercado, 

aplicándoseles las disposiciones sobre destino final establecidas en el artículo 
2” de la Ley N* 18.087, de 5 de enero de 2007. 
ARTÍCULO 13. (Competencia).- Ampliase la competencia de los Juzgados 
Letrados de Primera instancia Especializados en Crimen Organizado prevista 
por el artículo 414 de la Ley N*18.362, de 6 de octubre de 2008, 
incorporándose el delito de “Tráfico internacional de armas de fuego, 
accesorios, municiones, explosivos y otros materiales relacionados". 

Incorpórase el delito de “Tráfico interno y fabricación ¡legal de armas de 

fuego, accesorios, municiones, explosivos y otros materiales relacionados”, 
cuando exista participación de una organización criminal. 
ARTÍCULO 14. (Derogaciones).- Derógase el numeral 12 del artículo 365 del 
Código Penal aprobado por Ley N* 9.155, de 4 de diciembre de 1933, en la 
redacción dada por el artículo 216 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 7 de 
mayo de 2013. 


HUGO RODRÍGUEZ FILIPPINI 
Secretario 
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COMISIÓN DE 
CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN 


Proyecto de ley sustitutivo 


Artículo 1”. (Tenencia y porte no autorizados).- Prohíbese la tenencia y porte 

de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que no 

hayan sido debidamente autorizados por el Ministerio del Interior, por el Ministerio de 
Defensa Nacional o por ambos, según corresponda, 


Se entenderá por armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados a los mencionados en los numerales 3 a 6 del Artículol de la 
Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico ilícitos de Armas de 
Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados aprobada por la Ley 
N? 17,300, de 22 de marzo de 2001. 


Artículo 2”. (Destino del material incautado).- Las armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados que no hayan sido debidamente 
autorizados serán incautados, sin perjuicio de la aplicación de las normas 
administrativas y penales correspondientes. 


Artículo 3*. (Armas de fuego de caza, deportivas o de colección).- Cuando las 
armas de fuego sean de caza, deportivas o de colección y se encuentren en la 
situación prevista en el articulo 1% de la presente ley, serán incautadas y depositadas 
en el Servicio de Material y Armamento del Ministerio de Defensa Nacional. 


Sus titulares o quienes acrediten tener derecho a que les sean relntegradas, 
tendrán un plazo de 3 (tres) meses para acreditar dicho extremo y realizar los trámites 
necesarios para su regularización. 


Presentada la respectiva documentación en forma, serán devueltas a los mismos; 
de lo contrario se producirá su decomiso de pleno derecho una vez transcurrido el 
plazo. : 


La reglamentación determinará las armas de fuego que serán consideradas de 
caza, deportivas o de colección. 


Artículo 4”. (Comercialización de armas de fuego).- Los establecimientos que 
comercializan armas de fuego, municiones y otros materiales relacionados deberán 
estar autorizados por el Ministerio del Interior y el Ministerio de Defensa Nacional. 


También deberán informar a dichas autoridades todas las operaciones 


comerciales que tengan por objeto las mercaderías mencionadas dentro. de las 72 
(setenta y dos) horas de realizadas. 


Los establecimientos deborán especificar en la factura o remito respectivo, el 
nombre y documento de identidad del comprador o vendedor, su domicilio, asi como la 
dirección de destino de la mercadoría cuando corresponda, lo que permitirá justificar 
su transporte desde la casa comercial hasta el lugar de destino, 


Artículo 5%. (Datos registrales de las armas de fuego).- El Ministerio de 
Defensa Nacional, a través del Servicio de Material y Armamento, brindará al 
Ministerio del Interior, en un plazo no mayor a 48 (cuarenta y ocho) horas, la 
información relativa a los datos dei de las armas de fuego solicitada, asi como 
la identificación de sus titulares. : 
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Artículo 6”. (Plazo para regularización).- Concédese un plazo de 8 (ocho) 
meses, a contar desde ¿a fecha de entrada en vigencia de la presente ley, a efectos de 
que: 


a) Quienes ya posean armas de fuego en forma antirreglamentaria regularicen 
su situación ante las dependencias del Ministerio del Interior y del Ministerio 
de Defensa Nacional habilitadas para tal fin. 


b) Se efectúe la entrega voluntaria de cualquier arma de fuego que se posea a 
las dependencias del Ministerio del interior y del Ministerio de Defensa 
Nacional habilitadas para tal fin, sin que deba justificarse su procedencia. 
Las armes recibidas serán inmediatamente derivadas al Servicio de Material 
y Armamento del Ministerio de Defensa Nacional a los efectos previstos en 
el artículo siguiente. 


A tales efectos, el Ministerio del Interior hará una campaña de información y 
educación a la población, pudiendo hacer uso para la difusión de dicha campaña, en 
los medios correspondientes, de las facultades que otorga el artículo 141 de la Ley 
N” 18.996, de 7 de noviembre de 2012. 


Artículo 7”. (Destrucción).- Transcurridos 6 (seis) meses las armas de fuego, 
accesorios, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que fueran 
incautados, decomisados o entregados voluntariamente serán destruidos, salvo 
aquellos que pudieran ser utilizados por el Ministerio del Interior o por el Ministerio de 
Defensa Nacional para el cumplimiento de sus funciones, según lo establecido en el 
artículo 2* de la Ley N” 18.087, de 5 de enero de 2007. 


Aquelños efectos mencionados en el inciso precedente, que fueran objeto de 
procedimientos administrativos o jurisdiccionales, no serán destruidos mientras dichos 
procedimientos se hallaren en trámite. 


Artículo 8”. (Delito de Tráfico internacional de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados).- El que realizare la importación, 
exportación, adquisición, venta, entrega, distribución, traslado o transferencia de 
armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados desde o a 
través del territorio nacional a otro Estado sin obtener previamente la autorización de 
todos los Estados concernidos, será castigado con tres a doce años de penitenciaria. 


Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una organización criminal, la 
pena será aumentada en un tercio. 


Artículo 9”. (Delito de Tráfico interno, uso y fabricación ilegal de armas de 
fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados).- El que de 
cualquier modo adquiriere, a'quilare, recibiere, transportare, distribuyere, ocultare, 
tuviere en depósito, fabricare, produjere, creare, armare, ensamblare o reensamblare, 
adulterare, vendiere, o de cualquier forma utilizare armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados sin autorización o contraviniendo las 
normas legales, será castigado con una pena de veinte meses de prisión a seis años 
de penitenciaria. 

Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una organización criminal, la 
pena será aumentada en un tercio. 


Artículo 10. (Otras medidas).- Cuando el delito sea competencia de los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado, serán 
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de aplicación el artículo 9? de la Ley N” 17.835, de 23 de setiembre de 2004, en la 
redacción dada por el artículo 4% de la Ley N” 18.494, de 5 de junio de 2009 y los 
articulos 5*, 6* y 7* de la Ley N* 18.494, de 5 de junio de 2009, en lo pertinente. 


Artículo 11. (Medidas especiales).- Serán de aplicación para los delitos 
establecidos por la presente ley las medidas cautelares y el decomiso previstos en los 
aniculos 62 y 63 del Decreto - Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, en la 
redacción dada por el artículo 2* de la Ley N* 18,494, de 5 de junio de 2009. 


En ningún caso los materiales incautados podrán volver al mercado, 
aplicándoseles las disposiciones sobre destino final establecidas en el articulo 2? de la 
Ley N* 18.087, de 5 de enero de 2007. 


Artículo 12. (Competencia).- Ampliase la competencia de los Juzgados 
Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado prevista por el 
artículo 414 de la Ley N” 18,362, de 6 de octubre de 2008, incorporándose el delito de 
“Tráfico internacional de armas de fuego, accesorios, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados”. 

Incorpórase el delito de "Tráfico interno y fabricación ilegal de armas de fuego, 


accesorios, municiones, explosivos y otros materiales relacionados”, cuando exista 
participación de una organización criminal. 


Artículo 13. (Derogaciones).- Derógase el numeral 12 del artículo 365 del 
Código Penal aprobado por Ley N* 9,155, de 4 de diciembre de 1933, en la redacción 
dada por el articulo 216 de la Ley N” 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, el 16 de abril de 2013. 


RAFAEL MICHELINI 
Miembro Informante 
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EBER DA ROSA 


CARLOS MOREIRA 


(Con salvedades) (Con salvedades) 
FRANCISCO GALLINAL RODOLFO NIN NOVOA 
(Con salvedados) 
EDUARDO LORIER OPE PASQUET 
(Con salvedades) 
CONSTANZA MOREIRA 


LUIS ROSADILLA 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 


Montevideo, 25 ABR 2012 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL 
Contador Danilo Astori 


El Poder Ejecutivo, tiene el honor de dirigirse al Cuerpo Legislativo, en 
oportunidad de elevar a su consideración, una iniciativa de ley destinada a crear el 
“Delito de Tráfico de Armas en el Unuguay”. 

Tanto Jueces como Fiscales y la propia sociedad civil, necesitan que 
actualicemos la normativa actual, ante la necesidad de tipificar los delitos de tráfico de 
armas, como forma de fortalecer la legislación en materia de delitos precedentes del 
lavado de activos. 

No debemos olvidar que el delito de tráfico de armas fue considerado por 
el legislador en la Ley N” 18.494 del 05 de junio de 2009, como delito precedente de 
lavado de activos. 

Pero como bien sabemos, nuestro país aún al día de hoy no ha tipificado 
dicha conducta como delictiva. Estamos frente a una realidad social que merece una 
respuesta urgente, debemos adaptar los sistemas jurídicos a los cambios que sufrió la 
sociedad en cuanto a comportamientos, situaciones y reacciones. 

Es necesario generar los insumos que necesitan jueces y fiscales para 
lograr llegar al fin último de su trabajo, que es la obtención de justicia. Si bien Uruguay 


está avanzado en cuanto a su normativa, aún no hay una tipificeción para delitos como 


el tráfico de armas. 

Resulta primordial promover el desarme de la sociedad civil, y educar en 
cuanto a que, quién decida. adquirir un arma de fuego, debe estar preparado 
psicológicamente y haber recibido la capacitación, preparación y entrenamiento 
necesario para lograr un uso adecuado y racional de la misma. 

El término “tráfico de armas” conlleva necesariamente el comercio ilegal 


de armas, por lo que podemos, bajo esta denominación, contemplar el comercio ¡lega! a 
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nivel interno y a nivel intemacional, dependiendo del alcance que pretendamos 
atribuirle a la palabra tráfico. 

En este trabajo, se optó por elaborar dos tipos penales diferentes, uno 
relacionado al comercio ilegal que se produce dentro del territorio nacional y que se 
denominará delito de “Tráfico ilícito interno y fabricación ilegal de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados” y otro relacionado al 
comercio ¡legal que traspasa nuestras fronteras y que se denominará “Tráfico ilícito 
internacional de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados”, 

Esta decisión fue adoptada en virtud de la definición de “Tráfico Ilicito” 
proporcionada por el artículo 2 de la “Convención Interamericana Contra la Fabricación 
y el Tráfico lícito de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales 
Relacionados”, aprobada por Ley 17.300. 

Debemos resaltar que no podemos restringir el concepto que la 
Convención proporciona, pero sí podemos hacerlo más amplio, esto es, contemplativo 
de un número mayor de acciones en relación a las que fueron previstas a texto expreso. 

En lo que tiene que ver con el Decomiso, se consideró oportuna la 
aplicación los artículos 62 y 63 del Decreto Ley 14.294 del 31 de octubre de 1974, en la 
redacción dada por el artículo 2 de la Ley 18.494 del 05 de junio de 2009, por ser un 
texto ampliamente aplicable a estos nuevos tipos penales. 

Siguiendo el mismo criterio, pueden ser de aplicación los artículos 4, $, 6 
y 7 de la Ley 18,494 del 05 de junio de 2009, en cuanto a las Técnicas de Investigación. 

Otro punto que debe resolverse, refiere a la competencia de los Juzgados 
para atender estos delitos. Para el delito de tráfico internacional, se entendió 
conveniente, que sean competentes exclusivamente los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia Especializados en Crimen Organizado, ya que la propia naturaleza del delito 
indica que debió haber sido cometido por una organización criminal. 

En lo que refiere al delito de tráfico interno y fabricación ¡legal de armas, 
se sugiere que sea competencia de los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
Especializados en Crimen Organizado, siempre que el tipo penal, involucre a una 
organización criminal, en el resto de los casos debería ser competencia de los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal. 

Se incluirá a texto expreso en el proyecto, que el Ministerio del Interior 
deberá tener acceso a la información que surge del banco de datos del Ministerio de 
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Defensa, en lo que reúere al registro de las armas de fuego, así como también los datos 
de los titulares de las mismas. Dicha previsión responde a la necesidad del Ministerio 
del Interior de contar con información inmediata, clara y veraz, que le permita actuar de 
forma inmediata al momento de llevarse a cabo un procedimiento policial y se detecte la 
posesión o tenencia de armas de fuego. 

El acceso a este tipo de información permitirá dotar a los procedimientos 
policiales de mayor agilidad, eficacia y eficiencia; repercutiendo en forma directa en la 
actividad judicial. No se debe dejar de precisar, que creadas estas nuevas figuras 
delictivas, la autoridad policial al momento de detectar un arma de fuego, debe 
necesariamente contar con la información adecuada que le permita corroborar en tiempo 
y forma si la misma se encuentra registrada, requerida y a quien pertenece. Si su 
tenencia o porte es legítimo. | 

En nuestro Código Penal, en el Capítulo TV — “De las faltas contra la 
integridad física”, en el artículo 365 ,-nral, 12”, se encuentra tipificado como falta 'y no 
como delito el “Uso y retención ilícita de armas”, siendo pasible de una pena de multa. 

De lo expuesto surge que, creándose los delitos de tráfico de armas, la 
línea divisoria entre la tipificación de la conducta antijurídica como falta o como delito 
es muy delgada. Lo cual a posteriori, generara importantes inconvenientes a los fiscales 
y a los jueces al momento de encuadrar la conducta dentro del tipo previsto para el 
delito y no para la falta. Por supuesto, que los abogados de la defensa insistirán que se 
ha cometido la falta del artículo 365,” nral. 12 y no el delito de tráfico de armas; 


La figura del delito de tráfico ya contempla el accionar previsto como 


falta en el artículo 365,. nral.. 12 además de agregar otros. Para que la creación de estos 
nuevos delitos sea plenamente eficaz, debería derogarse la falta prevista en el artículo 
365, “nral: 12 del Código Penal, porque de mantenerse vigente, desvanecería o 
desnaturalizaría la razón de la existencia de las nuevas figuras penales. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese cuerpo con su mayor 


consideración. 


JOSÉ MUJIC 
Presidcme de la República 
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PREV [ROL Y RE N C 


ILÍCITO DE ARMAS 


Artículo 1. Tráfico ilícito internacional de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados, El que realizare la importación, 


exportación, adquisición, venta, entrega, distribución, traslado o transferencia de armas 
de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados desde o a través del 
territorio nacional a otro Estado sin obtener previamente la autorización de todos los 
Estados concernidos, será castigado con tres a doce años de penitenciaría. 

* Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una organización criminal, la 
pena será aumentada en un tercio. 


Artículo 2. Tráfico ilícito interno y fabricación ilegal de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados: El que de cualquier modo 


adquiriere, alquilare, recibiere, transportare, distribuyere, ocultare, tuviere en depósito, 
fabricare, produjere, creare, armare, ensamblare o reensamblare, adulterare, vendiere, o 
de cualquier forma utilizare, armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados sin autorización o contraviniendo las normas legales y/o reglamentarias, 
será castigado con una pena de 24 meses de prisión a 6 años de penitenciaria. 

Si el delito hubiera sido cometido por quien integra una organización criminal, la 


pena será aumentada en un tercio. 


Artículo 3. Técnicas de investigación: Serán de aplicación los artículos 4, S, 6 


y 7 de la Ley 13,494 del OS de junio de 2009, cuando el delito sea competencia de los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado. 
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Artículo 4.- Decomiso: Serán de aplicación para ambos delitos, los artículos 62 
y 63 del Decreto Ley 14.294 del 31 de octubre de 1974, en la redacción dada por el 


artículo 2 de la Ley 18,494 del 05 de junio de 2009. 


Artículo 5. Destino: Las armas de fuego, accesorios, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados, que fueran decomisados serán destruidos, salvo, aquellos 
que pudieran ser utilizados por el Ministerio del Interior o por el Ministerio de Defensa 
Nacional para el cumplimiento de sus funciones, según lo establecido en las normas 


relativas a dicha materia. 


Artículo 6. Competencia; Ampliase la competencia de los Juzgados Letrados de 
Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado prevista por el artículo 414 de 
la Ley 18.362 del 6 de octubre de 2008, incorporándose el delito de “Tráfico ilícito 
internacional de armas de fuego, accesorios, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados”. 

Incorporase el delito de “Tráfico ilícito intemo y fabricación ilegal de armas de 
fuego, accesorios, municiones, explosivos y otros materiales relacionados”, cuando 
exista participación de una organización criminal. 


Articulo 7. Base de datos del Ministerio de Defensa Nacional: El Ministerio 


de Defensa Nacional, a través del Servicio de Material y Armamento, brindará al 
Ministerio del Interior la información relativa a las armas de fuego requeridas y la 
identificación de sus titulares. 


Artículo $. Derogación expresa: Derógase el numeral 12? del artículo 365* del 


* Código Penal. 


Artículo 9: Concédase un plazo de seis meses, a contar desde la fecha de 


entrada en vigencia de la presente Ley, a efectos de que: 
2) Quienes posean armas de fuego en forma ilegal o antireglamentaria 


regularicen su situación ante los organismos correspondientes. 
b) Efecrúen la entrega voluntaria de las mismas en el Servicio de Material y 


Armamento dc! Ministerio de Defensa Nacional. 
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Disposiciones citadas y relacionadas 


CÓDIGO PENAL 


LIBRO 1 


TITULO | 
PARTE GENERAL 


CAPITULO Il 
De la aplicación de las leyes penales 


Artículo 12. (Régimen en el caso de que la pena más benigna fuese la 
extranjora y ósta no se hallaro comprendida on la legislación nacional).- Si la 
pena más benigna fuese la extranjera y ésta no se hallare admitida en el Uruguay, se 
aplicará la pena que más se le aproxime, en concepto del Juez. 


TITULO il 
DELITOS CONTRA LA PAZ PUBLICA 


CAPITULO 1 


5. (Porte y tenencia de armas).- El que portare o tuviere en su 
poder armas cuyos signos de identificación hubieren sido alterados o suprimidos, o 
cuyas características o munición hubieren sido alteradas, en forma circunstancial o 
permanente, de manera tal de aumentar significativamente su capacidad de daño será 
castigado con tres a dieciocho meses de prisión o multa equivalente, pena por la cual 
optará el Juez según las circunstancias del caso, 


Fuente: Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995, 
artículo 15 


LIBRO Ill 
TITULO | - DE LAS FALTAS 
CAPITULO IV - DE LAS FALTAS CONTRA LA INTEGRIDAD FISICA 


Artículo 365 
Será castigado con 10 UR. (diez unidades reajustables) a 100 U.R, (cien unidades 
reajustables) de multa o prisión equivalente: 


1, (Omisión de señales o reparos, en lugares públicos, en defensa de las 
personas). El que omita colocar las señales y reparos prescriptos por la ley o 
la autoridad para defender a las personas en un lugar de tránsito público, o 
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remueva dichas señales o reparos o apague los faroles colocados como 
señal. 


2, (Arrojamiento de coses o substancias en lugares de tránsito público, en 
detrimento de las personas). El que arroja en un lugar de tránsito público, o 
en un lugar privado, pero por donde circulan personas, cosas susceptibles de 
lesionar, ensuciar o molestar, * 


3, (Suspensión de cosas en lugares de tránsito público, en detrimento de las 
personas). El que suspende en un lugar de tránsito público, o en un lugar 
privado por donde circulan personas, objetos cuya caída es susceptible de 
lesionar, ensuciar o molestar. 


4, Derogado 


5. (Asustamiento de animales en lugares públicos). El que asustando animales 
en un lugar público o accesible al públicc, pusiere en peligro las personas o 
las propiedades. 


6. (Velocidad excesiva en la conducción de animales o vehículos). El que en 
lugares de tránsito público condujere animales o vehículos con velocidad 
excesiva o prohibida por las ordenanzas. 


7. (Omisión de reparos y defensas en las máquinas). El que omitiere los reparos 
o defensas impuestos por la prudencia, para prevenir el peligro emanado de 
las máquinas y calderas de vapor. 


8. (Omisión de precauciones en el uso de calderas). El que usare calderas de 
vapor nuevas o restauradas, sin haber adoptado previamente las medidas 
destinadas a evitar su explosión. 


9. (Introducción, depósito, venta, etc., clandestina, de substancias explosivas). 
El que sin permiso de la autoridad o sin las debidas precauciones, fabrica o 
introduce en el país o tiene en depósito, o vende o transporta materias 
explosivas. 


10. (Omisión por el dueño, de precauciones, respecto de las construcciones 
ruinosas). El propietario poseedor o encargado de un edificio que descuidare 
la reparación o demolición de una construcción que amenazare caerse. 


11. (Omisión, por el director de una obra, de las precauciones debidas). El 
director de la construcción o demolición de una obra, que omitiere las 
medidas adecuadas, en defensa de las personas y de las propiedades. 


12. (Uso y retención ilícita de armas). El que usare armas, sin estar facultado 
para ello, o retuviere aquéllas cuya tenencia se hallare prohibida. 


13. (Disparo de armas de fuego y de petarcos en poblado), El que dentro de 
lo o en sitio público, o frecuentado, disparare armas de fuego, petardos, 
u otros proyectiles, que causaren peligro o alarma. 


14. (Omisión en la guarda de un enfermo mental peligroso). El encargado de una 
persona afectada de una enfermedad mental o psíquica, que descuidare su 
vigilancia, cuando ello representare un peligro para el enfermo o para los 
demás. 


15. (Omisión en la denuncia de un enfermo mental peligroso). El médico que 
habiendo asistido o examinado a una persona afectada de una enfermedad 
mental o psíquica que represente un peligro para el enfermo o para los 
demás, omitiere dar aviso a la autoridad. 


16. (Hipnotismo o letargia ilícitas). El que coloca a otro con su consentimiento en 
un estado de letargía o de hipnosis, o lo somete a un tratamiento que suprima 
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la conciencia o la voluntad, cuanao ae necno pueaa aerwvarse un cano para 
el paciente, 

La disposición no se aplica cuando el hecho se ejecutare por un médico con un 
fin cientifico o terapéutico. 


17, El que ocupare los lugares reservados para las personas con discapacidad 
en los estacionamientos de vehículos sin tener la condición de tal. 


FUENTE: Ley WN” 15.903, de 10 de novembre de 1987, 
articulo 216. 


Numeral 4 - Ley N* 16,088, de 25 de octubre de 1989, 
artículo 12 


Numeral 17 - Ley N” 18.651, de 19 de febrero de 2010, 
artículo 87, 
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Ley N* 18.996, 
de 7 de noviembre de 2012 


SECCIÓN IV 
INCISOS DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL 
INCISO 08 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 


Artículo 141.- Los titulares de servicios de radiodifusión de radio, los titulares 
de servicios de radiodifusión de televisión abierta, los titulares de servicios de 
televisión para abonados en sus señales propias y las señales de televisión 
cuya programación sea establecida en Uruguay y que sean difundidas o 
distribuidas por servicios para abonados, deberán permitir el uso gratuito de 
hasta quince minutos diarios, no acumulables, para realizar campañas de bien 
público sobre temas tales como salud, educación, niñez y adolescencia, 
convivencia, seguridad vial y derechos humanos, por parte de organismos 
públicos y personas públicas no estatales, de acuerdo a lo dispuesto por el 
Poder Ejecutivo. La Secretaria de Comunicación Institucional creada por el 
artículo 55 de la Ley N” 18,362, de 6 de octubre de 2008, recepcionará las 
solicitudes correspondientes y ejercerá la coordinación de las mismas a efectos 
de tramitar su autorización mediante resolución del Presidente de la República, 
previa intervención del Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


Dichas campañas no podrán utilizarse para fines propagandísticos de los 
partidos políticos ni podrán incluir la voz, imagen o cualquier otra referencia que 
individualice a funcionarios públicos que ocupen cargos electivos o de 
particular confianza. 


La Unidad Reguladora de los Servicios de Comunicación (URSEC) estará a 
cargo de controlar su aplicación. 


617-C.S. 
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Ley N* 18,494, 
de 5 de junio de 2009 


Artículo 1*.- Sustitúyense los artículos 1%, 2%, 3%, 6*, 7%, 8”, 14, 16 y 19 de la 
Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, por los siguientes: 


"ARTÍCULO 1? - Todas las personas fisicas o jurídicas sujetas al contro! del 
Banco Central del Uruguay estarán obligadas a informar las transacciones, 
realizadas o no, que en los usos y costumbres de la respectiva actividad 
resulten inusuales, se presenten sin justificación económica o legal evidente 
o se planteen con una complejidad inusitada o injustificada. También deben 
ser informadas las transacciones financieras que involucren activos sobre 
cuya procedencia existan sospechas de ilicitud, a efectos de prevenir el 
delito de lavado de activos tipificado en los artículos 54 y siguientes del 
Decreto-Ley N* 14294, de 31 de octubre de 1974 -incorporados por el 
artículo 5% de la Ley N* 17.016, de 22 de octubre de 1998- y de prevenir 
asimismo el delito tipificado en el artículo 16 de la presente ley. En este 
último caso, la obligación de informar alcanza incluso a aquellas operaciones 
que -aun involucrando activos de origen licito- se sospeche que están 
vinculadas a las personas físicas o juridicas comprendidas en el artículo 16 
de la presente ley o destinados a financiar cualquier actividad terrorista. 


La información deberá comunicarse a la Unidad de Información y Análisis 


Financiero (UIAF) del Banco Central del Uruguay, en la forma que éste 
reglamentará. 


La obligación de informar comprenderá asimismo a: i) las empresas que 
presten servicios de arrendamiento y custodia de cofres de seguridad, de 
transporte de valores y de transferencia o envío de fondos; ii) los fiduciarios 
profesionales y ¡li) las personas físicas o jurídicas que, en forma profesional, 
presten desde Uruguay asesoramiento en materia de inversiones, 
colocaciones y otros negocios financieros a clientes, cualesquiera sea su 
residencia o nacionalidad. La supervisión de la actividad de estos sujetos 
obligados estará a cargo del Banco Central del Uruguay. 


El incumplimiento de la obligación de informar determinará la aplicación, 
según las circunstancias del caso, de las sanciones y' medidas 
administrativas previstas en el Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 
1982, con la redacción dada por la Ley N* 16.327, de 11 de noviembre de 
1992 y las modificaciones introducidas por las Leyes N* 17.523, de 4 de 
agosto de 2002 y N* 17.613, de 27 de diciembre de 2002”. 


"ARTÍCULO 2*.- Con las mismas condiciones también estarán sujetos a la 
obligación establecida en el artículo anterior: 
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1) los casinos, 


11) las inmobiliarias y otros intermediarios en transacciones que involucren 
inmuebles, 


II) los escribanos, cuando lleven a cabo operaciones para su cliente, 
relacionadas con las actividades siguientes: 


a. compraventa de bienes inmuebles; 
b. administración del dinero, valores u otros activos del cliente; 
c. administración de cuentas bancarias, de ahorro o valores; 


d. organización de aportes para la creación, operación o administración 
de sociedades; 


e. creación, operación o administración de personas jurídicas u otros 
institutos jurídicos y 


f compraventa de establecimientos comerciales. 
IV) los rematadores, 


V) las personas físicas o jurídicas dedicadas a la compra y la venta de 
antigúedades, obras de arte y metales y piedras preciosos, 


VI) los explotadores de zonas francas, con respecto a los usos y actividades 
que determine la reglamentación; 


VII) las personas fisicas o juridicas que a nombre y por cuenta de terceros 
realicen transacciones o administten en forma habitual sociedades 
comerciales. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer, por vía reglamentaria, los 
requisitos que deberán cumplir estos sujetos obligados, para el registro de 
transacciones, el mantenimiento de los respectivos asientos y la debida 
identificación de los clientes. Cuando los sujetos obligados participen en un 
organismo gremial que por el número de sus integrantes represente 
significativamente a la profesión u oficio de que se trate, el organismo de 
control en materia de lavado de dinero y financiamiento del terrorismo podrá 
coordinar con dichas entidades la mejor manera de instrumentar el 
cumplimiento por parte de los agremiados o asociados de sus obligaciones 
en la materia. Si no existieran dichas entidades, el órgano de control podrá 
crear comisiones interinstitucionales cuya integración, competencia y 
funcionamiento serán establecidos por la reglamentación. 
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El incumplimiento de las obligaciones previstas en el presente artículo 
determinará la aplicación por parte del Poder Ejecutivo de una multa mínima 
de 1.000 Ul (mil Unidades Indexadas) y una multa máxima de 20:000.000 Ul 
(veinte millones de Unidades indexadas) según las circunstancias del caso, 
la conducta y el volumen de negocios habituales del infractor y previo 
informe de la Unidad de Información y Análisis Financiero del Banco Central 
del Uruguay”. 


“ARTÍCULO 3*.- La comunicación será reservada. Ningún sujeto obligado, 
incluyendo las personas relacionadas contractualmente con él, podrá poner 

. en conocimiento de las personas participantes o de terceros las actuaciones 
e informes que sobre ellas realicen o produzcan, en cumplimiento de la 
obligación impuesta en los artículos 1?, 2" y 17 de la presente ley. 


Una vez recibido el reporte, la Unidad de Información y Análisis Financiero 
podrá instruir a quien lo haya formulado sobre la conducta a seguir con 
respecto a las transacciones de que se trate y a la relación comercial con el 
cliente. Si en el plazo de tres días hábiles la Unidad no imparte instrucciones, 
el obligado podrá adoptar la conducta que estime más adecuada a sus 
intereses, 


Toda vez que la Unidad de Información y Análisis Financiero reciba un 
reporte de operación sospechosa deberá guardar estricta reserva respecto 
de la identidad del sujeto obligado que lo haya formulado, así como de la 
identidad del firmante del mismo. Esta información sólo será revelada a 
instancias de la justicia penal competente, por resolución fundada, cuando 
ésta entienda que resulta relevante para la causa". 


"ARTÍCULO 6”.- La Unidad de Información y Análisis Financiero, por 
resolución fundada, podrá instruir a las instituciones sujetas al control del 
Banco Central del Uruguay para que impidan, por un plazo de hasta setenta 
y dos horas, lá realización de operaciones sospechosas de involucrar fondos 
cuyo origen proceda de los delitos cuya prevención procura la presente ley. 
La decisión deberá comunicarse inmediatamente a la Justicia Penal 
competente, la cual, consideradas las circunstancias del caso, determinará si 
correspondiere, sin previa notificación, la inmovilización de los activos de los 
partícipes. La resolución que adopte el Juez Penal competente, sea 
disponiendo o denegando la inmovilización de los fondos, será comunicada a 
la Unidad de Información y Análisis Financiero, la que a su vez deberá. 
ponerla en conocimiento de las instituciones sujetas al control del Banco 
Central del Uruguay involucradas”. 


"ARTÍCULO 7”.- Sobre la base del principio de reciprocidad, el Banco Central 
del Uruguay, a través de la Unidad de Información y Análisis Financiero, 
podrá intercambiar información relevante para la investigación de los delitos 
de lavado de activos y financiación del terrorismo con las autoridades de 
otros Estados que, ejerciendo competencias homólogas, lo soliciten 
fundadamente. Con esa finalidad, podrá además suscribir memorandos de 
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entendimiento. Para este efecto, sólo se podrá suministrar información 
protegida por normas de confidencialidad si se cumplen los siguientes 
requisitos: 


A) El organismo requirente se comprometerá a utilizar la información al solo 
y específico objeto de analizar los hechos constitutivos del lavado de 
activos originados en delitos precedentes que estén incluidos en el 
artículo 8%, asi como del delito previsto por el artículo 16 de la presente 
ley, 


B) respecto a la información y documentación que reciban, tanto el 
organismo requirente como sus funcionarios, deberán estar sometidos a 
las mismas obligaciones de secreto profesional que rigen para la Unidad 
de Información y Análisis Financiero y sus funcionarios; 


C) los antecedentes suministrados sólo podrán ser utilizados en un proceso 
penal o administrativo en el Estado requirente, previa autorización de la 
Justicia Penal del país requerido, que se otorgará de acuerdo con las 
normas de cooperación jurídica internacional". 


"ARTÍCULO 8”.- Los delitos tipificados en los artículos 54 a 57 del Decreto- 
Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, se configurarán también cuando 
su objeto material sean los bienes, productos o instrumentos provenientes de 
delitos A por nuestra legislación vinculados a las siguientes 
actividades: 


1. crimenes de genocidio, crimenes de guerra y de lesa humanidad 
tipificados por la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 2006; 


2. terrorismo; 
3. financiación del terrorismo; 


4. contrabando superior a U$S 20.000 (veinte mil dólares de los Estados 
Unidos de América); 


5. tráfico ¡lícito de armas, explosivos, municiones o material destinado a su 
producción; 


6. tráfico ilícito de órganos, tejidos y medicamentos; 
7. tráfico ilícito y trata de personas; 


8. extorsión; 
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9. secuestro; 
10. proxenetismo; 
11. tráfico ilícito de sustancias nucleares; 
12. tráfico ilícito de obras de arte, animales o materiales tóxicos; 
13. estafa; 
14. apropiación indebida; 


15. los delitos contra la Administración Pública incluidos en el Título IV del 
Libro Il del Código Penal y los establecidos en la Ley N* 17.060, de 23 de 
diciembre de 1998 (delitos de corrupción pública): 


16. quiebra fraudulenta; 
17. insolvencia fraudulenta; 


18. el delito previsto en el artículo 5% de la Ley N* 14.095, de 17 de 
noviembre de 1972 (insolvencia societaria fraudulenta); 


19. los delitos previstos en la Ley N* 17.011, de 25 de setiembre de 1998 y 
sus modificativas (delitos marcarios); 


20. los delitos previstos en la Ley N* 17.616, de 10 de enero de 2003 y sus 
modificativas (delitos contra la propiedad intelectual); 


21. las conductas delictivas previstas en la Ley N* 17.815, de 6 de setiembre 
de 2004, en los artículos 77 a 81 de la Ley N” 18.250, de 6 de enero de 
2008 y todas aquellas conductas ilícitas previstas en el Protocolo 
Facultativo de la Convención de los Derechos del Niño sobre venta, 
prostitución infantil y utilización en pornografía o que refieren a trata, 
tráfico o explotación sexual de personas; 


22. la falsificación y la alteración de moneda previstas en los artículos 227 y 
228 del Código Penal”. 


"ARTÍCULO 14.- Decláranse de naturaleza terrorista los delitos que se 
ejecutaren con la finalidad de intimidar a una población u obligar a un 
gobierno o a una organización internacional, a realizar un acto o a 
abstenerse de hacerlo mediante la utilización de armas de guerra, 
explosivos, agentes químicos o bacteriológicos o cualquier otro medio idóneo 
para aterrorizar a la población, poniendo en peligro la vida, la integridad 
física, la libertad o la seguridad de un número indeterminado de personas. La 
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conspiración y los actos preparatorios se castigarán con la tercera parte de la 
pena que correspondería por el delito consumado”. 


"ARTÍCULO 18.- El que organizare o, por el medio que fuere, directa o 
indirectamente, proveyere o recolectare fondos para financiar una 
organización terrorista o a un miembro de ésta o a un terrorista individual, 
con la intención que se utilicen o a sabiendas que serán utilizados, en todo o 
en parte, en las actividades delictivas descritas en el artículo 14 de la 
presente ley, independientemente de su acaecimiento y aun cuando ellas no 
se desplegaren en el territorio nacional, será castigado con una pena de tres 
a dieciocho años de penitenciaria". ; 


"ARTÍCULO 19.- Todas las personas físicas o jurídicas sujetas al control del 
Banco Central del Uruguay que transporten dinero en efectivo, metales 
preciosos u otros instrumentos monetarios a través de la frontera por un 
monto superior a U$S 10.000 (diez mil dólares de los Estados Unidos de 
América) deberán comunicarlo al Banco Central del Uruguay, en la forma en 
que determinará la reglamentación que éste dicte. 


Toda otra persona que transporte dinero en efectivo, metales preciosos u 
otros instrumentos monetarios a través de la frontera por un monto superior a 
U$S 10.000 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) deberá 
declarario a la Dirección Nacional de Aduanas, en la forma que determinará 
la reglamentación. 


El incumplimiento de esta obligación determinará, para los sujetos 
comprendidos en el inciso primero del presente artículo, la aplicación de las 
sanciones establecidas en el artículo 1? de la presente ley; para los 
señalados en el inciso segundo, la imposición de una multa por parte del 
Poder Ejecutivo, cuyo máximo podrá ascender hasta el monto de la cuantia 
no declarada, consideradas las circunstancias del caso. 


Constatado el transporte de fondos o valores en infracción a lo dispuesto 
en el presente artículo, la autoridad competente procederá a su detención, 
adoptará inmediatamente las medidas pertinentes a efectos de la instrucción 
del correspondiente procedimiento administrativo y solicitará, dentro de las 
cuarenta y ocho horas hábiles siguientes, las medidas cautelares necesarias 
para asegurar el derecho del Estado al cobro de la multa prevista en el 
inciso precedente. El Juez fijará el término durante el cual se mantendrán las 
medidas decretadas, el que no podrá ser mayor a seis meses y que podrá 
ser prorrogado cuando resultare insuficiente por causas no imputables a la 
Administración. Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, la 
autoridad competente solicitará inmediatamente la orden judicial de 
incautación, cuando existan sospechas fundadas de que los fondos o valores 
no declarados provienen de alguno de los delitos tipificados en la presente 
ley, aun cuando hayan sido cometidos en el extranjero, bajo la condición de 
que la conducta constituye también delito en la ley uruguaya. La prueba de 
un origen diverso producida por el titular de los fondos o valores incautados 
determinará la devolución de los mismos, sin perjuicio de las medidas 
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cautelares que se dispusieren para asegurar el pago de la multa prevista en 
este artículo, La resolución judicial que deniegue la devolución será apelable, 
aun en elapa presumarial”. 


Artículo 2*.. Sustitúyense los artículos 62 y 63 del Decreto-Ley N* 14.294, de 
31 de octubre de 1974, en la redacción dada por el artículo 5% de la Ley 
N?* 17.016, de 22 de octubre de 1998, por los siguientes: 


"ARTÍCULO 62. (Medidas cautelares). 


62.1. (Universalidad de la aplicación). El tribunal penal competente adoptará 
por resolución fundada, de oficio o a solicitud de parte, en cualquier estado 
de la causa e incluso en el presumario, las medidas cautelares necesarias 
para asegurar la disponibilidad de los bienes sujetos a eventual decomiso 
como consecuencia de la comisión de cualquiera de los delitos previstos en 
la presente ley o delitos conexos con éstos. 


En el caso de que las medidas cautelares sean adoptadas durante la etapa 
presumarial, éstas caducarán de pieno derecho si, en un plazo de dos años 
contados desde que las mismas se hicieron efectivas, el Ministerio Público 
no solicita el enjuiciamiento. 


62.2. (Procedencia). Las medidas cautelares se adoptarán cuando el tribunal 
penal competente estime que son indispensables para la protección del 
derecho del Estado de disponer de estos bienes una vez decomisados y 


siempre que exista peligro de lesión o frustración del mismo por la demora 
del proceso. 


En ningún caso se exigirá contracautela pero el Estado responderá por los 
daños y perjuicios causados por las medidas cautelares adoptadas, si los 
bienes afectados no son finalmente decomisados. 


La Junta Nacional de Drogas podrá requerir al Ministerio Público que 
solicite la acopción de medidas cautelares sobre los bienes y productos del 
delito que le pudieran ser adjudicados por sentencia. 


62.3. (Facultades del tribunal). El tribunal penal competente podrá: 


a) apreciar la necesidad de la medida, pudiendo disponer otra si la entiende 
más eficiente; 


b) establecer su alcance y término de duración; y 


c) disponer la modificación, sustitución o cese de la medida cautelar 
adoptada. 


62.4. (Recursos). Las medidas se adoptarán en forma reservada y ningún 
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incidente o petición podrá detener su cumplimiento. 


Si el afectado no hubiese tomado conocimiento de las medidas adoptadas 
en forma completa y concreta con motivo de su ejecución, se le notificarán 
una vez cumplidas. 


La providencia que admita, deniegue o modifique una medida cautelar será 
recurrible mediante recursos de reposición y apelación, pero la interposición 
de los mismos no suspenderá su ejecución. 


62.5. (Medidas específicas). El tribunal penal competente podrá disponer 
las medidas que estime indispensables, entre otras, la prohibición de 
innovar, la anotación preventiva de la litis, los embargos y secuestros, la 
designación de veedor o auditor, la de interventor o cualquier otra que sea 
idónea para el cumplimiento de la finalidad cautelar. 


La resolución que disponga una intervención fijará su plazo y las facultades 
del interventor debiéndosa procurar, en lo posible, la continuidad de la 
explotación intervenida. El tribunal fijará la retribución del interventor la cual, 
si fuere mensual, no podrá exceder de la que percibiere en su caso un 
gerente con funciones de administrador en la empresa intervenida, la que se. 
abonará por el patrimonio intervenido y se imputará a la que se fije como 
honorario final. 


62.6. (Medidas provisionales). El tribunal penal competente podrá adoptar, 
como medida provisional o anticipada, el remate de los bienes que se 
hubieran embargado o, en general, se encontraren sometidos a cualquier 
medida cautelar, que corran riesgo de perecer, dateriorarse, depreciarse o 
desvalorizarse o cuya conservación irrogue penuicios o gastos 
desproporcionados a su valor. 


En estos casos, el tribunal penal competente podrá disponer su remate y 
depositar el producto en unidades indexadas u otra unidad de medida que 
permita asegurar la preservación del valor, a la orden del tribunal y bajo el 
rubro de autos”. 


"ARTÍCULO 63. (Decomiso).- 


63.1. (Concepto). El decomiso es la privación con carácter definitivo de 
algún bien, producto o instrumento, por decisión del tribunal penal 
competente a solicitud del Ministerio Público, como consecuencia jurídica 
accesoria de la actividad ilícita. La providencia ejecutoriada que lo cisponga 
constituirá título de traslación del dominio y se inscribirá en los Registros 
Publicos correspondientes. 


63.2. (Ámbito objetivo). En la sentencia definitiva de condena por alguno de 
los delitos previstos en la presente ley o delitos conexos, el tribunal penal 
competente dispondrá, a solicitud del Ministerio Público, el decomiso de: 
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a) los estupefacientes y sustancias psicotrópicas prohibidas que fueran 
incautadas en el proceso; 


b) los bienes o instrumentos utilizados para cometer el delito o la actividad 
preparatoria punible; 


c) los bienes y productos que procedan del delito; 


d) los bienes y productos que procedan de la aplicación de los provenientes 
del delito, comprendiendo: los bienes y productos en los que se hayan 
transformado o convertido los provenientes del delito y los bienes y 
productos con los que se hayan mezclado los provenientes del delito 
hasta llegar al valor estimado de éstos; 


e) los ingresos u otros beneficios derivados de los bienes y productos 
provenientes del delito. 


63.3. (Decomiso por equivalente). Cuando tales bienes, productos e 
instrumentos no pudieran ser decomisados, el tribunal penal competente 
dispondrá el decomiso de cualquier otro bien del condenado por un valor 
equivalente o, de no ser ello posible, dispondrá que aquél pague una multa 
de idéntico valor. 


63.4. (Decomiso de pleno derecho). Sin perjuicio de lo expresado, el tribunal 
penal competente, en cualquier etapa del proceso en la que el indagado o 
imputado no fuera habido, librará la orden de prisión respectiva y 
transcurridos seis meses sin que haya variado la situación, caducará todo 
derecho que el mismo pueda tener sobre los bienes, productos o 
instrumentos que se hubiesen cautelarmente incautado, operando el 
decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la 
inmovilización de activos al amparo de lo edictado por el articulo 6* de la Ley 
N* 17 835, de 23 de setiembre de 2004, si sus titulares no ofrecieran prueba 
de que los mismos tienen un origen diverso a los delitos previstos en la 
presente ley o delitos conexos en un plazo de seis meses, caducará todo 
derecho que pudieran tener sobre los fondos inmovilizados, operando el 
decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la 
incautación de fondos o valores no declarados, al amparo de lo edictado por 
el artículo 19 de la Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, si sus 
titulares no ofrecieran prueba que los mismos tienen un origen diverso a los 
delitos previstos en la presente ley o delitos conexos en un plazo de seis 
meses, caducará todo derecho que pudieran tener sobre los fondos 
inmovilizados, operando el decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que se produjere el hallazgo de bienes o productos 
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provenientes de delitos tipificados en la presente ley o delitos conexos, si en 
el plazo de seis meses no compareciere ningún interesado, operará el 
decomiso de pleno derecho. 


63.5. (Ámbito subjetivo). El decomiso puede alcanzar los bienes enumerados 
en los incisos anteriores de los que el condenado per alguno de los delitos 
previstos en la presente ley o delitos conexos sea el beneficiario final y 
respecto de cuya ¡legítima procedencia no haya aportado una justificación 
capaz de contradecir los indicios recogidos en la acusación, siempre que el 
valor de los mencionados bienes sea desproporcionado respecto de la 
actividad lícita que desarrolle y haya declarado. Podrán ser objeto de 
decomiso el dinero, los bienes y los demás efectos adquiridos en un 
momento anterior a aquél en que se ha desarrollado la actividad delictiva del 
reo, siempre que el tribunal penal competente disponga de elementos de 
hecho aptos para justificar una conexión razonable con la misma actividad 
delictiva. 


A los fines del decomiso se considerará al concenado por los delitos 
previstos en la presente ley o conexos con éstos, beneficiano final de los 
bienes, aun cuando figuren a nombre de terceros c de cualquier otro modo 
posea, a través de persona física o jurídica intermedia. 


La determinación y el alcance objetivo y subjetivo del decomiso serán 
resueltos por el tribunal penal competente”. 


Artículo 3% - En los procesos de competencia de los Juzgados Letrados de 
Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado, la reserva no regirá el 
plazo de un año que establece el artículo 113 del Código del Proceso Penal a 
ios efectos del diligenciamiento de prueba que, por su naturaleza, deba 
producirse sin conocimiento del indagado. 


Artículo 4? - Sustitúyense los artículos 9? a 12 de la Ley N* 17.835, de 23 
setiembre de 2004, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 9”. (Entrega vigilada). 


9.1. Con fines de investigación, a requerimiento del Ministerio Público, el 
Juez Penal competente podrá autorizar la circulación y entrega vigilada de 
dinero en efectivo, metales preciosos u otros instrumentos monetarios, 
sustancias tóxicas, estupefacientes, psicotrópicos, precursores u otra 
sustancia prohibida, o cualquier otro bien que pueda ser objeto de un delito 
que sea de competencia de los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
Especializados en Crimen Organizado, por resolución fundada, bajo la más 
estricta reserva y confidencialidad. 


9.2. Para adoptar estas medidas el Juez deberá tener en cuenta en cada 
caso concreto su necesidad a los fines de la investigación, según la 
importancia del delito, las posibilidades de vigilancia y el AA de mejor y 
más eficaz cooperación internacional. 
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9.3. Por entrega vigilada se entiende la técnica de permitir que remesas 
ilícitas o sospechosas de los bienes o sustancias detalladas en el 
inciso primero entren, transiten o salgan del territorio nacional, con el 
conocimiento y bajo la supervisión de las autoridades competentes, con el 
propósito de identificar a las personas y organizaciones involucradas en la 
comisión de los delitos referidos o con el de prestar auxilio a autoridades 
extranjeras con ese mismo fin. 


Las remesas ilícitas cuya entrega vigilada se haya acordado, podrán ser 
interceptadas y autorizadas a proseguir intactas o habiéndose retirado o 
sustituido total o parcialmente las sustancias ilícitas que contengan". 


Artículo 5”. (Vigilancias electrónicas).- En la investigación de cualquier delito 
se podrán utilizar todos los medios tecnológicos disponibles a fin de facilitar su 
esclarecimiento. 


La ejecución de las vigilancias electrónicas será ordenada por el Juez de la 
investigación a requerimiento del Ministerio Público. El desarrollo y la colección 
de la prueba deberá verificarse bajo la supervisión del Juez competente. El 
Juez competente será el encargado de la selección del material destinado a ser 
utilizado en la causa y la del que descartará por no referirse al objeto 
probatorio. 


El resultado de las pruebas deberá transcribirse en actas certificadas a fin de 
que puedan ser incorporadas al proceso y el Juez está obligado a la 
conservación y custodia de los soportes electrónicos que las contienen, hasta 
el cumplimiento de la condena. 


Una vez designada la defensa del intimado, las actuaciones procesales serán 
puestas a disposición de la misma para su control y análisis, debiéndose 
someter el material al indagado para el reconocimiento de voces e imágenes. 


Quedan expresamente excluidas del objeto de estas medidas las 
comunicaciones de cualquier indole que mantenga el indagado con su defensor 


y las que versen sobre cuestiones que no tengan relación con el objeto de la 
investigación. 


Artículo 6*. (Del colaborador).- 


6.1. El Ministerio Público, en cualquier etapa del proceso penal, podrá 
acordar con una persona que haya incurrido en delitos que sean competencia 
de los Juzgados Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen 
Organizado, la reducción de la pena a recaer hasta la mitad del mínimo y del 
máximo o aun no formular requisitoria según la circunstancia del caso, si: 


A) Revelare la identidad de autores, coautores, cómplices o encubridores de 
los hechos investigados o de otros conexos, proporcionando datos 
suficientes que permitan el procesamiento de los sindicados o la 
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resolución definitiva del caso J un significativo progreso de la 
investigación. 


B) Aportare informacién que permita  incautar materias primas, 
estupefacientes, dinero, sustancias inflamables o explosivas, armas o 
cualquier otro objeto o elemento que pueda servir para la comisión de 
delitos, planificarlos e incluso recuperar objetos o bienes procedentes de 
los mismos. 


A los fines de la exención de pena se valorará especialmente la información 
que permita desbaratar una organización, grupo o banda dedicada a la 
actividad delictiva de referencia. 


La reducción o exenciór de pena no procederá respecto de la pena de 
inhabilitación. 


6.2. Será condición necesaria para la aplicación de esta ley que el 
colaborador abandone la actividad delictiva o la asociación ilícita a la que 
pertenece. 


6.3. La declaración del colaborador deberá prestarse dentro de los 180 días 
en que manifestó su voluntad de acogerse al beneficio. En esa declaración el 
colaborador deberá revelar toda la información que posea para la 
reconstrucción de los hechos y la individualización y captura de los autores, 


Artículo 7”. (Agentes encublertos).- 


7.1. A solicitud del Ministerio Público y con la finalidad de investigar los delitos 
que ingresan en la órbita de su competencia, los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia Especializados en Crimen Organizado podrán, mediante resolución 
fundada, autorizar a funcionarios públicos a actuar bajo identidad supuesta y a 
adquirir y transportar objetos, efectos e instrumentos de delito y diferir la 
incautación de los mismos. La identidad supuesta será otorgada por el 
Ministerio del Interior por el plazo de seis meses prorrogables por periodos de 
igual duración, quedando legítimamente habilitados para actuar en todo lo 
relacionado con la investigación concreta y a participar en el tráfico jurídico y 
social bajo tal identidad. 


La resolución por la que se acuerde deberá consignar el nombre verdadero 
del agente y la identidad supuesta con la que actuará en el caso concreto. La 
resolución será reservada y deberá conservarse fuera de las actuaciones con 
la debida seguridad. 


La información que vaya obteniendo el agente encubierto deberá ser puesta a 
la mayor brevedad posible en conocimiento de quien autorizó la investigación. 
Asimismo, dicha información deberá aportarse al proceso en su integridad y se 
valorará por el órgano judicial competente. 
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7.2. Los funcionarios públicos que hubieran actuado en una investigación con 
identidad falsa, de conformidad a lo previsto en el numeral precedente, podrán 
mantener dicha identidad cuando testifiquen en el proceso que pudiera 
derivarse de los hechos en que hubieran intervenido y siempre que se acuerde 
mediante resolución judicial motivada, siéndoles de aplicación lo previsto en los 
artículos 8% a 10 de la presente ley. Ningún funcionario público podrá ser 
obligado a actuar como agente encubierto. 


7.3, Cuando la actuación del agente encubierto pueda afectar derechos 
fundamentales como la intimidad, el domicilio o la inviolabilidad de las 
comunicaciones entre particulares, el agente encubierto deberá solicitar al 
órgano judicial competente la autorización que al respecto establezca la 
Constitución y la ley, así como cumplir con las demás previsiones legales 
aplicables. 


7.4. El agente encubierto quedará exento de responsabilidad criminal por 
aquellas actuaciones que sean consecuencia necesaria del desarrollo de la 
investigación, siempre que guarden la debida proporcionalidad con la finalidad 
de la misma y no constituyan una provocación al delito. Para poder proceder 
penalmente contra el mismo por las actuaciones realizadas a los fines de la 
investigación, el Juez competente para conocer en la causa, tan pronto como 
tenga conocimiento de la actuación de algún agente encubierto en la misma, 
requerirá informe relativo a tal circunstancia de quien hubiere autorizado la 
identidad supuesta, en atención al cual, resolverá lo que a su criterio proceda. 


Artículo 8*. (Protección de víctimas, testigos y colaboradores).- 

8.1. Los testigos, las victimas cuando actúen como tales, los peritos y los 
colaboradores en los procesos de competencia de los Juzgados Letrados de 
Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado podrán ser sometidos 
a medidas de protección cuando existan sospechas fundadas de que corre 
grave riesgo su vida o integridad física tanto de ellos como de sus familiares. 


8.2. Las medidas de protección serán las siguientes: 
1. La protección física de esas personas a cargo de la autoridad policial. 


2. Utilización de mecanismos que impidan su identificación visual por parte 
de terceros ajenos al proceso cuando debe comparecer a cualquier 
diligencia de prueba. 


3. Que sea citado de manera reservada, conducido en vehículo oficial y que 
se establezca una zona de exclusión para recibir su declaración. 


4. Prohibición de toma de fotografías o registración y divulgación de su 
imagen tanto por particulares como por los medios de comunicación. 


5. Posibilidad de recibir su testimonio por medios audiovisuales u otras 
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tecnologías adecuadas. 


5. La reubicación, el uso de otro nombre y el otorgamiento de nuevos 
documentos de identidad debiendo la Dirección Nacional de Identificación 
Civil adoptar todos los resguardos necesarios para asegurar el carácter 
secreto de estas medidas. 


7. Prohibición total o parcial de revelar información acerca de su identidad o 
paradero. 


8. Asistencia económica en casos de reubicación la que será provista con 
cargo al artículo 464, numeral 3) de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre 
de 1987. 


8.3. Las medidas de protección descriptas en el inciso anterior serán 
adoptadas por el Juez a solicitud del Ministerio Público o a petición de la 
víctima, testigo, perito o colaborador y serán extensibles a los familiares y 
demás personas cercanas que la resolución judicial determine. 


8.4. Podrán celebrarse acuerdos con otros Estados a los efectos de la 
reubicación de víctimas, testigos o colaboradores. 


8.5. Las resoluciones que se adopten en cumplimiento de los 
incisos anteriores tendrán carácter secreto y se estamparán en expediente 
separado que quedará en custodia de! Actuario del Juzgado. 


Artículo 9? - El funcionario público que, en razón o en ocasión de su cargo, 
revele las medidas de protección de naturaleza secreta, la ubicación de las 
personas reubicadas o la identidad en aquellos casos en que se haya 
autorizado el uso de una nueva, será castigado con pena de dos a seis años de 
penitenciaria e inhabilitación absoluta de dos a diez años. 


Artículo 10.- El que utilizare violencia o intimidación con la finalidad de influir 
directa o indirectamente en quien sea denunciante, parte o imputado, abogado, 
procurador, perito, intérprete o testigo para que modifique su actuación en el 
proceso o incumpla sus obligaciones con la Justicia, será castigado con la pena 
de doce meses de prisión a cuatro años de penitenciaria. Si el autor del hecho 
alcanzara su objetivo se aplicarán las reglas de la coparticipación criminal, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 80 numeral! 2” del Código Penal. 


La realización de cualquier acto atentatorio contra la vida, integridad, libertad, 
libertad sexual o bienes, como represalia de aquel que haya utilizado la 
violencia o intimidación con la finalidad de influir directa o indirectamente del 
modo previsto en el inciso primero, se considerará agravante del delito 
coord y la pena del mismo se aumentará en un tercio en su mínimo y su 
máximo. 


Artículo 11.- Sin perjuicio de lo establecido por el literal A) del articulo 32 del 
Código del Proceso Penal, procederá la extradición en los delitos establecidos 
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en el Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, los precedentes de los 
delitos tipificados en los artículos 54 a 57 del citado Decreto-Ley y los 
establecidos en la Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004. 


12.- Sustitúyese el literal A) del artículo 10 de la Ley N” 18,401, de 
22 de octubre de 2008, por el siguiente: 


"A) Recibir, solicitar, analizar y remitir a la Justicia competente, cuando 
corresponda, la información sobre transacciones financieras y otras 
informaciones que estime de utilidad a efectos de impedir los delitcs de 
lavado de activos y financiación del terrorismo previstos por la normativa 
vigente". . 


Artículo 13.- Sustitúyese el numeral 1) del inciso tercero del articulo 414 de 
la Ley N* 18,362, de 6 de octubre de 2008, por el siguiente: 


*1) Los delitos contra la Administración Pública incluidos en el Título IW del 
Libro ll del Código Penal, con excepción de los previstos en los 
artículos 171 y 173 y los establecidos en la Ley N” 17.060, de 23 de 
diciembre de 1988". 


Artículo 14. (Derogaciones).- Deróganse los artículos 21 de la Ley N* 17.335, 
de 23 de setiembre de 2004, 8* de la Ley N* 17.835, en la redacción dada por 
el artículo 28 de la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 2006, 67 del Decreto- 
Ley N” 14.294, de 31 de octubre de 1974, en la redacción dada por el 
artículo 68 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, los incisos cuarto 
y quinto del artículo 63 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, 
incorporados por el artículo 67 de la Ley N* 17,930, de 19 de diciembre de 
2005 y 125 de la Ley N* 18.046, de 24 de octubre de 2006, en la redacción 
dada por e! artículo 48 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008. 
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Ley N* 18.362, 
de 6 de octubre de 2008 


Artículo 414.- Créase en el Poder Judicial a partir del 1* de enero de 2009 dos 


cargos de Juez Letrado de Primera Instancia en la Capital con destino a la creación de 
dos nuevos Juzgados Letrados de Primera Instancia en matería Penal con 
especialización en Crimen Organizado, con sede en la ciudad de Montevideo, cuya 
competencia será la siguiente: ; 


En todo el territorio nacional, en los siguientes casos: 


1) Los delitos previstos en los artículos 54 a 57 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de 
octubre de 1974, incorporados por el artículo 5% de la Ley N* 17.016, de 22 de 
octubre de 1998 y sus modificativas. 


2) Los delitos previstos en los artículos 14 a 16 de Ley N* 17.835, de 23 de 
setiembre de 2004, en la redacción dada por la presente ley. 


3) Los delitos tributarios previstos en el Código Tributario y en el Decreto-Ley 
N* 15.294, de 23 de junio de 1982. 


4) El delito de quiebra fraudulenta. 
5) El delito de insolvencia fraudulenta. 


65) El delito previsto en el artículo 5? de la Ley N* 14.095, de 17 de noviembre de 
1972 (Insolvencia societaria fraudulenta). 


7) El delito previsto en el artículo 76 de la Ley N* 2.230, de 2 de junio de 1893. 
8) Tráfico de armas. 


9) También serán competentes para entender en los casos de inmovilización de 
activos establecidos en el articulo 6* de la Ley N* 17,835, de 23 de setiembre de 
2004, e incautación de fondos o valores no declarados al amparo del artículo 19 
de la citada ley. 


10)JLas conductas delictivas previstas en la Ley N” 17,815, de 6 de setiembre de 
2004, en los artículos 77 a 81 de la Ley N” 18.250, de 6 de enero de 2008, y 
todas aquellas conductas ilícitas previstas en el Protocolo Facultativo de la 
Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la 
prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografia o que refieran a 
trata, tráfico o explotación sexual de personas, cuando tales delitos sean 
cometidos por un grupo criminal organizado, estándose en cuanto a la definición 
de este a la ya establecida en la Ley N” 18.362, de 6 de octubre de 2008. (*) 


En los departamentos de Montevideo y Canelones en los siguientes casos: 


1) Los delitos contra la Administración Pública incluidos en el Titulo [V del Libro 11 
del Código Penal y los establecidos en la Ley N” 17.060, de 23 de diciembre de 
1998 (delitos de corrupción pública), cuyo mento real o estimado sea superior a 
US$ 20.000 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América). (*) 


2) Falsificación y alteración de moneda previstas en los artículos 227 y 228 del 
Código Penal. 


3) Cuando sean cometidos por un grupo delictivo organizado: los delitos previstos 
en los articulos 30 a 35 del Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974 y 
sus modificativas; los previstos en la Ley N” 17,011, de 25 de setiembre de 1998 
y sus modificativas; los previstos en la Ley N” 9.739, de 19 de diciembre de 1937 
y sus modificativas, los reatos de estafa y de apropiación indebida. 
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Se entiende por grupo delictivo organizado un conjunto estructurado de tres o más 
personas que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el 
propósito de cometer dichos delitos, con miras a obtener, directa o indirectamente, un: 
beneficio económico u otro beneficio de orden material, 


Cuando se trate de los delitos indicados en el inciso anterior, los Juzgados Letrados 
de Primera Instancia Especializados en Crimen Organizado tendrán competencia en 
todo el territorio nacional, si hubieran prevenido, 


Se entenderá que existió prevención cuando el Juzgado Letrado Especializado en 
Crimen Organizado hubiera iniciado una investigación criminal y a sus efectos, hubiera 
dispuesto medidas tales como entrega vigilada, vigilancia electrónica o actuación de 
agentes encubiertos o colaboradores. 


Las contiendas de competencia o excepciones de incompetencia que se planteen 
con respecto a los Juzgados Letrados de Primera instancia Especializados en Crimer 
Organizado no tendrán efecto suspersivo y lo actuado por el Juez incompetente, será. 
válido hasta que se declare por resolución firme su incompetencia. 


Los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal de todo el país que estér: 
conociendo, en cualquier etapa del procedimiento, en casos que a partir del 1? de: 
enero de 2009 son competencia exclusiva de los Juzgados Especializados, habrán de: 
continuar entendiendo en ellos hasta su finalización. 


En los casos de reiteración de delitos que correspondan al fuero especializado y a! 
común, serán competentes para entender en ellos los Juzgados Especializados . 
Consecuentemente, también serán competentes para resolver la unificación de penas; 
entre causas especiales y comunes. 


(*) FUENTE: Numeral 1*), incsso 3%) — Ley N* 18.914 de 22/06/2012, 
artículo 4% 


Numeral 10), inciso 2”) - Ley N* 18.914 de 22/05/2012, 
artículo 5* 


Incisos finales agregado/s por: Ley N” 18.514 de 26/06/2008 
artículo 1* 
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Ley N* 18.233, 
de 22 de diciembre de 2007 


PROTOCOLO CONTRA LA FABRICACIÓN Y EL TRÁFICO ILÍCITOS DE 
ARMAS DE FUEGO, SUS PIEZAS Y COMPONENTES Y MUNICIONES, 
QUE COMPLEMENTA LA CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS 

CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL 


Artículo único.- Apruébase el Protocolo contra la Fabricación y el Tráfico 
llícitos de Armas de Fuego, sus Piezas y Componentes y Municiones que 
complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional adoptado en la ciudad de Nueva York, el 31 de 
mayo de 2001, 
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CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS 
CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL 


Artículo 1 
Finalidad 


El propósito de la presente Convención es promover la cooperación para 
prevenir y combatir más eficazmente la delincuencia organizada transnacional. 


Artículo 2 
Definiciones 
Para los fines de la presente Convención: 


a) Por "grupo delictivo organizado" se entenderá un grupo estructurado de 
tres o más personas que exista durante cierto tiempo y que actúe 
concertadamente con el propósito de cometer uno o más delitos graves o 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención con miras a obtener, 
directa o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden 
material; 


b) Por "delito grave" se entenderá la conducta que constituya un delito punible 
con una privación de libertad máxima de al menos cuatro años o con una pena 
más grave; 


c) Por "grupo estructurado" se entenderá un grupo no formado fortuitamente 
para la comisión inmediata de un delito y en el que no necesariamente se haya 
asignado a sus miembros funciones formalmente definidas ni haya continuidad 
en la condición de miembro o exista una estructura desarrollada; 


d) Por "bienes" se entenderá los activos de cualquier tipo, corporales o 
incorporales, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, y los documentos o 
instrumentos legales que acrediten la propiedad u otros derechos sobre dichos 
activos; , 


e) Por "producto del delito" se entenderá los bienes de cualquier índole 
derivados u obtenidos directa o indirectamente de la comisión de un delito; 


f) Por "embargo preventivo" o “incautación” se entenderá la prohibición 
temporal de transferir, convertir, enajenar o mover bienes, o la custodia o el 
control temporales de bienes por mandamiento expedido por un tribunal u otra 
autoridad competente; 
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g) Por “decomiso” se entenderá la privación con carácter definitivo de bienes 
por decisión de un tribunal o de otra autoridad competente; 


h) Por "delito determinante" se entenderá todo delito del que se derive un 
producto que pueda pasar a constituir materia de un delito definido en el 
artículo 6 de la presente Convención; 


i) Por "entrega vigilada" se entenderá la técnica consistente en dejar que 
remesas ilícitas o sospechosas salgan del territorio de uno o más Estados, lo 
 atraviesen o entren en él, con el conocimiento y bajo la supervisión de sus 
autoridades competentes, con el fin de investigar delitos e identificar a las 
personas involucradas en la comisión de éstos; 


j) Por "organización regional de integración económica" se entenderá una 
organización constituida por Estados soberanos de una región determinada, a 
la que sus Estados miembros han transferido competencia en las cuestiones 
regidas por la presente Convención y que ha sido debidamente facultada, de 
conformidad con su procedimientos internos, para firmar, ratificar, aceptar o 
aprobar la Convención o adherirse a ella; las referencias a los "Estados Parte" 
con arreglo a la presente Convención se aplicarán a esas organizaciones 
dentro de los límites de su competencia. 


Artículo 3 
Ámbito de aplicación 


1. A menos que contenga una disposición en contrario, la presente 
Convención se aplicará a la prevención, la investigación y el enjuiciamiento de: 


a) Los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente 
Convención; y 


b) Los delitos graves que se definen en el artículo 2 de la presente 
Convención; cuando esos delitos sean de carácter transnacional! y entrañen la 
participación de un grupo delictivo organizado. 


2. Alos efectos del párrafo 1 del presente artículo, el delito será de carácter 
transnacional si: 


a) Se comete en más de un Estado; 


b) Se comete dentro de un solo Estado pero una parte sustancial de su 
preparación, planificación, dirección o control se realiza en otro Estado; 


c) Se comete dentro de un solo Estado pero entraña la participación de un 
grupo delictivo organizado que realiza actividades delictivas en más de un 
Estado; o 


d) Se comete en un solo Estado pero tiene efectos sustanciales en otro 
Estado. 
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Artículo 4 
Protección de la soberanía 


1. Los Estados Parte cumplirán sus obligaciones con arreglo a la presente 
Convención en consonancia con los principios de igualdad soberana e 
integridad territorial de los Estados, así como de no intervención en los asuntos 
internos de otros Estados. 


2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención facultará a un Estado 
Parte para ejercer, en el territorio de otro Estado, jurisdicción o funciones que el 
derecho interno de ese Estado reserve exclusivamente a sus autoridades. 


Artículo 5 
Penalización de la participación en un grupo delictivo organizado 


1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra indole que 
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan 
intencionalmente: 


a) Una de las conductas siguientes, o ambas, como delitos distintos de los 
que entrañen el intento o la consumación de la actividad delictiva: 


i) El acuerdo con una o más personas de cometer un delito grave con un 
propósito que guarde relación directa o indirecta con la obtención de un 
beneficio económico u otro beneficio de orden material y, cuando así lo 
prescriba el derecho interno, que entrañe un acto perpetrado por uno de los 
participantes para llevar adelante ese acuerdo o que entrañe la participación de 
un grupo delictivo organizado; 


li) La conducta de toda persona que, a sabiendas de la finalidad y actividad 
delictiva general de un grupo delictivo organizado o de su intención de cometer 
los delitos en cuestión, participe activamente en: 


a. Actividades ilícitas del grupo delictivo organizado; 


b. Otras actividades del grupo delictivo organizado, a sabiendas de que su 
participación contribuirá al logro de la finalidad delictiva antes descrita; 


b) La organización, dirección, ayuda, incitación, facilitación o asesoramiento 
en aras de la comisión de un delito grave que entrañe la participación de un 
grupo delictivo organizado. 


2. El conocimiento, la intención, la finalidad, el propósito o el acuerdo a que 
se refiere el párrafo 1 del presente artículo podrán inferirse de circunstancias 
fácticas objetivas. 


3. Los Estados Parte cuyo derecho interno requiera la participación de un 
grupo delictivo organizado para la penalización de los delitos tipificados con 
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arreglo al inciso ¡) del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo velarán por 
que su derecho interno comprenda todos los delitos graves que entrañen la 
panicipación de grupos delictivos organizados. Esos Estados Parte, así como 
los Estados Parte cuyo derecho interno requiera la comisión de un acto que 
tenga por objeto llevar adelante el acuerdo concertado con el propósito de 
cometer los delitos tipificados con arreglo al inciso i) del apartado a) del párrafo 
1 del presente artículo, lo notificarán al Secretario General de las Naciones 
Unidas en el momento de la firma o del depósito de su instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión 
a ella. 


Artículo 6 
Penalización del blanqueo del producto del delito 


1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios 
fundamentales de su derecho interno, las medidas legislativas y de otra indole 
que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan 
intencionalmente: 


a) i) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que esos 
bienes son producto del delito, con el propósito de ocultar o disimular el origen 
ilícito de los bienes o ayudar a cualquier persona involucrada en la comisión del 
delito determinante a eludir las consecuencias jurídicas de sus actos; 


ii) La ocultación o disimulación de la verdadera naturaleza, origen, ubicación, 
disposición, movimiento o propiedad de bienes o del legítimo derecho a éstos, 
a sabiendas de que dichos bienes son producto del delito; 


b) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico: 


i) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el 
momento de su recepción, de que son producto del delito; 


ii) La participación en la comisión de cualesquiera de los delitos tipificados 
con arreglo al presente artículo, así como la asociación y la confabulación para 
cometerios, el intento de cometerlos, y la ayuda, la incitación, la facilitación y el 
asesoramiento en aras de su comisión. 


2. Para los fines de la aplicación o puesta en práctica del párrafo 1 del 
presente artículo: 


a) Cada Estado Parte velará por aplicar el párrafo 1 del presente artículo a la 
gama más amplia posible de delitos determinantes; 


b) Cada Estado Parte incluirá como delitos determinantes todos los delitos 
graves definidos en el artículo 2 de la presente Convención y los delitos 
tipificados con arreglo a los artículos 5, 8 y 23 de la presente Convención. Los 
Estados Parte cuya legislación establezca una lista de delitos determinantes 
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incluirán entre éstos, como mínimo, una amplia gama de delitos relacionados 
con grupos delictivos organizados; 


c) A los efectos del apartado b), los delitos determinantes incluirán los delitos 
cometidos tanto dentro como fuera de la jurisdicción del Estado Parte 
interesado. No obstante, los delitos cometidos fuera de la jurisdicción de un 
Estado Parte constituirán delito determinante siempre y cuando el acto 
correspondiente sea delito con arreglo al derecho interno del Estado en que se 
haya cometido y constituyese asimismo delito con arreglo al derecho interno 
del Estado Parte que aplique o ponga en práctica el presente artículo si el delito 
se hubiese cometido allí; 


d) Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones 
Unidas una copia de sus leyes destinadas a dar aplicación al presente artículo 
y de cualquier enmienda ulterior que se haga a tales leyes o una descripción de 
ésta: 


e) Si así lo requieren los principios fundamentales del derecho interno de un 
Estado Parte, podrá disponerse que los delitos tipificados en el párrafo 1 del 
presente artículo no se aplicarán a las personas que hayan cometido el delito 
determinante; 


f) El conocimiento, la intención o la finalidad que se requieren como elemento 
de un delito tipificado en el párrafo 1 del presente artículo podrán inferirse de 
circunstancias fácticas objetivas. 


Artículo 7 
Medidas para combatir el blanqueo de dinero 
1. Cada Estado Parte: 


a) Establecerá un amplio régimen interno de reglamentación y supervisión de 
los bancos y las instituciones financieras no bancarias y, cuando proceda, de 
otros órganos situados dentro de su jurisdicción que sean particularmente 
susceptibles de utilizarse para el blanqueo de dinero a fin de prevenir y detectar 
todas las formas de blanqueo de dinero, y en ese régimen se hará hincapié en 
los requisitos relativos a la identificación del cliente, el establecimiento de 
registros y la denuncia de las transacciones sospechosas; 


b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación de los artículos 18 y 27 de la 
presente Convención, que las autoridades de administración, reglamentación y 
cumplimiento de la ley y demás autoridades encargadas de combatir el 
blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho 
interno, las autoridades judiciales), sean capaces de cooperar e intercambiar 
información a nivel nacional e internacional de conformidad con las condiciones 
prescritas er el derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de 
establecer una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro 
nacional de recopilación, análisis y difusión de información sobre posibles 
actividades de blanqueo de dinero. 
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2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de aplicar medidas viables 
para detectar y vigilar el movimiento transfronterizo de efectivo y de títulos 
negociables pertinentes, con sujeción a salvaguardias que garanticen la debida 
utilización de la información y sin restringir en modo alguno la circulación de 
capitales lícitos. Esas medidas podrán incluir la exigencia de que los 
particulares y las entidades comerciales notifiquen las transferencias 
transfronterizas de cantidades elevadas de efectivo y de títulos negociables 
pertinentes. 


3. Al establecer un régimen interno de reglamentación y supervisión con 
arreglo al presente artículo y sin perjuicio de lo dispuesto en cualquier otro 
artículo de la presente Convención, se insta a los Estados Parte a que utilicen 
como guía las iniciativas pertinentes de las organizaciones regionales, 
interregionales y multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero, 


4. Los Estados Parte se estorzarán por establecer y promover la cooperación 
a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades 
judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera a fin de 
combatir el blanqueo de dinero. 


Artículo 8 
Penalización de la corrupción 


1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra indole que 
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan 
intencionalmente: 


a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público, directa 
O indirectamente, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho 
o en el de otra persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario actúe o se 
abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales; 


b) La solicitud o aceptación por un funcionario público, directa o 
indirectamente, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o 
en el de otra persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario actúe o se 
abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales. 


2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas 
legislativas y de otra indole que sean necesarias para tipificar como delito los 
actos a que se refiere el párrafo 1 del presente artículo cuando esté involucrado 
en ellos un funcionario público extranjero o un funcionario internacional. Del 
mismo modo, cada Estado Parte considerará la posibilidad de tipificar como 
delito otras formas de corrupción. 


3. Cada Estado Parte adoptará también las medidas que sean necesarias 
para tipificar como delito la participación como cómplice en un delito tipificado 
con arreglo al presente artículo. 
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4. A los efectos del párrafo 1 del presente artículo y del artículo 9 de la 
presente Convención, por "funcionario público" se entenderá todo funcionario 
público o persona que preste un servicio público conforme a la definición 
prevista en el derecho interno y a su aplicación con arreglo al derecho penal del 
Estado Parte en el que dicha persona desempeñe esa función. 


Artículo 9 
Medidas contra la corrupción 


1. Además de las medidas previstas en el artículo8 de la presente 
Convención, cada Estado Parte, en la medida en que proceda y sea compatible 
con su ordenamiento jurídico, adoptará medidas eficaces de carácter 
legislativo, administrativo o de otra índole para promover la integridad y para 
prevenir, detectar y castigar la corrupción de funcionarios públicos. 


2. Cada Estado Parte adoptará medidas encaminadas a garantizar la 
intervención eficaz de sus autoridades con miras a prevenir, detectar y castigar 
la corrupción de funcionarios públicos, incluso dotando a dichas autoridades de 
suficiente independencia para disuadir del ejercicio de cualquier influencia 
indebida en su actuación. 


Artículo 10 
Responsabilidad de las personas jurídicas 


1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de 
conformidad con sus principios jurídicos, a fin de establecer la responsabilidad 
de personas jurídicas por participación en delitos graves en que esté 
involucrado un grupo delictivo organizado, así como por los delitos tipificados 
con arreglo a los articulos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención. 


2. Con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, la responsabilidad 
de las personas jurídicas podrá ser de indole penal, civil o administrativa. 


3. Dicha responsabilidad existirá sin perjuicio de la responsabilidad penal que 
incumba a las personas naturales que hayan perpetrado los delitos. 


4. Cada Estado Parte velará en particular por que se impongan sanciones 
penales o no penales eficaces, proporcionadas y disuasivas, incluidas 
sanciones monetarias, a las personas jurídicas consideradas responsables con 
arreglo al presente artículo. 


Artículo 11 
Proceso, fallo y sanciones 
1. Cada Estado Parte penalizará la comisión de los delitos tipificados con 


arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención con sanciones 
que tengan en cuenta la gravedad de esos delitos. 
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2. Cada Estado Parte velará por que se ejerzan cualesquiera facultades 
legales discrecionales de que disponga conforme a su derecho interno en 
relación con el enjuiciamiento de personas por los delitos comprendidos en la 
presente Convención a fin de dar máxima eficacia a las medidas adoptadas 
para hacer cumplir la ley respecto de esos delitos, teniendo debidamente en 
cuenta la necesidad de prevenir su comisión. 


3. Cuando se trate de delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 
de la presente Convención, cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas, 
de conformidad con su derecho interno y tomando debidamente en 
consideración los derechos de la defensa, con miras a procurar que al imponer 
condiciones en relación con la decisión de conceder ¡a libertad en espera de 
juicio o la apelación se tenga presente la necesidad de garantizar la 
comparecencia del acusado en todo procedimiento penal ulterior. 


4. Cada Estado Parte velará por que sus tribunales u otras autoridades 
competentes tengan presente la naturaleza grave de los delitos comprendidos 
en la presente Convención al considerar la eventualidad de conceder la libertad 
anticipada o la libertad condicional a personas que hayan sido declaradas 
culpables de tales delitos. 


5. Cada Estado Parte establecerá, cuando proceda, con arreglo a su derecho 
interno, un plazo de prescripción prolongado dentro del cual pueda iniciarse el 
proceso por cualquiera de los delitos comprendidos en la presente Convención 
y un plazo mayor cuando el presunto delincuente haya eludido la 
administración de justicia. 


6. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará al principio de 
que la descripción de los delitos tipificados con arreglo a ella y de los medios 
jurídicos de defensa aplicables o demás principios jurídicos que informan la 
legalidad de una conducta queda reservada al derecho interno de los Estados 
Parte y de que esos delitos han de ser perseguidos y sancionados de 
conformidad con ese derecho. 


Artículo 12 
Decomiso e incautación 
1. Los Estados Parte adoptarán, en la medida en que lo permita su 
ordenamiento jurídico interno, las medidas que sean necesarias para autorizar 
el decomiso: 


a) Del producto de los delitos comprendidos en la presente Convención o de 
bienes cuyo valor corresponda al de dicho producto; 


b) De los bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a ser 
utilizados en la comisión de los delitos comprendidos en la presente 
Convención. 
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2. Los Estados Parte adoptarán las medidas que sean necesarias para 
permitir la identificación, la localización, el embargo preventivo o la incautación 
de cualquier bien a que se refiera el párrafo 1 del presente artículo con miras a 
su eventual decomiso. 


3. Cuando el producto del delito se haya transformado o convertido parcial o 
totalmente en otros bienes, esos bienes podrán ser objeto de las medidas 
aplicables a dicho producto a tenor del presente artículo. 


4. Cuando el producto del delito se haya mezclado con bienes adquiridos de 
fuentes lícitas, esos bienes podrán, sin menoscabo de cualquier otra facultad 
de embargo preventivo o incautación, ser objeto de decomiso hasta el valor 
estimado del producto entremezclado. 


5. Los ingresos u otros beneficios derivados del producto del delito, de bienes 
en los que se haya transformado o convertido el producto del delito o de bienes 
con los que se haya entremezciado el producto del delito también podrán ser 
objeto de 'as medidas previstas en el presente artículo, de la misma manera y 
en el mismo grado que el producto del delito. 


6. Para los fines del presente artículo y del artículo 13 de la presente 
Convención, cada Estado Parte facultará a sus tribunales u otras autoridades 
competentes para ordenar la presentación o la incautación de documentos 
bancarios, financieros o comerciales. Los Estados Parte no podrán negarse a 
aplicar las disposiciones del presente párrafo amparándose en el secreto 
bancario. 


7. Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de exigir a un 
delincuente que demuestre el origen lícito del presunto producto del delito o de 
otros bienes expuestos a decomiso, en la medida en que ello sea conforme con 
los principios de su derecho interno y con la indole del proceso judicial u otras 
actuaciones conexas. 


8. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de 
los derechos de terceros de buena fe. 


9. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará al principio de que las 
medidas en él previstas se definirán y aplicarán de conformidad con el derecho 
interno de los Estados Parte y con sujeción a éste. 


Artículo 13 
Cooperación internacional para fines de decomiso 


1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que 
tenga jurisdicción para conocer de un delito comprendido en la presente 
Convención con miras al decomiso del producto del delito, los bienes, el equipo 
u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 12 de la presente 
Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en 
que lo permita su ordenamiento jurídico interno: 
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a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden 
de decomiso a la que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o 


b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé 
cumplimiento en el grado solicitado, la orden de decomiso expedida por un 
tribunal situado en el territorio del Estado Parte requirente de conformidad con 
lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 12 de la presente Convención en la 
medida en que guarde relación con el producto del delito, los bienes, el equipo 
u otros instumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 12 que se 
encuentren en el territorio del Estado Parte requerido. 


2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga 
jurisdicción para conocer de un delito comprendido en la presente Convención, 
el Estado Parte requerido adoptará medidas encaminadas a la identificación, la 
localización y el embargo preventivo o la incautación del producto del delito, los 
bienes, el equipo u otros instumentos mencionados en el párrafo 1 del 
artículo 12 de la presente Convención con miras a su eventual decomiso, que 
habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una 
solicitud presentada con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado 
Parte requerido. 


3. Las disposiciones del artículo 18 de la presente Convención serán 
aplicables mutatis mutandis al presente artículo. Además de la información 
indicada en el párrafo 15 del artículo 18, las solicitudes presentadas de 
conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente: 


a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del 
presente artículo, una descripción de los bienes susceptibles de decomiso y 
una exposición de los hechos en que se basa la solicitud del Estado Parte 
requirente que sean lo suficientemente explicitas para que el Estado Parte 
requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno; 


b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del 
presente articulo, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso 
expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa la solicitud, una 
exposición de los hechos y la información que proceda sobre el grado de 
ejecución que se solicita dar a la orden; 


c) Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, 
una exposición de los hechos en que se basa el Estado Parte requirente y una 
descripción de las medidas solicitadas. 


4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en 
los párrafos 1 y 2 del presente artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto 
en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento o en los tratados, 
acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar 
vinculado al Estado Parte requirente. 


5. Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones 
Unidas una copia de sus leyes y reglamentos destinados a dar aplicación al 
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presente artículo y de cualquier enmienda ulterior que se haga a tales leyes y 
reglamentos o una descripción de ésta. 


6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas 
mencionadas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo a la existencia de un 
tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la presente Convención como 
la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito. 


7. Los Estados Parte podrán denegar la cooperación solicitada con arreglo al 
presente artículo si el delito al que se refiere la solicitud no es un delito 
comprendido en la presente Convención. 


8. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de 
los derechos de terceros de buena fe. 


9. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar tratados, 
acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales con miras a aumentar la eficacia 
de la cooperación internacional prestada con arreglo al presente artículo. 


Artículo 14 
Disposición del producto del delito o de los bienes decomisados 


1. Los Estados Parte dispondrán del producto del delito o de los bienes que 
hayan decomisado con arreglo al artículo 12 o al párrafo 1 del artículo 13 de la 
presente Convención de conformidad con su derecho interno y sus 
procedimientos administrativos. 


2. Al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte con arreglo al 
artículo 13 de la presente Convención, los Estados Parte, en la medida en que 
lo permita su derecho interno y de ser requeridos a hacerlo, darán 
consideración prioritaria a la devolución del producto del delito o de los bienes 
decomisados al Estado?Parte requirente a fin de que éste pueda indemnizar a 
las víctimas del delito o devolver ese producto del delito o esos bienes a sus 
propietarios legítimos. 


3. Al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte con arreglo a 
los artículos 12 y 13 de la presente Convención, los Estados Parte podrán 
considerar en particular la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos en el 
sentido de: 


a) Aportar el valor de dicho producto del delito o de dichos bienes, o los 
fondos derivados de la venta de dicho producto o de dichos bienes o una parte 
de esos fondos, a la cuenta designada de conformidad con lo dispuesto en el 
apartado c) del párrafo 2 del artículo 30 de la presente Convención y a 
organismos intergubernamentales especializados en la lucha contra la 
delincuencia organizada; 


b) Repartirse con otros Estados Parte, sobre la base de un criterio general o 
definido para cada caso, ese producto del delito o esos bienes, o los fondos 
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derivados de la venta de ese producto o de esos bienes, de conformidad con 
su derecho interno o sus procedimientos administrativos. 


Artículo 15 
Jurisdicción 


1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para 
establecer su jurisdicción respecto de los delitos tipificados con arreglo a los 
artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención cuando: 


a) El delito se cometa en su territorio; o 


b) El delito se cometa a bordo de un buque que enarbole su pabellón o de 
una aeronave registrada conforme a sus leyes en el momento de la comisión 
del delito. 


2. Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 4 de la presente Convención, un 
Estado Parte también podrá establecer su jurisdicción para conocer de tales 
delitos cuando: 


a) El delito se cometa contra uno de sus nacionales; 


b) El delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona 
apátrida que tenga residencia habitual en su territorio; o 


c) El delito: 


i) Sea uno de los delitos tipificados con arreglo al párrafo 1 del artículo 5 de la 
presente Convención y se cometa fuera de su territorio con miras a la comisión 
de un delito grave dentro de su territorio; 


ii) Sea uno de los delitos tipificados con arreglo al inciso ii) del apartado b) del 
párrafo 1 del artículo 6 de la presente Convención y se cometa fuera de su 
territorio con miras a la comisión, dentro de su territorio, de un delito tipificado 
con arreglo a los incisos ¡) o ¡i) del apartado a) o al inciso i) del apartado b) del 
párrafo 1 del artículo 6 de la presente Convención. 


3. A los efectos del párrafo 10 del artículo 16 de la presente Convención, 
cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer 
su jurisdicción respecto de los delitos comprendidos en la presente Convención 
cuando el presunto delincuente se encuentre en su territorio y el Estado Parte 
no lo extradite por el solo hecho de ser uno de sus nacionales. 


4. Cada Estado Parte podrá también adoptar las medidas que sean 
necesarias para establecer su jurisdicción respecto de los delitos comprendidos 
en la presente Convención cuando el presunto delincuente se encuentre en su 
territorio y el Estado Parte no lo extradite. 
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5. Si un Estado Parte que ejerce su jurisdicción con arreglo a los párrafos 1 ó 
2 del presente artículo ha recibido notificación, o tomado conocimiento por otro 
conducto, de que otro u otros Estados Parte están realizando una 
investigación, un proceso o una actuación judicial respecto de los mismos 
hechos, las autoridades competentes de esos Estados Parte se consultarán, 
según proceda, a fin de coordinar sus medidas. 


6. Sin perjuicio de las normas del derecho internacional general, la presente 
Convención no excluirá el ejercicio de las competencias penales establecidas 
por los Estados Parte de conformidad con su derecho interno. 


Artículo 16 
Extradición 


1. El presente artículo se aplicará a los delitos comprendidos en la presente 
Convención o a los casos en que un delito al que se hace referencia en los 
apartados a) o b) del párrafo 1 del artículo 3 entrañe la participación de un 
grupo delictivo organizado y la persona que es objeto de la solicitud de 
extradición se encuentre en el territorio del Estado Parte requerido, siempre y 
cuando el delito por el que se pide la extradición sea punible con arreglo al 
derecho interno del Estado Parte requirente y del Estado Parte requerido. 


2. Cuando la solicitud de extradición se base en varios delitos graves 
distintos, algunos de los cuales mo estén comprendidos en el ámbito del 
presente artículo, el Estado Parte requerido podrá aplicar el presente artículo 
también respecto de estos últimos delitos. 


3. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se 
considerará incluido entre los delitos que dan lugar a extradición en todo 
tratado de extradición vigente entre los Estados Parte. Los Estados Parte se 
comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado 
de extradición que celebren entre sí. 


4. Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado 
recibe una solicitud de extradición de otro Estado Parte con el que no lo vincula 
ningún tratado de extradición, podrá considerar la presente Convención como 
la base jurídica de la extradición respecto de los delitos a los que se aplica el 
presente artículo. 


5. Los Estados Parte que supediten la extradición a la existencia de un 
tratado deberán: 


a) En el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, informar al 
Secretario General de las Naciones Unidas de si considerarán o no la presente 
Convención como la base jurídica de la cooperación en materia de extradición 
en sus relaciones con otros Estados Parte en la presente Convención; y 
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b) Si no consideran la presente Convención como la base jurídica de la 
cooperación en materia de extradición, esforzarse, cuando proceda, por 
celebrar tratados de extradición con otros Estados Parte en la presente 
Convención a fin de aplicar el presente artículo. 


6. Los Estados Parte que no supediten la extradición a la existencia de un 
tratado reconocerán los delitos a los que se aplica el presente artículo como 
casos de extradición entre ellos. 


7. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en el derecho 
interno del Estado Parte requerido o en los tratados de extradición aplicables, 
incluidas, entre otras, las relativas al requisito de una pena mínima para la 
extradición y a los motivos por los que el Estado Parte requerido puede 
denegar la extradición. 


8. Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procurarán 
agilizar los procedimientos de extradición y simplificar los requisitos probatorios 
correspondientes con respecto a cualquiera de los delitos a los que se aplica el 
presente artículo. 


9. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de 
extradición, el Estado Parte requerido podrá, tras haberse cerciorado de que 
las circunstancias lo justifican y tienen carácter urgente, y a solicitud del Estado 
Parte requirente, proceder a la detención de la persona presente en su territorio 
cuya extradición se pide o adoptar otras medidas adecuadas para garantizar la 
comparecencia de esa persona en los procedimientos de extradición. 


10. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente, si 
no lo extradita respecto de un delito al que se aplica el presente artículo por el 
solo hecho de ser uno de sus nacionales, estará obligado, previa solicitud del 
Estado Parte que pide la extradición, a someter el caso sin demora injustificada 
sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. Dichas autoridades 
adoptarán su decisión y llevarán a cabo sus actuaciones judiciales de la misma 
manera en que lo harían respecto de cualquier otro delito de carácter grave con 
arreglo al derecho interno de ese Estado Parte. Los Estados Parte interesados 
cooperarán entre sí, en particular en lo que respecta a los aspectos procesales 
y probatorios, con miras a garantizar la eficiencia de dichas actuaciones. 


11. Cuando el derecho interno de un Estado Parte le permita conceder la 
extradición o, de algún otro modo, la entrega de uno de sus nacionales sólo a 
condición de que esa persona sea devuelta a ese Estado Parte para cumplir ¡a 
condena que le haya sido impuesta como resultado del juicio o proceso por el 
que se haya solicitado la extradición o la entrega, y cuando ese Estado Parte y 
el Estado Parte que solicite la extradición acepten esa opción, asi como otras 
condiciones que estimen apropiadas, esa extradición o entrega condicional 
será suficiente para que quede cumplida la obligación enunciada en el párrafo 
10 del presente artículo. 


12. Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una 
condena es denegada por el hecho de que la persona buscada es nacional del 
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Estado Parte requerido, éste, si su derecho interno lo permite y de conformidad 
con los requisitos de dicho derecho, considerará, previa solicitud del Estado 
Parte requirente, la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta o el resto 
pendiente de dicha condena con arreglo al derecho interno del Estado Parte 
requirente, 


13. En todas las etapas de las actuaciones se garantizará un trato justo a 
toda persona contra la que se haya iniciado una instrucción en relación con 
cualquiera de los delitos a los que se aplica el presente artículo, incluido el 
goce de todos los derechos y garantías previstos por el derecho interno del 
Estado Parte en cuyo territorio se encuentre esa persona. 


14. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse 
como la imposición de una obligación de extraditar si el Estado Parte requerido 
tiene motivos justificados para presumir que la solicitud se ha presentado con el 
fin de perseguir o castigar a una persona por razón de su sexo, raza, religión, 
nacionalidad, origen étnico u opiniones políticas o que su cumplimiento 
ocasionaría perjuicios a la posición de esa persona por cualquiera de estas 
razones. 


15. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de extradición 
únicamente porque se considere que el delito también entraña cuestiones 
tributarias. 


16. Antes de denegar la extradición, el Estado Parte requerido, cuando 
proceda, consultará al Estado Parte requirente para darle amplia oportunidad 
de presentar sus opiniones y de proporcionar información pertinente a su 
alegato. 


17. Los Estados Parte procurarán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales y 
multilaterales para llevar a cabo la extradición o aumentar su eficacia. 


Artículo 17 
Traslado de personas condenadas a cumplir una pena 


Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o 
arreglos bilaterales o multilaterales sobre el traslado a su territorio de toda 
persona que haya sido condenada a pena de prisión o a otra pena de privación 
de libertad por algún delito comprendido en la presente Convención a fin de 
que complete allí su condena. . 


Artículo 18 
Asistencia judicial recíproca 
1. Los Estados Parte se prestarán la más amplia asistencia judicial reciproca 
respecto de investigaciones, procesos y actuaciones judiciales relacionados 


con los delitos comprendidos en la presente Convención con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 3 y se prestarán también asistencia de esa indole 
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cuando el Estado Parte requirente tenga motivos razonables para sospechar 
que el delito a que se hace referencia en los apartados a) o b) del párrafo 1 del 
artículo 3 es de carácter transnacional, así como que las víctimas, los testigos, 
el producto, los instrumentos o las pruebas de esos delitos se encuentran en el 
Estado Parte requerido y que el delito entraña la participación de un grupo 
delictivo organizado. 


2. Se prestará asistencia judicial reciproca en la mayor medida posible 
conforme a las leyes, tratados, acuerdos y arreglos pertinentes del Estado 
Parte requerido con respecto a investigaciones, procesos y actuaciones 
judiciales relacionados con los delitos de los que una persona jurídica pueda 
ser considerada responsable de conformidad con el artículo 10 de la presente 
Convención en el Estado Parte requirente. 


3. La asistencia judicial recíproca que se preste de conformidad con el 
presente artículo podrá solicitarse para cualquiera de los fines siguientes: 


a) Recibir testimonios o tomar declaración a personas; 

b) Presentar documentos judiciales; 

c) Efectuar inspecciones e incautaciones y embargos preventivos; 

d) Examinar objetos y lugares; 

e) Facilitar información, elementos de prueba y evaluaciones de peritos; 


f) Entregar originales o copias certificadas de los documentos y expedientes 
pertinentes, incluida la documentación pública, bancaria y financiera, así como 
la documentación social o comercial de sociedades mercantiles; 


9) Identificar o localizar el producto del delito, los bienes, los instrumentos u 
otros elementos con fines probatorios; 


h) Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado Parte 
requirente, 


i) Cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el derecho interno del 
Estado Parte requerido. 


4. Sin menoscabo del derecho interno, las autoridades competentes de un 
Estado Parte podrán, sin que se les solicite previamente, transmitir información 
relativa a cuestiones penales a una autoridad competente de otro Estado Parte 
si creen que esa información podría ayudar a la autoridad a emprender o 
concluir con éxito indagaciones y procesos penales o podría dar lugar a una 
petición formulada por este último Estado Parte con arreglo a la presente 
Convención. 


5. La transmisión de información con arreglo al párrafo 4 del presente artículo 
se hará sin perjuicio de las indagaciones y procesos penales que tengan lugar 
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en el Estado de las autoridades competentes que facilitan la información. Las 
autoridades competentes que reciben la información deberán acceder a toda 
solicitud de que se respete su carácter confidencial, incluso temporalmente, o 
de que se impongan restricciones a su utilización. Sin embargo, ello no obstará 
para que el Estado Parte receptor revele, en sus actuaciones, información que 
sea exculpatoria de una persona acusada. En tal caso, el Estado Parte receptor 
notificará al Estado Parte transmisor antes de revelar dicha información y, si asi 
se le solicita, consultará al Estado Parte transmisor. Si, en un caso excepcional, 
no es posible notificar con antelación, el Estado Parte receptor informará sin 
demora al Estado Parte transmisor de dicha revelación. 


6. Lo dispuesto en el presente artículo mo afectará a las obligaciones 
dimanantes de otros tratados bilaterales o multilaterales vigentes o futuros que 
rijan, total o parcialmente, la asistencia judicial reciproca. 


7. Los párrafos 9 a 29 del presente artículo se aplicarán a las solicitudes que 
se formulen con arreglo al presente artículo siempre que no medie entre los 
Estados Parte interesados un tratado de asistencia judicial recíproca. Cuando 
esos Estados Parte estén vinculados por un tratado de esa índole se aplicarán 
las disposiciones correspondientes de dicho tratado, salvo que los Estados 
Parte convengan en aplicar, en su lugar, los párrafos 9 a 29 del presente 
artículo. Se insta encarecidamente a los Estados Parte a que apliquen estos 
párrafos si facilitan la cooperación. 


8. Los Estados Parte no invocarán el secreto bancario para denegar la 
asistencia judicial recíproca con arreglo al presente artículo. 


9. Los Estados Parte podrán negarse a prestar la asistencia judicial recíproca 
con arreglo al presente artículo invocando la ausencia de doble incriminación. 
Sin embargo, de estimarlo necesario, el Estado Parte requerido podrá prestar 
asistencia, en la medida en que decida hacerlo a discreción propia, 
independientemente de que la conducta esté o no tipificada como delito en el 
derecho interno del Estado Parte requerido. 


10. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el 
territorio de un Estado Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte 
para fines de identificación, para prestar testimonio o para que ayude de alguna 
otra forma a obtener pruebas necesarias para investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales respecto de delitos comprendidos en la presente 
Convención podrá ser trasladada si se cumplen las condiciones siguientes: 


a) La persona, debidamente informada, da su libre consentimiento; 


b) Las autoridades competentes de ambos Estados Parte están de acuerdo, 
con sujeción a las condiciones que éstos consideren apropiadas. 


11. A los efectos del párrafo 10 del presente artículo: 
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a) El Estado Parte al que se traslade a la persona tendrá la competencia y la 
obligación de mantenerla detenida, salvo que el Estado Parte del que ha sido 
trasladada solicite o autorice otra cosa; 


b) El Estado Parte al que se traslade a la persona cumplirá sin dilación su 
obligación de devolverla a la custodia del Estado Parte del que ha sido 
trasladada, según convengan de antemano o de otro modo las autoridades 
competentes de ambos Estados Parte; 


c) El Estado Parte al que se traslade a la persona no podrá exigir al Estado 
Parte del que ha sido trasladada que inicie procedimientos de extradición para 
su devolución; 


d) El tiempo que la persona haya permanecido detenida en el Estado Parte al 
que ha sido trasladada se computará como parte de la pena que ha de cumplir 
en el Estado del que ha sido trasladada. 


12. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar a una 
persona de conformidad con los párrafos 10 y 11 del presente artículo esté de 
acuerdo, dicha persona, cualquiera que sea su nacionalidad, no podrá ser 
enjuiciada, detenida, condenada ni sometida a ninguna otra restricción de su 
libertad personal en el territorio del Estado al que sea trasladada en relación 
con actos, omisiones o condenas anteriores a su salida del territorio del Estado 
del que ha sido trasladada. 


13, Cada Estado Parte designará a una autoridad central encargada de 
recibir solicitudes de asistencia judicial reciproca y facultada para darles 
cumplimiento o para transmitirlas a las autoridades competentes para su 
ejecución. Cuando alguna región o algún territorio especial de un Estado Parte 
disponga de un régimen distinto de asistencia judicial recíproca, el Estado 
Parte podrá designar a otra autoridad central que desempeñará la misma 
función para dicha región o dicho territorio. Las autoridades centrales velarán 
por el rápido y adecuado cumplimiento o transmisión de las solicitudes 
recibidas. Cuando la autoridad central transmita la solicitud a una autoridad 
competente para su ejecución, alentará la rápida y adecuada ejecución de la 
solicitud por parte de dicha autoridad. Cada Estado Parte notificará al 
Secretario General de las Naciones Unidas, en el momento de depositar su 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención 
o de adhesión a ella, el nombre de la autoridad central que haya sido 
designada a tal fin. Las solicitudes de asistencia judicial recíproca y cualquier 
otra comunicación pertinente serán transmitidas a las autoridades centrales 
designadas por los Estados Parte. La presente disposición no afectará al 
derecho de cualquiera de los Estados Parte a exigir que estas solicitudes y 
comunicaciones le sean enviadas por vía diplomática y, en circunstancias 
urgentes, cuando los Estados Parte convengan en ello, por conducto de la 
Organización Internacional de Policía Criminal, de ser posible. 


14. Las solicitudes se presentarán por escrito o, cuando sea posible, por 
cualquier medio capaz de registrar un texto escrito, en un idioma aceptable 
para el Estado Parte requerido, en condiciones que permitan a dicho Estado 
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Parte determinar la autenticidad. Cada Estado Parte notificará al Secretario 
General de las Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento 
de ratificación, aceptación a aprobación de la presente Convención o de 
adhesión a ella, el idioma o idiomas que sean aceptables para cada Estado 
Parte. En situaciones de urgencia, y cuando los Estados Parte convengan en 
ello, las solicitudes podrán hacerse oralmente, debiendo ser confirmadas sin 
demora por escrito. 


15. Toda solicitud de asistencia judicial reciproca contendrá lo siguiente: a) La 
identidad de la autoridad que hace la solicitud; b) El objeto y la indole de las 
investigaciones, los procesos o las actuaciones judiciales a que se refiere la 
solicitud y el nombre y las funciones de la autoridad encargada de efectuar 
dichas investigaciones, procesos o actuaciones; c) Un resumen de los hechos 
pertinentes, salvo cuando se trate de solicitudes de presentación de 
documentos judiciales; d) Una descripción de la asistencia solicitada y 
pormenores sobre cualquier procedimiento particular que el Estado Parte 
requirente desee que se aplique; e) De ser posible, la identidad, ubicación y 
nacionalidad de toda persona interesada, y f) La finalidad para la que se solicita 
la prueba, información o actuación. 


16. El Estado Parte requerido podrá pedir información complementaria 
cuando sea necesaria para dar cumplimiento a la solicitud de conformidad con 
su derecho interno o para facilitar dicho cumplimiento. 


17. Se dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno del 
Estado Parte requerido y en la medida en que ello no lo contravenga y sea 
factible, de conformidad con las procedimientos especificados en la solicitud. 


18, Siempre que sea posible y compatible con los principios fundamentales 
del derecho interno, cuando una persona se encuentre en el territorio de un 
Estado Parte y tenga que prestar declaración como testigo o perito ante 
autoridades judiciales de otro Estado Parte, el primer Estado Parte, a solicitud 
del otro, podrá permitir que la audiencia se celebre por videoconferencia si no 
es posible o conveniente que la persona en cuestión comparezca 
personalmente en el territorio del Estado Parte requirente. Los Estados Parte 
podrán convenir en que la audiencia esté a cargo de una autoridad judicial del 
Estado Parte requirente y en que asista a ella una autoridad judicial del Estado 
Parte requerido 


19. El Estado Parte requirente no transmitirá ni utilizará, sin previo 
consentimiento del Estado Parte requerido, la información o las pruebas 
proporcionadas por el Estado Parte requerido para investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales distintas de los indicados en la solicitud. Nada de lo 
dispuesto en el presente párrafo impedirá que el Estado Parte requirente 
revele, en sus actuaciones, información o pruebas que sean exculpatorias de 
una persona acusada. En este último caso, el Estado Parte requirente notificará 
al Estado Parte requerido antes de revelar la información o las pruebas y, si así 
se le solicita, consultará al Estado Parte requerido. Si, en un caso excepcional, 
no es posible notificar con antelación, el Estado Parte requirente informará sin 
demora al Estado Parte requerido de dicha revelación. 
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20. El Estado Parte requirente podrá exigir que el Estado Parte requerido 
mantenga reserva acerca de la existencia y el contenido de la solicitud, salvo 
en la medida necesaria para darle cumplimiento. Si el Estado Parte requerido 
no puede mantener esa reserva, lo hará saber de inmediato al Estado Parte 
requirente. 


21. La asistencia judicial recíproca podrá ser denegada: 


a) Cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dispuesto en el 
presente artículo; 


b) Cuando el Estado Parte requerido considere que el cumplimiento de lo 
solicitado podría menoscabar su soberanía, su seguridad, su orden público u 
otros intereses fundamentales; 


c) Cuando el derecho interno del Estado Parte requerido prohíba a sus 
autoridades actuar en la forma solicitada con respecto a un delito análogo, si 
éste hubiera sido objeto de investigaciones, procesos o actuaciones judiciales 
en el ejercicio de su propia competencia; d) Cuando acceder a la solicitud sea 
contrario al ordenamiento jurídico del Estado Parte requerido en lo relativo a la 
asistencia judicial recíproca. 


22. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de asistencia judicial 
recíproca únicamente porque se considere que el delito también entraña 
asuntos fiscales. 


23. Toda denegación de asistencia judicial recíproca deberá fundamentarse 
debidamente. 


24. El Estado Parte requerido cumplirá la solicitud de asistencia judicial 
recíproca lo antes posible y tendrá plenamente en cuenta, en la medida de sus 
posibilidades, los plazos que sugiera el Estado Parte requirente y que estén 
debidamente fundamentados, de preferencia en la solicitud. El Estado Parte 
requerido responderá a las solicitudes razonables que formule el Estado Parte 
requirente respecto de la evolución del trámite de la solicitud. El Estado Parte 
requirente informará con prontitud cuando ya no necesite la asistencia 
solicitada. 


25. La asistencia judicial recíproca podrá ser diferida por el Estado Parte 
requerido si perturbase investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en 
curso. 


26. Antes de denegar una solicitud presentada con arreglo al párrafo 21 del 
presente artículo o de diferir su cumplimiento con arreglo al párrafo 25 del 
presente articulo, el Estado Parte requerido consultará al Estado Parte 
requirente para considerar si es posible prestar la asistencia solicitada 
supeditándola a las condiciones que estime necesarias. Si el Estado Parte 
requirente acepta la asistencia con arreglo a esas condiciones, ese Estado 
Parte deberá observar las condiciones impuestas 
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27. Sin perjuicio de la aplicación del párrafo 12 del presente artículo, el 
testigo, perito u otra persona que, a instancias del Estado Pante requirente, 
consienta en prestar testimonio en un juicio o en colaborar en una 
investigación, proceso o actuación judicial en el territorio del Estado Parte 
requirente no podrá ser enjuiciado, detenido, condenado ni sometido a ninguna 
otra restricción de su libertad personal en ese territorio por actos, omisiones o 
declaraciones de culpabilidad anteriores a la fecha en que abandonó el 
territorio del Estado Parte requerido. Ese salvoconducto cesará cuando el 
testigo, perito u otra persona haya tenido, durante quince días consecutivos o 
durante el período acordado por los Estados Parte después de la fecha en que 
se le haya informado oficialmente de que las autoridades judiciales ya no 
requerían su presencia, la oportunidad de salir del país y no obstante 
permanezca voluntariamente en ese territorio o regrese libremente a él 
después de haberlo abandonado. 


28. Los gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de una solicitud serán 
sufragados por el Estado Parte requerido, a menos que los Estados Parte 
interesados hayan acordado otra cosa. Cuando se requieran a este fin gastos 
cuantiosos o de carácter extraordinario, los Estados Parte se consultarán para 
determinar las condiciones en que se dará cumplimiento a la solicitud, así como 
la manera en que se sufragarán los gastos. 


29. El Estado Parte requendo: 


a) Facilitará al Estado Parte requirente una copia de los documentos oficiales 
y otros documentos o datos que obren en su poder y a los que, conforme a su 
derecho interno, tenga acceso el público en general; 


b) Podrá, a su arbitrio y con sujeción a las condiciones que juzgue 
apropiadas, proporcionar al Estado Parte requirente una copia total o parcial de 
los documentos oficiales o de otros documentos o datos que obren en su poder 
y que, conforme a su derecho interno, no estén al alcance del público en 


general 


30. Cuando sea necesario, los Estados Parte considerarán la posibilidad de 
celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales que sirvan a los fines 
del presente artículo y que, en la práctica, hagan efectivas sus disposiciones o 
las refuercen. 


Artículo 19 
Investigaciones conjuntas 


Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o 
arreglos bilaterales o multilaterales en virtud de los cuales, en relación con 
cuestiones que son objeto de investigaciones, procesos o actuaciones 
judiciales en uno o más Estados, las autoridades competentes puedan 
establecer órganos mixtos de investigación. A falta de acuerdos o arreglos de 
esa índole, las investigaciones conjuntas podrán llevarse a cabo mediante 
acuerdos concertados caso por caso. Los Estados Parte participantes velarán 
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por que la soberanía del Estado Parte en cuyo territorio haya de efectuarse la 
investigación sea plenamente respetada. 


Artículo 20 
Técnicas especiales de investigación 


1. Siempre que lo permitan los principios fundamentales de su ordenamiento 
jurídico interno, cada Estado Parte adoptará, dentro de sus posibilidades y en 
las condiciones prescritas por su derecho interno, las medidas que sean 
necesarias para permitir el adecuado recurso a la entrega vigilada y, cuando lo 
considere apropiado, la utilización de otras técnicas especiales de 
investigación, como la vigilancia electrónica o de otra indole y las operaciones 
encubiertas, por sus autoridades competentes en su territorio con objeto de 
combatir eficazmente la delincuencia organizada. 


2. A los efectos de investigar los delitos comprendidos en la presente 
Convención, se alienta a los Estados Parte a que celebren, cuando proceda, 
acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales apropiados para utilizar esas 
técnicas especiales de investigación en el contexto de la cooperación en el 
plano internacional. Esos acuerdos o arreglos se concertarán y ejecutarán 
respetando plenamente el principio de la igualdad soberana de los Estados y al 
ponerlos en práctica se cumplirán estrista.mena '5s sondiciones en ellos 
contenidas. 


3. De no existir los acuerdos o arreglos mencionados en el párrafo 2 del 
presente artículo, toda decisión de recurrir a esas técnicas especiales de 
investigación en el plano internacional se adoptará sobre la base de cada caso 
particular y podrá, cuando sea necesario, tener en cuenta los arreglos 
financieros y los entendimientos relativos al ejercicio de jurisdicción por los 
Estados Parte interesados. 


4. Toda decisión de recurrir a la entrega vigilada en el plano internacional 
podrá, con el consentimiento de los: Estados Parte interesados, incluir la 
aplicación de métodos tales como interceptar los bienes, autorizarlos a 
proseguir intactos o retirarlos o sustituirios total o parcialmente. 


Artículo 21 
Remisión de actuaciones penales 
Los Estados Parte considerarán la posibilidad de remitirse actuaciones 
penales para el enjuiciamiento por un delito comprendido en la presente 
Convención cuando se estime que esa remisión obrará en beneficio de la 
debida administración de justicia, en particular en casos en que intervengan 
varias jurisdicciones, con miras a concentrar las actuaciones del proceso. 
Artículo 22 


Establecimiento de antecedentes penales 
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Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas o de otra indole 
que sean necesarias para tener en cuenta, en las condiciones y para los fines 
que estime apropiados, toda previa declaración de culpabilidad, en otro Estado, 
de un presunto delincuente a fin de utilizar esa información en actuaciones 
penales relativas a un delito comprendido en la presente Convención. 


Artículo 23 
Penalización de la obstrucción de la justicia 


Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra indole que 
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan 
intencionalmente: 


a) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación, o la promesa, el 
ofrecimiento o la concesión de un beneficio indebido para inducir a falso 
testimonio u obstaculizar la prestación de testimonio o la aportación de pruebas 
en un proceso en relación con la comisión de uno de los delitos comprendidos 
en la presente Convención; 


b) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación para obstaculizar el 
cumplimiento de las funciones oficiales de un funcionario de la justicia o de los 
servicios encargados de hacer cumplir !a ley en relación con la cornisión de los 
delitos comprendidos en la presente Convención. Nada de lo previsto en el 
presente apartado menoscabará el derecho de los Estados Parte a disponer de 
legislación que proteja a otras categorías de funcionarios públicos. 


Artículo 24 


Protección de los testigos 


1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus 
posibilidades para proteger de manera eficaz contra eventuales actos de 
represalia o intimidación a los testigos que participen en actuaciones penales y 
que presten testimonio sobre delitos comprendidos en la presente Convención, 
así como, cuando proceda, a sus familiares y demás personas cercanas. 


2. Las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo podrán 
consistir, entre otras, sin perjuicio de los derechos del acusado, incluido el 
derecho a las garantías procesales, en: 


a) Establecer procedimientos para la protección física de esas personas, 
incluida, en la medida de lo necesario y lo posible, su reubicación, y permitir, 
cuando proceda, la prohibición total o parcial de revelar información relativa a 
su identidad y paradero; 


b) Establecer normas probatorias que permitan que el testimonio de los 
testigos se preste de modo que no se ponga en peligro su seguridad, por 
ejemplo aceptando el testimonio por conducto de tecnologías de comunicación 
como videoconferencia u otros medios adecuados. 
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3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o 
arreglos con otros Estados para la reubicación de las personas mencionadas 
en el párrafo 1 del presente artículo, 


4. Las disposiciones del presente artículo también serán aplicables a las 
víctimas en el caso de que actúen como testigos. 


Artículo 25 
Asistencia y protección a las víctimas 


1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus 
posibilidades para prestar asistencia y protección a las víctimas de los delitos 
comprendidos en la presente Convención, en particular en casos de amenaza 
de represalia o intimidación. 


2. Cada Estado Parte establecerá procedimientos adecuados que permitan a 
las víctimas de los delitos comprendidos en la presente Convención obtener 
indemnización y restitución. 


3. Cada Estado Parte permitirá, con sujeción a su derecho interno, que se 
presenten y examinen las opiniones y preocupaciones de las víctimas en las 
etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes sin que 
ello menoscabe los derechos de la defensa. 


Artículo 26 


Medidas para intensificar la cooperación con las autoridades encargadas 
de hacer cumplir la ley 


1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para alentar a las 
personas que participen o hayan participado en grupos delictivos organizados 
a 


a) Proporcionar información útil a las autoridades competentes con fines 
investigativos y probatorios sobre cuestiones como: 


i) La identidad, la naturaleza, la composición, la estructura, la ubicación o las 
actividades de los grupos delictivos organizados; 


li) Los vínculos, incluidos los vínculos internacionales, con otros grupos 
delictivos organizados; 


iii) Los delitos que los grupos delictivos organizados hayan cometido o 
puedan cometer; 


b) Prestar ayuda efectiva y concreta a las autoridades competentes que 
pueda contribuir a privar a los grupos delictivos organizados de sus recursos o 
del producto del delito. 


659-C.S. 


660-C.S. CÁMARA DE SENADORES 6 de agosto de 2014 


2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, en los casos 
apropiados, la mitigación de la pena de las personas acusadas que presten una 
cooperación sustancial en la investigación o el enjuiciamiento respecto de los 
delitos comprendidos en la presente Convención. 


3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, de conformidad 
con los principios fundamentales de su derecho interno, la concesión de 
inmunidad judicial a las personas que presten una cooperación sustancial en la 
investigación o el enjuiciamiento respecto de los delitos comprendidos en la 
presente Convención. 


4. La protección de esas personas será la prevista en el artículo 24 de la 
presente Convención. 


5, Cuando una de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente 
artículo que se encuentre en un Estado Parte pueda prestar una cooperación 
sustancial a las autoridades competentes de otro Estado Parte, los Estados 
Parte interesados podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o 
arreglos, de conformidad con su derecho interno, con respecto a la eventual 
concesión, por el otro Estado Parte, del trato enunciado en los párrafos 2 y 3 
del presente artículo. 


Artículo 27 
Cooperación en materia de cumplimiento de la ley 


1. Los Estados Parte colaborarán estrechamente, en consonancia con sus 
respectivos ordenamientos jurídicos y administrativos, con miras a aumentar la 
eficacia de las medidas de cumplimiento de la ley orientadas a combatir los 
delitos comprendidos en la presente Convención. En particular, cada Estado 
Parte adoptará medidas eficaces para: 


a) Mejorar los canales de comunicación entre sus autoridades, organismos y 
servicios competentes y, de ser necesario, establecerlos, a fin de facilitar el 
intercambio seguro y rápido de información sobre todos los aspectos de los 
delitos comprendidos en la presente Convención, así como, si los Estados 
Parte interesados lo estiman oportuno, sobre sus vinculaciones con otras 
actividades delictivas; 


b) Cooperar con otros Estados Parte en la realización de indagaciones con 
respecto a delitos comprendidos en la presente Convención acerca de: 


i) La identidad, el paradero y las actividades de personas presuntamente 
implicadas en tales delitos o la ubicación de otras personas interesadas; 


ii) El movimiento del producto del delito o de bienes derivados de la comisión 
de esos delitos; 


ii) El movimiento de bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o 
destinados a utilizarse en la comisión de esos delitos: 
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c) Proporcionar, cuando proceda, los elementos o las cantidades de 


sustancias que se requieran para fines de análisis o investigación; 


d) Facilitar una coordinación eficaz entre sus organismos, autoridades y 
servicios competentes y promover el intercambio de personal y otros expertos, 
incluida la designación de oficiales de enlace, con sujeción a acuerdos o 
arreglos bilaterales entre los Estados Parte interesados; 


e) Intercambiar información con otros Estados Parte sobre los medios y 
métodos concretos empleados por los grupos delictivos organizados, así como, 
cuando proceda, sobre las rutas y los medios de transporte y el uso de 
identidades falsas, documentos alterados o falsificados u otros medios de 
encubrir sus actividades; 


f) Intercambiar información y coordinar las medidas administrativas y de otra 
índole adoptadas con miras a la pronta detección de los delitos comprendidos 
en la presente Convención. 


2. Los Estados Parte, con miras a dar efecto a la presente Convención, 
considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales en materia de cooperación directa entre sus respectivos 
organismos encargados de hacer cumplir la ley y, cuando tales acuerdos o 
arreglos ya existan, de enmendarios. A falta de tales acuerdos o arreglos entre 
los Estados Parte interesados, las Partes podrán considerar la presente 
Convención como la base para la cooperación en materia de cumplimiento de 
la ley respecto de los delitos comprendidos en la presente Convención. Cuando 
proceda, los Estados Parte recurrirán plenamente a la celebración de acuerdos 
y arreglos, incluso con organizaciones internacionales o regionales, con miras a 
aumentar la cooperación entre sus respectivos organismos encargados de 
hacer cumplir la ley. 


3. Los Estados Parte se esforzarán por colaborar en la medida de sus 
posibilidades para hacer frente a la delincuencia organizada transnacional 
cometida mediante el recurso a la tecnología moderna. 


Artículo 28 


Recopilación, intercambio y análisis de información sobre la naturaleza 
de la delincuencia organizada 


1. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de analizar, en consulta con 
los círculos científicos y académicos, las tendencias de la delincuencia 
organizada en su territorio, las circunstancias en que actúa la delincuencia 
organizada, así como los grupos profesionales y las tecnologías involucrados. 


2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de desarrollar y compartir 
experiencia analítica acerca de las actividades de la delincuencia organizada, 
tanto a nivel bilateral como por conducto de organizaciones internacionales y 
regionales. A tal fin, se establecerán y aplicarán, según proceda, definiciones, 
normas y metodologías comunes. 
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-3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de vigilar sus políticas y las 
medidas en vigor encaminadas a combatir la delincuencia organizada y 
evaluarán su eficacia y eficiencia. 


Artículo 29 
Capacitación y asistencia técnica 


1. Cada Estado Parte, en la medida necesaria, formulará, desarrollará o 
perfeccionará programas de capacitación específicamente concebidos para el 
personal de sus servicios encargados de hacer cumplir la ley, incluidos fiscales, 
jueces de instrucción y personal de aduanas, así como para el personal de otra 
índole encargado de la prevención, la detección y el control de los delitos 
comprendidos en la presente Convención. Esos programas podrán incluir 
adscripciones e intercambios de personal. En particular y en la medida en que 
lo permita el derecho interno, guardarán relación con: 


a) Los métodos empleados en la prevención, la detección y el control de los 
delitos comprendidos en la presente Convención; 


D) Las rutas y técnicas utilizadas por personas presuntamente implicadas en 
delitos comprendidos en la presente Convención, incluso en los Estados de 
tránsito, y las medidas de lucha pertinentes; 


c) La vigilancia del movimiento de bienes de contrabando; 


d) La detección y vigilancia de los movimientos del producto del delito o de 
los bienes, el equipo u otros instrumentos utilizados para cometer tales delitos y 
los métodos empleados para la transferencia, ocultación o disimulación de 
dicho producto, bienes, equipo u otros instrumentos, así como los métodos 
utilizados para combatir el blanqueo de dinero y otros delitos financieros; 


e) El acopio de pruebas; 
f Las técnicas de control en zonas y puertos francos; 


g) El equipo y las técnicas modernos utilizados para hacer cumplir la ley, 
incluidas la vigilancia electrónica, la entrega vigilada y las operaciones 
encubiertas; 


h) Los métodos utilizados para combatir la delincuencia organizada 
transnacional mediante computadoras, redes de telecomunicaciones u otras 
formas de la tecnología moderna; y 


i) Los métodos utilizados para proteger a las víctimas y los testigos 


2. Los Estados Parte se prestarán asistencia en la planificación y ejecución 
de programas de investigación y capacitación encaminados a intercambiar 
conocimientos especializados en las esferas mencionadas en el párrafo 1 del 
presente artículo y, a tal fin, también recurrirán, cuando proceda, a 
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conferencias y seminarios regionales e internacionales para promover la 
cooperación y fomentar el examen de los problemas de interés común, 
incluidos los problemas y necesidades especiales de los Estados de tránsito. 


3. Los Estados Parte promoverán actividades de capacitación y asistencia 
técnica que faciliten la extradición y la asistencia judicial recíproca. Dicha 
capacitación y asistencia técnica podrán incluir la enseñanza de idiomas, 
adscripciones e intercambios de personal entre autoridades centrales u 
organismos con responsabilidades pertinentes. 


4. Cuando haya acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales vigentes, los 
Estados Parte 'intensificarán, en la medida necesaria, sus esfuerzos por 
optimizar las actividades operacionales y de capacitación en las organizaciones 
internacionales y regionales, así como en el marco de otros acuerdos o 
arreglos bilaterales y multilaterales pertinentes. 


Artículo 30 


Otras medidas: aplicación de la Convención mediante el desarrollo 
económico y la asistencia técnica 


1. Los Estados Parte adoptarán disposiciones conducentes a la aplicación 
óptima de la presente Convención en la medida 32 lo posible, mediante la 
cooperación internacional, teniendo en cuenta los efectos adversos de la 
delincuencia organizada en la sociedad en general y en el desarrollo sostenible 
en particular. 


2. Los Estados Parte harán esfuerzos concretos, en la medida de lo posible y 
en forma coordinada entre sí, así como con organizaciones internacionales y 
regionales, por: 


a) intensificar su cooperación en los diversos niveles con los países en 
desarrollo con miras a fortalecer las capacidades de esos países para prevenir 
y combatir la delincuencia organizada transnacional, 


b) Aumentar la asistencia financiera y material a fin de apoyar los esfuerzos 
de los países en desarrollo para combatir con eficacia la delincuencia 
organizada transnacional y ayudarles a aplicar satisfactoriamente la presente 
Convención; ] 


c) Prestar asistencia técnica a los países en desarrollo y a los países con 
economías en transición para ayudarles a satisfacer sus necesidades 
relacionadas con la aplicación de la presente Convención. A tal fin, los Estados 
Parte procurarán hacer contribuciones voluntarias adecuadas y periódicas a 
una cuenta especificamente designada a esos efectos en un mecanismo de 
financiación de las Naciones Unidas. Los Estados Parte también podrán 
considerar en particular la posibilidad, conforme a su derecho interno y a las 
disposiciones de la presente Convención, de aportar a la cuenta antes 
mencionada un porcentaje del dinero o del valor correspondiente del producto 
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del delito o de los bienes ilícitos decomisados con arreglo a lo dispuesto en la 
presente Convención; 


d) Alentar y persuadir a otros Estados e instituciones financieras, según 
proceda, para que se sumen a los esfuerzos desplegados con arreglo al 
presente artículo, en particular proporcionando un mayor número de programas 
de capacitación y equipo moderno a los países en desarrollo a fin de ayudarles 
a lograr los objetivos de la presente Convención. 


3. En lo posible, estas medidas no menoscabarán los compromisos 
existentes en materia de asistencia externa ni otros arreglos de cooperación 
financiera en los planos bilateral, regional o internacional. 


4. Los Estados Parte podrán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales sobre asistencia material y logística, teniendo en cuenta los 
arreglos financieros necesarios para hacer efectiva la cooperación internacional 
prevista en la presente Convención y para prevenir, detectar y combatir la 
delincuencia organizada transnacional. 


Artículo 31 
Prevención 


1. Los Estados Parte procurarán formular y evaluar proyectos nacionales y 
establecer y promover prácticas y políticas óptimas para la prevención de la 
delincuencia organizada transnacional. 


2. Los Estados Parte procurarán, de conformidad con los principios 
fundamentales de su derecho interno, reducir las oportunidades actuales o 
futuras de que dispongan los grupos delictivos organizados para participar en 
mercados lícitos con el producto del delito adoptando oportunamente medidas 
legislativas, administrativas o de otra índole. Estas medidas deberían centrarse 
en: 


a) El fortalecimiento de la cooperación entre los organismos encargados de 
hacer cumplir la ley o el ministerio público y las entidades privadas pertinentes, 
incluida la industria; 


b) La promoción de la elaboración de normas y procedimientos concebidos 
para salvaguardar la integridad de las entidades públicas y de las entidades 
privadas interesadas, así como códigos de conducta para profesiones 
pertinentes, en particular para los abogados, notarios públicos, asesores 
fiscales y contadores; 


c) La prevención de la utilización indebida por parte de grupos delictivos 
organizados de licitaciones públicas y de subsidios y licencias concedidos por 
autoridades públicas para realizar actividades comerciales; 


6 de agosto de 2014 CÁMARA DE SENADORES 665-C.S. 


d) La prevención de la utilización indebida de personas jurídicas por parte de 
grupos delictivos organizados, a este respecto, dichas medidas podrían incluir 
las siguientes: 


i) El establecimiento de registros públicos de personas jurídicas y naturales 
involucradas en la constitución, la gestión y la financiación de personas 
jurídicas; 


ii) La posibilidad de inhabilitar por mandato judicial o cualquier medio 
apropiado durante un periodo razonable a las personas condenadas por delitos 
comprendidos en la presente Convención para actuar como directores de 
personas jurídicas constituidas en sus respectivas jurisdicciones; 


ii) El establecimiento de registros nacionales de personas inhabilitadas para 
actuar como directores de personas jurídicas; y 


iv) El intercambio de información contenida en los registros mencionados en 
los incisos ¡) y ¡li) del presente apartado con las autoridades competentes de 
otros Estados Parte. 


3. Los Estados Parte procurarán promover la reintegración social de las 
personas condenadas por delitos comprendidos en la presente Convención. 


4. Los Estados Parte procurarán evaluar periódicamente los instrumentos 
jurídicos y las prácticas administrativas pertinentes vigentes a fin de detectar si 
existe el peligro de que sean utilizados indebidamente por grupos delictivos 
organizados. 


5. Los Estados Parte procurarán sensibilizar a la opinión pública con respecto 
a la existencia, las causas y la gravedad de la delincuencia organizada 
transnacional y la amenaza que representa. Cuando proceda, podrá difundirse 
información a través de los medios de comunicación y se adoptarán medidas 
para fomentar la participación pública en los esfuerzos por prevenir y combatir 
dicha delincuencia. 


6. Cada Estado Parte comunicará al Secretario General de las Naciones 
Unidas el nombre y la dirección de la autoridad o las autoridades que pueden 
ayudar a otros Estados Parte a formular medidas para prevenir la delincuencia 
organizada transnacional. 


7. Los Estados Parte colaborarán entre si y con las organizaciones 
internacionales y regionales pertinentes, según proceda, con miras a promover 
y formular las medidas mencionadas en el presente artículo. Ello incluye la 
participación en proyectos internacionales para la prevención de la delincuencia 
organizada transnacional, por ejemplo mediante la mitigación de las 
circunstancias que hacen vulnerables a los grupos socialmente marginados a 
las actividades de la delincuencia organizada transnacional. 


Artículo 32 
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Conferencia de las Partes en la Convención 


1. Se establecerá una Conferencia de las Partes en la Convención con objeto 
de mejorar la capacidad de los Estados Parte para combatir la delincuencia 
organizada transnacional y para promover y examinar la aplicación de la 
presente Convención. 


2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia de 
las Partes a más tardar un año después de la entrada en vigor de la presente 
Convención. La Conferencia de las Partes aprobará reglas de procedimiento y 
normas que riian las actividades enunciadas en los párrafos 3 y 4 del presente 
artículo (incluidas normas relativas al pago de los gastos resultantes de la 
puesta en marcha de esas actividades). 


3. La Conferencia de las Partes concertará mecanismos con miras a lograr 
los objetivos mencionados en el párrafo 1 del presente artículo, en particular a: 


a) Facilitar las actividades que realicen los Estados Parte con arreglo a los 
artículos 29, 30 y 31 de la presente Convención, alentando inclusive la 
movilización de contribuciones voluntarias; 


b) Facilitar el intercambio de información entre Estados Parte sobre las 
modalidades y tendencias de la delincuenc:á organizada transnacional y sobre 
prácticas eficaces para combatirla; 


c) Cooperar con las organizaciones internacionales y regionales y las 
organizaciones no gubernamentales pertinentes; 


d) Examinar periódicamente la aplicación de la presente Convención; 


e) Formular recomendaciones para mejorar la presente Convención y su 
aplicación. 


4. A los efectos de los apartados d) y e) del párrafo 3 del presente artículo, la 
Conferencia de las Partes obtendrá el necesario conocimiento de las medidas 
adoptadas y de las dificultades encontradas por los Estados Parte en aplicación 
de la presente Convención mediante la información que ellos le faciliten y 
mediante los demás mecanismos de examen que establezca la Conferencia de 
las Partes. 


5. Cada Estado Parte facilitará a la Conferencia de las Partes información 
sobre sus programas, planes y prácticas, así como sobre las medidas 
legislativas y administrativas adoptadas para aplicar la presente Convención, 
según lo requiera la Conferencia de las Partes 

Artículo 33 


Secretaria 
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1. El Secretario General de las Naciones Unidas prestará los servicios de 
secretaría necesarios a la Conferencia de las Partes en la Convención. 


2. La secretaría: 


a) Prestará asistencia a la Conferencia de las Partes en la realización de las 
actividades enunciadas en el artículo 32 de la presente Convención y 
organizará los períodos de sesiones de la Conferencia de las Partes y les 
prestará los servicios necesarios; 


b) Prestará asistencia a los Estados Parte que la soliciten en el suministro de 
información a la Conferencia de las Partes según lo previsto en el párrafo 5 del 
artículo 32 de la presente Convención; y 


c) Velará por la coordinación necesaria con la secretaría de otras 
organizaciones internacionales y regionales pertinentes. 


Artículo 34 
Aplicación de la Convención 


1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los pnncipios 
f'indamentales de su derecha intemo, las medidas que sean necesarias, 
incluidas medidas legislativas y administrativas, para garantizar el cumplimiento 
de sus obligaciones con arreglo a la presente Convención. 


2. Los Estados Parte tipificarán en su derecho interno los delitos tipificados de 
conformidad con los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención 
independientemente del carácter transnacional o la participación de un grupo 
delictivo organizado según la definición contenida en el párrafo 1 del artículo 3 
de la presente Convención, salvo en la medida en que el articulo 5 de la 
presente Convención exija la participación de un grupo delictivo organizado. 


3. Cada Estado Parte podrá adoptar medidas más estrictas o severas que las 
previstas en la presente Convención a fin de prevenir y combatir la delincuencia 
organizada transnacional. 


Artículo 35 
Solución de controversias 


1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con 
la interpretación o aplicación de la presente Convención mediante la 
negociación. 


2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la 
interpretación o la aplicación de la presente Convención que no pueda 
resolverse mediante la negociación dentro de un plazo razonable deberá, a 
solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis meses 
después de la fecha de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han 
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podido ponerse de acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera de 
esos Estados Parte podrá remitir la controversia a la Corte Internacional de 
Justicia mediante solicitud conforme al Estatuto de la Corte. 


3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, 
aceptación o aprobación de la presente Convención o adhesión a ella, declarar 
que no se considera vinculado por el párrafo 2 del presente articulo. Los demás 
Estados Parte no quedarán vinculados por el párrato 2 del presente artículo 
respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva. 


4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 
3 del presente artículo podrá en cualquier momento retirar esa reserva 
notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas. 


Artículo 36 
Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión 


1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados del 
12 al 15 de diciembre de 2000 en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la 
Sede de las Naciones Unidas en Nueva York hasta el 12 de diciembre de 2002. 


2. La piesente Convención también estará abicrta a la firma de las 
organizaciones regionales de integración económica siempre que al menos uno 
de los Estados miembros de tales organizaciones haya firmado la presente 
Convención de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente 
artículo. 


3. La presente Convención estará sujeta a ratificación, aceptación o 
aprobación. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se 
depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, Las 
organizaciones regionales de integración económica podrán depositar su 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus 
Estados miembros ha procedido de igual manera. En ese instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación, esas organizaciones declararán el 
alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por la 
presente Convención. Dichas organizaciones comunicarán también al 
depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia 


4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados 
u organizaciones regionales de integración económica que cuenten por lo 
menos con un Estado miembro que sea Parte en la presente Convención. Los 
instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones 
regionales de integración económica declararán el alcance de su competencia 
con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. Dichas 
organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación 
pertinente del alcance de su competencia. 


Artículo 37 
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Relación con los protocolos 
1. La presente Convención podrá complementarse con uno o más protocolos. 


2. Para pasar a ser parte en un protocolo, los Estados o las organizaciones 
regionales de integración económica también deberán ser parte en la presente 
Convención. 


3. Los Estados Parte en la presente Convención no quedarán vinculados por 
un protocolo a menos que pasen a ser parte en el protocolo de conformidad 
con sus disposiciones. 


¿. Los protocolos de la presente Convención se interpretarán juntamente con 
ésta, teniendo en cuenta la finalidad de esos protocolos. 


Artículo 38 
Entrada en vigor 


1. La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día después de la 
fecha en que se haya depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión. A los efectos del presente párrafo, los 
instrumentos depositados por una organización regional de integración 
económica no se considerarán adicionales a los depositados por los Estados 
miembros de tal organización. 


2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que 
ratifique, acepte o apruebe la presente Convención o se adhiera a ella después 
de haberse depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión, la presente Convención entrará en vigor el trigésimo 
dia después de la fecha en que ese Estado u organización haya depositado el 
instrumento pertinente 


Artículo 39 
Enmienda 


1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor de la 
presente Convención, los Estados Parte podrán proponer enmiendas por 
escrito al Secretario General de las Naciones Unidas, quien a continuación 
comunicará toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia 
de las Partes en la Convención para que la examinen y decidan al respecto. La 
Conferencia de las Partes hará todo lo posible por lograr un consenso sobre 
cada enmienda. Si se han agotado todas las posibilidades de lograr un 
consenso y no se ha llegado a un acuerdo, la aprobación de la enmienda 
exigirá, en última instancia, una mayoría de dos tercios de los Estados Parte 
presentes y votantes en la sesión de la Conferencia de las Partes. 


2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su 
competencia, ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente artículo con 
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un número de votos igual al número de sus Estados miembros que sean Partes 
en la presente Convención. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de 
voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa. 


3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente 
artículo estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados 
Parte. 


4, Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente 
artículo entrará en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después de 
la fecha en que éste deposite en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa 
enmienda. 


5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados 
Parte que hayan expresado su consentimiento al respecto. Los demás Estados 
Parte quedarán sujetos a las disposiciones de la presente Convención, asi 
paid cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o 
aprobado. 


Artículo 40 
Denuncia 


1. Los Estados Parte podrán denunciar la presente Convención mediante 
notificación escrita al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia 
surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario General haya 
recibido la notificación. 


2. Las organizaciones regionales ce integración económica dejarán de ser 
Partes en la presente Convención cuando la hayan denunciado todos sus 
Estados miembros. 


3. La denuncia de la presente Convención con arreglo al párrafo 1 del 
presente artículo entrañará la denuncia de sus protocolos. 


Artículo 41 
Depositario e idiomas 


1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la 
presente Convención. 


2. El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, 
español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 


EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente 
autorizados por sus respectivos gobiernos, han firmado la presente 
Convención. 
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PROTOCOLO CONTRA LA FABRICACIÓN Y EL TRÁFICO ILÍCITOS, 
QUE COMPLEMENTA LA CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS 
CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL 


|. Disposiciones generales 
Artículo 1 


Relación con la Convención de las Naclones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional 


1. El presente Protocolo complementa la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional y se interpretará juntamente 
con la Convención. 


2. Las disposiciones de la Convención se aplicarán mutatis mutandis al 
presente Protocolo, a menos que en él se disponga otra cosa. 


3. Los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 del presente Protocolo se 
considerarán delitos tipificados con arreglo a la Convención. 


Artículo 2 
Finalidad 


La finalidad del presente Protocolo es promover, facilitar y reforzar la 
cooperación entre los Estados Parte won el propósito de prevenir, combatr y 
erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones. 


Artículo 3 
Definiciones 
Para los fines del presente Protocolo: 


a) Por "arma de fuego" se entenderá toda arma portátil que tenga cañón y 
que lance, esté concebida para lanzar o pueda transformarse fácilmente para 
lanzar un balín, una bala o un proyectil por la acción de un explosivo, excluidas 
las armas de fuego antiguas o sus réplicas. Las armas de fuego antiguas y sus 
réplicas se definirán de conformidad con el derecho interno. En ningún caso, 
sin embargo, pocrán incluir armas de fuego fabricadas después de 1899; 


b) Por "piezas y componentes” se entenderá todo elemento o elemento de 
repuesto específica mente concebido para un arma de fuego e indispensable 
para su funcionamiento, incluidos el cañón, la caja o el cajón, el cerrojo o el 
tambor, el cierre o el bloqueo del cierre y todo dispositivo concebido o adaptado 
para disminuir el sonido causado por el disparo de un arma de fuego: 


c) Por “municiones” se entenderá el cartucho completo o sus componentes, 
entre ellos las vainas, los cebos, la carga propulsora, las balas o proyectiles 
utilizados en las armas de fuego, siempre que esos componentes estén de por 
sí sujetos a autorización en el respectivo Estado Parte; 


d) Por "fabricación ilícita" se entenderá la fabricación o el montaje de armas 
de fuego, sus piezas y componentes o municiones: 


i) A partir de piezas y componentes que hayan sido objeto de tráñoo ilícito; 
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ii) Sin licencia o autorización de una autoridad competente del Estado Parte 
en que se realice la fabricación o el montaje; o 


ii) Sin marcar las armas de fuego en el momento de su fabricación, de 
conformidad con el artículo 8 del presente Protocolo; 


La concesión de licencia o autorización respecto de la fabricación de piezas y 
componentes se hará de conformidad con el derecho interno; 


e) Por “tráfico ilícito" se entenderá la importación, exportación, adquisición, 
venta, entrega, traslado o transferencia de armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones desde o a través del territorio de un Estado Parte al 
de otro Estado Parte si cualquiera de los Estados Partes interesados no lo 
autoriza conforme a lo dispuesto en el presente Protocolo o si las armas de 
fuego no han sido marcadas conforme a lo dispuesto en el artículo 8 del 
presente Protocolo; 


f) Por "localización" se entenderá el rastreo sistemático de las armas de fuego 
y, de ser posible, de sus piezas y componentes y municiones, desde el 
fabricante al comprador, con el fin de ayudar a las autoridades competentes de 
los Estados Parte a detectar, investigar y analizar la fabricación y el tráfico 
ilícitos. 

Artículo 4 
Ámbito de aplicación 


1. A menos que contenga una disposición en contrario, el presente Protocolo 
se aplicará a la prevención de la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de 
fuego, sus piezas y componentes y municiones y a la investigación y el 
enjuiciamiento de los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 del presente 
Protocolo cuando esos delitos sean de carácter transnacional y entrañen la 
participación de un grupo delictivo organizado. 

2. El presente Protocolo no se aplicará a las transacciones entre Estados ni a 
las transferencias estatales cuando la aplicación del Protocolo pudiera 
perjudicar el derecho de un Estado Parte a adoptar medidas en aras de la 
seguridad nacional en consonancia con la Carta de las Naciones Unidas. 

Articulo 5 
Penalización 

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas o de otra indole que 
sean necesarias para tipificar como delito las siguientes conductas, cuando se 
cometan intencionalmente: 

a) La fabricación ¡licita de armas de fuego, sus piezas y componentes y 
municiones; 

b) El tráfico ilícito de armas de fuego, sus piezas y componentes 
municiones; : 

c) La falsificación o la obliteración, supresión o alteración ilicitas de la(s) 
marca(s) de un arma de fuego requerida(s) de conformidad con el artículo 8 del 
presente Protocolo. 


6 de agosto de 2014 


CÁMARA DE SENADORES 


2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas legislativas y de otra 
Índole que sean necesarias para tipificar como delito las siguientes conductas: 


a) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, la 
tentativa de comisión de un delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del 
presente artículo o la participación en él como cómplice; y 


b) La organización, dirección, ayuda, incitación, facilitación o asesoramiento 
para la comisión de un delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente 
artículo. 


Artículo 6 
Decomiso, incautación y disposición 


1. A reserva de lo dispuesto en el artículo 12 de la Convención, los Estados 
Parte adoptarán, en la mayor medida posible de conformidad con su 
ordenamiento jurídico interno, las medidas que sean necesarias para permitir el 
decomiso de las armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones que 
hayan sido objeto de fabricación o tráfico ilícitos. 


2. Los Estados Parte adoptarán, de conformidad con su ordenamiento juridico 
interno, las medidas necesarias para impedir que las armas de fuego, sus 
piezas y componentes y municiones que hayan sido objeto de fabricación o 
tráfico ilícitos caigan en manos de personas no autorizadas, en particular 
mediante la incautación y destrucción de esas armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones, a menos que se haya autorizado oficialmente olra 
forma de disposición, siempre y cuando se hayan marcado las armas de fuego 
y se hayan registrado los métodos para la disposición de esas armas de fuego 
y municiones 


Il. Prevención 
Artículo 7 
Registros 
Cada Estado Parte garantizará el mantenimiento, por un periodo no inferior a 
diez años, de la información relativa a las armas de fuego y, cuando sea 
apropiado y factible, de la información relativa a sus piezas y componentes y 
municiones que sea necesaria para localizar e identificar las armas de fuego y, 
cuando sea apropiado y factible, sus piezas y componentes y municiones que 
hayan sido objeto de fabricación o tráfico ilícitos, asi como para evitar y 
detectar esas actividades. Esa información incluirá: 


a) Las marcas pertinentes requeridas de conformidad con el artículo 8 del 
presente Protocolo; 

b) En los casos que entrañen transacciones internacionales con armas de 
fuego, sus piezas y componentes y municiones, las fechas de emisión y 
expiración de las licencias o autorizaciones correspondientes, el pais de 
exportación, el país de importación, los paises de tránsito, cuando proceda, y el 
receptor final, así como la descripción y la cantidad de los artículos. 


Artículo 8 
Marcación de las armas de fuego 
1. A los efectos de identificar y localizar cada arma de fuego, los Estados 
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Pante: 

a) En el momento de la fabricación de cada arma de fuego exigirán que ésta 
sea marcada con una marca distintiva que indique el nombre del fabricante, el 
país o lugar de fabricación y el número de serie, o mantendrán cualquier otra 
marca distintiva y fácil de emplear que ostente símbolos geométricos sencillos, 
junto con un código numérico y/o alfanumérico, y que permita a todos los 
Estados Parte identificar sin dificultad el país de fabricación: 


b) Exigirán que se aplique a toda arma de fuego importada una marca 
sencilla y apropiada que permita identificar el país de importación y, de ser 
posible, el año de ésta, y permita asimismo a las autoridades competentes de 
ese país localizar el arma de fuego, así como una marca distintiva, si el arma 
de fuego no la lleva. Los requisitos del presente apartado no tendrán que 
aplicarse a la importación temporal de armas de fuego con fines lícitos 
verificables; 

c) Velarán por que, en el momento en que se transfiera un arma de fuego de 
las existencias estatales a la utilización civil con carácter permanente, se 
aplique a dicha arma la marca distintiva apropiada que permita a todos los 
Estados Parte identificar el país que realiza la transferencia. 


2. Los Estados Parte alentarán a la industria de fabricación de armas de 
fuego a formular medidas contra la supresión o la alteración de las marcas. 


Artículo 9 
Desactivación de las armas de fuego 


Todo Estado Parte que, de conformidad con su derecho intemo, no 
reconozca como arma de fuego un arma desactivada adoptará las medidas que 
sean necesarias, incluida la tipificación de delitos específicos, si procede, a fin 
de prevenir la reactivación ¡licita de las armas de fuego desactivadas, en 
consonancia con los siguientes principios generales de desactivación: 


a) Todas las piezas esenciales de un arma de fuego desactivada se tornarán 
permanentemente inservibles y no susceptibles de ser retiradas, sustituidas o 
modificadas de cualquier forma que pueda permitir su reactivación; 


b) Se adoptarán disposiciones para que una autoridad competente verifique, 
cuando proceda, las medidas de desactivación a fin de garantizar que las 
modificaciones aportadas al arma de fuego la inutilizan permanentemente; 


c) La verificación por una autoridad competente comprenderá la expedición 
de un certificado o la anotación en un registro en que se haga constar la 
desactivación del arma de fuego o la inclusión ce una marca a esos efectos 
claramente visible en el arma de fuego. 


Artículo 10 


Requisitos generales para sistemas de licencias o autorizaciones de 
exportación, importación y tránsito 
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1. Cada Estado Parte establecerá c mantendrá un sistema eficaz de licencias 
o autorizaciones de exportación e importación, así como de medidas aplicables 
al tránsito internacional, para la transferencia de armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones. 


2. Antes de emitir licencias o autorizaciones de exportación para la 
expedición de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, cada 
Estado Parte se asegurará de que: 


a) Los Estados importadores hayan emitido las correspondientes licencias o 
autorizaciones; y 

b) Los Estados de tránsito hayan al menos comunicado por escrito, con 
anterioridad a la expedición, que no se oponen al tránsito, sin perjuicio de los 
acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales destinados a favorecer a los 
Estados sin litoral, 


3. La licencia o autorización de exportación e importación y la documentación 
que la acompañe contendrán conjuntamente información que, como mínimo, 
comprenda el lugar y la fecha de emisión, la fecha de expiración, el país de 
exportación, el país de importación, el destinatario final, una descripción y la 
cantidad de las armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones y, 
cuando haya tránsito, los países de tránsito. La información contenida en la 
licencia de importación deberá facilitarse a los Estados de tránsito con 
antelación. 

4. El Estado Parte importador notificará al Estado Parte exportador, previa 
solicitud, la recepción de las remesas de armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones que le hayan sido enviadas. 


5. Cada Estado Parte adoptará, dentro de sus posibilidades, las medidas 
necesarias para garantizar que los procedimientos de licencia o autorización 
sean seguros y que la autenticidad de los documentos de licencia o 
autorización pueda ser verificada o validada. 


6. Los Estados Parte podrán adoptar procedimientos simplificados para la 
importación y exportación temporales y para el tránsito de armas de fuego, sus 
piezas y componentes y municiones para fines lícitos verificables, tales como 
cacerías, prácticas de tiro deportivo, pruebas, exposiciones o reparaciones. 


Artículo 11 
Medidas de seguridad y prevención 


A fin de detectar, prevenir y eliminar el robo, la pérdida o la desviación, así 
como la fabricación y el tráfico ¡lícitos de armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones, cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas 
para: 


a) Exigir que se garantice la seguridad de las armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones en el curso de su fabricación, de su importación y 
exportación y de su tránsito a través de su territorio; y 


b) Aumentar la eficacia de los controles de importación, exportación y 
tránsito, incluidos, cuando proceda, los controles fronterizos, así como de la 
cooperación transfronteriza entre los servicios policiales y aduaneros. 


Artículo 12 
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Información 


1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 27 y 28 de la Convención, los 
Estados Parte intercambiarán, de conformidad con sus respectivos 
ordenamientos jurídicos y administrativos internos, información pertinente para 
cada caso específico sobre cuestiones como los fabricantes, agentes 
comerciales, importadores y exportadores y, de ser posible, transportistas 
autorizados de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones. 


2. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 27 y 28 de la Convención, los 
Estados Parte intercambiarán, de conformidad con sus respectivos 
ordenamientos jurídicos y administrativos internos, información pertinente sobre 
cuestiones como: 


a) Los grupos delictivos organizados efectiva o presuntamente involucrados 
en la fabricación o el tráfico ¡'ícitos de armas de fuego, sus piezas y 
componentes y municiones; 


b) Los medios de ocultación utilizados en la fabricación o el tráfico ilícitos de 
armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, así como las formas 
de detectarlos; 


c) Los métodos y medios, los lugares de expedición y de destino y las rutas 
que habitualmente utilizan los grupos delictivos organizados que participan en 
el tráfico ilícito de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones; y 


d) Experiencias de carácter legislativo, así como prácticas y medidas 
conexas, para prevenir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de 
armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones. 


3. Los Estados Parte se facilitarán o intercambiarán, según proceda, toda 
información cientifica y tecnológica pertinente que sea de utilidad para 'as 
autoridades encargadas de hacer cumplir ¡a ley a fin de reforzar mutuamente 
su capacidad de prevenir, detectar e investigar la fabricación y el tráfico ilícitos 
de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones y de enjuiciar a las 
personas involucradas en esas actividades ilícitas. 


4. Los Estados Parte cooperarán en la localización de las armas de fuego, 
sus piezas y componentes y municiones que puedan haber sido objeto de 
fabricación o tráfico ilícitos. Esa cooperación incluirá la respuesta rápida de los 
Estados Parte a toda solicitud de asistencia para localizar esas armas de 
fuego, sus piezas y componentes y municiones, dentro de los medios 
disponibles. 


5. Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico o a 
cualesquiera acuerdos internacionales, cada Estado Parte garantizará la 
confidencialidad y acatará las restricciones impuestas a la utilización de toda 
información que reciba de otro Estado Parte de conformidad con el presente 
artículo, incluida información de dominio privado sobre transacciones 
comerciales, cuando así lo solicite el Estado Parte que facilita la información. Si 
no es posible mantener la confidencialidad, antes de revelar la información se 
dará cuenta de ello al Estado Parte que la facilitó. 


Artículo 13 
Cooperación 
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1. Los Estados Parte cooperarán en los planos bilateral, regional e 
internacional a fin de prevenir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico 
ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones. 


2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 13 del artículo 18 de la 
Convención, cada Estado Parte designará un órgano nacional o un punto de 
contacto central encargado de mantener el enlace con los demás Estados 
Parte en toda cuestión relativa al presente Protocolo. 


3. Los Estados Parte procurarán obtener el apoyo y la cooperación de los 
fabricantes, agentes comerciales, importadores, exportadores, corredores y 
¡ comerciales de armas de fuego, sus piezas y componentes y 
municiones, a fin de prevenir y detectar las actividades ilícitas mencionadas en 
el párrafo 1 del presente artículo. 


Artículo 14 
Capacitación y asistencia técnica 


Los Estados Parte cooperarán entre sí y con las organizaciones 
internacionales pertinentes, según proceda, a fin de que los Estados Parte que 
lo soliciten reciban la formación y asistencia técnica requeridas para reforzar su 
capacidad de prevenir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de 
armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, incluida la asistencia 
técnica, financiera y material que proceda en las cuestiones enunciadas en los 
artículos 29 y 30 de la Convención. 


Artículo 15 
Corredores y corretaje 


1. Con miras a prevenir y combatir la fabricación y el tráfico ¡lícitos de armas 
de fuego, sus piezas y componentes y municiones, los Estados Parte que aún 
no lo hayan hecho considerarán la posibilidad de establecer un sistema de 
reglamentación de las actividades de las personas dedicadas al corretaje. Ese 
sistema podría incluir una o varias de las siguientes medidas: 


a) Exigir la inscripción en un registro de los corredores que actúen en su 
territorio; 
b) Exigir una licencia o autorización para el ejercicio del corretaje; o 


c) Exigir que en las licencias o autorizaciones de importación y de 
exportación, o en la documentación adjunta a la mercancía, se consigne el 
nombre y la ubicación de los corredores que intervengan en la transacción. 


2. Se alienta a los Estados Parte que hayan establecido un sistema de 
autorización de las operaciones de corretaje como el descrito en el párrafo 1 
del presente artículo a que incluyan datos sobre los corredores y las 
operaciones de corretaje en sus intercambios de información efectuados con 
arreglo al artículo 12 del presente Protocolo y a que mantengan un registro de 
corredores y de las operaciones de corretaje conforme a lo previsto en el 
artículo 7 del presente Protocolo. 


11. Disposiciones finales 
Artículo 16 


678-C.S. CÁMARA DE SENADORES 6 de agosto de 2014 


Solución de controversias 


1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con 
la interpretación o aplicación del presente Protocolo mediante la negociación. 


2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la 
interpretación o la aplicación del presente Protocolo que no pueda resolverse 
mediante la negociación dentro de un plazo razonable deberá, a solicitud de 
uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis meses después de 
la fecha de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse 
de acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera de esas Partes podrá 
remitir la controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante solicitud 
conforme al Estatuto de la Corte. 


3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, 
aceptación o aprobación del presente Protocolo o de la adhesión a él, declarar 
que no sa considera vinculado por el párrafo 2 del presente artículo. Los demás 
Estados Parte no quedarán vinculados por el párrafo 2 del presente artículo 
respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva. 


4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 
3 del presente artículo podrá en cualquier momento retirar esa reserva 
notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas. 


Artículo 17 
Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión 


1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados en la 
Sede de las Naciones Unidas en Nueva York desde el trigésimo día después 
de su aprobación por la Asamblea General hasta el 12 de diciembre de 2002. 


2. El presente Protocolo también estará abierto a la firma de las 
organizaciones regionales de integración económica siempre que al menos uno 
de los Estados miembros de tales organizaciones haya firmado el presente 
Protocolo de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo. 


3. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación. 
Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. Las organizaciones 
regionales de integración económica podrán depositar su instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus Estados 
miembros ha procedido de igual manera. En ese instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación, esas organizaciones declararán el alcance de su 
competencia con respecto a las cuestiones regidas por el presente Protocolo. 
Dichas organizaciones comunicarán también al depositario cualquier 
modificación pertinente del alcance de su competencia. 


4. El presente Protocoio estará abierto a la adhesión de todos los Estados u 
organizaciones regionales de integración económica que cuenten por lo menos 
con un Estado miembro que sea Parte en el presente Protocolo. Los 
instrumentos de adhesión se depositarán en poder cel Secretario General de 
las Naciones Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones 
regionales de integración económica declararán el alcance de su competencia 
con respecto a las cuestiones regidas por el presente Protocolo. Dichas 
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organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación 
pertinente del alcance de su competencia. 


Artículo 18 
Entrada en vigor 


1. El presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de la 
fecha en que se haya depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión, a condición de que no entre en vigor antes 
de la entrada en vigor de la Convención. A los efectos del presente párrafo, los 
instrumentos depositados por una organización regional de integración 
económica no se considerarán adicionales a los depositados por los Estados 
miembros de tal organización. 


2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que 
ratifique, acepte o apruebe el presente Protocolo o se adhiera a él después de 
haberse depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión, el presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día 
después de la fecha en que ese Estado u organización haya depositado el 
instrumento pertinente o en la fecha de su entrada en vigor con arreglo al 
párrafo 1 del presente artículo, si ésta es posterior. 


Artículo 19 
Enmienda 


1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor del 
presente Protocolo, los Estados Parte podrán proponer enmiendas por escrito 
al Secretario General de las Naciones Unidas, quien a continuación comunicará 
toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia de las Partes 
en la Convención para que la examinen y decidan al respecto. Los Estados 
Parte en el presente Protocolo reunidos en la Conferencia de las Partes harán 
todo lo posible por lograr un consenso sobre cada enmienda. Si se han 
agotado todas las posibilidades de lograr un consenso y no se ha llegado a un 
acuerdo, la aprobación de la enmienda exigirá, en última instancia, una 
mayoría de dos tercios de los Estados Parte en el presente Protocolo presentes 
y votantes en la sesión de la Conferencia de las Partes. 


2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su 
competencia, ejercerán su derecho de voto con arreglo al presente articulo con 
un número de votos ¡gual al número de sus Estados miembros que sean Partes 
en el presente Protocolo. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de 
voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa. 


3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente 
articulo estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados 
Parte. 


4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente 
artículo entrará en vigor respecto de un Estado Parte noventa días después de 
la fecha en que éste deposite en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa 
enmienda. 
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5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados 
Parte que hayan expresado su consentimiento al respecto. Los demás Estados 
Parte quedarán sujetos a las disposiciones del presente Protocolo, así como a 
cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o aprobado. 


Artículo 20 
Denuncia 


1. Los Estados Parte podrán denunciar el presente Protocolo mediante 
notificación escrita al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia 
surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario General haya 
recibido la notificación. 

2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser 
Partes en el presente Protocolo cuando lo hayan denunciado todos sus 
Estados miembros. 


Artículo 21 
Depositario e idiomas 


1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario del 
presente Protocolo. 


2. El original del presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, 
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 


EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente 
autorizados por sus respectivos gobiernos, han firmado el presente Protocolo. 


(SIGUEN FIRMAS) 
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Loy N* 18.087, 
de 5 de enero de 2007 


ARMAS REMITIDAS POR LA JUSTICIA AL SERVICIO DE MATERIAL 
Y ARMAMENTO DEL EJÉRCITO 


Artículo 1*.- Los titulares de las armas remitidas al Servicio de Material y Armamento 
del Ejército por disposición de la Justicia, antes de que se cumplan tres años de su 
ingreso al depósito judicial deberán proceder a su regularización documental y retiro, 
acreditando previamente en forma fehaciente estar habilitados para ello por decisión 
judicial o, en su defecto, proporcionando prueba documental que acredite no poder 
disponer del arma por haberlo denegado el Juzgado competente o por mantenerse la 
misma aún a disposición del mismo. 


.- Con las armas que no hayan sido retiradas o regutarizada su situación 
de la manera indicada en el artículo anterior, se procederá por parte del Servicio de 
Material y Armamento del Ejército de la siguiente manera: 


A) Aquellas que por sus características, condiciones de uso y estado sean factibles 
de integrar la cadena de abastecimiento de las Fuerzas Armadas y de la Policía 
Nacional, serán reacondicionadas y puestas a disposición del Ministerio 
correspondiente. 


B) Las que por sus características o antigdedad, sean catalogadas corno piezas de 
colección, serán puestas a disposición del Comando General del Ejército para ser 
integradas a las colecciones de los museos de sus dependencias. 


C) Las armas a las que por sus características o estado de conservación no pueda 
dársele alguno de los destinos precedentemente previstos, serán destruidas. 


El Servicio de Material y Armamento del Ejército dará cuenta de lo actuado al Poder 
Judicial. 


Artículo 3*.- Los actuales titulares de las armas que se encuentren comprendidos en 
lo previsto por el artículo 1% de la presente ley, dispondrán de un plazo de ciento 
ochenta días a partir de la vigencia de la misma para su regularización documental. 


Vencido dicho plazo, se procederá de acuerdo a lo dispuesto en el articulo 2* de la 
presente ley. 


Artículo 4”.- Derógase la Ley N” 16.145, de S de octubre de 1990, y todas las normas 
que directa o indirectamente se opongan a lo establecido en la presente ley. 
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Ley N* 17.300, 


de 22 de marzo de 2001 


Artículo _Unico.- Apruébase la Convención Interamericana contra la 
Fabricación y el Tráfico llícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y 
otros Materiales Relacionados, adoptada en el XXIV Periodo Extraordinario de 
Sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados 
Americanos y suscrita por la República el 14 de noviembre de 1997. 
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ARMAS DE FUEGO, MUNICIONES, EXPLOSIVOS Y 
OTROS MATERIALES RELACIONADOS 


CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA LA FABRICACION Y 
EL TRAFICO ILICITO 


Artículo |.- Definiciones 
Alos efectos de la presente Convención, se entenderá por: 


1. "Fabricación ilicita": la fabricación o el ensamblaje de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados: 


a) a partir de componentes o partes ilícitamente traficados. o 


b) sin licencia de una autoridad gubernamental competente del Estado Parte 
donde se fabriquen o ensambleñ; o 


c) cuando las armas de fuego que lo requieran no sean marcadas en el 
momento de fabricación. 


2. “Tráfico ilícito”: la importación, exportación, adquisición, venta, entrega, 
traslado o transferencia de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
maleríales relacionados desde o a través del territorio de un Estado Parte al de 
otro Estado Parte si cualquier Estado Parte concernido no lo autoriza. 


3. "Armas de fuego": 


a) cualquier arma cue conste de por lo menos un cañón por el cual una bala o 
proyectil puede ser descargado por la acción de un explosivo y que haya 
sido diseñada para ello o pueda convertirse fácilmente: para tal efecto, 
excepto las armas antiguas fabricadas antes del siglo XX o sus réplicas; o 


b) cualquier otra arma o dispositivo destructivo tal como bomba explosiva, 
incendiaria o de gas, granada, cohete, lanzacohetas, misil, sistema de 
misiles y minas. 


4."Municiones”: el cartucho completo o sus componentes, incluyendo 
cápsula, fulminante, carga propulsora, proyectil o bala que se utilizan en las 
armas de fuego. 


5. "Explosivos": toda aquella sustancia o artículo que se hace, se fabrica o se 
utiliza para producir una explosión, detonación, propulsión o efecto pirotécnico, 
excepto: 
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a) sustancias y artículos que no son en sí mismos explosivos; o 


b) sustancias y artículos mencionados en el anexo de la presente 
Convención. 


6. "Otros materiales relacionados": cualquier componente, parte o repuesto 
de un arma de fuego o accesorio que pueda ser acoplado a un arma de fuego. 


7. 'Entrega vigilada”. técnica consistente en dejar que remesas ilícitas o 
sospechosas de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados salgan del territorio de uno o más Estados, lo atraviesen o entren 
en él, con el conocimiento y bajo la supervisión de sus autoridades 
competentes, con el fin de identificar a las personas involucradas en ta 
comisión de delitos mencionados en el Artículo 'V de esta Convención. 


Artículo ll. Propósito 
El propósito de la presente Convención es: 


Impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de 
fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados; promover y 
facilitar entre los Estados Partes la cooperación y el intercambio de información 
y de experiencias para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico 
ilícitos de armas de fuego, municiones. explosivos y otros materiales 
relacionados. 


Artículo lll. Soberanía 


1.Locs Estados Partes cumplirán las obligaciones que se derivan de la 
presente Convención de conformidad con los principios de igualdad soberana e 
integridad territorial de los Estados y de no intervención en los asuntos internos 
de otros Estados. 


2. Un Estado Parte no ejercerá en el territorio de otro Estado Parte 
jurisdicción ni funciones reservadas exclusivamente a las autoridades de ese 
otro Estado Parte por su derecho interno. 


Artículo IV Medidas jegislativas 


1. Los Estados Partes que aún no lo hayan hecho adoptarán las medidas 
legislativas o de otro carácter que sean necesarias para tipificar como delitos 
en su derecho interno la faoricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados. 
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2.A reserva de los respectivos principios constitucionales y conceptos 
fundamentales de los ordenamientos jurídicos de los Estados Partes, los delitos 
que se tipifiquen conforme al párrafo anterior incluirán la participación en la 
comisión de alguno de dichos delitos, la asociación y la confabulación para 
cometerlos, la tentativa de cometernos y la asistencia, la incitación, la 
facilitación o el asesoramiento en relación con su comisión. 


Artículo Y. Competencia 


1. Cada Estado Parie adoptará las medidas que sean necesarias para 
declararse competente respecto de los delitos que haya tipificado de 
conformidad con esta Convención cuando el delito se cometa en su territorio. 


2. Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas que sean necesarias para 
declararse competente respecto de los delitos que haya tipificado de 
conformidad con esta Convención cuando el delito sea cometido por uno de 
sus nacionales o por una persona que tenga residencia habitual en su territorio. 


3. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para 
declararse competente respecto de los deliios que haya tipificado de 
conformidad con esta Convención cuando el presunto delincuente se encuentre 
en su territorio y no lo extradite a otro pais por motivo de la nacionalidad del 
presunto delincuente. 


4. La presente Convención no excluye la aplicación de cualquier otra regía de 
jurisdicción penal establecida por un Estado Parte en virtud de su legislación 
nacional. 


Articulo VI. Marcaje de armas de fuego 


1. A los efectos de la identificación y el rastreo de las armas de fuego a que 
se refiere el artículo 1.3.a), los Estados Partes deberán: 


a) requerir que al fabricarse se marquen de manera adecuada el nombre del 
fabricante, el lugar de fabricación y el número de serie; 


b) requerir el marcaje adecuado en las armas de fuego importadas de manera 
que permita identificar el nombre y la dirección del importador: y 


Cc) requerir el marcaje adecuado de cualquier arma de fuego confiscada o 
decomisada de conformidad con el Artículo Vil.1 que se destinen para us 
ofcial, : 


2, Las armas de fuego a que se refiere el Artículo 1,3.b) deberán marcarse de 
manera adecuada en el momento de su fabricación, de ser posible. 
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Artículo Vil. Confiscación o decomiso 


4. Los Estados Partes se somprometen a confiscar o decomisar las armas de 
fuago, municiones, explosivas y otros materiales relacionados que hayan sido 
objeto de fabricación o tráfico ilicitos. 


2 Los Estados Panes adeotarán las medidas recesarias para asegurarse de 
cue todas las armas de huego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados que hayan sido incautados, confiscados o decomisados como 
consecuencia de su fabricación o tráfico ilicitos no lleguen a manos de 
particulares o del comercio por la vía de subasta, venta u otros medios 


Artículo VIII. Medidas de securidad 


Los Estados Partes, a los electos de eiminar pérdidas c desviaciones, se 
comprometen a tomar las medidas necesarias para garantizar la seguridad de 
las armas de fuego, municianes, explosivos y otros materiales relacionados que 
se importen, exporten o estén en tránsito en sus respectivos territorios. 


Artículo IX. Autorizaciones o licencias de exportación, importación y tránsito 


1. Los Estados Partes establecerán o mantendrán un sistema eficaz de 
licencias o autorizaciones de exportación, importación y tránsito internacional 
para las transferencias de armas de fuego, municiones, explosivos y otros 
materiales relacionados. 


2. Los Estados Partes no permitirán el tránsito de armas de fuego, 
municiones, -explosivos y otros materiales relacionados hasta que el Estado 
Parte receptor expida la licencia o autorización correspondiente. 


3. Los Estados Partes, antes de autorizar los embarques de armas de fuego 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados para su exportación, 
deberán asegurarse de que los palses importadores y de tránsito han otorgado 
las licencias o autorizaciones necesarias. 


4 El Estado Parte importador informará al Estado Parte exportador que lo 
solicite de la recepción de los embarques de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados. 


Artículo X. Fortalecimiento de los controles en los puntos de exportación 


Cada Estado Parte adoptará las medidas que puedan ser necesarias para 
detectar e impedir el tráfico ¡¡icíto de armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados entre su territorio y el de otros Estados Panes, 
mediante el fortalecimiento de ¡os controles en los puntos de exportación, 
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Artículo XI. Mantenimiento de información 


Los Estados Partes mantendrán, por un tiempo razonable, la información 
necesaria para permitir el rastreo y la identificación de armas de fueco que han 
sido fabricadas o traficadas ilicitamente, para permitiles cumplir con las 
obligaciones estipuladas en los artículos XII! y XVI! 


Artículo Xi. Confidencialidad 


A reserva de las obligaciones impuestas por sus Constituciones o por 
cualquier acuerdo internacional, los Estados Partes garantizarán la 
confidencialidad de toda información que reciban cuando así lo solicite el 
Estado Parte que suministre la información. Si por razones legales no se 
pudiera mantener dicha confidencialidad, el Estado Parte cue suministró la 
información deberá ser notificado antes de su divulgación. 


Artículo XHL Intercambio de información 


1.Los Estados Partes intercambiarán entre sí, de conformidad con sus 
respectivas legistlaciones internas y los tratados aplicables, información 
pertinente sovre cuestiones tales como: 


a) productores, comerciantes, importadores, exportadores y, cuando sea 
posible, transportistas autorizados de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados; 


b) los medios utilizados para ccultar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas 
de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados y las 
maneras de detectarlos; 


Cc) las rutas que habitualmente utilizan las organizaciones de delincuentes 
que participan en el tráfico ilícito de armas de fuego, municiones, 
explosivos y otros materiales relacionados; 


d) experiencias, prácticas y medidas de carácter legislativo para impedir, 
combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados; y 


e) técnicas, prácticas y legislación contra el lavado de dinero relacionado con 
la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos 
y otros materiales relacionados. 


2. Los Estados Partes proporcionarán e intercambiarán, según corresponda, 
información cientifica y tecnológica pertinente para hacer cumplir la ley y 
mejorar la capacidad de cada uno para prevenir, detectar e investigar la 


687-C.S. 


688-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados y para procesar penaimente a los responsables. 


3 Los Estados Partes cooperarán en el rastreo de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados que pudieran haber 
sido fabricados o traficados ilícitamente. Dicha cooparación incluirá dar 
respuesta pronta y precisa a las solicitudes de rasireo. 


Artículo XIV. Cooperación 


4.Los Estados Partes cooperarán en el plano bilateral, regional e 
internacional para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos 
de armas de fuego, municiones, exp/osivos y otros materiales relacionados. 


2. Los Estados Partes identificarán una entidad nacional wÓ un punto Único de 
contacto que actúe como enlace entre los Estados Partes, así como entre ellos 
y el Comité Consultivo establecido en el Artículo XX, para fines de cooperación 
e intercambio de información. 


Artículo XV. Intercambio de experiencias y capacitación 


1. Los Estados Partes cooperarán en la formulación de programas de 
intercambio de experiencias y capacitación entre funcionarios competentes y 
colaborarán entre si para facilitarse el acceso a equipos o tecnología que 
hubieren demostrado ser eficaces en la aplicación de la presente Convención. 


2 Los Estados Partes colaborarán entre sí y con los organismos 
internacionales pertinentes, según proceda, para cerciorarse de que exista en 
sus territorios capacitación adecuada para impedir, combatir y erradicar la 
fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados. Dicha capacitación incluirá, entre otras cosas: 


a) La identificación y el rastreo de armas de fuego, municiones, explosivos y 
otros materiales relacionados; 


b) La recopilación de información de inteligencia, en particular la relativa a la 
identificación de los responsables de la fabricación y el tráfico ilicitos y a los 
métodos de transporte y las técnicas de ocultamiento de armas de fuego, 
municiones, explosivos y otros materiales relacionados; y 


c) El mejoramiento de la eficiencia del personal responsable de la búsqueda y 
detección, en los puntos convencionales y no convencienales de entrada y 
salda, de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados traficados ilícitamente. 


Artículo XVI Asistencia técnica 


Los Estados Partes cooperarán entre sí y con los organismos internacionales 
pertinentes, según proceda, a fin de que aquellos Estados Partes que lo 
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soliciten reciban la asistencia técnica necesaria para fortalecer su capacidad 
para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de 
fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, incluida la 
asistencia técnica en los temas identificados en el artículo XV.2. 


Artículo XVII. Asistencia jurídica mutua 


1. Los Estados Partes se prestarán la más amplia asistencia juridica mutua, 
de conformidad con sus leyes y los tratados aplicables, dando curso y 
respondiendo en forma oportuna y precisa a las solicitudes emanadas de las 
autoridades que, de acuerdo con su derecho interno, tengan facultades para la 
investigación o procesamiento de las actividades i¡lícitas descritas en la 
presente Convención, a fin de obtener pruebas y tomar otras medidas 
necesarias para facilitar los procedimientos y actuaciones referentes a dicha 
investigación o procesamiento, 


2. A los fines de la asistencia jurídica mutua prevista en este articulo, cada 
Estado Parte podrá designar una autoridad central o podrá recurrir a 
autoridades centrales según se estipula en los tratados pertinentes u otros 
acuerdos. Las autoridades centrales tendrán la responsabilidad de formular y 
recibir solicitudes de asistencia en el marco de este articulo, y se comunicarán 
directamente unas con otras a los efectos de este articulo. 


Artículo XVIII. Entrega vigilada 


1. Cuando sus respectivos ordenamientos jurídicos internos lo permitan, los 
Estados Partes adoptarán las medidas necesarias, dentro de sus posibilidades, 
para que se pueda utilizar de forma adecuada, en el plano internacional, la 
técnica de entrega vigilada, de conformidad con acuerdos o arreglos 
mutuamente convenidos, con el fin de descubrir a las personas implicadas en 
delitos mencionados en el artículo IV y de entablar acciones legales contra 
ellas. 


2. Las decisiones de los Estados Partes de recurrir a la entrega vigilada se 
adoptarán caso por caso y podrán, cuando sea necesario, tener en cuenta 
arreglos financieros y los relativos al ejercicio de su competencia por los 
Estados Partes interesados. 


3, Con el consentimiento de los Estados Partes interesados, las remesas 
ilícitas sujetas a entrega vicilada podrán ser interceptadas y autorizadas a 
proseguir intactas o habiéndose retirado o sustituido total o parcialmente las 
armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionaaos. 


Artículo XIX. Extradición 


1. El presente artículo se aplicará a los delitos que se mencioran en el 
artículo IV de esta Convención. 


2. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se 
considerará incluido entre los delitos que den lugar a extradición en todo 
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tratado de extredición vigente entre los Estados Partes. Los Estados Partes se 
comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado 
de extradición que concierten entre si. 


3. Si un Estado Parte que supedita ¡a extradición a la existencia de un tratado 
recibe una solicitud de extradición de otro Estado Parte, con el que no lo 
vincula ningún tratado de extradición, podrá considerar la presente Convención 
como la base jurídica de la extradición respecto de los delitos a los que se 
aplica el presente artículo. 


4. Los Estados Partes que no supediten la extradición a la existencia de un 
tratado reconocerán los delitos a los que se aplica el presente articulo como 
casos de extradición entre ellos. 


5. La extradición estará sujeta a las conciciones previstas por la legislación 
del Estado Parte requerido o por los tratados de extradición aplicables, 
incluidos los motivos por los que se fuede denegar la extradición. 


6. Si la extradición solicitada por un delito al que se aplica el presente articulo 
se deniega en razón únicamente de la nacionalidad de la persona objeto de la 
solicitud, el Estado Parte requerido presentará el caso ante sus autoridades 
competentes para su enjuiciamiento según los criterios, leyes y procedimientos 
aplicables por el Estado requerido a esos delitos cuando son cometidos en su 
territorio. El Estado Parte requerido y el Estado Parte requirente podrán, de 
conforrridad con sus legislaciones nacionales, convenir de otra manera con 
respecto a cualquier enjuiciamiento a que se refiere este párrafo. 


Artículo XX. Establecimiento y funciones del Comité Consultivo 


1. Con el propósito de lograr los objetivos de esta Convención, los Estados 
Partes establecerán un Comité Consultivo encargado de: 


a) Promover el intercambio de información a que se refiere esta Convención; 


b) facilitar el intercambio de información sobre legislaciones nacionales y 
procedimientos administrativos de los Estados Partes; 


c) fomentar la cooperación entre las dependencias nacionales de enlace a fin 


de detectar exportaciones e importaciones presuntamente ¡licitas de armas - 


de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados; 


d) promover la capacitación, el intercambio de conocimientos y experiencias 
entre los Estados Partes, la asistencia técnica entre ellos y las 
organizaciones internacionales pertinentes. así como los estudios 
académicos; 


e) solicitar a otros Estados no Partes, cuando corresponda, información sobre 
la fabricación y el tráfico ilicitos ds armas de fuego, municiones, explosivos 
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y otros materiales relacionados; y 
f) promover medidas que faciliten la aplicación de esta Convención. 


2. Las decisiormes del Comité Consultivo serán de naturaleza recomendatoria. 


3. El Comité Consultivo deberá mantener la confidencialidad de cualquier 
información que reciba en el cumplimiento de sus funciones, si así se le 
solicitare. 


Artículo XXI. Estructura y reuniones del Comité Consultivo 


1. El Comité Consultivo estará integrado por un representante de cada 
Estado Parte 


2. El Comité Consultivo celebrará una reunión ordinaria anual y las reuniones 
extraordinarias que sean necesanas. 


3. La primera reunión ordinaria cal Comitá Consultivo se celebrará dentro de 
los noventa dias. siguientes al depósito del décimo instrumento de ratificación 
de esta Convención. Esta reunión se celeorará en la sede de la Secretaria 
General de la Drganización de los Estados Americanos, a menos que un 
Estado Parte ofrezca la Sede. 


4.Las reuniomes del Comité Consultivo se celebrarán en el lugar que 
acuerden los Estados Partes en la reunión ordinaria anterior. De no haber 
ofrecimiento de Sede, el Comité Consultivo se reunirá en la sede de la 
Secretaria General de la Organización de los Estados Americanos. 


5. El Estado Fiarte anítrón de cada reunión ordinaria ejercerá la Secretaría 
pro témpore del ¡Comité Consultivo hasta la siguiente reunión ordinaria. Cuando 
la reunión ordimaria se celebre en la Sede de la Secretaria General de la 
Organización de: los Estados Americanos, en ella se elegirá el Estado Parte 
que ejercerá la Sbecretaria pro témpore. 


6. En consulta con los Estados Partes, la Secretaría pro tempore tendrá a su 
cargo las siguientes funciones: 


a) Convocar las reuniones ordinanas y extraordinarias del Comité Consultivo: 
b) elaborar el proyecto de temario de las reuniones; y 
C) preparar los ¡proyectos de informes y actas de las reuniones. 


7. El Comité Consultivo elaborará su reglamento interno y lo adoptará por 
mayoría absoluta. 
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Artículo XXIl. Firma 


La presente Convención está abierta a la firma de los Estados Miembros de 
la Organización de los Estados Americanos, 


Artículo XXI! Ratificación 


La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de 
ratificación se depositarán en la Secretaria General de la Organización de los 
Estados Americanos. 


Articulo XXIV. Reservas 


Los Estados Partes podrán formular reservas a la presente Cenvención al 
momento de aprobarla, firmarla o ratificarla siempre que no sean incompatibles 
con el objeto y los propósitos de la Convención y versen sabre una oO más 
disposiciones especificas. 


Artículo XXV. Entrada en vigor 


La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha 
en que haya sido depositado el segundo ¡instrumento de ratificación Para cada 
Estado que ratifique la Convención después de haber sido depositado el 
segundo instrumento de ratificación, la Convención entrará en vigor e trigésimo 
día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de 
ratificación 


Artículo XXVI. Denuncia 


1. La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualesquiera de los 
Estados Partes podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositaco 
en la Secretaria General de la Organización de los Estados Americanos. 
Transcurridos seis meses a partir de la fecha de depósito del instrumento de 
denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante y 
permanecerá en vigor para los demás Estados Parles. ' 


2.La denuncia no afectará las solicitudes de información o asistencia 
formuladas durante la vigencia de la Convención para el Estado denunciante, 


Artículo XXVII. Otros acuerdos o prácticas 


1. Ninguna de las normas de la presente Convención será interpretada en el 
sentido de impedir que los Estados Partes se presten reciprocamente 
cooperación al amparo de lo previsto en otros acuerdos internacionales, 
bilaterales o multilaterales, vigentes o que se celebren entre ellos, o de 
cualquier otro acuerdo o práctica aplicable. 


2. Los Estados Partes podrán adoptar medidas más estricias que las 
previstas en la presente Convención sí. a su juicio. tales medidas son 
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convenientes para impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos 
de armas de fuego, municiones, explosivos y otros matenales relacionados. 


Artículo XXVIII. Conferencia de los Estados Pares 


Cinco años después de entrada en vigor la presente Convención, el 
depositario convocará una Conferencia de los Estados Partes para examinar el 
funcionamiento y la aplicación de esta Convención. Cada Conferencia decidirá 
la fecha en que habrá de celebrarse la siguiente. 


Artículo XXIX. Solución de controversias 


Las controversias que puedan surgir en tomo a la aplicación o interpretación 
de la Convención serán resueltas por la vía diplomática o, en su defecto, por 
cualquier otro medio de solución pacífica que acuerden los Estados Partes 
involucrados. 


Artículo XXX. Depósito 


El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, 
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la que 
enviará copia certificada del texto para su registro y publicación a la Secretaria 
de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las 
Naciones Unidas. La Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos notificará a los Estados miembros de dicha Organización las 
firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación y denuncia, así como las 
reservas que hubiere. 


ANEXO 


El término "explosivos" no incluye: gases comprimidos; líquidos inflamables; 
dispositivos activados por explosivos tales como bolsas de aire de seguridad 
(air bags) y extinguidores de incendio; dispositivos activados por propulsores 
tales como cartuchos para disparar clavos; fuegos artificiales adecuados para 
usos por parte del público y diseñados principalmente para producir efectos 
visibles o audibles por combustión, que contienen compuestos pirotécnicos y 
que no proyectan ri dispersan fragmentos peligrosos como metal, vidrio o 
plástico quebradizo; fulminante de papel o de plástico para pistolas de juguete; 
dispositivos propulsores de juguete que consisten en pequeños tubos 
fabricados de papel o de material compuesto o envases que contienen una 
pequeña carga de pólvora propulsora de combustión lenta que al funcionar no 
estallan ni producen una llamarada externa excepto a través de la boquilla o 
escape, y velas de humo, balizas, granadas de humo, señales de humo, luces 
de bengala, dispositivos para señales manuales y cartuchos de pistola de 


693-C.S. 


694-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


señales tipo "Very", diseñadas para producir efectos visibles para fines de 
señalización que contienen compuestos de humo y cargas no deflagrantes. 


Hecho en el XXIV Periodo Extraordinario de Sesiones de la Asamblea 
General de la Organización de los Estados Americanos y suscrita por la 
República el 14 de noviembre de 1997. 
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Decreto Ley N* 14,294, 
de 31 de octubre de 1974 


Artículo 62.- (Medidas cautelares). - 


62.1. (Universalidad de la aplicación). El tribunal penal competente 
adoptará por resolución fundada, de oficio o a solicitud de parte, en cualquier 
estado de la causa e incluso en el presumario, las medidas cautelares 
necesarias para asegurar la disponibilidad de los bienes sujetos a eventual 
decomiso como consecuencia de la comisión de cualquiera de los delitos 
previstos en la presente ley o delitos conexos con éstos.En el caso de que las 
medidas cautelares sean adoptadas durante la etapa presumarial, éstas 
caducarán de pleno derecho si, en un plazo de dos años contados desde que 
las mismas se hicieron efectivas, el Ministerio Público no solicita el 
enjuiciamiento. 

62.2. (Procedencia). Las medidas cautelares se adoptarán cuando el 
tribunal penal competente estime que son indispensables para la protección del 
derecho del Estado de disponer de estos bienes una vez decomisados y 
siempre que exista peligro de lesión o frustración del mismo por la demora del 
proceso. En ningún caso se exigirá contracautela pero el Estado responderá 
por los daños y perjuicios causados por las medidas cautelares adoptadas, si 
los bienes afectados no son finalmente decomisados La Junta Naciona! de 
Drogas podrá requerir al Miriisterio Público que solicite ¡a adupción de medidas 
cautelares sobre los bienes y productos del delito que le pudieran ser 
adjudicados por sentencia. 


62.3. (Facultades del tribunal). El tribunal penal competente podrá: 


a) apreciar la necesidad de la medida, pudiendo disponer otra si la entiende 
más eficiente; 


b) establecer su alcance y término de duración; y 


c) disponer la modificación, sustitución o cese de la medida cautelar 
adoptada. 


62.4. (Recursos). Las medidas se adoptarán en forma reservada y ningún 
incidente o petición podrá detener su cumplimiento. 


Si el afectado no hubiese tomado conocimiento de las medidas adoptadas 
en forma completa y concreta con motivo de su ejecución, se le notificarán una 
vez cumplidas. 


La providencia que admita, deniegue o modifique una medida cautelar será 
recurrible mediante recursos de reposición y apelación, pero la interposición de 
los mismos no suspenderá su ejecución. 


62.5. (Medidas especificas). El tribunal penal competente podrá disponer 
las medidas que estime indispensables, entre otras, la prohibición de innovar, 
la anotación preventiva de la litis, los embargos y secuestros, la designación de 
veedor o auditor, la de interventor o cualquier ota que sea idónea para el 
cumplimiento de la finalidad cautelar. 


La resolución que disponga una intervención fijará su plazo y las facultades 
del interventor debiéndose procurar, en lo posible, la continuidad de la 
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explotación intervenida. El tribunal fijará la retribución del interventor la cual, si 
fuere mensual, no podrá exceder de la que percibiere en su caso un gerente 
con funciones de administrador en la empresa intervenida, la que se abonará 
por el patrimonio intervenido y se imputará a la que se fije como honorario final. 


62.6. (Medidas provisionales). El tribunal penal competente podrá adoptar, 
como medida provisional o anticipada, el remate de los bienes que se hubieran 
embargado o, en general, se encontraren sometidos a cualquier medida 
cautelar, que corran riesgo de perecer, deteriorarse, depreciarse O 
desvalorizarse oO cuya conservación irrogue perjuicios o gastos 
desproporcionados a su valor. 


En estos casos, el tribunal penal competente podrá disponer su remate y 
depositar el producto en unidades indexadas u otra unidad de medida que 
permita asegurar la preservación del valor, a la orden del tribunal y bajo el 
rubro de autos. 


FUENTE: Ley N" 18 494 do 05/06/2009 
articulo 2* 


Artículo 63.- (Decomiso).- 


83.1. (Concepto). El decomiso es la privación con carácter definitivo de 
algún bien, producto o instrumento, por decisión del tribunal penal competente 
2 solicitud del Ministerio Público, como consecuencia jurídica accesoria de la 
actividad ilícita. La providencia ejecutoriada que lo disponga constituirá título de 
traslación del dominio y se inscribirá en los Registros Públicos 
correspondientes. 


53.2. (Ambito objetivo). En la sentencia definitiva de condena por alguno de 
los delitos previstos en la presente ley o delitos conexos, el tribunal penal 
competente dispondrá, a solicitud del Ministerio Público, el decomiso de: 


a) los estupefacientes y sustancias psicotrópicas prohibidas que fueran 
incautadas en el proceso; 

b) los bienes o instrumentos utilizados para cometer el delito o la actividad 
preparatoria punible; 

c) los bienes y productos que procedan del delito; 


d) los bienes y productos que procedan de la aplicación de los provenientes 
del delito, comprendiendo: los bienes y productos en los que se hayan 
transformado o convertido los provenientes del delito y los bienes y 

con los que se hayan mezclado los provenientes del delito 
hasta llegar al valor estimado de éstos; 


e) los ingresos u otros beneficios derivados de los bienes y productos 
provenientes del delito. 


63.3. (Decomiso por equivalente) Cuando tales bienes, productos e 
instrumentos no pudieran ser decomisados, el tribunal penal competente 
dispondrá el decomiso de cualquier otro bien del condenado por un valor 
equivalente o, de no ser ello posible, dispondrá que aquél pague una multa de 
idéntico valor. 
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63.4, (Decomiso de pleno derecho). Sin perjuicio de lo expresado, el 
tribunal penal competente, en cualquier etapa del proceso en la que el 
indagado o imputado no fuera habido, librará la orden de prisión respectiva y 
transcurridos seis meses sin que haya variado la situación, caducará todo 
derecho que el mismo pueda tener sobre los bienes, productos o instrumentos 
que se hubiesen cautelarmente incautado, operando el decomiso de pleno 
derecho. 


En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la 
inmovilización de activos al amparo de lo edictado por el artículo 6” de la Ley 
N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, si sus titulares no ofrecieran prueba de 
que los mismos tienen un origen diverso a los delitos previstos en la presente 
ley o delitos conexos en un plazo de seis meses, caducará todo derecho que 
pudieran tener sobre los fondos inmovilizados, operando el decomiso de pleno 
derecho. 


En los casos en que el tribunal penal competente hubiera dispuesto la 
incautación de fondos o valores no declarados, al amparo de lo edictado por el 
artículo 19 de la Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, si sus titulares no 
ofrecieran prueba que los mismos tienen un origen diverso a los delitos 
previstos en la presente ley o delitos conexos en un plazo de seis meses, 
caducará todo derecho que pudieran tener sobre los fondos inmovilizados, 
operando el decomiso de pleno derecho. 


En los casos en que se produjere el hallazgo de bienes o productos 
provenientes de delitos tipificados en la presente ley o celitos conexos, si en el 
plazo de seis meses no compareciere ningún interesado, operará el decomiso 
de pleno derecho. 


63.5. (Ambito subjetivo). El decomiso puede alcanzar los bienes 
enumerados en los incisos anteriores de los que el condenado por alguno de 
los delitos previstos en la presente ley o delitos conexos sea el beneficiario final 
y respecto de cuya ¡legítima procedencia no haya aportado una justificación 
capaz de contradecir los indicios recogidos en la acusación, siempre que el 
valor de los mencionados bienes sea desproporcionado respecto de la 
actividad licita que desarrolle y haya declarado. Podrán ser objeto de decomiso 
el dinero, los bienes y los demás efectos adquiridos en un momento anterior a 
aquél en que se ha desarrollado la actividad delictiva del reo, siempre que el 
tribunal penal competente disponga de elementos de hecho aptos para 
justificar una conexión razonable con la misma actividad delictiva. 


A los fines del decomiso se. considerará al condenado por los delitos 
previstos en la presente ley o conexos con éstos, beneficiario final de los 
bienes, aun cuando figuren a nombre de terceros o de cualquier otro modo 
posea, a través de persona física o jurídica intermedia. 


La determinación y el alcance objetivo y subjetivo del decomiso serán 
resueltos por el tribunal penal competente. 


FUENTE: Loy N* 18,494 de 05/06/2009 
artículo 22 
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Decreto N” 12/005 
de 11 de enero de 2005 


VISTO: que con fecha 7 de julio de 2004, el Consejo del Mercado Común 
(CMC), del Mercado Común del Cono Sur (MERCOSUR), aprobó mediante la 
Decisión 15/04, el Memorándum de Entendimiento para el Intercambio de 
Información sobre la Fabricación y el Tráfico llícitos de Armas de Fuego, 
Municiones, Explosivos y otros Materiales Relacionados entre los Estados 
Pantes.- 


CONSIDERANDO: |) que el artículo 9no. de la mencionada Decisión del 
CMC, establece que "Los Estados Partes deberán incorporar la presente 
Decisión a sus ordenamientos jurídicos nacionales y poner en vigencia las 
disposiciones legislativas, reglamentarias y administrativas necesarias para su 
cumplimiento, antes del 1ro. de junio de 2005”.- 


11) que a los efectos previstos, y teniendo presente que el mecanismo 
aprobado busca potenciar la buena cooperación contra el accionar del crimen 
organizado mediante acciones conjuntas y coordinadas que permitan el 
intercambio ágil y seguro de la información requerida, se estima adecuado 
incorporarlo al derecho interno para permitir su aplicación. - 


111) que cada Parte deberá comunicar por vía diplomática a la Presidencia Pro 
Tempore del MERCOSUR el Punto Focal que establecerá a los efectos de! 
mecanismo aprobado, el cual será el encargado de recibir de los otros Estados 
Partes las solicitudes de información en el ámbito de sti competencia, trasmitir 
las respuestas y formular solicitudes a los demás Estados Partes.- 


IV) que conforme a lo dispuesto por el articulo Gto. del Memorándum de 
Entendimiento mencionado, las autoridades encargadas de la aplicación del 
mismo en nuestro País, deberán comunicar al Punto Focal, el nombre del o los 
funcionanos responsables de diligenciar la información a que se refiere la 
Decisión CMC N” 15/04.- 


ATENTO: a los precedentemente expuesto, y lo dispuesto por la Ley 17.300 
de fecha 7 de marzo de 2001 y al articulo 38 y 42 del Protocolo Adicional al 
Tratado de Asunción sobre la Estructura Institucional del MERCOSUR 
Protocolo de Ouro Preto -aprobado por nuestro País por la Ley 16.712 de 22 de 
agosto de 1995.- 


El Presidente de la República, 
Decreta: 
2. Apruébase el Memorándum de Entendimiento para el 
Intercambio de Información sobre la Fabricación y el Tráfico llícitos de Armas 


de Fuego, Municiones, Explosivos y otros Materiales Relacionados, aprobado 
por Decisión CMC N” 15/04 adoptada en Puerto Iguazú el 7 de julio de 2004.- 
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Artículo 2”. Las autoridades responsables de nuestro País, mencionadas en 
el artículo Gto para la aplicación del Memorándum, aprobado por la Decisión 
CMC N* 15/04, deberán comunicar al Ministerio de Relaciones Exteriores 
dentro del plazo de 30 (treinta) días de la entrada en vigor del presente 
Decreto, el nombre del o los funcionarios responsables de diligenciar la 
información de su competencia conforme a lo previsto en el artículo Sto. de la 
precitada Decisión.- 


Artículo_3% Comuníquese, publíquese, pase al Comando General del 
Ejército, a la Dirección Nacional de Inteligencia de Estado, para su 
conocimiento y demás efectos. Cumplido, archivese.- 
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Decreto N* 231/002 
de 18 de junio de 2002 


VISTO: la reglamentación vigente en materia de adquisición y tenencia de 
armas de fuego y municiones. 


CONSIDERANDO: l) que es de interés de la Administración el adecuar y 
actualizar la normativa existente en is de adquisición y tenencia de armas 
de fuego y municiones. 


li) que el control del Estado en la materia, forma parte de uno de sus 
cometidos esenciales, que es la seguridad pública. Y en tal sentido resulta 
primordial que las armas en general, sean registradas y declaradas a los 
efectos de contar con un adecuado control con relación a la tenencia y porte de 
las mismas 


111) a tales efectos se entiende debe velarse en el sentido que por quienes 
adquieran armas, no representen riesgo, ni peligro social alguno y sean 
idóneos en el manejo de las mismas, adecuando de esta forma el interés de la 
Acministración con el de los particulares. 


IV) que las condiciones y requisitos, cuyo cumplimiento los adquirentes, 
tenedores y portadores de armas de fuego deberán acreditar conforme a las 
disposiciones del nuevo texto normativo, tiene por finalidad evitar el peligro 
insito en la utilización de las mismas y adaptar, actualizar y armonizar la 
normativa en la materia a la nueva realidad social, lo que a su vez se traducirá 
an una mayor declaración y registro de las armas existentes en la sociedad. 


Y) que en concordancia con las legislaciones más modernas en la materia - 
como la canadiense o la suiza- sin abandonar el control sobre el arma en sí, se 
debe de apuntar substancialmente a la persona que va a poseerla o utilizarla. Y 
es en consecuencia que se establecen como exigencias primordiales el no 
poseer antecedentes, el obtener una certificación de aptitud psicofisica; una 
constancia laboral o justificativo de ingresos y fundamentalmente una 
adecuada capacitación a través de un certificado de idoneidad en el 
conocimiento y manejo de armas de fuego. 


VI) que existe un importante número de armas sin registrar por lo que debe 
priorizarse que el Estado posea una información actualizada y completa, 
acerca de las armas existentes en el país, como de los titulares de los 
derechos de tenencia y porte de las mismas. 


VII) que la normativa debe traducir que en la práctica el adquirente, tenedor o 
portador de armas sin registrar opte por regularizar su situación, para lo cual 
debe habilitarse el registro de las mismas pero sujeto a las exigencias que la 
presente normativa contempla. 
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ATENTO: a lo precedentemente expuesto: 


El Presidente de la República, 
Decreta: 
Artículos 1* a 11: Ver Decreto 652/970, de .22 de diciembre de 1970. 


Artículo 12. Sustitúyese el artículo 192d0. del Decreto 2605/943 de 7 de 
octubre de 1943, por el siguiente: 


"Artículo 192d0.- Decláranse de uso exclusivo del Ejército Nacional, Armada 
Nacional, Fuerza Aérea Uruguaya y la Policía, con la excepción establecida en 
el artículo siguiente, además de las expresadas en el Decreto-Ley 1297, de 
fecha 8 de mayo de 1876 y Decreto de 12 de noviembre de 1896, las similares 
a éstas - todas las armas largas de fuego para cartuchos de fuego central y 
bala de calibre superior a 6.5 m/m: - las apropiadas para uso de gases 
agresivos; las pistolas automáticas de toda marca o clase, de calibres 
superiores a 7.65 mím y las pistolas semiautomáticas de toda marca o clase, 
de calibres superiores a 9 m/m; quedando en consecuencia, prohibida su 
importación al pais por cuenta de particulares o por instituciones oficiales o 
privadas. Esta disposición rige, igualmente, para la munición correspondiente a 
las armas mencionadas y todos los proyectiles que puedan emplearse sin 
armas de fuego, como bombas de avión, cargas de profundidad, torpedos, y 
demás elementos de uso militar que a juicio del Servicio de Material y 
Armamento y del Servicio de Construcciones, Reparaciones y Armamentos, 
puedan emplearse para actos de sabotaje; y para los cartuchos de gases y 
elementos similares." 


Artículo 13. Sustitúyese el artículo 204to. del Decreto 2605/943 de 7 de 
octubre de 1943, en la redacción dada por el artículo 1ro. del Decreto 125/987 
de 17 de marzo de 1987, por el siguiente: 


"Artículo 204to.- Todas las armas y municiones no mencionadas en el artículo 
192do. serán consideradas de libre comercio y sometidas a las disposiciones 
establecidas en los artículos correspondientes de los títulos Vi y VII de esta 
reglamentación. 


Serán consideradas municiones de libre comercio aquellas cue mo se 
encuentran comprendidas en el artículo 20tro. y las que no exceden los 
valores máximos de velocidad inicial y energía, ambas en la boca del arma 
que con carácter taxativo se establecen a continuación, con exclusión de las 
apropiadas para las armas declaradas de uso exclusivo para las Fuerzas 
Armadas y Policía en el artículo 19200 


Cartuchos de fuego centra! para revólver... V.i...413 m/s...E...53 kg./m. 
Cartuchos de fuego centra! para pistola... V.i...350 mís.,.E...52 kg./m. 
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Cartuchos de fuego central para rifles... V.¡...969 mis...E...341 kg./m. 


Para efectuar las solicitudes de importación previstas en el Título VI de esta 
Reglamentación, se deberán establecer las características de la munición, para 
cada caso en particular, adjuntando fotocopia del catálogo de fábrica". 


Artículo 14?. Otórgase un plazo de 180 (ciento ochenta) días, a partir de la 
publicación del presente Decreto, a los efectos de que regularicen su situación 
todos aquellos actuales tenedores o poseedores de armas de fuego 
gestionando el THATA y la obtención de la "Guía de Posesión de Armas" 
correspondiente, al amparo de la presente normativa. 


Artículo 15. Ver Decreto 652/970, de 22 de diciembre de 1970. 
Artículo 16. Comuníquese, publiquese y archívese. 
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Decreto N” 382/999, 
de 7 de diciembre de 1999 


VISTO: La necesidad de actual:zar y adecuar el decreto 530/980 de 2 de 
diciembre de 1980 referido a las normas que regulan el sistema de expedición 
de los denominados "Certificados de Habilitación Policial". 


CONSIDERANDO: |) Que de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 7" de la 
Constitución Nacional, todos los habitantes de la República tiene derecho a ser 
protegidos en el goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y 
propiedad, estableciendo además el artículo 26, en cuanto a los procesados y 
penados, que debe perseguirse su reeducación, la aptitud para el trabajo y la 
profilaxis del delito, a los efectos de reinsertarlos socialmente. 


11) Que por mandato constitucional ningún habitante de la República puede ser 
privado de lo que la ley no prohibe, ni obligado a hacer lo que ésta no manda - 
articulo 10 de la Constitución-. 


ill; Que como consecuencia jógica de la aplicación de los prirwipics 
constitucionales enunciados, la autoridad policial debe limitarse a extender las 
certificaciones que correspondan sobre los individuos, sólo cuando exista en 
sus registros la acreditación de haber cometido un delito o una resolución 
judicial que prohiba hacer o realizar determinada actividad, siendo la entidad a 
quien va dirigido el Certificado y no la autoridad policial, quien debe realizar la 
calificación de aptitud o idoneidad correspondiente. 


IV) Por tal motivo y no ser la Policía quien determina o no dicha habilitación, 
corresponce técnicamente sustituir la demominación de "Certificado de 
Habilitación Policial" que hasta 'a fecha se le ha dado al documento que 
aquella expide, por el de "Certificado de Antecedentes Juciciales” 


ATENTO: a lo precedentemente expuesto. 


El Presicente de la República, 
Decreta: 
Artículo 1? Las Dependencias competentes del Ministerio del Interior 


expedirán "Certificados de Antecedentes Judiciales", de acuerdo a las 
disposiciones que a continuación se establecen. 
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Artículo 2”. Los datos de los prontuarios existentes en las distintas 
dependencias del Ministerio cel Interior, son por principio reservados, 
quedando su uso limitado a las instituciones del Estado. 


Articulo 3% Cuando sa extienda un "Certificado de Antecedentes Judiciales”, 
solamente se podrán consignar en él, las resoluciones y sentencias judiciales 
que hubieren recaído sobre el individuo, y, en todo caso, será el destinatario 
quien calificará la aptitud del sujeto, para aquello que fuere necesario según las 
circunstancias. 


Articulo 4% Está especialmente prohibido, consignar en el referido 
Certficado hechos que no tengan su fundamento en una conducta condenada 
por 'z ley y acreditada por la justicia competente. 


. Los Certificados de Antecedentes Judiciales, se expedirán a 
solicitud de los interesados con indicación del destino, tomándoseles impresión 
deckdactilar y acreditándose identidad con la Cédula de Identidad 

iente. pero se entregarán directamente a la autoridad facultada para 
exigrlo de acuerdo a las leyes, decretos y convenios internacionales suscritos 
por el país 


Artículo 6*. En todo Certificado se hará constar en su anverso lo siguiente: 
"Este documento solamente justifica que su titular se encuentra en las 
condiciones previstas en este decreto, cuyo texto se transcribe integramente al 
dorso". 


Artículo 7”. El Certificado de Antecedentes Judiciales caducará a los tres 
meses de ser expedido. 


8”. Derógase el Decreto 630/980 de 2 de diciembre de 1980 y 
demás disposiciones que se opongan expresa o tácitamente a lo preceptuado 
en el presente decreto. 


Aráculo 9 Comuniquese, etc. 
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Decreto N* 652/970 
de 22 de diciembre de 1970 


Capítulo | 
De! título de habilitación para la adquisición y tenencia de armas de fuego 


Artículo 1”. La adquisición y tenencia de armas de fuego quedará sujeta a 
las siguientes disposiciones. 


Artículo 2”. Toda persona mayor de 18 años que desee adquirir armas de 
fuego, deberá obtener previamente un Título de Habilitación para la Adquisición 
y Tenencia de Armas -en adelante T.H.A.T.A.-, expedido por la Jefatura de 
Policía del departamento en que se domicilie, tramitado cuando se trate de 
personas domiciliadas en el interior del país- a través de las respectivas 
Seccionales Policiales. 


Dicho titulo tendrá validez en todo el territorio nacional a partir de la fecha de su 
expedición; pudiendo ser renovado cumpliendo idénticas formalidades que para 
la expedición original con excepción de le presentación del certificado de 
idoneidad previsto en el artículo 6”. 


En los casos de transferencia de la propiedad o posesión de armas de fuego de 

libre comercio, se prohíbe la entrega efectiva de las armas, sin la presentación 

del Título de Habilitación para la Adauisición y Tenencia de Armas a que se 
refiere este Decreto, cuando el mismo sea exigible. 

FUENTE: Docroto N* 231/002, de 18/06/2002, 

artículo 1, 


Artículo 3”. Quedan exceptuadas de la obtención del Título de Habilitación 
para la Adquisición y Tenencia de Armas las siguientes personas: 


A) Mientras duren en sus funciones: Ministros de la Suprema Corte de Justicia, 
Miembros del Poder Legislativo, Ministros y Subsecretarios de Estado, 
Secretario y Prosecretario de la Presidencia de la República, Presidente de 
COPRIN, Director y Subdirector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
Director y Subdirector de la Oficina del Servicio Civil, Personal Diplomático y de 
Organismos Internacionales, Miembros de los Directorios de los Entes 
autónomos y Servicios Descentralizados, Intendentes Municipales, Jefes y 
Subjefes de Policia, Jueces Letrados y Ministros de Tribunales, Fiscal de Corte 
y Procurador General de la Nación; Fiscales Letrados Nacionales, Fiscales 
Letrados Departamentales y Fiscales Letrados Adjuntos, con competencia en 
materia penal; y turistas que ingresan al pais para la práctica de la caza 
deportiva que cumplan con las reglamentaciones vigentes. 
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B) Personal Superior en actividad o en retiro de las Fuerzas Armacas y de la 

Policía Nacional, Sub-Oficiales de las Fuerzas Armadas y Sub-Oficiales y 
Clases de la Policia Nacional en actividad o en retiro. 

FUENTE: Decreto N” 247.004, de 20/07/2004, 

avticulo 19 

Decreto N* 231/002, de 18/06/2002, 

artículo 2 

Decreto N* 186/000, de 28/06/2000, 

articulo 1 

Decreto N* 617/972, de 12/09/1972, 

artículo 1% 


Artículo 4? Fíjase un plazo de 6 meses, a contar de la fecha de publicación 
de este Decreto, para que los actuales tenedores de armas, gestionen la 
obtención del Título aludido. 


Artículo 5* Para la expedición y vigencia del THATA la respectiva Jefatura 
de Policía tendrá presente fundamentalmente el Certificado de Antecedentes 
Judiciales expedido de conformidad con lo establecido por el Decreto 382/999 
de fecha 7 de diciembre de 1999 y que el gestionante no se encuentre 
comprendido en lo dispuesto por el artículo 80 inciso 6” de la Constitución de la 
República. Si del referido Certificado surgieran antecedentes, el Ministerio del 
Interior valorará la naturaleza, entidad y antigúedad del ilícito penal a los 
efectos de determinar si los mismos constituyen un impedimento para expedir 
dicho documento o para determinar su caducidad en el caso que ya hubiera 
sido expedido, comunicándolo en este último caso de acuerdo a lo dispuesto 
en el artículo 27” del presente. 


FUENTE: Decreto N* 231/002, de 19/06/2002, 
articulo 3 


Articulo 6% La solicitud del THATA se realizará mediante formularios 
numerados confeccionados al efecto, donde se indicará: nombre, domicilio, 
documento de identidad, edad, impresión digito pulgar, y firma del solicitante, 
mediante datos suministrados con exhibición de documentos y bajo declaración 
jurada. 


El interesado deberá presentar los siguientes documentos. Fotocopia de la 
cédula de Identidad cuyo original se exhibirá al receptor; constancia de 
tramitación del Certificados de Antecedentes Judiciales (Decreto 382/999 de 7 
de diciembre de 1999); "Certificado de Aptitud Psicofisica” expedido por los 
profesionales e instituciones habilitadas por el Ministerio de Salud Pública, y 
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constancia «aboral o justificativo de ingresos. Cuando el THATA se tramite por 
orimera vez, el interesado deberá presentar además un “Cerificado de 
idoneidad de conocimientos básicos sobre seguridad y manejo de armas”, de 
conformidad con lo establecido en el literal f- del artículo 5% del Decreto 
342/001 de fecha 28 de agosto de 2001, el que podrá ser expedido por los 
Centros de Formación de la Policia Naciona: (Escuela Nacional de Policía y 
Escuelas de Policias Departamentales), Escuela de Educación fisica y Tiro del 
Ministerio de Defensa Nacional; Unidades Militares del interior del país con 
polígonos donde se puedan impartir los cursos correspondientes; e 
instituciones Privadas de capacitación habilitadas por el Ministerio del Interior. 
Los formularios podrán ser llenados en las casas especializadas en la venta de 
armas y que estando debidamente registradas en la Jefatura de Policía de su 
domicilio y er. el Servicio de Material y Armamento, cumplan —a juicic de estas 
autoridades- con todos los requisitos y disposiciones raglamentarias vigentes, y 
hayan demostrado solvencia y responsabilidad en el ramo de armería. 
FUENTE: Docrolo N* 231/002, de 18/06/2002, 
articulo 4% 


Artículo 7*. La tramitación de la “Guía de Posesión de Armas” será gratuita, 
debiendo abonarse solamente las sumas correspondientes a los Proventos por 
Guía y a las multas que diere lugar conforme los valores fijados por el art. 81 
de la ley 16.320 de 1* de noviembre de 12992. La solicitud para obtener el 
THATA tendrá un costo que será fijado por el Poder Ejecutivo de acuerdo a lo 
establecido por el art 2* del Decreto Ley 15.046 de 5 de agosto de 1980. 

FUENTE: Decreto N* 490982, Je 30/12/1982, 
erticulo 19 


Artículo 8*. Para la adquisición y tenencia de cualquier tipo de arma de fuego 
sin distinción de calibre, modelo o sistema, salvo las que se encuentran 
comprendidas en las excepciones del art 13% se requerirá la obiención del 
"Título de Habilitación para la Adquisición y Tenencia ce Armas”. 

FUENTE: Docroto N” 231/002, de 18/08/2002, 
artículo $" 


Artículo 9. Derogado. 
FUENTE: Decreto N* 231/02, de 18/06/2002, 
articulo 15% 


Toco original No obstante, las personas exceptuadas en el artículo 
anterio: deberan gestionar el “Titud> de Habiliteción pare la Adquisición 


y Tenencia de Armas” toda vez que soliciten autorización. para “porte de 
arma”, cualquiera sea el calibre o tipo de armas 
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Artículo 10. El “Título de Habilitación para la Adquisición y Tenencia de 
Armas" tendrá una vigencia de cinco años, sin perjuicio de su caducidad en 
caso de que su titular cometa un ilícito penal o hayan desaparecido las 
condiciones indicadas en el an. 5* de este Decreto, debiendo comunicarse su 
cancelación de acuerdo a lo dispuesto por el art. 27". 


FUENTE: Decreto N” 231/002, de 18/06/2002, 
artículo 6% 


Artículo 11. Para tramitar la "Guía de Posesión de Armas" ante el Servicio de 
Material y Armamento, será indispensable la presentación del "THATA”, 


FUENTE: Decreto N* 231/002, de 19/08/2002, 
artículo 7* 


Artículo 12 Fuera de los casos previstos en el numeral 12 del artículo 365 
del Código Penal, la violación de las normas precedentes sobre “Titulo de 
Habilitación para la Adquisición y Tenencia de Armas”, dará lugar a la retención 
del arma hasta tanto el interesado cumpla con todos los requisitos exigidos y 
hará incurrir al Infractor en multa de dos a diez mil pesos. 


El arma retenida quedará depositada en el Servicio de Material y Armamento, 
previo los trámites vigentes, por un lapso de seis meses a efectos de su 
regularización. 


Vencido ese plazo, que se computará desde el momento de la retención, el 
Servicio de Material y Armamento, dará a dicha arma el destino que sus 
reglamentaciones dispongan. 


En caso de tratarse de armas que por su naturaleza no estén comprendidas en 
las reglamentaciones como de libre comercio, procederá a su comiso, y serán 
puestas a disposición de la Jefatura de Policía correspondiente, cuando fueran 
necesarias al Servicio, y depositadas en el Servicio de Material y Armamento 
en los demás casos. 


Artículo 13. Se entiende por armas de fuego, a los efectos de este Capítulo, 
toda arma de fuego, cualquiera sea el nombre que se le conozca, capacitada o 
diseñada para arrojar un proyectil o proyectiles por acción de un explosivo, 
como asimismo las cajas de mecanismos o acciones, silenciadores o 
amortiguadores de ruido, o cualquier aparato de destrucción en el que se 
emplee explosivo para su funcionamiento. 


Las armas de avant-carga, las de retrocarga de modelo anteriores a 1890 y 
calibre no inferior a 10 mm., así como los revólveras para munición de ignición 
por espiga modelo “Lafoucheux” cualquiera sea su calibre y todas aquellas 
armas que a juicio del Ministerio de Defensa Nacional reúnan determinadas 


6 de agosto de 2014 


CÁMARA DE SENADORES 


condiciones, no se incluirán en la definición anterior y no les alcanzarán las 
disposiciones del presente Decreto. 


Capítulo 11 
Del Porte de Armas 


Artículo 14. El “pone de armas quedará sujeto a las siguientes 
disposiciones. 


Artículo 15. Para portar armas, el interesado deberá obtener previamente 
permiso de la autoridad policial. 


A estos efectos el interesado deberá presentarse por escrito en formularios 
numerados ante la Jefatura de Policía de su Departamento o ante la Seccional 
Policía donde reside, en los cuales consignará sus datos personales y el motivo 
de la solicitud. 


Dicha solicitud deberá ir acompañada de la exhibición del "THATA” y Guía o 
Guias de Posesión de armas correspondientes; comprobante de la tramitación 
dei certificado de antecedentes judiciales; "certificado de aptitud psico":3ica" 
expedido por profesionales e instituciones habilitadas por el Ministerio de Salud 
Pública y constancia laboral o justificativo de ingresos. Cuando el porte de 
armas se tramite por primera vez, el interesado deberá presentar además un 
"certificado de idoneidad para el porte y empleo de armas de fuego”, de 
conformidad con lo establecido en el literai f- del artículo Sto. del Decreto 
342/001 de fecha 28 de agosto de 2001, el que podrá ser expedido por los 
Centros de Formación de la Policía Nacional (Escue'a Nacionai de Policía y 
Escuelas de Policía Departamentales): la Escuela de Educación Fisica y Tiro 
del Ministerio de Defensa Nacional; Unidades Militares del interior del país cor: 
poligonos donde se puedan impartir los cursos correspondientes: e 
Instituciones Privacas de capacitación habilitadas por el Ministerio del Interior. 


Las Jefaturas de Policía despucs de recabar ¡a información podrán conceder o 
negar por resolución fundada los permisos que se soliciten. 
El Ministerio del Interior por resolución fundada y cumpliéndose con los 
requisitos reglamentarios vigentes, podrá expedir permisos de porte de armas” 
FUENTE: Decrelo N* 231/002, de 18/08/2002, 
artículo 2? 


Artículo 16. El permiso de porte de armas que se otorgue contendrá: número 
de permiso, datos filiatorios de la persona a quien se expide, una fotografía 
actual tipo came, firma e impresión dígito pulgar del solicitante, número de 
cédula de identidad, fecha de nacimiento, individualización de las armas 
autorizadas a portar, número de guías de posesiór de arma, número del 
THATA, lugar, fecha de expedición del documento y vencimiento, 
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El permiso de porte de armas autoriza a portar efectivamente una única arma 

de las autorizadas, tiene carácter personal e intransferible y deberá ser llevado 
consigo por el titular y ser exhibido toda vez que la autoridad policial lo solicite. 

FUENTE: Decreío N* 231/002, de 18/06/2002, 

articulo 9 


Artículo 17. El permiso para porte de armas estará limitado a las armas de 
puño; será válido en todo el territorio nacional tendrá carácter precario y 
revocable por la autoridad que lo expidiera cuando hayan variado las 
condiciones de su otorgamiento. 


Su vigencia será de dos años; pudiendo ser renovado cumpliendo idénticas 
formalidades que para la expedición original con excepción de la presentación 
del certificado de idoneidad para el porte y empleo de armas de fuego. 


La persona que extraviare el permiso de porte de armas deberá denunciarlo 
ante la Seccional Policial correspondiente. 

FUENTE: Decrelo N* 231/002, de 18/06/2002, 

artículo 10 


Artículo 18. Quedan exceptuados de la obligación de obtener ei permiso de 
'porte de armas” las personas incluidas en el artículo 3* del presente decreto. 


Inciso 2” Derogado 


FUENTE: Decroto N* 231/002, de 18/08/2002, 
aniculo 15 


Jexto original Inciso 2: igual excepción alcanzará a dos poseedores de 
las armas indicadas en el artículo 8%, mientras éstas no sean utilizacas 
con fines de defonsa 


Artículo 19 La prohibición de llevar armas sin permiso se limita al uso o 
porte personal de ellas, no alcanzando a las que se posean y mantengan en el 
domicilio o bienes del tenedor, o se transporten en el equipaje con fines 
deportivos, siempre que en estos casos se disponga de la "Guía de Posesión 
de Armas” y del "Título de Habilitación para la Adquisición y Tenencia de 
Armas” en los casos en que éste fuera exigible. 


Artículo 20. Para que se considere transporte de armas, éstas deberán estar 
descargadas y acondicionadas en cajas, estuches o envoltorios que impidan su 
utilización inmediata. 

No se admitirá como excusa la manifestación de la persona en cuyo poder se 
hallare un arma sin autorización de porte y no acondicionada de acuerdo a lo 
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dispuesto en el inciso anterior, de que la llevara a componer, limpiar, adquirir 
municiones o para cumplir con los trámites que exige este decreto, 


Artículo 21. El permiso de “porte de armas” no autoriza a llevarlas en los 
actos electorales, asambleas, manifestaciones, juegos o diversiones en locales 
cerrados o al aire libre, cabaret, boites, vinerias, bailes públicos, despachos de 
bebidas alcohólicas, ni en los casos en que disposiciones especiales 
prohibieran hacerlo. 


Por resolución debidamente fundada, las Jefaturas de Policía podrán autorizar 
al gestionante —salvo que las leyes dispongan otra cosa- a portar armas en 
algunos o todos los lugares aludidos, lo que se hará constar en el respectivo 
permiso. 


Queda facultada la Policía para practicar registro de armas en todos los sitios 
públicos o abiertos al público. 


Artículo 22. Las oficinas públicas que cuenten con funcionarios que por 
razón de sus cometidos deben usar armas en el ejercicio de sus cargos, 
remitirán al Ministerio del Interior ura relación de las personas que se 
encuentren en esas condiciones, con indicación de los nombres, domicilios y 
cargos que ocupan, así como también de los departamentos donde dichas 
funciones son ejercidas. 


Artículo 23. El Ministerio del Interior remitirá la expresada relación a ¡as 
Jefaturas de Policía del domicilio del funcionario que deberá portar armas, las 
que una vez que se haya cumplido con los trámites necesarios para la 
obtención del permiso de “porte de armas” expedirán si corresponde en cada 
caso y para cada funcionario, el permiso respectivo. 


Artículo 24. Todo cese en el cargo de los funcionarios públicos a que se 
refiere el artículo 22 de este decreto, se comunicará al Ministerio del Interior a 
los efectos de disponer la revocación del permiso para "porte de armas” y su 
eliminación de ¡os registros respectivos. 


Artículo 25. El permiso para “porte de armas" que se concede a los 
funcionarios públicos de acuerdo a los artículos 22 y siguientes de este decreto 
sólo los autorizan a llevarlas en el ejercicio de sus funciones o con motivo de 
ejercerlas, no obstante su carácter revocable tendrán validez por todo el tiempo 
que dure los cometidos que motivaron su concesión, pudiendo ser retiradas por 
la Jefaturas de Policía en los casos que corresponda. 
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Capitulo 11 
Disposiciones generales 


Artículo 26. Las Jefaturas de Policia deberán dar trámite preferencial y 
urgente a las solicitudes de expedición de “Títulos de Habilitación para la 
Adquisición y Tenencia de Armas” y a las solicitudes de permisos de “porte de 
armas”. 


Artículo 27. Las Jefaturas de Policia llevarán un registro donde diariamente 
se anotarán los "Títulos de Habilitación para la Adquisición y Tenencia de 
Armas” y los permisos de "porte de armas” que se expidan así como las 
correspondientes cancelaciones. 

Mensualmente las Jefaturas de Policía remitirán a la Oficina de Armamento, 
Balística y Equipos Policiales una relación de los "Títulos de Habilitación para la 
Adquisición y Tenencia de Armas" y los permisos de "porte de armas” que se 
concedieran, así como las cancelaciones que se produzcan. 
La Oficina de Armamento, Balistica y Equipos Policiales llevará un registro al 
día y enviará a su vez al Servicio de Material y Armamento una relación 
mensual de "Títulos de Habilitación para la Adquisición y Tenencia de Armas” 
concedidos y cancelados y una relación de los permisos de "Porte de Armas”, 
concedidos, con indicación, en este último caso de caracteristicas del arma de 
que se trate. El Servicio de Material y Armamento remitirá por su parte, a la 
Oficina de Armamento, Balística y Equipos Policiales una relación mensual de 
las "Guías de Posesión de Armas” que se expidan. 
FUENTE: Decreto N? 231/002, de 18/08/2002, 
artículo +1 


Artículo 28. Se entiende por arma, a los efectos de to dispuesta en el artículo 
365 inciso 12 del Código Penal, las de fuego, las apropiadas para el uso de 
gases agresivos, los puñales, estiletes, bastones con espada y otra arma 
oculta, los bastones de hierro u otro material igualmente contunden:e, los 
llamados "puños americanos” y en general todo utensilio cortante, punzante o 
contundente que no fuere indispensable para el ejercicio del oficio o industia 
del que los cargare (. 


Artículo 29. Deróganse expresamente los decretos ce fecha 27 de marzo úe 
1919 y 30 de junio de 1931, sobre "porte de armas” y el decreto 601/969 de 2 
de diciembre de 1969, sobre adquisición, tenencia y porte de armas, y todos 
aquellos que se opongan al presente Decreto. 


Artículo 30. Comuniquese, publiquese, etc. 
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Decreto-Ley N* 10.415, 
de 13 de febrero de 1943 


2, Decláranse de fabricación exclusiva por el Estado, salvo las 
excepciones que se establecen en el presente decreto-ley, los agresivos 
químicos y gases de combate pertenecientes a cualquier tipo. 


Artículo 2%. Facúltase al Poder Ejecutivo para declarar de fabricación exclusiva 
por el Estado, los explosivos detonantes, rompedores y progresivos o pólvoras. 


Artículo 3”. Hasta tanto el Poder Ejecutivo no haga uso de la facultad que le 
confiere el artículo 2% de este decretoJey podrá conceder permiso de 
fabricación de explosivos a las personas o instituciones que él considere 
oportuno; permiso que se concederá estableciendo su carácter precario. 

Las personas o instituciones autorizadas deberán ajustarse, en cada caso, al 
régimen especial que aquél determinará, siendo condición imprescindiole para 
la concesión de permisos de fabricación de explosivos de los tipos detonantes 
y rompedores, que la fábrica esté dirigida técnicamente por un químico 
industrial con titulo expedido o revalidado por la Universidad de la República. 


Artículo 4” La preparación de nitro-derivados orgánicos, susceptibles de 
descomposición brusca, con efectos mecánicos apreciables, será autorizada 
por el Pode Ejecutivo en las fábricas de celuloide, colodión, seda artificial, 
clorato de potasio, aluminio en polvo y demás productos en cuya composición 
intervengan aquellos. 

Esta autorización será siempre de carácter precario y subordinada a la 
obligación de emplear dichas substancias en la elaboración de los 
correspondientes productos. 


Artículo 5%. El Poder Ejecutivo permitirá la fabricación de agresivos químicos 
en laboratorios, con fines científicos, como asimismo su fabricación en calidad 
de productos intermediarios de otros inocuos. 

Para fines didácticos y siempre que se realicen los ensayos en 
establecimientos de enseñanza públicos, la fabricación experimenta! de 
agresivos químicos se realizará sin requerir autorización 


Artículo 6*. Salvo los casos determinados en forma expresa en el artículo 
precedente, la fabricación de agresivos químicos y gases de combate sedrá de 
competencia exclusiva del Servicio de Material y Armamento del Ejército y del 
Arsenal de Marina. 


Artículo 7*. El Poder ejecutivo tomará las medidas pertinentes respecto a las 
condiciones de seguridad que deberán adoptarse en todas las fábricas de 
explosivos o establecimientos considerados peligrosos como asimismo 
respecto a la conservación, empleo, venta y transporte de materias explosivas, 
y venta de armas de fuego y municiones. 
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Artículo 8 Todo lransporte de melerias explosivas en el territorio de la 
República será acompañado de una guía expedida por el organismo que el 
Poder Ejecutivo determine, con valores impresos según la siguiente escala: 


N$ 
Hasta 50 kg MetO oococcocioconoionaros 15.00 
Más de 5C bg MetO oonccacaciocacanoaooos. 90,00 
Más de 125 kg neto ...................... 180.00 
Más de 1.000 kg Neto .................... 270.00 


Estos valores se ajustarán anualmente por el Poder Ejecutivo a través de la 
Dirección del Servicio de Material y Armamento en función de las variaciones 
que se produzcan «en el indice de costo de vida, según estadisticas que 
publique la Dirección Seneral de Estadística y Censos. 


El ajuste se efectuará el 1% de octubre de cada año y entrará en vigencia el 1* 
de enero del año siguiente”. 


FUENTE: Ley N* 15.075, de 7/11/1980 
artículo 1”. 


Artículo _9%. Las Intendencias Municipales de los Departamentos de la 
República están obigadas a facilitar al Poder ejecutivo o a los organismos 
dependientes de aquél, los informes y colaboración que les sean requeridos 
para el cumplimiento de este decreto-ley. 


Artículo 10. Será candición indispensable para la concesión de autorizaciones 
para instalaciones da fábricas o depóstos de explosivos, para la fabricación de 
agresivos químicos en las condiciones determinadas en el articulo 5* del 
presente decreto-ley, como también para trabajar con explosivos, la 
presentación de un certificado de conducta expedido por la autoridad policia! 
superior del Departamento de residencia del interesado o demás conciciones y 
garantias de seguridad que establezca el Poder Ejecutivo. 


Articulo 11. A los efectos del asesoramiento que, en materia de explosivos se 
juzgare necesario, podrá el Pocer Ejecutivo disponer la creación de 
Comisiones honorarias, integradas por funcionarios que designen los 
Ministerios en razór ze sus cargos administrativos, 


Artículo 12. Las operaciones aduaneras de importación, exportación y tránsito 
que se realicen en los renglones de explosivos, armas de fuego y municiones 
para las mismas, deberán ser previamente autorizadas por el Ministerio de 
Defensa Nacional. 


Articulo 13 El Poder Ejecutivo determinará el sistema y tipo de las armas y 
municiones de uso exclusivo del Ejército, la Marina y la Policía, prohibiendo, en 
consecuencia, su importación, venta adquisición y tenencia por particulares o 
por instituciones oficiales o privadas. 
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Artículo 14. Prohíbese la importación, fabricación, venta y adquisición de 
munición incendiaria, explosiva o perteneciente al tipo dum-dum (proyectil con 
envoltura metálica, sin punta y núcleo de plomo hueco o deformable), 
cualquiera sea su calibre. 


Artículo 15. Toda arma o rrunición cuya tenencia se hallare prohibida, que 
fuere hallada en poder de particulares, será decomisada sin perjuicio de las 
sanciones de orden penal y administrativo que corresponda, siempre que la 
posesión de las mismas hubiera sido prohibida, asimismo, por disposiciones 
anteriores. En el caso de que su prohibición fuera de reciente data, como 
consecuencia única de lo establecido en los artículos 13 y 14 de este decreto- 
ley, se procederá en la forma que disponen los artículos 31 de la Constitución 
de la República y 492 del Código Civil, para lo cual se estará al plazo 
establecido en el articulo 20. 

Una vez vencido el mismo, se procederá en la forma que determina el apartado 
primero de este artículo. 


Artículo 16. Las armas y municiones no comprendidas dentro de las 
prohibiciones establecidas en los artículos 13 y 14, serán consideradas de libre 
comercio. 

La posesión de las mismas -con excepción de las de tiro al blanco deportivo y 
las escopetas de caza de todo calibre para cartuchos de perdigón- queda 
subordinada a la tenencia de una Guía de posesión de arma. 


Artículo 17 La guía de posesión de armá a que se refiere el articulo 16 inciso 
segundo, del citado decreto-ley 10.415, de 13 de febrero de 1243, tendrá un 
valor impreso de N$ 25.00 (veinticinco nuevos pesos) y será expedida por el 
organismo que haya determinado o determine el Poder Ejecutivo. 


Este valor será ajustado conforme a lo dispuesto en el artículo 8*. 


FUENTE: Ley N” 15.075, de 7/11/1980, 
articulo 1”. 


Artículo 18. Toda arma que carezca de Guía, encontrada en poder de 
pariiculares, será retenida hasta que el interesado cumpla con los requisitos 
que establece el artículo 17, y sin perjuicio de la sanción a que diere lugar el 
hecho. 


Artículo 19. El producido por concepto de expedición de Guías, establecida en 
los artículos 8* y 17 de este Jecreto-ley, se destinará a los proventos propios 
del Servicio de Material y Armamento del! Ejército. 


Artículo 20 Establécese un plazo que no podrá exceder de un año a partir de 
la vigencia de la reglamentación del presente decreto-ley, para que los 
establecimientos considerados peligrosos se coloquen dentro de las 
condiciones que establecerá ta misma en cumplimiento de lo que determina el 
artículo 7” y para que los actuales poseedores de armas cumplan con el 
requisito establecido en el articulo 17. 
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Artículo 21.Las contravenciones a lo establecido en este decreto-ley, como 
asimismo las infracciones a las disposiciones reglamentarias del mismo, serán 
sancionadas administrativamente con multas de $10.00 a $ 100.00, sin 
perjuicio de las sanciones penales del caso cuando el hecho comportare ¡a 
comisión de un delito. 


Articulo 22.£l importe de las multas que se aplicaren ingresará a los proventos 
propios del Servicio de Material y Armamento del Ejército; pero su percepción 
estará subordinada al registro en libretas talonarias, intervenidas por la 
Contaduría Genera! de la Nación 


Artículo 23. El Poder Ejecutivo regilamentará el presente decreto-ley. 


Artículo 24 Comuniquese, publíquese e insértese en el RN. 
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Comisión de 
Constitución y Legislación 


ACTA n.? 147 


En Montevideo, el día cinco de agosto del año dos 
mil catorce, a la hora catorce y cuarenta y cinco mi- 
nutos, se reúne la Comisión de Constitución y Legis- 
lación de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros señores Senadores Hebert 
Clavijo, Eber Da Rosa, Francisco Gallinal, Oscar Ló- 
pez Goldaracena, Eduardo Muguruza, Rodolfo Nin 
Novoa y Ope Pasquet. 

Falta con aviso el señor Senador Carlos Moreira. 

Preside el señor Senador Ope Pasquet, Presidente 
de la Comisión. 

Concurre el asesor del señor Senador Oscar López 
Goldaracena doctor Walter De León. 

Actúan en Secretaría la señora Secretaria de Co- 
misión Ana Veríssimo, la señora Prosecretaria Lucía 
Bomio y la señora Jefa de Departamento Florencia 
Montero. 

Asuntos entrados: 

— Proyecto de ley sustitutivo acordado en la Subco- 
misión para el estudio del proyecto de ley por el que 
se reforma el Código del Proceso Penal. 

— Nota del Ministerio del Interior dando su opi- 
nión sobre el Informe de Estudios Legislativos de la 
Cámara de Senadores y documento que contiene la 
información solicitada por la Comisión respecto de 
las residencias que se han tramitado ante la Direc- 
ción Nacional de Migraciones. 

Asuntos tratados: 

— Carpeta n.* 1485/2014. RESIDENCIA PERMA- 
NENTE EN LA REPÚBLICA. Se facilita a cónyuges, 
concubinos, padres, hermanos y nietos de uruguayos 
y a los nacionales de los países del Mercosur y Esta- 
dos asociados. Proyecto de ley aprobado por la Cá- 
mara de Representantes (Distribuido n.* 2691/2014). 

El señor Senador Nin Novoa propone que se re- 
considere la votación del proyecto de ley. 

Se vota la reconsideración: 7 en 7. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

Se vota el proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes: 4 en 7. Afirmativa. 

Se designa miembro informante al señor Senador 
Rodolfo Nin Novoa, quien lo hará en forma verbal. 

- Carpeta n.” 1537/2014. COLEGIO MÉDICO 
DEL URUGUAY. Se sustituye el artículo 33 de la Ley 
n.” 18591, de 18 de setiembre de 2009. Texto aditivo 
presentado por los señores Ope Pasquet y Alfredo So- 
lari en sesión del Senado, de 18 de junio de 2014, en 
oportunidad del tratamiento del proyecto de ley por el 
que se aprueba el Código de Ética Médica (Distribui- 
do n.* 2780/2014). 
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En consideración. 

El señor Presidente propone postergar la conside- 
ración de este punto para la próxima sesión. Así se 
acuerda. 

- Carpeta n.? 845/2012. TRÁFICO ILÍCITO DE 
ARMAS. Se tipifican delitos y se modifica el artículo 
365 del Código Penal. Proyecto de ley aprobado en 
nueva forma por la Cámara de Representantes (Dis- 
tribuido n.* 2375/2013 y Anexo l). 

En consideración. 

Se vota: 4 en 7. Afirmativa. Se designa miembro 
informante al señor Senador Luis Rosadilla quien la 
hará en forma verbal. 

- Carpeta n.? 1339/2013. DESIGNACIÓN DE CU- 
RADOR EN PREVISIÓN DE UNA FUTURA INCA- 
PACIDAD. Se modifican los artículos 441 y siguientes 
del Código Civil, artículos 439 y 444 del Código Ge- 
neral del Proceso y artículo 35 de la Ley n.* 16871, 
de 28 de setiembre de 1997. Proyecto de ley apro- 
bado por la Cámara de Representantes (Distribuido 
n.* 2450/2013). 

El señor Presidente propone postergar la conside- 
ración de este punto para la próxima sesión. Así se 
acuerda. 

— Carpeta n.” 1493/2014. CIUDAD DE TRAN- 
QUERAS. Se declara Capital de la Forestación y la 
Madera. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes (Distribuido n.* 2700/2014). 

En consideración: 

El señor Presidente propone postergar la conside- 
ración de este punto hasta recibir la respuesta del 
Municipio de Tranqueras sobre el proyecto de ley. Se 
acuerda. 

- Carpeta n.* 418/2010.- CÓDIGO DEL PROCESO 
PENAL. Reforma. Mensaje y proyecto de ley remitido 
por el Poder Ejecutivo (Distribuido n.” 558/2010). 

El señor Senador López Goldaracena solicita un 
cuarto intermedio por cinco minutos, siendo la hora 
quince y diez minutos. 

Se vota: 6 en 8. Afirmativa. 

A la hora quince y quince minutos se reanuda la 
sesión. 

Luego de intercambios entre los señores Senado- 
res se acuerda postergar su consideración hasta la 
próxima sesión de la Comisión. 

A la hora dieciséis se levanta la sesión. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica que 
luce en el Distribuido n.” 2849/2014 y que forma par- 
te de la presente. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria. 


Ope Pasquet, Presidente; Ana Veríssimo, 
Secretaria». 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el proyecto. 
(Se lee). 
—En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Se- 
nador Clavijo. 


SEÑOR CLAVIJO.- Señora Presidenta: la Comi- 
sión de Constitución y Legislación recomienda acep- 
tar las modificaciones que oportunamente realizara 
la Cámara de Representantes al proyecto de ley rela- 
tivo al tráfico ilícito de armas, tipificación de delitos y 
modificación del artículo 365 del Código Penal. 


Este proyecto de ley fue aprobado por este Cuerpo 
con un amplio acuerdo y se entiende que las modifi- 
caciones realizadas por la Cámara de Representantes 
enriquecen y definen muy claramente las potestades 
y los alcances de esta ley. 


A modo de ejemplo, en el artículo 1.” se agrega un 
inciso que establece: «El Poder Ejecutivo establecerá 
los tipos, características y requisitos que se deberán 
cumplir para autorizar la tenencia y porte de armas 
de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados en poder de civiles, así como las sancio- 
nes previstas en esta ley por la tenencia no autorizada 
de las mismas». 


El artículo 2. también fue modificado por la Cá- 
mara de Representantes. Concretamente, se agregó 
que deberán incautarse inmediatamente las armas 
de fuego y material relacionado cuyos titulares hayan 
sido procesados por violencia doméstica o hayan co- 
metido delitos violentos o intimidatorios mediante el 
uso de armas de fuego. 


Luego se suprimió el artículo 3. del proyecto 
aprobado por la Cámara de Senadores y se apro- 
bó el artículo 4. —que ahora pasa a ser el artículo 
3.2- con modificaciones. En este caso se reordena el 
articulado, estableciéndose claramente los requisitos 
para comercializar armas de fuego y material relacio- 
nado. 


A continuación, se añade —creemos que acertada- 
mente- un artículo 4.” que regula la compraventa de 
armas entre particulares. 


También se modifica ligeramente la redacción del 
artículo 5.*. 


En el artículo 6. se cambia el plazo para la regu- 
larización, de ocho a doce meses desde la fecha de la 
reglamentación de esta ley, a los efectos de que quie- 
nes ya poseen armas de fuego u otros materiales re- 
lacionados en forma antirreglamentaria regularicen 
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su situación y puedan, además, entregarlas volunta- 
riamente, sin justificar su procedencia, a las depen- 
dencias del Ministerio del Interior o del Ministerio de 
Defensa Nacional, que inmediatamente las derivarán 
al Servicio de Material y Armamento del Ejército para 
su destrucción, tal cual lo establece luego el artículo 
7.2. Se establece, asimismo, que quienes procedan de 
acuerdo con lo formulado quedarán exceptuados de 
las sanciones previstas en el artículo 10. 


El artículo 8.? del proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Senadores fue suprimido. 


El artículo 9.*, relativo al delito de tráfico interna- 
cional de armas de fuego, pasa a ser el artículo 8.* del 
nuevo proyecto. Aquí se establece una pena de doce 
meses de prisión a doce años de penitenciaría. 


El artículo 10 del proyecto aprobado por la Cáma- 
ra de Senadores, referente al delito de tráfico interno, 
fabricación ilegal de armas y material relacionado, 
pasa a ser el artículo 9.. En este caso se modifican 
también las penas, estableciéndose para este delito 
un castigo de seis meses de prisión a seis años de 
penitenciaría. 


A continuación, se introduce un nuevo artículo 10 
que establece una multa, que puede ir de 10 UR a 
1.000 UR, para la tenencia no autorizada de armas 
de fuego. Este artículo pretende afectar el bolsillo de 
aquellos que utilizan armas sin tener previa autorización. 


El artículo 11 del proyecto aprobado por la Cáma- 
ra de Senadores fue suprimido y toma ese lugar el 
artículo 13, referente a las competencias. Aquí se mo- 
difica sensiblemente la redacción. El nuevo artículo 
expresa: «Sustitúyese el numeral 8) del inciso segun- 
do del artículo 414 de la Ley n.” 18362, de 6 de octu- 
bre de 2008, por el siguiente: 


“8) Los delitos de tráfico ilícito de armas de 
fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados”». 


El artículo 12 del proyecto aprobado por la 
Cámara de Representantes refiere al decomiso y 
establece: «Serán aplicables a los delitos previstos en 
los artículos 8.” y 9.* de la presente ley, los artículos 
62 y 63 del Decreto Ley n.” 14294, de 31 de octubre 
de 1974, incorporados por el artículo 5. de la Ley 
n.* 17016, de 22 de octubre de 1998, en la redacción 
dada por el artículo 2. de la Ley n.” 18494, de 5 de 
junio de 2009». A continuación, se incorpora: «En 
todos los casos se procederá acorde al artículo 7.” de 
esta ley», lo que implica la destrucción de las armas 
de fuego o material relacionado. 


El artículo 13 del nuevo proyecto sustituye el 
artículo 152 bis del Código Penal, en la redacción 
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dada por el artículo 15 de la Ley n.* 16707, de 12 
de julio de 1995, y establece una pena de entre tres 
y dieciocho meses de prisión para quienes portaren 
o tuvieren en su poder armas de fuego o material 
relacionado cuyos signos de identificación hubieren 
sido alterados o suprimidos, o cuyas características 
o munición hubieren sido alteradas de manera tal de 
aumentar significativamente su capacidad de daño. 


A continuación se suprime el artículo 14 del pro- 
yecto aprobado por la Cámara de Senadores y se añade 
una nueva disposición, por la que se agrega al Código 
Penal una norma que establece que quien portare o tu- 
viere en su poder armas de fuego en lugares públicos, 
sin la debida autorización para su porte o tenencia, 
será castigado con tres a dieciocho meses de prisión. 
Se establece como agravante especial que el delito se 
cometa en un espectáculo público o en ocasión de él. 


A grandes rasgos, estas son las modificaciones in- 
troducidas por la Cámara de Representantes. 


Consideramos necesario legislar en la materia, en 
aras de promover la tenencia responsable de las ar- 
mas de fuego, limitar su expansión indiscriminada en 
la población civil, regular su comercialización y crear 
figuras delictivas que regulen las acciones que violan 
esta normativa. 


Por todo lo expuesto, la Comisión recomienda 
aceptar las modificaciones que vienen de la Cámara 
de Representantes. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Señora Presidenta: este pro- 
yecto de ley vuelve de la Cámara de Representantes, 
luego de haber sido aprobado en su momento por la 
Cámara de Senadores, donde en general nosotros lo 
votamos en contra. A algunas disposiciones sobre fi- 
guras delictivas le dimos nuestro voto favorable, pero 
no a la referida al delito de tráfico interno, porque 
le vemos muchos defectos y nos parece riesgosa. Si 
bien admitimos que el texto del proyecto se ha me- 
jorado en la Cámara de Representantes, estamos en 
desacuerdo con las figuras delictivas que se crean. 
Considerando que está a estudio el texto del Código 
Penal íntegramente, nos parece inoportuno aprobar 
aquí, al margen, estas figuras. Si estamos consideran- 
do toda la legislación penal, lo ideal sería que esto se 
incluyera en ese proyecto, y no ha sido así. 


He escuchado declaraciones de los representantes 
del Ministerio del Interior en el sentido de que esto 
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formó parte de aquel paquete de medidas tendien- 
tes a mejorar los niveles de seguridad en el Uruguay, 
que es un aspecto que nos tiene sumamente preocu- 
pados. Por cierto que la tenencia de armas de fuego 
por parte de los delincuentes es una amenaza a la 
seguridad pública, pero el tema radica en cómo las 
obtienen, y si esta ley puede contribuir a evitar que 
los delincuentes tengan en su poder armas de fuego. 


Justamente, en el día de ayer escuchaba al Direc- 
tor Nacional de Policía, Inspector Guarteche —persona 
muy capaz, profesional de la Policía con el cargo más 
alto en la estructura del Ministerio del Interior—, en 
un programa de radio en el que le preguntaron cómo 
consiguen los malhechores sus armas. El Inspector 
contestó que las robaban en domicilios de particulares, 
que las compraban en las ferias, o las obtenían a través 
del contrabando, sobre todo de Argentina y Brasil. Y, 
además, dijo que se las roban o compran a funciona- 
rios policiales, hecho que también conocemos y que ha 
dado lugar a procesamientos dentro de la Policía y del 
Ejército Nacional. Inclusive, han robado armas de alto 
poder de dependencias del Ejército Nacional. 


Sinceramente, no creo que esta legislación pue- 
da contribuir -aunque admito que pueda pensarse lo 
contrario—, a elevar los márgenes de seguridad pública 
en el Uruguay. Justamente, anteayer el Ministerio del 
Interior publicó información fidedigna del Observatorio 
Nacional de Violencia y Criminalidad respecto de las ci- 
fras de los delitos —homicidios y rapiñas—, especialmen- 
te los que se cometen con armas de fuego, mucho más 
utilizadas que las armas blancas. Y vemos que hay un 
aumento sostenido de las rapiñas con armas de fuego; 
no cesan de aumentar. En el período que va desde el 1.* 
de enero al 26 de julio de este año la rapiña aumentó 
un 8,2 %; el año pasado un 8,4 %, mientras que en el 
anterior también hubo un aumento. El Ministro Bono- 
mi siempre dice que estamos en una meseta; yo creo 
que más bien estamos subiendo la montaña, porque las 
rapiñas no paran de aumentar. Si se mantiene la actual 
tendencia, este año vamos a rondar las 18.000 rapiñas. 
Cuando la administración frenteamplista llegó al Go- 
bierno en el año 2005 —era Ministro del Interior el señor 
José Díaz-, las rapiñas no llegaban a 9.000. Es decir que 
en diez años se duplicaron las rapiñas y eso contribuye, 
naturalmente, a una sensación de inseguridad que hoy, 
en gran parte, es patrimonio de la capital de la Repú- 
blica, porque más del 80 % de las mismas se producen 
en Montevideo, sobre todo en determinados barrios y 
horas —hay buena información en este tema-, aunque 
en cifras le sigue Canelones y el resto del interior. 


Lo que también me preocupa muchísimo es que las 
rapiñas han aumentado un 32 % en el interior, mucho 
más que en Montevideo; esto está revelando un fenó- 
meno importante. En cambio, Canelones y Colonia ba- 
jaron los porcentajes, es decir que el señor Senador Ga- 
llo Imperiale y quien habla estamos en los lugares más 
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pacíficos del Uruguay. De todas maneras, en el conjun- 
to del interior las rapiñas aumentaron más del 30 %. 


17) PRÓRROGA DE LA HORA DE FINALIZACIÓN 
DE LA SESIÓN 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido excusas por la interrup- 
ción, pero ocurre que a las 13 y 30 horas se levantaría la 
sesión. No se pueden votar mociones hasta tanto no ter- 
mine de hablar un orador; no obstante, si el señor Sena- 
dor Moreira nos autoriza, podríamos votar la prórroga de 
la hora de finalización de la sesión hasta que se agote la 
discusión del asunto en debate. De esa manera el señor 
Senador Moreira va a poder terminar su intervención. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la prórroga 
de la hora de finalización de la sesión hasta que se agote 
la discusión del asunto en debate. El resto de los puntos 
del Orden del Día pasan para una próxima sesión. 


(Se vota:) 


20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


18) TRÁFICO ILÍCITO DE ARMAS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señora Presidenta: al discu- 
tir el tema en la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción hemos tenido visiones contradictorias en cuanto 
a lo jurídico. Por ejemplo, algunos artículos no están 
debidamente redactados y dejan verdaderas lagunas 
jurídicas porque su interpretación resulta casi impo- 
sible. Hoy no está el señor Senador Rosadilla, pero es 
uno de los que más ha objetado este proyecto de ley. 
Incluso, él mencionaba -con mucha lucidez y sentido 
práctico— las características del medio en donde vive. 


No tengo dudas de que este proyecto de ley está 
muy bien inspirado en cuanto a regularizar y forma- 
lizar la tenencia de armas, pero me parece que nos 
estamos pasando de la raya porque el tráfico interna- 
cional de armas, cuando se lleva a cabo por grandes 
organizaciones criminales, ya está penalizado. Inclu- 
sive, la ley que regula el lavado de activos da a los 
jueces del crimen organizado competencias para el 
tratamiento del tráfico de armas. 
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Por otra parte, esto ha sido objeto de una regulación 
muy precisa a través de una serie de decretos que se 
aplican en el Uruguay. Por ejemplo, se menciona a 
los coleccionistas, a los cazadores, a las competencias 
deportivas, etcétera. El Decreto n.” 652, de 22 de 
diciembre de 1970, crea el título de habilitación para 
la adquisición y tenencia de armas de fuego, para lo 
que es necesario cumplir con una serie de requisitos, 
como carecer de antecedentes criminales, pasar por 
una evaluación psicofísica y tener idoneidad en el 
manejo de las armas. Insisto en que hay una serie de 
requisitos en torno a la materia. Aclaro que nosotros 
—los Senadores y Diputados— estamos exceptuados 
porque tenemos derecho a porte de armas y al TATA, 
que es el Título de habilitación para la Adquisición 
y Tenencia de Armas. En definitiva, se plantea que 
quedan exceptuados de esta forma de obtención los 
miembros del Poder Legislativo; por tanto, tenemos 
una excepción en esta materia. A su vez, se habla de 
una guía de posesión de armas, en la que se requiere 
constancia laboral, justificar que se tienen ingresos, 
etcétera. En consecuencia, no cualquiera puede 
adquirir un arma en una armería. 


Las sanciones administrativas —no hay sanciones 
penales-, por ejemplo, pasan por la requisa. Hay 
sanciones para los armeros y existe una regulación 
de porte de armas con permisos, porque no se puede 
portar armas en lugares públicos. Todo está regulado 
y es materia de decretos que se cumplen. Entonces, 
creo que el resultado práctico que se va a obtener con 
este proyecto va a ser muy escaso. Inclusive, se puede 
dar la situación de que sometamos a los tipos penales 
que aquí se crean a personas que viven en el campo, 
donde nadie registra sus armas, y a veces las tienen 
porque han pasado de generación en generación, 
probablemente sin que nadie las haya registrado. 
También en zona de frontera es posible que alguien 
pase de un país al otro con un revólver en el cinto 
que es una cosa bastante común-, y por eso va a ser 
sancionado criminalmente. Esta es una hipótesis que 
perfectamente puede ocurrir en nuestra campaña. 


Sinceramente hay cosas del proyecto que no me 
convencen. 


Entre los tipos delictivos se dice que aquel que 
«adquiriere o recibiere a título oneroso o gratuito 
—por ejemplo, se puede dar el caso que le regalan un 
revólver—, arrendare, distribuyere, diere o tuviere en 
depósito —quizás, tenga un viejo máuser de los tiempos 
de la revolución—, fabricare, armare, ensamblare, 
adulterare o vendiere [...] contraviniendo las normas 
legales, será castigado con una pena de seis meses de 
prisión a seis años de penitenciaría». En algunos casos, 
los verbos que tipifican son tantos que comprenden 
situaciones muy diferentes. Una cosa es comprar y 
vender armas robadas en una feria “como ocurre en 
Montevideo-, y otra es dar un arma a un vecino. 
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Recuerdo que un señor Senador dijo en la Comi- 
sión de Constitución y Legislación —hubo varios tes- 
tigos- que en su barrio, cuando dejaban una casa, le 
daban el arma a un vecino para que alguien estuviera 
armado y, al menos, pegara un tiro al aire. Me parece 
que es lamentable, pero responde a la realidad de al- 
gunos barrios de Montevideo. 


Estamos de acuerdo con que se regule el delito 
de tráfico internacional y el de las organizaciones 
delictivas. Estas figuras delictivas fueron mejoradas, 
porque antes la pena mínima era de penitenciaría y 
ahora la mínima es de prisión, lo que hace que sean 
excarcelables y pasibles de procesamiento sin prisión 
en caso de que quien ingrese no posea antecedentes. 


Reitero: nosotros no vamos a acompañar en general 
este proyecto de ley, aunque podemos votar favorable- 
mente algunos de sus artículos. Quiero decir que el re- 
sultado que se va a obtener será muy poco o nulo; hay 
imprecisiones en muchas de las figuras, con remisiones 
que no son adecuadas, sobre todo en tiempos en los 
cuales la Cámara de Representantes está abocada a la 
aprobación del Código Penal. Por eso creo que la crea- 
ción de nuevas figuras delictivas no es oportuna. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero aclarar que el 
proyecto tiene solo una votación porque se trata de la 
tercera Cámara. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señora Presidenta: vamos a 
votar negativamente el proyecto de ley tal como vino 
de la Cámara de Representantes. 


Nosotros votamos favorablemente el proyecto de ley 
cuando lo consideró el Senado porque compartíamos 
la finalidad general que lo inspiraba, sin perjuicio de 
que no acompañamos algunos de sus artículos, como 
por ejemplo el que creaba la figura del delito de tráfico 
interno, tan duramente criticada por algunos juristas 
que nos asesoraron en la Comisión de Constitución y 
Legislación. Estas figuras delictivas siguen presentes 
en el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Repre- 
sentantes pero, además, hay otros aditamentos y otros 
cambios que sentimos que no podemos acompañar. 


Para empezar, el inciso segundo que se introduce 
en el artículo 1.* dice: «El Poder Ejecutivo establecerá 
los tipos, características y requisitos que se deberán 
cumplir para autorizar la tenencia y porte de armas 
de fuego, municiones, explosivos y otros materiales 
relacionados en poder de civiles, así como las sancio- 
nes previstas en esta ley por la tenencia no autorizada 
de las mismas». ¿Qué quiere decir esto? ¿Qué quiere 
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decir que «el Poder Ejecutivo establecerá [...] las san- 
ciones previstas en esta ley por la tenencia no auto- 
rizada de las mismas»? En primer lugar, me cuesta 
entenderlo, porque si las sanciones están previstas en 
la ley, ¿qué puede establecer el Poder Ejecutivo? ¿O 
a través de este proyecto de ley se pretende otorgar al 
Poder Ejecutivo la potestad de modificar las sancio- 
nes que ya están establecidas en la propia ley? Si así 
fuera, es un disparate y, si no, es ininteligible. Fran- 
camente, no lo entiendo. 


Pero además existen otras disposiciones que son 
realmente inaplicables y que resultan peligrosas si 
van a estar conectadas con este jeroglífico al que aca- 
bo de referirme, que aluden al poder sancionatorio 
del Poder Ejecutivo. 


El artículo 4. —otra innovación que viene de la Cá- 
mara de Representantes-, dice: «La compraventa de 
armas de fuego entre particulares, deberá inscribirse 
en el Registro Nacional de Armas del Ministerio de 
Defensa Nacional y cumplir con los requisitos que es- 
tablezca la reglamentación». No estamos hablando de 
alguien que compra en la armería, sino del amigo que 
le compra a otro amigo un rifle para cazar. Esto tiene 
que ser inscripto. ¿Cómo se va a controlar esto? ¿Exis- 
te algún procedimiento razonable para hacerlo? Pero, 
además, ¿el Poder Ejecutivo va a poder establecer san- 
ciones utilizando la facultad que al parecer le otorga el 
nuevo inciso segundo del artículo 1.? Sinceramente, 
es algo oscuro, que no podemos acompañar. 


Otro aspecto que nos merece reparos y que fue se- 
ñalado en la Comisión de Constitución y Legislación 
por el señor Senador Rosadilla es lo que establece el 
artículo 7.” del proyecto de ley que aprobamos aquí, 
que también es el artículo 7.” del proyecto de ley que 
vino de la Cámara de Diputados, pero con modifica- 
ciones. Se prevé la destrucción de las armas, acceso- 
rios, municiones, explosivos, etcétera, que hayan sido 
incautados, decomisados o entregados voluntariamen- 
te, «salvo aquellos que pudieran ser utilizados por el 
Ministerio del Interior o por el Ministerio de Defensa 
Nacional para el cumplimiento de sus funciones», se- 
gún lo establecido en la Ley n.” 18087. Me parece que 
esto es más que razonable, porque si se incautan, se 
depositan o se entregan armas de fuego que el Minis- 
terio del Interior o el Ministerio de Defensa Nacional 
consideran que son útiles, no las destruye, sino que las 
guarda, y las emplea para el cumplimiento de sus fi- 
nes. Como al Estado uruguayo no le sobra dinero para 
comprar armas, si las incauta y pueden ser utilizadas 
por los agentes del orden o por las Fuerzas Armadas, 
está muy bien que así se haga. Pero ahora resulta que 
se elimina esta previsión, y todo lo que se incaute o 
se entregue será destruido. Sabemos que el propósito 
es eliminar las armas, lo que en un plano filosófico es 
compartible, pero en un plano práctico, de realidades, 
donde tenemos que atender circunstancias como las 
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que acabo de señalar, me parece que no es razonable y 
que no lo podemos apoyar. 


Por supuesto que podríamos compartir algunas 
disposiciones y otras no, pero como estamos obligados 
a votar en bloque, lo haremos negativamente. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más ora- 
dores anotados, tiene la palabra el miembro infor- 
mante, señor Senador Clavijo. 


SEÑOR CLAVIJO.- Señora Presidenta: es cierto 
que el Código del Proceso Penal está a punto de ser 
aprobado por la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción y que este tema debería incluirse sin discusión en 
ese texto. Pero acá juegan las urgencias. Este proyecto 
de ley fue enviado en 2012 al Parlamento, a iniciativa 
del Poder Ejecutivo, concretamente, dentro de un pa- 
quete de medidas del Ministerio del Interior. El Código 
del Proceso Penal entrará en vigencia en 2017, y es 
necesario definir ya cuestiones que tienen que ver con 
el tráfico de armas. ¿Por qué decimos que es necesa- 
rio? Porque como dijo el señor Senador Moreira, las 
armas que utilizan aquellos que van a delinquir tie- 
nen diferentes orígenes. Hay un número importante 
de armas que provienen de los hogares, fruto de las 
herencias o de las sucesiones, que quedan muy lindas 
en el galpón o en la chimenea, pero que están sin re- 
gularizar; y cuando de ese domicilio se llevan el arma, 
la roban, jamás se denuncia porque, como dije, está en 
esa casa en forma irregular. Por lo tanto, es muy difícil 
cuantificar el número de armas que por ese mecanis- 
mo ingresa al mercado; nadie hace la denuncia porque 
no tienen forma de justificarla. Creo que con esta ley 
se da un paso adelante en ese sentido, porque se da un 
gran margen a quienes quieren mantener las reliquias 
del abuelo en su domicilio, para que puedan regulari- 
zarlas muy rápidamente. 


Otro aspecto que hace a la urgencia de este tema 
es que el tráfico de armas es el segundo negocio más 
redituable en el mundo; está en segundo lugar des- 
pués del narcotráfico y las cifras que mueve son elo- 
cuentes: 43 billones de dólares entre los años 2008 y 
2012, algo bastante considerable. Asimismo, la región 
que más crece promedialmente en cuanto al porte y 
al negocio de las armas es América Latina, estando 
—toquemos madera sin patas— sin conflictos bélicos. 
Teniendo en cuenta esto, a pesar de reconocer que el 
tema debiera estar y estará dentro del Código, ello será 
para el año 2017, y esto puede allanar la necesidad de 
establecer mecanismos claros. 


Otro tema que no podemos dejar de lado es la mo- 
dificación del artículo 1.%, por el cual se da la potes- 
tad al Poder Ejecutivo de establecer los tipos y las 
características de las armas, que como tienen un 
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gran componente de ingeniería y de tecnificación, 
sus requisitos requieren constantes modificaciones. 
Si estos temas están comprendidos en la ley, quedan 
limitados para posibles modificaciones, y por eso este 
artículo da la potestad al Poder Ejecutivo para que es- 
tablezca sanciones —no penas, sino sanciones- y para 
ir modificando, mediante decretos, las especificacio- 
nes de los diferentes tipos de armas. 


Gracias, señora Presidenta, era cuanto tenía 
que decir. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-15 en 21. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se co- 
municará al Poder Ejecutivo. 


19) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más asun- 
tos, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 13 y 38 minutos, presidiendo 
la señora Lucía Topolansky y estando presentes los 
señores Senadores Agazzi, Antognazza, Baráibar, 
Chiruchi, Clavijo, Conde, Couriel, Gallicchio, 
Gallinal, Gallo Imperiale, Martínez, Martínez 
Huelmo, Moreira (Carlos), Muguruza, Nin 
Novoa, Pasquet, Pintos, Saravia, Solari y Tajam). 
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